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INTRODUCCIÓN

Nely Noemí García Corona
José Antonio Serrano Ortega

David Eduardo Vázquez Salguero

El estudio del federalismo mexicano y sus orígenes es un tema que ha 
ocupado la agenda historiográfica desde mediados del siglo pasado.1 
Hubo cambio cuando, a partir de 1970, los trabajos comenzaron a ver-
ter explicaciones sobre la génesis, la articulación y el funcionamiento 
de la república federal, y con ello vinieron las primeras luces sobre los 
constituyentes estatales. Nettie Lee Benson fue la primera en vincular 
a la diputación provincial implantada a través de la Constitución de 
Cádiz con el origen de los estados federados que surgen entre 1823 
y 1824.2 A la luz de obras más recientes, se sabe que las Diputaciones 
Provinciales, apoyadas en los jefes políticos, comandantes militares 
y Ayuntamientos asumieron poderes extraordinarios y declararon su 
autonomía y que no rechazaron la existencia de un gobierno nacional, 
sino solo desconocieron al Congreso por falta de legitimidad, lo que 
impulsó a varias Diputaciones a desafiar al gobierno central, esa crisis 
política permitió a dichos órganos asumir facultades no previstas en la 
Constitución de Cádiz.3

Desde el texto de Benson, se han multiplicado las propuestas sobre el 
origen o indicios de posicionamientos federales. Dentro de ese universo 

1 	  Benson, La diputación, 1994.
2 	  Ibid., p. 19.
3 	  Vázquez, “El federalismo…”, pp. 15, 28-29; Terán y Chust, La revolución.
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se vinculan las demandas de las Diputaciones Provinciales con las del 
Plan de Casa Mata de restaurar el primer congreso constituyente nacio-
nal para que convocara uno nuevo y así preservar la soberanía nacional. 
Otras propuestas advierten que el federalismo se manifestó en la defensa 
de la representación americana en las Cortes de Cádiz. A su vez, existen 
tesis que sustentan que el establecimiento del federalismo salvaguardó la 
unidad del territorio al fortalecer las autonomías regionales. Finalmente, 
hay autores que sugieren que la fuerza motriz del federalismo radica en 
el exitoso sistema de intendencias novohispano que fortaleció el regiona-
lismo, y que cuando apareció la diputación provincial fue vista como un 
medio para canalizar los anhelos de autonomía y autodeterminación de 
esas regiones, que más tarde demandaron el establecimiento del sistema 
federal.4 Todo lo expuesto con anterioridad abre caminos que permiten 
reflexionar sobre el origen y funcionamiento del federalismo nacional, 
y en nuestro caso, local.5 

Nuevos estudios han concluido que si bien las Diputaciones desem-
peñaron un papel importante en el proceso de adopción del federalismo, 
hubo otros actores y circunstancias muy particulares en cada región 
que dieron un matiz único en cada una de ellas. Solo así se entiende la 
diversidad de instituciones, del diseño de los procesos electorales y de 
la división de poderes que plantearon los Congresos Constituyentes, los 
cuales se articularon en diferentes en momentos.6 En este sentido, no 
obraron con la misma certidumbre las legislaturas que se articularon 
antes de la expedición del Acta constitutiva que las que se crearon a 
partir de lo establecido en dicho documento: los primeros (Oaxaca, 
Yucatán, Jalisco y Zacatecas) contaron con mucha mayor libertad para 
organizar sus órganos de gobierno, mientras que el resto ya tenían el 
marco regulatorio del Acta.

El Acta Constitutiva de la Federación Mexicana, firmada el 31 de enero 
de 1824, estableció formalmente el federalismo y con ello se colmaban las 

4 	  Barragán, Introducción; Chust, La cuestión; Vázquez, “El federalismo…”, pp. 15-50; 
Diego-Fernández, “El federalismo…”, p. 67; Costeloe, La primera república.
5 	  Solo por mencionar algunos trabajos: Vázquez, Establecimiento del federalismo; Vázquez 
y Serrano, Práctica y fracaso; Hensel, El desarrollo del federalismo; Salinas, El federalismo; 
Terán, Bosquejo; Torres, Los hombres de bien; Flores, Soberanía; Mares, “La órbita…”.
6 	  Vázquez, Establecimiento del federalismo.
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exigencias políticas de las provincias. Desde entonces se estableció una 
república popular federal, integrada por estados libres, soberanos e inde-
pendientes.7 Con ello, la fragmentación de la soberanía se acentuó, pero 
se preservó la unidad del territorio mexicano, ya que en el artículo tercero 
del Acta se indicó que “la soberanía residía radical y esencialmente en 
la nación”, razón por la cual era el Congreso nacional la única instancia 
facultada para adoptar, establecer y modificar la forma de gobierno y 
demás leyes fundamentales por medio de sus representantes. 

En esta introducción consideramos importante advertir que el debate 
sobre la división de poderes en el ámbito nacional es fundamental para 
entender e historiar el funcionamiento de los Congresos de las entidades 
federadas.8 Es cierto que cuando Oaxaca, Yucatán, Jalisco y Zacatecas 
establecieron sus estados se discutió la separación del poder. Pero solo 
fue hasta la ratificación del Acta constitutiva cuando se asentó en los 
artículos 9 y 20  que “nunca podrán reunirse dos o más (poderes) en una 
corporación o persona, ni el legislativo depositarse en un individuo”, lo 
cual se especificó tanto para la federación como para los estados.9 José 
Antonio Aguilar Rivera refiere que fue el modelo de “límites funcionales 
el que predominó en las primeras constituciones francesas, la española 
de 1812, y por ende la Constitución de 1824”.10 Al mismo tiempo, Jaime 
Hernández Díaz alude a que, en el caso de la Constitución michoacana, 
predominó el sistema de pesos y contrapesos en el poder ejecutivo me-
diante la creación del Consejo de Gobierno.11 El Consejo de Gobierno o 
Senado será un recurso instaurado por algunos estados, incluso desde su 

7 	  Frasquet, Caras del águila, pp. 355, 357, 363-365; Tena, Leyes fundamentales, pp. 154-158.
8 	  Uno de los debates historiográficos sobre la división de poderes lo plantean Clavero 
(Orden de los poderes) y Garriga (“Continuidad y cambio…”). Consideramos que los 
artículos aquí publicados permiten afirmar que los diputados constituyentes de las en-
tidades federadas se guiaron por las teorías de la división de poderes e impulsaron efec-
tivas prácticas institucionales que se basaban en “principios derogativos”, en que eran 
“disponibles” las normas antiguas y en que se podía y se debía “crear derecho”; y por el 
contrario, no se condujeron por las doctrinas de los poderes que “rehabilitaban” leyes y 
ordenamientos y que únicamente reforzaban un “orden declarativo a partir de principios 
indisponibles”.
9 	  Tena, Leyes fundamentales, pp. 155 y 158.
10  	 Aguilar, En pos de la quimera, pp. 98-102.
11  	 Hernández, La Constitución, pp. 208-215.
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organización provisional –antes de redactar sus constituciones estatales–, 
como lo es el caso de Guanajuato y Yucatán.

Debemos puntualizar que el análisis de la división de poderes no 
solo es importante por la parte doctrinal, sobre todo porque en la prác-
tica su diseño, prerrogativas y atribuciones trajo fuertes disputas entre el 
Legislativo y el Ejecutivo desde las Cortes de Cádiz, las cuales se van a 
replicar en el imperio de Iturbide y durante el primer federalismo nacio-
nal y estatal. En efecto, la separación de poderes en los ámbitos nacional 
y local trajo consigo que se pusiera especial atención en el diseño del 
poder ejecutivo. Debemos recordar que desde las Cortes de Cádiz había 
un conflicto por el título y las atribuciones que correspondían a estas 
y al rey. De entrada, las cortes le quitan la soberanía al monarca y la 
depositan en la nación compuesta por los representantes de ambos he-
misferios.12 Las Cortes se arrogaron, entre otras atribuciones, la potestad 
de crear las leyes, interpretarlas y derogarlas, tomar juramento al rey y 
resolver cualquier duda respecto a la sucesión real; al rey se le otorgó la 
atribución de ejecutar las leyes, expedir decretos, reglamentos, hacer la 
guerra y nombrar a los magistrados de los tribunales civiles y criminales 
con base en la propuesta del Consejo de Estado.13 Este último punto será 
determinante diez años después dentro del Primer Imperio Mexicano, 
pues dicha atribución no será reconocida por el Congreso nacional, lo 
cual tensó la relación de este con el emperador Iturbide, lo que a la postre 
puso sobre la mesa el debate de quién era el depositario de la representación 
de la soberanía nacional14 y dejó al descubierto las tensiones inherentes de 
la división de poderes: una disputa por la titularidad de la soberanía, y 
en esa línea, la supremacía del legislativo sobre el ejecutivo, lo que se va 
replicar dentro del sistema federal nacional y estatal.

En medio de la crisis política que significó la abdicación de Iturbide I, 
de manera provisional se estableció un triunvirato, y durante la redac-
ción de la Constitución federal el debate respecto al poder ejecutivo se 
enfocó en si este debía ser colectivo, electivo, periódico y rotativo, o 

12  	 Chust y Frasquet, “Soberanía hispana…”, pp.15-16.
13  	 Tena, Leyes fundamentales, pp. 75, 80.
14  	 Este conflicto lo han estudiado desde diversos ángulos las obras de Anna, El imperio 
de Iturbide, pp. 100-136; Ávila, En nombre de la nación, pp. 224-243; y Frasquet, Caras 
del águila, pp. 205-246.
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bien individual electivo y temporal;15 hay una preocupación expresa en 
que su diseño no permitiera el ejercicio despótico y tirano por parte de 
su detentor. Josefina Zoraida Vázquez apunta al respecto que tanto la 
federación como los estados establecieron en su diseño constitucional la 
supremacía del legislativo, y consideraron a los otros poderes como sus 
agentes.16 Esa preocupación también se trasladó sobre los ejecutivos es-
tatales. Casos concretos serán Jalisco, Puebla, Michoacán y Guanajuato, 
y este último debatió sobre la pertinencia de conformar un ejecutivo 
unipersonal o colegiado.17 

Es importante recordar que el pacto federal de 1824 dio vida a una 
federación con poderes y competencias reducidas y a unas entidades fede-
radas con muy amplias facultades militares, fiscales y políticas. Además, 
se debe tener en cuenta que la Constitución de 1824 gobernaba esta-
dos y territorios no ciudadanos; y por tanto, los constituyentes estatales 
quedaron con la potestad de diseñar los poderes, las instituciones, los 
procesos electorales, los requisitos de la ciudadanía y los derechos políti-
cos, entre otros elementos. Al contrario de la federación, en los diseños 
institucionales no se siguió el principio de pesos y contrapesos, sino de 
predominio soberano e ilimitado de los poderes legislativos constituyen-
tes. No es extraño, por consiguiente, que muy pronto, ya desde 1824, los 
Congresos Constituyentes sobrepasaron los límites establecidos por las 
bases jurídicas de la federación, y ello hizo necesaria la intervención de 
la autoridad federal para mediar conflictos de competencias y atribucio-
nes.18 Como uno de los tantos ejemplos podemos citar el artículo séptimo 
de la Constitución de Jalisco, referente a los gastos del culto que violaba 
la Constitución federal y que legislaturas de Guanajuato y Michoacán 
retomaron en sus debates, mientras que otros Congresos lo incluyeron 
dentro de sus constituciones. Tal fue el caso de Zacatecas, Tamaulipas, 
Estado de Occidente, Estado de México y Coahuila y Tejas.

Así, la supremacía de los legislativos constituyentes y constitucionales, 
la doble soberanía que se ejerció en el federalismo y el exceder los límites 

15  	 Arroyo, Arquitectura del Estado, p.108.
16  	 Vázquez, “El federalismo…”, p. 26.
17  	 Véase el trabajo de Alicia Tecuanhuey en este libro y Mares, “La órbita…”, pp. 54-55.
18  	 Vázquez, “El federalismo…”, p. 28; Andrews, “Discusiones…”, p. 83.
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de sus competencias se pueden explicar a partir de cómo entendieron los 
constituyentes estatales el funcionamiento del federalismo, cómo efec-
tuaron la división de poderes y, en este último aspecto, las atribuciones 
y prerrogativas que otorgaron a los legislativos constitucionales como 
depositarios directos de la soberanía, cuya legitimidad descansaba en 
los procesos electorales.

Basados en estas consideraciones, creemos que es relativamente fácil 
responder a la pregunta de por qué es importante estudiar a los Congresos 
Constituyentes de las entidades federadas. Partimos del precepto de que “el 
poder constituyente es un poder de decisión, creador, originario y [sin] límites 
jurídicos”, y que de él emana el orden constitucional con poderes múltiples y 
divididos.19 Se justifica de sobremanera estudiar los Constituyentes locales, 
los cuales tuvieron amplia potestad para organizar de manera provisional el 
gobierno de los estados, y a la hora de diseñar sus constituciones, ese poder y 
libertad se ve reflejado en la riqueza y las particularidades de dichos textos, 
aun cuando debían respetar las bases de la federación, es decir, lo establecido 
en el Acta constitutiva y la Constitución federal de 1824.

La república mexicana, para 1824, estaba formada, según lo había 
establecido el Acta Constitutiva de la Federación Mexicana, por die-
cisiete estados: Guanajuato, Interno de Occidente (Sonora y Sinaloa), 
Interno de Oriente (Coahuila, Nuevo León y Tejas), Interno del Norte 
(Chihuahua, Durango y Nuevo México), México, Michoacán, Oaxaca, 
Puebla, Querétaro, San Luis Potosí, Nuevo Santander, Tabasco, Tlaxcala, 
Veracruz, Xalisco, Yucatán, Zacatecas y los territorios de las Californias 
y Colima, y dos territorios. Pero en el tiempo que medió entre el Acta y la 
Constitución federal, los intereses regionales modificaron la organización 
político-administrativa. Así, la Constitución de octubre de 1824 recono-
ció veinte estados, pero pronto se agregó Chiapas, se desintegró el estado 
Interno de Oriente y el Interno del Norte, para dar paso al surgimiento 
de Coahuila, Nuevo León y Tejas, que permanecieron unidos; surgieron 
Chihuahua y Durango, y Santa Fe de Nuevo México pasó a ser territorio, 
junto con la división de las Californias en Alta y Baja, en tanto quedó 
pendiente de fijar el carácter de Tlaxcala.20 

19  	 Pantoja, “Introducción”, pp. 37 y 38.
20  	 Vázquez, “El federalismo…”, p. 22.
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El presente libro es producto de las actividades del Seminario 
Interinstitucional “Diputaciones provinciales, congresos, juntas y asam-
bleas departamentales, 1812-1846”, el cual abrió sesiones en junio de 
2019 y cuyo objeto de estudio son estos órganos político-administrativos 
y legislativos con una visión de largo plazo, vale decir, desde 1823 hasta 
1846. No obstante, de frente a la conmemoración del bicentenario del 
establecimiento del sistema federal en México, y ante el surgimiento de 
buena parte de los estados actuales, los autores de este libro consideramos 
pertinente trabajar en una obra enfocada en el análisis de los Congresos 
Constituyentes estatales que surgieron de la crisis política que significó 
el fracaso del primer Imperio y de la publicación del Acta constitutiva 
del 31 de enero de 1824.

Se puede señalar con facilidad que el primer antecedente de esta 
obra se encuentra en El establecimiento del federalismo en México, libro 
coordinado por Josefina Zoraida Vázquez, que vio la luz en 2003, en el 
que diecisiete de sus textos se centran en el origen y organización de los 
estados. Poco más de veinte años después, ponemos a consideración el 
presente trabajo, el cual incluye nueve Congresos Constituyentes y una 
Diputación Provincial-territorial. Con este libro pretendemos abonar al 
conocimiento que significó la propuesta de Josefina Zoraida Vázquez a 
la luz de nuevas fuentes y propósitos.

A partir del estudio de algunos casos, la obra permite ver cómo 
afrontaron las regiones la crisis política que generó el declive y la caída 
del primer Imperio y el tránsito hacia la república federal, en donde 
prevalece el consenso no solo en aceptar la república, sino dentro de 
las propias regiones para consolidar el proceso institucional y consti-
tucional de los estados.

La multitud de temas abordados en el presente trabajo, algunos de 
manera más amplia que otros, es reflejo de la gran cantidad de asuntos 
que debieron atender los Congresos además de redactar su constitución. 
En el afán de dar visibilidad a la riqueza legislativa, dejamos en manos 
de los especialistas de cada región la tarea de escribir a partir de sus 
intereses y fuentes disponibles bajo el eje rector del periodo de vigencia 
del legislativo constituyente de cada estado.

La obra en su conjunto permite entender la gran diversidad regional, 
la cual marca el ritmo y el desempeño de los Congresos Constituyentes, 



18

Introducción

razón por la que se convierten en el eje vertebral del libro. Varios de los au-
tores hacen puntuales caracterizaciones socioeconómicas y profesionales 
de los diputados, lo que permite estudiar las bases económicas y sociales 
de los grupos políticos regionales. Así, en Guanajuato predominaron en 
el Congreso los representantes de los dueños de minas y de los grandes 
propietarios agrícolas, mientras que en Yucatán fueron los comerciales. 
Las pugnas por la representación regional terminan en la fragmentación 
del estado Interno del Norte y dan paso al surgimiento de nuevos estados, 
o el caso de Nuevo México, cuya preocupación radica en no sucumbir 
ante el desamparo del gobierno nacional.

El federalismo fue una muy buena salida para la transición polí-
tica, el pacto predomina de 1824 a 1827. Hay un cambio abrupto de 
sistema de gobierno, pero con una continuidad de las elites regionales 
dentro de los constituyentes estatales a los que pudieron incorporarse 
grupos político-económicos locales que cobraron relevancia con la guerra 
de Independencia y el liberalismo gaditano.

Si bien hubo enfrentamientos, estos no logran fracturar los pactos 
establecidos desde el Plan de Casa Mata y después del decreto del Acta 
Constitutiva de la Federación Mexicana, pues a final de cuentas, todos 
estaban a favor del federalismo como forma de organización política; 
aunque los estados adoptaron posturas diversas dentro del marco federal, 
México, Puebla, Querétaro, Guanajuato, Veracruz y Michoacán se in-
clinaron por un unionismo descentralizador; otros estados se inclinaron 
por el confederalismo moderado, como lo fueron Zacatecas, Coahuila, 
Durango, Chihuahua, San Luis Potosí y Nuevo León; mientras que 
Yucatán, Sonora, Baja California y tal vez Tamaulipas se pueden catalogar 
como confederalistas radicales.21

Bajo esa línea, podemos decir que los Congresos lograron una tran-
sición ordenada, en un proceso en el cual los militares tuvieron un papel 
medular en un principio y que los legislativos constituyentes lograron 
disminuir en la estructura de poder e institucional.

La presente obra recoge el estudio de los constituyentes de Oaxaca, 
Yucatán, Jalisco y Zacatecas, que fueron los primeros espacios en articular 
sus Congresos Constituyentes sin tener para ello lineamientos desde el 

21  	 Ibid., p. 27.
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centro, y por tanto, su análisis muestra lo complejo y diverso que resultó 
su organización por lo novedosa y desconocida que fue la propuesta en la 
práctica. Posteriormente se consignan los trabajos sobre Puebla, Estado de 
México, Guanajuato y Michoacán, estados que se articularon a partir de los 
parámetros establecidos en el Acta constitutiva; finalmente, se encuentran 
los análisis que reflejan la reconfiguración territorial que se dio entre la 
expedición del Acta constitutiva y la Constitución de 1824; en este caso 
tenemos a Chihuahua y al territorio de Nuevo México. 

Carlos Sánchez Silva presenta un análisis en donde destaca que en 
Oaxaca el tránsito al sistema federal estuvo en manos del Ayuntamiento 
de Oaxaca y las fuerzas armadas, y donde la Diputación Provincial quedó 
relegada. La adopción del federalismo fue una decisión que salvaguardó 
el poder de la elite oaxaqueña. En ese sentido se entiende la creación de 
la Junta Provisional Gubernativa que desplazó a la Diputación Provincial, 
para posteriormente proponer el establecimiento de un congreso provin-
cial en Oaxaca. Una vez que el autor analiza el escenario que prevaleció 
durante la elección de la primera legislatura constituyente local, da paso 
al estudio de la legislación que emitió la Junta y que a final de cuentas 
sentó las bases de la organización territorial, política, económica y jurí-
dica de aquel estado. Con Oaxaca, se percibe lo que se replicará en los 
demás Congresos Constituyentes, la supremacía del poder legislativo por 
encima de ejecutivo y el judicial. 

Justo Miguel Flores Escalante aborda el Congreso constituyente de 
Yucatán y el complejo escenario que debió afrontar al ser uno de los pri-
meros legislativos en crearse y defender el establecimiento del federalismo. 
Tuvo que enfrentarse al diseño institucional en su estado y debatir sobre 
la soberanía y el papel del estado frente al gobierno nacional y sus disposi-
ciones. El autor pone énfasis en la situación política, militar y económica 
de la región, la cual estaba vinculada al comercio exterior, y lo que ello 
significó al momento de defender la independencia nacional frente a las 
acusaciones de desacato a decretos federales. Los diputados yucatecos se 
opusieron a cesar su comercio con Cuba porque esta medida afectaba la 
vida económica del estado. Por esta posición, las autoridades nacionales 
acusaron a la legislatura yucateca de intentar separarse y anexarse a España.

Jaime Olveda plantea, por su parte, que en el proceso de creación 
del estado de Jalisco no solo intervino de manera decisiva la Diputación 
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Provincial, sino también lo hicieron el Ayuntamiento de Guadalajara y el 
jefe político. El autor aborda el Plan Provisional de Gobierno, el proceso 
electoral para elegir al congreso constituyente y su instalación. Destaca 
que, al ser uno de los primeros Congresos en organizarse, sus diputados 
constituyentes no tenían mucha claridad respecto a su funcionamiento, 
por lo que multiplicaron sus actividades a fin de promover en las impren-
tas de Guadalajara obras que guiaran su labor legislativa. Finalmente, 
el autor dedica una importante parte del estudio a los debates de los 
artículos más importantes de la Constitución de Jalisco.

El análisis de Mariana Terán Fuentes aborda lo complejo que resultó 
para el constituyente de Zacatecas legislar en medio de un proceso de 
transición de gobierno en el ámbito nacional. De nueva cuenta destaca el 
protagónico papel que tuvo la Diputación Provincial zacatecana dentro 
del surgimiento del estado libre de Zacatecas, y por tanto, en la elección 
y establecimiento de su congreso constituyente. La autora no pierde de 
vista el escenario nacional, lo cual sirve de contexto para adentrarse al 
análisis del constituyente local a través de sus integrantes, comisiones y 
juras, al tiempo que analiza las complejidades del diseño constitucional 
y la disyuntiva sobre jurar o no el Acta constitutiva. 

Frente a la diversidad de propuestas de organización que asumieron 
las primeras provincias que impulsaron la implantación del federalismo, 
se encuentran los demás estados y territorios que a pesar de haber favo-
recido el establecimiento del federalismo esperaron a que desde el centro 
del país se emitieran las bases para su organización. En ese sentido, hay 
dos estados cuya organización es federalista hacia afuera, pero centrali-
zadora en su interior.

María del Carmen Salinas Sandoval hace una radiografía del es-
tablecimiento del Congreso constituyente del Estado de México, sus 
integrantes, las comisiones y los decretos emitidos por ese órgano legis-
lativo. La autora puntualiza que la trayectoria política de la mayoría de 
los constituyentes marcó cierto alejamiento del federalismo al menos en 
sus primeros años de funcionamiento, pero que las elecciones estatales 
de 1826 variaron su postura. En el artículo se subrayan las relaciones 
conflictivas con la federación por disputas territoriales que se traslada-
ron al ámbito fiscal. Si bien, por un lado la autora pondera la labor y los 
debates que los diputados tuvieron sobre el texto constitucional de ese 
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estado, por el otro señala la transgresión del pacto federal por parte del 
gobierno del centro y el estado.

Alicia Tecuanhuey Sandoval, además de destacar el papel de la 
Diputación Provincial y el jefe político de Puebla en el establecimiento 
del Congreso constituyente, analiza el perfil de sus integrantes y no 
deja de lado las complicaciones que afrontó para completar la labor 
legislativa como lo fue la restructuración del propio poder legislativo. 
El trabajo pone de manifiesto el trabajo desempeñado por legisladores 
eclesiásticos y cómo los constituyentes, junto a los diputados en el 
Congreso nacional, buscaron la defensa de los intereses del estado. 
Si bien se subraya la supremacía del legislativo sobre los otros dos 
poderes, al Poder Ejecutivo se le otorgaron una serie de atribuciones 
que le permitieron centralizar la administración del estado y gozar de 
inmunidad en causas civiles y criminales al momento de desempeñar 
el cargo. En consonancia, hubo una buena relación entre el Ejecutivo 
y el Legislativo en el periodo constituyente, lo cual no fue lo que pre-
dominó en la mayoría de los estados. 

José Antonio Serrano Ortega se enfoca en los debates y legislación 
sobre los juicios verbales y las atribuciones de los alcaldes constitucio-
nales en el ámbito judicial, todo ello dentro de la primera instancia en 
la impartición de justicia de Guanajuato. El tema sirve de hilo conduc-
tor para abordar cómo los Constituyentes de ese estado condujeron el 
diseño de los poderes. El legislativo se asume y se asegura, a través de 
la Constitución, de quedar como el poder predominante, al tiempo 
que tiene cuidado de que el ejecutivo no ocupe un lugar en el diseño 
institucional que le permita convertirse en un déspota, mientras que el 
tribunal de justicia nace con complicaciones por la falta de abogados y 
de recursos. Pero al mismo tiempo, el Congreso constituyente se preo-
cupaba de que el gobernador quedara investido con la facultad de vigilar 
la administración de justicia en todos los niveles. 

Nely Noemí García Corona presenta un trabajo comparativo en-
tre Michoacán y Guanajuato. El estudio parte de la conformación de 
ambas legislaturas, para posteriormente enfocarse en los debates sobre el 
diezmo y la religión católica. Los dos estados eran parte del Obispado 
de Michoacán al constituirse, lo que desde la perspectiva de la autora 
justifica el análisis para analizar las diferencias y las convergencias en los 
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debates y sus relaciones comunes con el cabildo catedralicio sobre dichos 
aspectos durante el proceso constituyente debido a los diferenciados 
intereses regionales.

Gustavo Herón Pérez Daniel nos presenta un análisis que se centra 
en la conformación del estado de Chihuahua, el cual surge en ese inter-
medio entre la promulgación del Acta constitutiva y la Constitución de 
1824. La temporalidad a la que se ciñe el texto –1821 a 1825– le permite 
al autor poner en escena diversas instituciones, como la Comandancia 
General de las Provincias Internas, la Diputación Provincial de Nueva 
Vizcaya, la Diputación de Chihuahua, el Ayuntamiento de Durango y el 
de Chihuahua, el estado Interno del Norte y finalmente el surgimiento y 
organización política e institucional del estado de Chihuahua. El autor 
nos da noticia de las pugnas políticas entre Durango y Chihuahua cuando 
este segundo territorio buscó erigirse como entidad federativa. El artículo 
nos permite conocer lo que ocurría en otros espacios como Durango y lo 
que más tarde terminará siendo el territorio federal de Nuevo México. 
Por tanto, este texto se complementa con el de Martín González, lo que 
permite una visión más integral de un espacio que superaba al territorio 
de chihuahuense. 

Martín González de la Vara se enfoca en el análisis de la institución 
encargada del gobierno de Nuevo México en un tramo largo que abarca de 
1822 a 1830, la cual tuvo las denominaciones de Diputación Provincial 
de 1822 a 1824, y a partir de 1825 a 1836 fue conocida como Diputación 
Territorial o Asamblea Territorial de Nuevo México. El autor destaca lo 
endeble de las bases jurídicas de dicho órgano, aunque eso no le impidió 
constituirse como una de las figuras de autoridad más importantes 
en la región junto al gobernador y al comandante militar. A la par, el 
estudio resalta lo complicado que fue el funcionamiento de la Diputación 
y los problemas que debió enfrentar al ser un territorio cuya forma de 
gobierno no quedaba clara y al mismo tiempo era una frontera muy 
alejada del centro del país. En palabras de Martín González de la Vara, 
la Diputación era una institución importante pero limitada, ya que era 
un apéndice del legislativo federal y no un órgano legislativo.

Como final de esta introducción, nos gustaría destacar lo que es evi-
dente: estos primeros Congresos Constituyentes estatales muestran una 
gran riqueza respecto de su organización, funcionamiento, atribuciones, 



23

Nely  García, José Serrano y David Vázquez

perfiles y formación de integrantes. Si bien hubo posiciones doctrinales 
comunes, también se expresaron diferencias sobre las ideas de sobera-
nía, federación, división de poderes y el papel de los ayuntamientos, lo 
cual cobra relevancia porque no había precedentes en las regiones de 
este tipo de órganos con tanto poder y atribuciones. Lo que fue común 
en los debates acerca de la división de poderes es que se acordó que los 
Congresos serían supremos dentro de los estados. 

El libro permite observar el desarrollo del federalismo desde las re-
giones y resaltar la fuerza con que nacen los Congresos Constituyentes en 
la república mexicana. Los diez trabajos que aquí presentamos permiten 
observar claramente que hay dos momentos en el proceso de creación de 
los constituyentes: la de los estados radicales y los que se crean atendien-
do el Acta constitutiva, condición que incidirá en la forma en que estos 
conciban y asuman la soberanía y la ejerzan para diseñar los poderes 
ejecutivo y judicial tanto provisional como constitucionalmente.

Estas investigaciones pretenden enriquecer el conocimiento que se 
tiene de los primeros constituyentes estatales desde su articulación y su 
relación con los otros dos poderes, los intereses regionales y la federa-
ción. Las fuentes que sustentan la mayor parte de los trabajos son las 
actas de los constituyentes y de la diputación territorial, lo que permite 
analizar no solamente los debates sobre los procesos de redacción de las 
constituciones, sino también abre la reflexión hacia la gran diversidad 
de temas que los estados y territorios consideraron prioritarios para op-
timizar su funcionamiento.

A su vez, los textos que hoy ponemos a consideración del lector 
permiten pensar en nuevos problemas de investigación e indagar sobre 
la influencia de los planteamientos tanto de los textos constitucionales 
como de leyes secundarias, decretos, instituciones y preocupaciones de 
los primeros Congresos –Oaxaca, Yucatán, Jalisco y Zacatecas– en el 
resto de las legislaturas. Queda pendiente el análisis de la adopción de 
proyectos y propuestas de unos estados a otros y cruzar momentos y ar-
gumentos de temas nodales que preocuparon a los primeros Congresos 
Constituyentes estatales en el contexto del primer federalismo mexicano. 
Asimismo, es necesario realizar estudios puntales de los diputados de 
los estados en el Congreso federal para tener una mayor comprensión de 
las relaciones entre las regiones y los poderes federales. 
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Queda claro que en esta etapa de la labor legislativa de los diputados 
estatales no se planteó una amplia posición de fuerza y de cuestiona-
miento acerca de las atribuciones y facultades que podía ejercer el go-
bierno nacional con respecto a los sistemas políticos y a las estructuras 
fiscal y militar de cada uno de los estados. Los casos a contracorriente 
fueron Yucatán y Jalisco, pero el resto de los Congresos no secundaron 
la posición yucateca y jalisciense. En la gran mayoría de las actas de las 
asambleas legislativas no se debatió ampliamente sobre los temas noda-
les de federalismo y confederalismo. La relación entre las autoridades 
estatales y el gobierno federal no fue un tema que concentrara la aten-
ción de los constituyentes. En pocas palabras, desde los Congresos no 
se ve a la federación como un enemigo, lo que constituye un consenso 
mayúsculo en toda la república, ya que, desde nuestro punto de vista, 
permitió que el gobierno nacional pudiera desplegar, entre 1824 y 1827, 
sus atribuciones administrativas, fiscales, militares y políticas a lo largo 
del territorio de la república. Una de las explicaciones de que no pre-
sentaran conflictos que pusieran en cuestionamiento el despliegue del 
gobierno federal es que desde las bases de la federación de diciembre de 
1823 se habían otorgado muy amplias atribuciones a los estados, como 
hemos destacado en esta introducción. 

En las siguientes etapas del seminario analizaremos uno de los 
principales temas que ahora se apuntan en este libro: el desequilibro 
en la división de poderes trajo consigo otro tipo de cuestionamientos. 
Hacia los años treinta del siglo XIX, cuando se abrió el proceso de la 
reforma a la Constitución federal de 1824 –la cual no prosperó–, los 
excesos del federalismo y de las legislaturas estatales trajeron consigo 
el cuestionamiento sobre el éxito de este sistema de gobierno. Surge 
entonces la necesidad de experimentar una nueva forma de organi-
zación política hacia 1835: los centralismos, y aunque después de su 
implantación se volvió a adoptar el federalismo en 1846, fue necesario 
reformar sus bases jurídicas con el objeto de contrarrestar fallos de la 
primera experiencia federal.
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Así como Guadalajara fue la primera provincia 
de México en declarar su intención de establecer un 

congreso provincial, Oaxaca fue la primera
que se convirtió en un estado federal.

Netiee Lee Benson

Introducción

Desde Lucas Alamán, pasando por Nettie Lee Benson, hasta autores 
contemporáneos, todos coinciden en que el origen del federalismo y de 
la conformación de los primeros Congresos estatales debe buscarse en el 
papel que las Diputaciones Provinciales desempeñaron en la coyuntura 
política durante los años que corren de 1821 a 1824.1 Sin embargo, a 
diferencia de lo que sucedió en las otras intendencias novohispanas con 
el papel relevante de las Diputaciones como las impulsoras del sistema 
republicano federalista mexicano, Oaxaca tuvo una evolución singular 
donde el papel determinante lo ejercieron el Cabildo de la ciudad capital, 
fundado en el siglo XVI y reciclado a partir del constitucionalismo gadita-
no de 1812; la Junta Provisional Gubernativa establecida el 24 de febrero 
de 1823, que funcionó como un órgano legislativo desde esas fechas tan 
tempranas, incluso antes que Agustín de Iturbide dimitiera como em-
perador y, por supuesto, que se promulgaran tanto el Acta Constitutiva 
de la Federación Mexicana como la primera Constitución republicana 
federalista en 1824, y las fuerzas armadas comandadas por el consumador 

1 	  Alamán, Ideario político, p. 16; Benson, La diputación provincial, p. 9; Florescano, 
Actores, pp. 334- 335.
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de la guerra de Independencia en el contexto local, el entonces coronel 
Antonio de León y Loyola. Pero ¿cómo y por qué sucedió esto? Este es, 
precisamente, el objetivo principal del presente ensayo.

El peso del pasado reciente

De entrada, debo resaltar algunos temas del pasado reciente de la historia 
de la intendencia oaxaqueña que son fundamentales para entender la 
actitud de los grupos de poder en la crisis del orden colonial y el paso 
a la Oaxaca republicana federalista. Fundamental resulta la crisis im-
perial de 1808 y los efectos que produjo, ya que la elite local, asentada 
principalmente en la capital oaxaqueña, tomó la decisión de participar 
más activamente en esta coyuntura con una posición que en otro texto 
hemos calificado de “política regresiva”, ya que, si bien manifestaron su 
apoyo a la monarquía española en estos difíciles momentos, por otro lado, 
expusieron abiertamente en su representación a la Corona que pusiera 
punto final a la reforma que había implantado el sistema de intendencias 
en la Nueva España. Según su parecer, el sistema de intendencias había 
producido la decadencia de la otrora opulenta Oaxaca, ya que afectó desde 
su raíz al negocio de la grana cochinilla, centro neurálgico sobre el que 
giraba la vida económica, social y política de esta provincia.2 

Una vez iniciadas las acciones bélicas de la guerra de Independencia, 
y pese a que se manifestaron a favor del bando realista, Oaxaca vivió 
otro suceso que marcaría de forma indeleble su derrotero. La presencia 
de las fuerzas insurgentes comandas por José María Morelos y Pavón 
en la capital misma de la intendencia, en los años que van de 1812 a 
1814. Pese a que los principales integrantes de la elite, a regañadientes, 
se plegaron a los insurgentes, esto provocó que en suelo oaxaqueño no se 
jurara la Constitución de Cádiz, como sí sucedió en los demás territorios 
novohispanos. Cuando en 1814 los realistas, encabezados por el brigadier 
español Melchor Álvarez y Thomas, recuperaron la intendencia para la 
causa realista, sucedió la jura formal de la Constitución gaditana. Sin 
embargo, en la práctica, Álvarez actuó de forma tan arbitraria y despótica, 

2 	  Estos temas los desarrollamos en Sánchez y Arrioja, “El ayuntamiento…”, pp. 23-49.
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que varios miembros de la elite que habían visto en él su tabla de salva-
ción, en años anteriores pidieron su remoción del cargo.3

Una vez removido de su cargo, Álvarez se trasladó, primero, a la 
capital novohispana, y luego a otras intendencias a desempeñar cargos 
similares al que tuvo en Oaxaca. Fue en esos momentos cuando empezó 
a crecer la figura de De León y Loyola, otro militar realista que se había 
opuesto a la guerra de Independencia desde 1811. Sin embargo, al ser 
invitado por Agustín de Iturbide, por conducto de Nicolás Bravo, se 
sumó al proceso de consumación de la guerra desde abril de 1821. En una 
carta, Bravo les daba las siguientes instrucciones a los hermanos De León: 

Confiero comisión a D. Antonio y D. Manuel de León para que, en el dis-
trito de su vecindario, o donde más partido tengan, puedan reclutar y armar 
a los buenos patriotas que sostengan el justo partido de la Independencia en 
el concepto que para socorrerlos ocurrirán a los estanquillos o rentas nacio-
nales con quienes llevarán su correspondiente cuenta y razón sujetándose en 
todo a las instrucciones, que con esta se acompaña. Huamastitlán tres de 
abril de 1821, Nicolás Bravo.4 

Inicialmente consumó la independencia en su región de origen en la Mixteca 
oaxaqueña el 19 de junio de 1821, luego avanzó sobre la capital oaxaqueña 
e hizo lo propio el 31 de julio de este mismo año en la ciudad capital.5 En 
este suceso, la naturaleza también participó: ese mismo día Oaxaca padeció 
un fuerte terremoto. Para el padre José Antonio Gay, este fenómeno natural 
“avisaba que la dominación española había terminado en la provincia”.6

Ante esta situación, ¿cuál fue la actitud de la elite y de su principal 
órgano de gobierno, el Cabildo civil capitalino?: manifestarse, en un 
principio, de manera abierta en contra de Iturbide y de su movimiento. 

3 	  Sobre el particular, véanse Sánchez, “Los cabildos…”; Arrioja y Sánchez, “Melchor 
Álvarez…”.
4 	  Carta en Archivo Histórico de la Secretaría de la Defensa Nacional, sección Cancelados, 
expediente XI/112/2-407, f. 109, en Tamayo, El general…, p. 11.
5 	  El 1.º de agosto de 1821 Antonio de León publicó un manifiesto para explicar al pue-
blo oaxaqueño las razones que lo asistían al consumar la Independencia. Sobre este tema, 
véase Esteva, “Introducción…”, p. 14. 
6 	  Gay, Historia, p. 495.
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En este contexto, resulta revelador el impreso que el Cabildo de la ciudad 
de Oaxaca, representante político de toda la intendencia de acuerdo con 
el derecho castellano, publicó el 13 marzo de 1821, es decir, dos semanas 
después que Iturbide había sacado a la luz pública el Plan de Iguala. En 
su parte medular, el Cabildo de la capital oaxaqueña lo manifestaba con 
estas palabras: 

[No] os dejéis de las halagüeñas pero capciosas propuestas con que el coronel 
Iturbide ha pensado interrumpir la paz y la tranquilidad casi general en que 
se halla todo este [vasto] reino, invitándolo a proclamar la independencia 
y faltando no sólo a los deberes de hombre de bien, sino también a la ciega 
confianza con que el Excmo. Sr. Virrey le habrá nombrado para perseguir 
al obstinado Guerrero, de quien ya tenéis anticipadas noticias.7 

Sin embargo, derivado de que en España se había restituido la Constitución 
de Cádiz desde principios de 1820, la elite oaxaqueña fue cambiando 
su visión sobre el iturbidismo, ya que, de oponerse abiertamente a este 
movimiento, se sumaron con gusto al apoyo general que se le dio a 
Iturbide y su proyecto político, y su respaldo, en el contexto local, se 
lo brindaron a su representante en la intendencia, el coronel De León. 
Incluso, aceptaron que Iturbide nombrara a su compadre Manuel Iruela 
Zamora como intendente de Oaxaca, en agosto de 1821. Más tarde, 
cuando Iturbide endureció su régimen y empezó a exigir préstamos a las 
elites de las intendencias, vino el desencanto con el iturbidismo. No solo 
depusieron a Iruela Zamora, sino renegaron de todo lo que implicaba 
el iturbidismo e iniciaron, incluso antes de que Agustín I renunciara de 
forma absoluta al trono el 19 de marzo de 1823, su movimiento hacia el 

7 	  BPEO/FMMG, vol. 38, Documentos para la historia de Oaxaca, 1810-1826, “Impreso 
del cabildo de la ciudad de Oaxaca contra Iturbide y Guerrero, ciudad de Oaxaca, 13 de 
marzo de 1821”. Cursivas propias. El documento lo suscribieron diversos personajes, crio-
llos y peninsulares que controlaban el Cabildo y también destacaban como comerciantes 
y hacendados residentes en la capital oaxaqueña. Entre ellos podemos destacar, entre 
otros, a Ignacio de Goytia, José Antonio Solaegui, Juan Nepomuceno Banuet, Ramón 
Ramírez de Aguilar, Ignacio Laso, José Mariano Magro, Agustín Mantecón, Gregorio 
López Novales, Mateo de la Portilla, José Ortiz de la Torre y Manuel María Mimiaga. 
Sobre las actividades políticas y económicas de estos personajes, véase Hamnett, Política; 
Sánchez, Indios, y Hensel, El desarrollo.
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federalismo con la creación de la Junta Provisional Gubernativa, el 24 de 
febrero de 1823. Junta que, en concordancia con el Cabildo capitalino y 
las fuerzas militares lideradas por De León, encabezaron en Oaxaca la 
adopción del federalismo, el establecimiento del primer Congreso local 
y la promulgación de la primera Constitución política del estado “libre 
y soberano” de Oaxaca entre 1823 y 1825.8 

Instituciones y actores políticos

Estos son, a grandes rasgos, los antecedentes más importantes para entender 
cómo una elite “ultrarrealista” como la oaxaqueña fue mutando entre 1808 
y 1825 con el objeto de no perder los hilos de control provincial, y optó por 
el federalismo con el objeto de mantener a salvo su espacio de poder que le 
permitiera dirimir sin perturbaciones externas sus cuestiones domésticas.9 
Pero ¿cuáles fueron los órganos de gobierno y los principales actores que 
permitieron el tránsito de intendencia a entidad en Oaxaca entre 1821-1825? 
Con el objeto de ilustrar el proceso, el Cuadro 1 enlista las instituciones po-
líticas que participaron de forma activa en los años que van de 1821 a 1825.

 Cuadro 1. 
Instituciones políticas vigentes en Oaxaca, 1821-1825

Institución Fechas

Cabildo civil Fundado en el siglo XVI

Cabildo eclesiástico Fundado en el siglo XVI

Diputación Provincial 29 de enero de 1822 

Junta Provisional Gubernativa 24 de febrero de 1823 a 6 de julio de 1823

Congreso Provisional de Oaxaca 6 de julio de 1823 a 12 de marzo de1825

Junta Consultiva 5 de junio de 1824

Fuentes: AMSAZ, Colección de Leyes y Decretos, Gobierno del Estado de Oaxaca, Oaxaca, 
1850, apéndice, p. 17; Iturribarría, Historia de Oaxaca, t. 1, p. 24.

8 	  Sobre este tema, véase Sánchez, “De la consumación…”.
9 	  Véase Hamnett, “Factores…”, p. 305. También, Hamnett, “Oaxaca…”, p. 54, y Hensel, 
“Los orígenes…”, p. 231. 
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Debe recordarse que, tal como he señalado arriba, a diferencia de lo que 
sucedió en otras intendencias, la Diputación Provincial de Oaxaca tuvo 
un papel subordinado y secundario, por decir lo menos, frente al Cabildo 
civil de la ciudad de Oaxaca y las fuerzas armadas encabezadas por De 
León, en los acontecimientos políticos de 1821 a 1825: en primer lugar, se 
debe tomar en cuenta que esta provincia fue la primera que creó un órga-
no local de gobierno, el 24 de febrero de 1823, incluso antes que Iturbide 
fuera depuesto, bajo el título de Junta Provisional Gubernativa, la cual 
estaba integrada por diecinueve miembros provenientes de la diputación, 
del cabildo civil, del clero y del ejército (Cuadro 2). Y que, a diferencia de 
los casos de Yucatán y Zacatecas, donde también se establecieron juntas 
gubernativas, cumplió funciones legislativas y no ejecutivas como en 
estas dos últimas intendencias. Su conformación trataba, en suma, de 
acotar el espacio de maniobra de la Diputación y meter al juego político 
a las diversas fuerzas de poder local. Así, tenemos que desde el 22 de 
ese mismo mes y año apareció un manifiesto anónimo que justificaba la 
existencia de este nuevo órgano de gobierno y criticaba a la Diputación 
como una institución fallida. Anotaba además que la Junta, al contar con 
miembros de varias instituciones, se hallaba más capacitada para defender 
los intereses de Oaxaca, pues, si bien de los diecisiete integrantes de que 
se tiene registro como miembros de la Junta, ocho habían participado 
o eran miembros de la Diputación en esos momentos, como lo demos-
traremos más adelante, esta última institución no fue la que encabezó 
el proceso de adopción del federalismo. 

Cuadro 2.
 Integrantes de la Junta Provisional Gubernativa, 1823

Nombre Actividades/puesto

José Lucas Almogobar Presidente/cura. También integró la Diputación.

Luis Paulino Castellanos Licenciado/cura. También integró la Diputación.

Luis Morales Ibáñez Cura. También integró la Diputación.

José López Ortigosa Militar/comerciante/administrador. También 
integró la Diputación.

Manuel Nicolás Bustamante Licenciado, comerciante y hacendado. También 
integró la Diputación
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Joaquín de Miura y Bustamante Militar de la guarnición/cura. También integró la 
Diputación.

Ramón Ramírez de Aguilar Guarnición/como militar: teniente, hacendado, 
miembro del cabildo en 1821. También integró la 
Diputación.

Vicente Manero Embides Abogado, funcionario, miembro del cabildo en 
1822, comerciante, hacendado y militar. También 
integró la Diputación.

9) Victores de Manero Teniente coronel.

10) José del Llano Comerciante, hacendado y funcionario de la 
intendencia y miembro del Cabildo capitalino en 
1813 y 1822.

11) Juan José Serrano Comerciante, hacendado y miembro del Cabildo 
en 1822.

12) Juan Ignacio Aguirreurreta Miembro del Cabildo 1820, 1822-1823. 
Comerciante y hacendado.

13) José Martínez Conde Militar: capitán/Por el jefe político.

14) Juan Manuel Jijón Funcionario del Cabildo civil en 1822.

15) Agustín López Se desconoce su actividad. Aparece como fiador en 
1828-1829.

16) Manuel Santaella Secretario. Funcionario, comerciante, hacendado y 
miembro del Cabildo en 1821.

17) Ignacio de Goytia Secretario. Comerciante, hacendado, funcionario y 
miembro del Cabildo en 1819-1821.

Fuente: Iturribarría, Historia de Oaxaca, tomo 1, pp. 21-23 (Esta fuente solo registra los dieci-
siete integrantes, que son los que firmaron el acta de la Junta del 1.º de junio de 1823, es decir, 
faltan los nombres de dos de ellos); Hensel, El desarrollo, pp. 253, 264, 357-358, 367, 382, 390, 
397-398, 413-415, 422-423, 446-447 y 454-456. 

En su reciente historia sobre Lucas Alamán, y siguiendo a Benson, Eric 
Van Young dice que desde abril de 1823 la Diputación fue repuesta y 
retomó los hilos del poder.10 Esto no es cierto por completo, ya que des-
de su fundación, en febrero, y hasta el 6 de julio de ese año, cuando se 
instaló el primer Congreso Provincial, la Junta siguió comandando la 
política local. Tan es así que este congreso, en su primer decreto, asienta 
en su artículo número uno lo siguiente: “Que cese en sus funciones la 

10  	 Van Young, A Life, pp. 167-168.
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Junta Provincial Gubernativa”.11 Y por si esto no fuera suficiente, tam-
poco fue la Junta la que controló exclusiva y preponderantemente los 
hilos en el movimiento federalista de esos años en Oaxaca, sino que el 
proceso fue comandado por el Cabildo de la capital y las fuerzas arma-
das encabezadas por De León.12 Este proceder oaxaqueño fue imitado 
primero por Yucatán, que en abril de 1823 formó su Junta Provisional 
Administrativa, y poco tiempo después por Chiapas, que formó su Junta 
Suprema Provisional, el 4 de julio de este mismo año.13

En segundo lugar, al quedar formada la Junta, desde febrero de 1823, 
el terreno estaba abonado para formar el “estado libre y soberano de 
Oaxaca”, pese a que desde mayo de ese año se supo en el medio local 
que la representación nacional había tomado la decisión de convocar a la 
integración de un nuevo congreso. Una vez que se lanzó la convocatoria 
en junio de ese año para el Congreso nacional constituyente, Oaxaca, 
Jalisco, Zacatecas y Yucatán eligieron Congreso en lugar de Diputaciones, 
como lo marcaba la convocatoria. Estas provincias se habían convertido 
en estados.14 La república federal estaba en ciernes. 

Ahora bien, por qué sostengo que la Diputación quedó subordinada 
a las otras instituciones políticas existentes en Oaxaca, amén de que no 
hay una línea de continuidad simple y sencilla entre la Diputación y el 
primer Congreso Provincial oaxaqueño. Debe recordarse que, según la 
legislación gaditana, el Cabildo de la ciudad capital quedaría subordi-
nado a la Diputación. Esto no sucedió así en Oaxaca, y lo que tenemos 
son serías desavenencias entre la Diputación y la Junta. En su sesión 
del 22 de abril de 1823, a escasos dos meses de haberse constituido la 
Junta, se da trámite en el Congreso nacional a la solicitud del encarga-
do de la hacienda pública en Oaxaca, quien pide “la disolución de la 
junta gubernativa establecida en aquella ciudad”.15 Dos días después, el 
Congreso nacional informa haber recibido “un expediente promovido 
por la Diputación Provincial de Oaxaca, quejándose del despojo que se le 

11  	 Decreto del 6 de julio de 1823, en Colección, pp. 5-6; Iturribarría, Historia, pp. 21-22. 
12  	 Véase Sánchez, “El establecimiento…”.
13  	 Sobre el caso yucateco, véase Rodríguez, “‘Ningún pueblo…”, pp. 279-280; para Chiapas, 
Vázquez, El imperio, p. 275.
14  	 Rodríguez, “‘Ningún pueblo…”, p. 300.
15  	 Mateos, Historia, t. II, p. 293.
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ha hecho de sus facultades”.16 A mediados de mayo de 1823, la Comisión 
de Gobernación del Congreso nacional hacía patente las quejas de la 
Diputación oaxaqueña “contra los excesos de los vocales de la junta 
[provisional] gubernativa, y de estos contra aquella”.17 

Sin embargo, el proceso que mejor ejemplifica esta pugna entre órganos 
de gobierno locales sucede cuando esta intendencia adoptó la forma de 
gobierno federalista: el 1.º de junio de 1823, el Cabildo civil capitalino le 
pide a De León que explique si las manifestaciones populares en la plaza 
central de la capital oaxaqueña a favor del federalismo debían interpretarse 
como asonada o como actitudes dignas de un pueblo libre. De León afirmó 
que se trataba de un movimiento legítimo, por lo que, ante la indecisión 
de la Junta y de la Diputación, el Cabildo civil encabezó las consultas a las 
corporaciones y le pidió a De León que hiciera lo propio con las fuerzas 
armadas. Este reunió, en su casa, a la Junta de Guerra el mismo 1.º de 
junio de 1823, y se acordó “que mucha parte del pueblo proclamó en la 
plaza principal su separación de la capital de México, deseando constituir-
se en federación republicana”. La Junta militar afirmaba además “que se 
unen a los patrióticos sentimientos del M.I.A. [Muy Ilustre Ayuntamiento] 
Constitucional, y heroico pueblo que conociendo sus derechos ha sabido 
en este día memorable hacer un noble uso de su natural e indispensable 
soberanía”.18 Firmaban el acta de guerra los siguientes personajes: Antonio 
de León, comandante general y los secretarios Diego González Ángulo19 y 

16  	 Ibid., p. 300. Cursivas propias.
17  	 Ibid., p. 371.
18  	 BPEO-FMMG, vol. 38, Documentos para la historia de Oaxaca, 1810-1826, “Testimonio 
del Acta de la Junta de Guerra, celebrada el 1.º de junio de 1823. Impreso de Junta 
Provisional Gubernativa”. También se encuentra reproducida de manera íntegra en 
Iturribarría, Historia, pp. 18-20. Cursivas propias. En su informe del 4 de junio de ese 
mismo año, De León reitera, como jefe político de la provincia, que había en la ciudad 
y en toda la región una gran predisposición popular hacia la autonomía de la provincia. 
Los grupos medios y populares estaban interesados de manera particular en que Oaxaca 
se separara de la capital y formara una república federal. El obispo Manuel Isidoro Pérez 
Suárez temía al respecto que la “plebe” que había participado ampliamente en las elec-
ciones del Cabildo en 1822 fuera la misma que llevara la voz cantante. Véase Rodríguez, 
“‘Ningún pueblo…”, pp. 285-289.
19  	 Diego González Ángulo ocupaba el puesto de teniente coronel comandante del 2.º 
Batallón del Número 7. Véase Iturribarría, Historia, pp. 20-21 y 23.
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José López Ortigosa.20 Tanto De León como López Ortigosa serían desde 
estos años y hasta la primera mitad del siglo XIX dos de los personajes 
políticos más importantes en la historia de Oaxaca.21 

Así las cosas, resulta relevante para el análisis señalar la forma en que 
procedieron en esta coyuntura de junio de 1823 los principales actores 
de las instituciones políticas oaxaqueñas: De León le pidió a la Junta que 
fuera ella la que tomara la decisión, y esta le “cedió” la determinación 
al Cabildo de la ciudad, después que este optó por la forma de gobierno 
republicana federalista; entonces, la Junta dijo que se sumaba a esta deci-
sión. Cuando Ramón Ramírez de Aguilar, integrante de la Junta, exigió 
una votación sobre el particular y señaló que se debía hacer una consulta 
con las partes que conformaban toda la intendencia, la Junta rechazó la 
propuesta, y se tomó el acuerdo de pedir su opinión al Ayuntamiento,22 
el cual, en sesión secreta, se declaró a favor de un sistema de gobierno 
republicano y federal. Cuando se comunicó el resultado a la Junta, esta se 
puso de acuerdo con el Cabildo y formó al día siguiente una comisión de 
nueve integrantes, cuya procedencia era la siguiente: por la Junta fueron 
nombrados Joaquín Miura y Bustamante, Ramón Ramírez de Aguilar 
y Victores de Manero; por el Cabildo de la capital oaxaqueña, lo hicie-
ron Juan Ignacio Aguirreurreta, Vicente Manero Embides y Juan Pablo 
Mariscal; y por parte del comandante general De León: José Martínez 
Conde, capitán de la sección de jefes y oficiales sueltos, retirados y agre-
gados a la plaza; José María Somoza, capitán comandante accidental del 
regimiento de dragones de Oaxaca, y Diego González Ángulo, quien 
ocupaba el puesto de teniente coronel comandante del 2.º Batallón del 

20  	 Además de López Ortigosa, varios miembros de las familias pudientes coloniales ha-
bían obtenido sus blasones militares formando parte de una sección que en el acta de la 
Junta de Guerra aparecía bajo el título de “Gefes (sic) y oficiales sueltos, retirados y agre-
gados a la plaza: Guadalupe Lamadrid, teniente coronel; Felipe Laso, capitán; Manuel 
María Leyton, teniente coronel; José López Ortigosa, coronel graduado; Vicente Prieto, 
coronel graduado; Victores de Manero, teniente coronel; Manuel María Fagoaga, ca-
pitán; Manuel Mejía, capitán; José Conde, capitán; Luis López de Ortigosa, capitán; 
Manuel Murguía, capitán; Ramón Ramírez de Aguilar, teniente; Manuel González 
Riancho, teniente; Manuel Guendulain, subteniente; Bernabé Rubiera, subteniente”. 
Véase Iturribarría, Historia, p. 21.
21  	 Id.
22  	 Ibid., pp. 283-289.
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Número 7.23 Su misión fue iniciar los trabajos para elaborar las bases 
provisionales del gobierno local.24 Llama sobremanera la atención que, 
pese a seguir existiendo, la Diputación Provincial quedó excluida como 
parte de esta comisión. 

Una vez que el Cabildo civil actuó como vocero del “sentir federalista 
popular” y con la anuencia explícita de las fuerzas armadas lideradas por 
De León, en su papel de comandante de las fuerzas castrenses en la pro-
vincia, la Junta acordó que: “Si a virtud de que el M.I.A. ha pronunciado 
su opinión de separación absoluta del gobierno de Méjico en los términos 
indicados conviene esta Exma. Junta en aquellas mismas ideas”.25 

En este contexto, resulta premonitoria la argumentación que con fecha 
1.º de junio de 1823 esgrimió el Cabildo eclesiástico –por cierto, la única 
corporación que se manifestó en contra del movimiento federalista–; y 
palabras más, palabras menos, señalaba su temor de que las fuerzas arma-
das se convirtieran en un factor determinante en la decisión que tomaría 
Oaxaca. Temían que fueran las fuerzas armadas las que definieran la 
adopción de la nueva forma de gobierno. Y argumentaban que tal acto 
le correspondía a la soberanía del pueblo. Además, que la decisión solo 
se circunscribía a la ciudad de Oaxaca. Para que una transformación de 
dicha magnitud tomara efecto, “era necesaria la voluntad general, no 
solo del pueblo de la capital, sino también de toda la provincia”. Y claro 
está que la población en el resto de la provincia constituía la mayoría, 
“cuya voluntad ni se había explicado de modo alguno, ni se había ex-
plorado ciertamente, como era de absoluta necesidad”. Así, el Cabildo 
eclesiástico, “por las razones ya expuestas, no tenía por conveniente en 
las actuales circunstancias el pronunciamiento de emancipación del 
Gobierno Central de Méjico, ni la instalación de un nuevo Gobierno 
Supremo e independiente en esta Provincia”.26

23  	 “Impreso de la JPG, publicado en la ciudad de Oaxaca en la imprenta de Lorenzo 
Aldeco”, reproducido de manera íntegra en Iturribarría, Historia, p. 21-23.
24  	 Hensel, El desarrollo, pp. 159-160.
25  	 BPEO-FMMG, vol. 38, Documentos para la historia de Oaxaca, 1810-1826, “Testimonio 
del Acta de la Junta de Guerra, celebrada el 1 de junio de 1823. Impreso de la Junta Provisional 
Gubernativa”. También reproducida de manera íntegra en Iturribarría, Historia, pp. 21-23.
26  	 Citas textuales, en Rodríguez, “‘Ningún pueblo…”, pp. 286-287. Las partes de la 
intendencia que se mantuvieron fieles al centro fueron el partido de Tehuantepec y los 
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De poco valió esta argumentación del Cabildo eclesiástico “en fa-
vor de la vía democrática popular”. El 2 de junio de 1823, la Comisión 
formada para este fin inició los trabajos para la elaboración de las Bases 
Provisionales con que se emancipó la provincia de Oaxaca. El 3 de ju-
nio, la Comisión lanzó la convocatoria para elecciones con el objeto de 
formar el Congreso del estado. Entre junio y julio de ese año, bajo el 
modelo gaditano, se llevaron a cabo las elecciones locales para conformar 
el primer Congreso Provincial.27 Asimismo, la citada Comisión dispuso 
que serían excluidos los diputados en el Congreso nacional que no ha-
bían renunciado o quienes se oponían al sistema federal. En particular, 
se mencionaba a Carlos María de Bustamante, que no solo seguía como 
diputado por Oaxaca, sino se oponía abiertamente al federalismo, ya que 
era de tendencia centralista.28 

El 6 de julio de ese mismo año se instaló el Congreso Provincial que 
concluyó la elaboración de las Bases Provisionales, las cuales se dieron a 
conocer por medio del decreto correspondiente al 28 de julio de 1823. 
Los puntos centrales eran exclusividad de la religión católica; que la 
provincia de Oaxaca tenía el derecho de ejercer su soberanía de forma 
exclusiva, si bien “federalmente”; se establecía un congreso provincial; 
que las leyes que no contradijeran ni la independencia ni la república 
federal mantendrían su vigencia; que cualquier nueva ley proveniente de 
la ciudad de México no tendría validez. Inclusive, instruía a sus diputados 
a abandonar el Congreso nacional y regresar a Oaxaca; y establecía una 
Junta de Guerra para que supervisara al ejército.29

Ahora bien, ¿quiénes conformaron el primer Congreso Provincial 
y cuáles fueron sus principales actividades político-legislativas? Por lo 
que toca al Congreso, debo señalar que duró en funciones del 6 de julio 
de 1823 al 12 de marzo de 1825. Originalmente, por la información 

pueblos de Teotitlán. Véase “Decreto V. Aprobación de los tratados celebrados en el sitio 
llamado El Carrizal”, en Colección, apéndice, artículo 6.º, p. 6, y Rodríguez, “‘Ningún 
pueblo…”, p. 295. Cursivas propias. 
27  	 Hensel, El desarrollo, pp. 165-166.
28  	 Rodríguez, “‘Ningún pueblo…”, pp. 294-297. Sobre las cuatro facciones del Congreso 
constituyente mexicano, véase Rodríguez, “La Constitución…”, pp. 520-529.
29  	 Rodríguez, “‘Ningún pueblo…”, p. 269. El decreto de las bases, en Colección, pp.6-10. 
Cursivas propias.
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disponible tenemos registro de que estuvo integrado por catorce persona-
jes. Cuatro de ellos habían conformado en años anteriores la Diputación 
Provincial, y lo que se percibe es la presencia de varios eclesiásticos, mi-
litares y funcionarios de la época colonial (Cuadro 3). Son de llamar la 
atención los casos de López Ortigoza, José Esperón y Nicolás Fernández 
del Campo, descendientes de importantes familias de comerciantes y 
funcionarios coloniales, que de una u otra manera destacarán en la vida 
política a lo largo del siglo XIX. Por ejemplo, en cuanto a los López 
Ortigosa, el padre fue el español Tomás López de Ortigosa, activo co-
merciante de fines del siglo XVIII, quien emparentó con las mejores 
familias de la elite oaxaqueña. Tomás tuvo tres hijos: Ignacio, Manuel y 
el mismo José. Los tres ocuparon diversos cargos públicos al iniciarse el 
periodo republicano, y pese a que Manuel también ocupó fugazmente 
la gubernatura del estado a fines de 1834, fue José quien destacó más en 
los círculos político-administrativos, como detallaremos más adelante.30 

Cuadro 3. 
Primer Congreso provincial de Oaxaca, 6 de julio de 1823

Nombre Actividades/puesto

Florencio del Castillo Eclesiástico/presidente.

Manuel Francisco Domínguez Vicepresidente/eclesiástico. Integrante de la 
Diputación.

Manuel Sáenz de Enciso Secretario/funcionario.

José López Ortigoza Coronel graduado. Comerciante. Integrante 
de la Diputación.

Nicolás Fernández del Campo Militar, funcionario, comerciante. Integrante 
de la Diputación.

José María Pombo Funcionario, comerciante, hacendado.

Ignacio Ordoño Eclesiástico/subdiácono.

José Manuel Ordoño Eclesiástico.

Diego González Ángulo Teniente coronel.

Francisco López Comerciante y licenciado.

30  	 Véase Hamnett, Política, pp. 247, 248 y 250; Hensel, El desarrollo, pp. 242-243, y 
Fortson, Los gobernantes, pp. 30-33. 
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Nombre Actividades

José Esperón Comerciante.

Manuel Nicolás de Bustamante Licenciado. Integrante de la Diputación.

José Miguel Martínez Militar.

El cura de Huajuapam* Eclesiástico.

Suplentes: Victores de Manero (teniente coronel), Joaquín Mariano González (funcionario), 
José Unda (cura) y José Mariano Magro (comerciante, militar y terrateniente).

*Así aparece en Iturribarría, pp. 21-22, y Hensel, El desarrollo, “Anexo V: La elite política de Oaxaca”.

Por lo que toca a la familia Esperón, su origen se sitúa en Puebla, cuyo 
patriarca, el español Gabriel Esperón, migró a la Mixteca oaxaqueña en  
las postrimerías coloniales. Una vez asentado en ese lugar, ensanchó poco a 
poco sus bienes. Sus hijos, José y Esteban, consolidaron no solo la fortuna 
económica, sino incursionaron con mucho éxito en la política estatal. Pese 
a que Esteban31 salió electo senador en 1843, el que más destacó fue José, de 
oficio comerciante y licenciado, no solo desde 1823, sino a lo largo del siglo 
XIX, ya que comandó al grupo político de liberales moderados, lo que le 
permitió incidir de manera directa en la Oaxaca decimonónica. José ocupó 
diversos cargos públicos entre 1823 y 1876, y la gubernatura del estado 
en 1874 y 1876, año cuando fue depuesto por los porfiristas y sus aliados 
oaxaqueños, al haberse plegado al presidente Sebastián Lerdo de Tejada.32

Finalmente, en el caso de Nicolás Fernández del Campo, quien junto 
con su hermano Manuel fungió como funcionario público y cuyo origen 
se sitúa en Jalapa, Veracruz, de donde ambos emigraron para desempeñar 
diversos cargos en la intendencia de Oaxaca a principios del siglo XIX. 
Además de sus actividades como funcionario público, comerciante y militar, 
Nicolás destacó en el terreno de la política. Aliado de De León, consumó 
la Independencia en Villa Alta en 1821, en su papel de subdelegado de esta 
demarcación. En 1822 salió electo para la Diputación, pero no tomó pose-
sión del cargo. En 1823 fungió como diputado del Congreso Provincial; en 
1823-1824 formó parte del Congreso Constituyente Nacional y fue uno de 

31  	 Véase Iturribarría, Historia, pp. 293-294. Rodolfo Pastor se equivoca al señalar que 
Esteban Esperón no participó en política por ser “conservador por inclinación natural”. 
Véase Pastor, Campesinos, p. 506.
32  	 La información de la familia Esperón, en Sánchez, Indios, pp. 198-200. 
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los firmantes por Oaxaca de la Constitución política mexicana de 1824.33 De 
hecho, la familia Fernández del Campo siempre fue una fiel aliada de De 
León, así uno de sus descendientes, Luis Fernández del Campo y Besanilla, 
ocupó en 1830 el cargo de gobernador del distrito del Centro y el de co-
mandante de la Guardia Nacional en 1836; en 1843 fue electo presidente 
de la Asamblea departamental y gobernador interino del departamento en 
1844 y 1846, y del estado en 1853.34

Si bien el Cuadro 3 muestra la conformación original del Congreso 
Provincial, este no se mantuvo con sus mismos integrantes y cambió 
en el transcurso de su existencia. Un momento clave en su reconfor-
mación sucedió, según Carlos María de Bustamante, a fines de julio de 
1823, cuando renunció el propio Florencio del Castillo, presidente del 
Congreso Provisional de Oaxaca. Jaime Rodríguez señala por su parte 
que, además de Del Castillo, otros cinco miembros dimitieron por las 
mismas fechas; de los catorce que conformaban el Congreso original, 
solo seis permanecían en su puesto a principios de agosto de ese año. Y 
por si esto no fuera suficiente, el 4 de agosto el Cabildo en pleno renun-
ció debido a las arbitrariedades que venía cometiendo De León, y en el 
fondo, para manifestarse en contra de llegar a las armas con las tropas 
enviadas desde la ciudad de México para poner punto final al movimiento 
soberano-federalista oaxaqueño. Los partidarios de llegar a las armas 
eran De León y sus huestes militares.35 Con unas tropas “protegidas por 
Dios”,36 pero con mínima experiencia, escasos pertrechos militares, una 

33  	 Sobre la familia Fernández del Campo y sus actividades en la época virreinal, véase 
Hamnett, Política, pp. 228-229 y 231; AHMCO, Tesorería Municipal, libro de 1764-
1829, f. 12; AGEO, Transformaciones políticas y económicas, leg. 1, exp. 6, 1793-1811, 
s.f.; Real Intendencia 2, leg. 2, exp. 20, y 1789, leg. 14, exp. 27, y leg. 24, exp. 6, 1810-
1812, s.f.; AGI, Audiencia de México, leg. 1984 (1809-1820) y 2589 (1777); AGN, 
Secretaría de Cámara del Virreinato, caja 72, leg. 72, 1792-1820, s.f. Para el periodo 
independiente, Iturribarría, Historia, pp. 15, 21, 29, 31, 32, 34, 220-224, 270, 292, 294, 
301, 315, 325, 327-329, 332, 336, 405 y 409; Fortson, Los gobernantes, pp. 50-53, y 
Hensel, El desarrollo, p. 384. En cuanto a su papel en el segundo Congreso nacional 
constituyente, Moreno, Catálogo, pp. 896-897.
34  	 Véase Sánchez, “El centralismo…”, p. 305, nota 55.
35  	 Véanse Iturribarría, Historia, pp. 27-28, y Rodríguez, “La Constitución…”, pp. 297-298. 
36  	 Pese a que había renunciado al Congreso local y se oponía al enfrentamiento militar, 
el mismo Del Castillo bendijo a las tropas con esta arenga: “¡Pueblo libre y soberano! Vais 
a la campaña a rechazar la fuerza con la fuerza, a sostener con esta los derechos que la 
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deserción galopante y una elite no muy convencida, De León se lanzó 
a la campaña militar. No hubo enfrentamiento, sino negociación, y el 
22 de septiembre de 1823 se firmaron los acuerdos de El Carrizal, que 
ratificó el Congreso local el 24 de ese mes y año.37 Así las cosas, cuando 
se promulgó la primera Constitución política oaxaqueña, los que apare-
cen como firmantes son los personajes que se enlistan en el Cuadro 4. 

Cuadro 4. 
Diputados firmantes de la Constitución política oaxaqueña de 1825 

Nombre Actividades

José López Ortigoza Presidente. Militar, hijo de comerciantes y funcionario. 

Pedro José de la Vega Vicepresidente. Comerciante.

José Esperón Comerciante y licenciado.

Manuel Mejía Militar (capitán). 

Manuel Sáenz de Enciso Funcionario.

Ignacio de Goytia Comerciante.

Manuel Francisco Domínguez Eclesiástico/cura de Miahuatlán.

Francisco Matey Médico/funcionario/terrateniente.

José Mariano González Licenciado.

Juan Ferra Funcionario.

Joaquín Guerrero Funcionario/comerciante/terrateniente.

Florencio del Castillo Eclesiástico.

José Manuel Ordoño Diputado secretario/eclesiástico.

José María Unda Diputado secretario/cura.

Suplentes: José Ignacio de Morales, Francisco López, Gregorio José de León, Juan Miguel 
Fagoaga, Aurelio Bolaños, Miguel Ignacio de Iturribarria, Joaquín Miura y Bustamante, Rafael 
de la Lanza, José María Santaella, Cristóbal Muñozcano y Juan Tiburcio Valverde

Fuentes: Topete y Spores, Índice; Grupo documental: Transformaciones económicas y políticas 
de Oaxaca colonial e independiente, sección Legislativa; Colección, 1850, p. 103; y Hensel, El 
desarrollo, “Anexo V: La elite política de Oaxaca”.

naturaleza nos dio y a defender la integridad de nuestro territorio. Nuestros adversarios 
quieren matar nuestras ideas con las armas, y las ideas no se destruyen sino con otras 
ideas” (en Iturribarría, Historia, p. 28).
37  	 Véase Rodríguez, “‘Ningún pueblo…”, p. 299, y “Decreto V. Aprobación de los trata-
dos celebrados en el sitio llamado El Carrizal”, en Colección, apéndice, pp. 3-7.
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En este contexto, resulta necesario referir algunos detalles importantes 
de dos de los personajes que destacaron en esta institución legislativa. El 
primero es el costarricense Florencio del Castillo, del cual hemos referido 
algunos detalles de su trayectoria líneas arriba, pero en lo que se refiere 
a su participación en el Congreso local, llama la atención que fuera uno 
de los ideólogos en su papel de chantre de la catedral de Oaxaca; sin 
embargo, como él mismo aclaró, jamás estuvo de acuerdo con la ruptura 
radical con el gobierno nacional,38 situación que lo llevó, como también lo 
mencionamos antes, a renunciar a su puesto como primer presidente del 
Congreso Provincial y, por ende, como diputado. Sin embargo, cuando 
las aguas se calmaron entre Oaxaca y el gobierno nacional, Del Castillo 
volvería a ocupar su curul en el Congreso y aparece como uno de los 
firmantes de la primera Constitución local en enero de 1825, pero ya no 
fungiría como presidente del citado congreso (cuadros 3 y 4).

El otro caso es el de López Ortigosa, quien formó parte de la 
Diputación, de la Junta, del primer Congreso Provincial y también de 
este mismo órgano representativo cuando se reestructuró después de me-
diados de 1823. En 1825, cuando se promulgó la primera Constitución 
local, aparece como su presidente (Cuadros I, II y III). Es decir, que 
fue un personaje central para que Oaxaca optara inicialmente por un 
régimen federalista republicano. Sin embargo, con el correr del tiempo, 
Ortigosa fue moviéndose de una posición federalista a una más cen-
tralista. Según lo refiere Hensel, en su domicilio particular se llevaron 
a cabo diversas reuniones para preparar el tránsito del federalismo al 
centralismo.39 Incluso se puede apuntar que fue el gobernador “civilis-
ta” por antonomasia en el tránsito del federalismo al centralismo, ya 
que ocupó ese puesto en estos años: 1830-1833; 1834-1836; 1837-1838; 
1839-1841. Su salida del ejecutivo local se da en este último año, cuando 
De León, en el contexto local, y las fuerzas armadas, en el nacional, 

38  	 Por ejemplo, cuando se instaló el primer Congreso oaxaqueño, Del Castillo resumió 
el carácter del primer federalismo oaxaqueño: “Este Congreso se halla íntimamente con-
vencido de que no debe de dejar de existir ni un solo día un gobierno central, así para que 
haya unidad y sistema en las provincias que miran el bien general de la Nación, como para 
evitar la anarquía y disolución de todos los Estados asociados” (“Instalación del Congreso 
de Oaxaca”, 8 de julio de 1823, en Iturribarría, Historia, pp. 23-24. Cursivas propias).
39  	 Véase Hensel, El desarrollo, p. 418.
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definen una orientación más castrense del centralismo en los años que 
van de 1841 a 1846. 

el primer Congreso Provincial al Congreso 
Constituyente, 1823-1825

Paso ahora a analizar las principales actividades de este primer Congreso 
Provincial. En Oaxaca, al igual que en el resto del país, la influencia 
gaditana de subordinar el papel del Poder Ejecutivo al Legislativo fue 
una constante. Las Bases Provisionales de julio de 1823, la primera parte 
de la Ley Orgánica para el Gobierno del Estado, de mayo de 1824, y la 
Constitución política, de enero de 1825, pusieron en orden de preminen-
cia la división de poderes en esta forma: legislativo, ejecutivo y judicial, 
y precisaban que los dos últimos “serán responsables al Congreso en el 
ejercicio de sus funciones”.40 Sobre la base de estas continuidades, consi-
dero que una etapa fundamental en la historia del derecho constitucio-
nal mexicano fue el periodo “provisional”, que en el caso particular de 
Oaxaca va de julio de 1823 a enero de 1825, es decir, de la instalación 
del primer Congreso local a la promulgación de la primera Constitución 
local. Por esta circunstancia, se impone, en primer lugar, dedicarle una 
parte a esta labor que he denominado “legislación provisional”; y en 
segundo, un breve análisis de las características más importantes de la 
primera Constitución política oaxaqueña.

Pocos autores han reparado en la importancia de la labor legislativa 
provisional, a pesar de que entre 1823 y 1825 se definen muchas cuestiones 
que después codifica la primera Constitución política estatal de enero de 
1825. En ese lapso, el Congreso local dictó treinta y seis decretos y siete 
órdenes, que sentaron precedentes importantes. Las más importantes 
disposiciones pueden agruparse en dos grandes bloques. El primero de-
fine la organización interna del estado en cuanto a su forma de gobierno, 
división de poderes, religión, territorio, requisitos de ciudadanía y el pacto 

40  	 En ambos casos se habla en plural, debido a que en las “Bases” se trata tanto del go-
bernador como del secretario del despacho; en la Constitución, del gobernador y del 
vicegobernador. Véase Colección, pp. 25 y 78-79. 
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federal. Así, las Bases Provisionales destacan en julio de 1823 que Oaxaca 
“solo reconocerá con los demás de la nación mexicana, las relaciones de 
fraternidad, amistad y confederación que determine la Constitución 
general”; mientras se conformaba el Congreso general, solo “se reconoce 
por centro de unión de todos ellos la capital de México”, y finalmente: 
“Se reconoce asimismo el actual Congreso y Supremo Poder Ejecutivo de 
México, entendiéndose que el Congreso no tiene más carácter que el de 
convocante”. Con algunas variantes de redacción, la primera ley orgánica 
estatal, de mayo de 1824, repite estos mismos principios, pero agrega lo 
que ha sido calificado por otros autores como la “soberanía compartida”,41 
al apuntar que Oaxaca “es soberano, libre e independiente en todo lo que 
toca a su administración y gobierno interior”. La constitución política 
de 1825 repite en su primer artículo textualmente lo asentado en la ley 
orgánica, pero precisa que la soberanía reside originaria y exclusivamente 
en los individuos que la componen, quienes la delegan a sus represen-
tantes para poder elaborar tanto la misma Constitución local como las 
leyes para gobernarse.42 Adecuación local de lo establecido en el artículo 
60 del Acta Constitucional, presentada al Congreso Constituyente el 20 
de noviembre de 1823.43 

A menudo, el Gobierno estatal entabló querellas contra la injerencia del 
centro en asuntos que calificaba exclusivos de su soberanía. Cuatro meses 
antes de que se promulgara la Constitución federal de 1824 –en julio de 
este año, para ser más preciso–, por ejemplo, el Congreso local hace inte-
resantes reflexiones sobre la relación del estado con el gobierno nacional en 
temas relevantes. El primero se refiere a la justicia, en particular sobre 
la facultad del Congreso para indultar a los delincuentes del estado 

41  	 Josefina Zoraida Vázquez plantea que la aceptación de la “soberanía compartida” salvó 
la integridad del país. Opiniones en este sentido las han manifestado también Benson, 
La diputación, p. 193; Rodríguez, “La constitución…”, p. 530 y Van Young, A Life, 2021, 
pp. 159-160, así como Rodríguez, “Ningún pueblo...”, 2003, p. 192.
42  	 Las citas de las bases y de la Ley orgánica, en Colección, pp. 7 y 18, respectivamente. La 
adición de la Carta Magna local en “Constitución Política del Estado Libre de Oaxaca”, 
en Colección, p. 49.
43  	 Véase Acta constitucional presentada al Soberano Congreso Constituyente, por su comi-
sión, el día 20 de noviembre de 1823 (México, Imprenta del Supremo Gobierno, 1823, 
p. 1). Artículo ratificado con el mismo número en el Acta Constitutiva de la Federación 
Mexicana (México, Imprenta del Supremo Gobierno, 1824, pp. 2-3).
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por delitos que no sean contra el poder central. Según el Gobierno 
general, la prerrogativa de conceder indultos le corresponde a él, pero 
para los legisladores oaxaqueños era un atributo del Congreso local. 
Por ejemplo, la Secretaría del Congreso oaxaqueño hace anotaciones 
relevantes sobre la autoridad que debe ejercer el derecho al indulto en 
Oaxaca: se precisa que no corresponde al juez, sino al que es superior 
al juez y a la ley, es decir, al soberano. 

Más claro: el derecho de hacer gracia pertenece al Soberano, la soberanía 
pertenece al Estado; pues el derecho de hacer gracia pertenece al Estado [...] 
El Congreso no habla de una soberanía en abstracto sino de la que está declara-
da y reconocida á los estados, es decir, en todo lo que toca a su administración 
interior: [...] Si por el contrario el derecho de hacer gracia perteneciera a los 
poderes de la federación, la justicia no sería administrada completamente por 
los estados, y la independencia de estos vendrá por tierra.44 

Vázquez afirma que uno de los puntos centrales del Plan de Casa Mata 
en 1823 fue retomar la disputa entre Iturbide y el Congreso nacional 
sobre la titularidad de la soberanía; por ello, el artículo primero de 
este plan reitera que “la soberanía reside esencialmente en la nación”. 
José Barragán concluye que en la Constitución de 1824 se solucionó 
con la “soberanía compartida”. En este sentido, la Carta Magna de 
1824 no fue una copia fiel de la Constitución estadounidense, ni tam-
poco de la gaditana, sino un texto más radical resultado del regionalis 
mo colonial y cuyo punto central estriba en haberle quitado al 
Congreso nacional las facultades fiscales.45 Es decir, que la adopción 
del federalismo fue, al parecer, la “única vía posible” para que la 

44  	 Véase AHMCO, Actas de Sesiones, 13 de julio de 1824, “Impreso de la Secretaría 
del Congreso del Estado Libre de Oajaca, dirigido a don Lucas Alamán, secretario de 
Relaciones”. Cursivas propias.
45  	 A decir de Jaime E. Rodríguez: “Las provincias de México insistieron en elegir a un 
nuevo Congreso constituyente para asegurar su propia autonomía. Rechazaron la preten-
sión del Primer Congreso Constituyente, basada en el ejemplo de las Cortes españolas, de 
que él era el depositario de la soberanía nacional. En lugar de esto, las provincias sostuvie-
ron que en ellas residía la soberanía y que cedían una porción de esta para crear un gobier-
no nacional” (Rodríguez, “La constitución…”, pp. 519-520; Vázquez, 1992, pp. 24-25).
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antigua Nueva España, a diferencia de otras ex colonias españolas, 
mantuviera su unidad territorial.46

El segundo bloque de leyes de este periodo provisional en Oaxaca se 
refiere, en primer lugar, a la formación de los cuerpos de defensa armada, 
es decir, el ejército nacional; y en segundo, al tema de la fiscalidad con el 
objeto de agenciarse recursos para sostener las instituciones gubernamen-
tales. Si bien el reclutamiento de hombres para la formación del ejército 
nacional es consustancial a la formación de todo Estado, en el caso de 
México las amenazas externas hicieron que el tema del “contingente de 
sangre” se convirtiera en un asunto crucial en los albores republicanos. 
Al respecto, el gobernador del estado, José María Murguía y Galardi, 
señalaba que Oaxaca tenía la obligación de contribuir al ejército nacional 
para defender la independencia recién lograda de España, ya que México 
no “sucumbirá vil y vergonzosamente a número alguno de aventureros 
[españoles] que osasen atrevidamente pisar sus playas”.47

Como Oaxaca era una sociedad predominantemente indígena, el 
gobierno tuvo que fijar reglas específicas para el reclutamiento en los 
pueblos.48 El reclutamiento recayó en las autoridades de los pueblos y 
alteró sobremanera su vida cotidiana. En la práctica, provocó el oculta-
miento de posibles candidatos. En la ciudad de Oaxaca, por ejemplo, se 
acusó a los militares encargados del proceso de reclutamiento de expedir 
“licencias absolutas” a varios indios para que no fueran enrolados en 
el servicio militar.49 Este proceso de reclutamiento fue uno de los más 
conflictivos y acarreó problemas entre militares y gobernantes, además de 
que se convirtió en fuente permanente de descontento en los pueblos. La 
leva para el ejército también acarreó problemas. En 1824, el gobernador 
del estado, Murguía y Galardi, al dirigirse a la Junta de Reclutamiento y 

46  	 Benson, La diputación, p. 193; Rodríguez, “La Constitución…”, p. 530; Van Young, A 
Life, pp. 159-160.
47  	 AHMCO, Libro de Actas de Sesiones, 20 de septiembre de 1824, ff. 577-579, 
“Decreto del gobernador Murguía y Galardi sobre la cuota que toca al estado para el 
ejército permanente”.
48  	 Véase AHMCO, Libro de Actas de Sesiones, 15 de septiembre de 1824, ff. 580-581. 
“Decreto XXIV. 25 de septiembre de 1824. Reglamenta el modo en que deberán cubrir 
los pueblos del estado el cupo de reemplazos para el ejército permanente”.
49  	 AHMCO, Libro de Actas de Sesiones, Sesión del 28 de febrero de 1824, ff. 145-146v.
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Regimiento de la ciudad, acusa al coronel De León, jefe de las armas en 
el estado, por no prestar auxilio para que fueran trasladados los reos de 
leva de la cárcel, con destino a Perote, Veracruz. Después narra cómo tuvo 
que dividir la remesa en cuatro partes; en la primera, dice textualmente: 
“Primera, los que el mismo Sor. León autoritariamente se llevó”.50 Lo 
que refleja, en otro contexto, que los enfrentamientos entre las diversas 
instancias de poder local se sucedían día a día. 

Dentro de la gama de posibilidades para agenciarse recursos fiscales, 
ninguna tan importante como las contribuciones directas. En Oaxaca, 
desde fines del siglo XVIII la principal fuente de ingresos era el impuesto 
conocido como tributo indígena. Los gobiernos republicanos se preocuparon 
desde un principio por legislar sobre la materia. Desde 1822, la diputación 
estableció la capitación. Dos años después se le cambió el nombre a “con-
tribución personal”.51 La misma Diputación estableció un nuevo impuesto, 
llamado precisamente de “contribución directa”, de un real mensual 
por cada individuo. Ratificado por el Congreso local, los fondos fueron 
destinados para el pago de salarios de los “ciudadanos que han de salvar 
y constituir la patria”. En 1824, el Cabildo de la ciudad hizo una petición 
al gobernador Murguía y Galardi en el sentido de que era preferible optar 
por un sistema de “contribuciones indirectas” en lugar de las “directas”.52 

Una nueva ley no sería decretada sino hasta el 28 de septiembre de 
1826, y así se mantenía vigente la contribución directa decretada el 20 
de agosto de 1824 por el Congreso Constituyente, con algunas preci-
siones. Entre las más importantes destaca la consignada en el artículo 
19, que tenía la pretensión de que los declarantes evitaran ocultar sus 
propiedades o salarios, ya que a la letra decía: “A los habitantes del 
estado, no se garantizan más haberes que los que declaren tener ante 
las juntas de clasificación”.53 

50  	 AHMCO, Libro de Actas de Sesiones, 7 de octubre de 1824, ff. 596-596v, “Correspondencia 
del gobernador Murguía y Galardi a la Ilustre Junta y Regimiento de esta Ciudad”.
51  	 AHMCO, Libro de Actas de Sesiones, 1824, ff. 528-529, “Correspondencia del gober-
nador Murguía y Galardi al Ilustre Ayuntamiento”.
52  	 AHMCO, Libro de Actas de Sesiones, 9 de febrero de 1824, ff. 71 y 71v.-72, “Sesión ordina-
ria donde se incluye la representación del Cabildo de la ciudad sobre contribuciones directas”.
53  	 “Ley que reglamenta la contribución personal del Estado”, en Colección, 1850, apéndi-
ce, pp. 57 y 61, respectivamente. 



51

Carlos Sánchez Silva

Características de la primera 			
Constitución política oaxaqueña 

Finalmente, el caso particular de la primera Constitución política oaxaque-
ña de 1825. Cabe destacar que fue objeto de severas críticas tanto en los años 
en que estuvo vigente, entre 1825 y 1857, como por parte de historiadores 
del siglo XX. Así, en 1851, el periódico local La Cucarda señalaba que era 
más bien un texto para gobernar una “provincia colonial” que a una entidad 
de una federación. En suma, este periódico concluía que Oaxaca necesitaba 
“urgentemente” una nueva carta magna.54 El historiador Iturribarría, por 
su parte, señaló en 1935 que el primer texto constitucional oaxaqueño era 
una mezcla de “teorías exóticas” para el contexto local.55

Estas críticas despiertan la interrogante de indagar hasta qué punto 
la Constitución de 1825 fue una mezcla entre ideas viejas y nuevas. 
A la luz de nuevas investigaciones, sabemos que el constitucionalismo 
gaditano, a pesar de sus deudas con la Constitución francesa de 1791, 
tuvo su propio desarrollo y representó la influencia ideológica más 
importante en nuestro país.56 Charles A. Hale ha subrayado desde 
hace varios años la importancia de que para comprender el liberalismo 
mexicano es necesario conocer la evolución del liberalismo en España,57 
abrevado gran parte de la corriente a través del liberalismo español.58 
Lo anterior exige que las primeras ideas constitucionalistas hispano-
americanas se estudien no solo en el contexto de las ideas liberales de 
países como Francia, Inglaterra y Estados Unidos, sino del mismo 
constitucionalismo español.59

Antonio Annino ha insistido, por su parte, en que uno de los temas 
innovadores del constitucionalismo gaditano estuvo en el renglón de los 

54  	 La Cucarda, periódico político y literario, Oaxaca, t. 1, núm. 23, domingo 19 de enero 
de 1851.
55  	 Iturribarría, Historia, pp. 56-57. 
56  	 Rodríguez, “‘Ningún pueblo…”, p. 300.
57  	 Hale, El liberalismo. Al respecto, véanse también Dealey, “The Spanish sources…”, pp. 
161-169, y Miranda, “El liberalismo mexicano…”, pp. 512-523.
58  	 Véase, al respecto, Peset, “Libros y universidades”, pp. 30-31.
59  	 Sobre este tema, véanse Serrano, “Liberalismo gaditano…”, pp. 169-192, y Chust, La 
cuestión nacional.
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ayuntamientos constitucionales: “En este sentido, es correcto afirmar 
que la ciudadanía liberal se difunde y se consolida antes de la república 
liberal”.60 Este aspecto influye para que surja una transición de cabildos 
indígenas a ayuntamientos constitucionales con matices particulares 
en el caso de Oaxaca, en el que se mezclan sus usos y costumbres y las 
directrices marcadas por la Carta gaditana, la nacional y la local. Así, en 
tierras oaxaqueñas la Constitución local de 1825 reconoció una forma de 
gobierno por debajo del ayuntamiento: la de república, la que, establecida 
en poblaciones que por no contar con el número de habitantes requeridos 
para erigir un ayuntamiento constitucional,61 se aceptaba su autonomía 
con su propio gobierno, herencia híbrida62 que resolvió de manera original 
el problema que planteaban la institución de los ayuntamientos consti-
tucionales al establecer cabildos indígenas en pueblos de menos de mil 
habitantes. Quizá en el reconocimiento de esta autonomía política en el 
nivel primario de los núcleos de población se encuentre una de las claves 
para entender la diferente evolución de Oaxaca con el vecino estado de 
Chiapas y también con Yucatán.

Paso ahora al análisis particular de las principales características de 
la Constitución de 1825. De entrada, se debe tomar en cuenta que el 
proceso de formación de México como país independiente, y de Oaxaca 
como una parte integrante de él, debe entenderse en un doble contexto: 
uno, el de los profundos cambios acaecidos en Europa y Estados Unidos, 
que impusieron las nuevas concepciones políticas imbuidas del pensa-
miento liberal, constitucional y la definición del ciudadano moderno 
a fines del siglo XVIII y a lo largo del XIX; y dos, que los “primeros 
tropiezos” hacia la modernidad en nuestro país se dieron después de 

60  	 Annino, “Ciudadanía…”, pp. 62-63.
61  	 La Constitución local establecía: “Los pueblos cuya población llegue a tres mil almas 
con su comarca tendrán ayuntamientos que se compondrán de alcaldes, regidores y sín-
dicos” (Artículo 159 de la Constitución particular, en Colección, p. 85).
62  	 “En los demás pueblos que no tenga lugar el establecimiento de ayuntamientos, habrá 
una municipalidad que se llamará con el nombre conocido de república, la cual tendrá por 
lo menos un alcalde y un regidor. La ley determinará el número de alcaldes y regidores de 
que deberán componerse, con proporción al vecindario”. En suma, los funcionarios de 
las repúblicas tenían las mismas funciones atribuidas a los ayuntamientos, pero dentro 
de sus áreas de influencia. Véase el artículo 161 de la Constitución particular del Estado de 
Oaxaca en Colección, p. 86. Cursivas propias.
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una larga guerra de independencia contra España que marcó, indele-
blemente en muchos aspectos, la forma y el contenido del liberalismo 
constitucionalista mexicano.63

Es a la luz de este doble proceso que deben entenderse las ideas que se 
utilizaron en el contexto oaxaqueño al redactarse la primera Constitución 
política local. De entrada, todas las constituciones de los estados de la 
república y la federal misma tuvieron como base la de Cádiz de 1812, 
con mínimas ideas del constitucionalismo estadounidense. Así, todas 
reconocieron el catolicismo como religión de Estado; todas aceptaron sus 
procedimientos para llevar a cabo las elecciones políticas, y en algunas, 
como la oaxaqueña, se incluía entre los requisitos para ser elector de 
parroquia o elector primario “saber leer y escribir, pero este requisito no 
se observará sino desde el año de mil ochocientos cuarenta”,64 que mo-
dificaba el artículo 25 de la Constitución de Cádiz, el cual puntualizaba 
que, para no perder los derechos de ciudadanía, “desde el año de mil 
ochocientos treinta deberán saber leer y escribir los que de nuevo entren 
en el ejercicio de los derechos de ciudadano”.65

Era natural que se reflejara una mezcla de las teorías existentes, y el 
mismo fenómeno se dio en todas las nuevas naciones hispanoamerica-
nas. En este sentido, para el caso de Oaxaca existe un texto titulado “El 
Congreso Constituyente a los habitantes del Estado”, que es la exposición 
de motivos precedente a la Constitución misma, una pieza clave en este 
orden de ideas.66 La primera sección de la Constitución local se refiere a 

63  	 Sobre el tema, véase Lemperiére, “Reflexiones…”, pp. 35-56.
64  	 Artículo 47 de la Constitución particular del Estado de Oaxaca. La misma Constitución, 
en su artículo 30, establecía que: “Desde el año de mil ochocientos cuarenta deberán sa-
ber leer y escribir los que de nuevo entren en el ejercicio de los derechos de ciudadano” 
(en Colección, pp. 60 y 57, respectivamente).
65  	 Constitución política de la monarquía española. Promulgada en Cádiz el 19 de marzo de 
1812, Cádiz, Imprenta Real, 1812, pp. 11-12. 
66  	 En las discusiones que se sucedieron para adoptar el primer constitucionalismo en 
Oaxaca, cumplió un papel relevante el costarricense Florencio del Castillo, personaje que 
ya se había destacado como representante centroamericano desde las Cortes de Cádiz 
en 1812, y quien posteriormente llegó a tierras oaxaqueñas y participó activamente en 
la vida política y cultural. Sobre sus actividades en general, véase Guardia, D. Florencio. 
Sobre su papel en las Cortes españolas, Chust, La cuestión. Véase también “Constitución 
política del estado de Oajaca. México, 1825. El Congreso constituyente a los habitantes 
del estado”, en Ruiz y Sánchez, Las constituciones, pp. 41-49.
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“quiénes son los miembros del estado y de los deberes que deben gozar”; 
como parte central, y de acuerdo con la tradición gaditana, define a la 
religión católica como “religión de estado” y precisa que no se aceptaría 
la práctica de ninguna otra.67 Este hecho, que a los ojos del liberalismo 
radical resulta un contrasentido, era, además de un elemento de unidad 
nacional y estatal, una necesaria transacción entre el Antiguo Régimen 
y el asentamiento del liberalismo en su expresión más pura con el correr 
de los años.68 También se fijan los principios republicanos básicos, tema 
del debate nacional en el establecimiento del federalismo y que quedaron 
plasmados en la Constitución de 1824: las libertades públicas e indivi-
duales y la independencia y soberanía para la administración interior del 
estado, aceptando la subordinación al pacto federal.

Al igual que sus similares de otros estados, los derechos civiles que-
daron garantizados: igualdad ante la ley; libertad civil, seguridad de las 
personas y la propiedad privada. Los derechos políticos y la definición 
del ciudadano siguieron los lineamientos gaditanos. Para ser ciudadano 
solo se necesitaba ser oaxaqueño y contar veintiún o dieciocho años, y 
estar casado para gozar de la categoría de “ciudadano en ejercicio”, lo 
que daba derecho a poder ser admitido en todo tipo de empleo, “y aun a 
las primeras magistraturas del estado por solo nuestros méritos, talentos 
y virtudes; libres para obrar, pensar y escribir, sin estar sujetos más que 
a la ley”.69 Este tipo de rupturas-continuidades con el pasado colonial 
permitieron, por ejemplo, que una figura como Benito Juárez se abriera 
paso en el contexto local y llegara a ocupar la presidencia de la nación.

67  	 La Constitución oaxaqueña de 1825 apunta en su artículo 30: “La religión de este es-
tado es y será perpetuamente la católica, apostólica, romana. El Estado la protege por le-
yes sabias y justas, y prohíbe en su territorio el ejercicio de cualquiera otra”. La de Cádiz, 
en su artículo 12, señala: “La religión de la nación es y será perpetuamente la católica, 
apostólica, romana, única verdadera. La nación la protege por leyes sabias y justas, y 
prohíbe el exercicio de qualquiera otra” (Constitución particular, en Colección, p. 49; y 
Constitución, p. 8).
68  	 Sobre la necesidad de mezcla entre lo viejo y lo nuevo en el nacimiento de la república 
federal mexicana, véanse Brioso, La evolución, pp. 20-24; y Lemperiére, “Reflexiones…”, 
pp. 35-56.
69  	 “El Congreso Constituyente a los habitantes del Estado”, en Constitución política del 
estado libre de Oaxaca, p. iv.
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La segunda sección se refiere a la organización del gobierno. Con el 
objeto de romper el pasado monárquico virreinal y del malogrado imperio 
de Iturbide I,70 se fijó una división estricta de los poderes legislativo, eje-
cutivo y judicial, de manera que jamás se reúnan en unas mismas manos 
“porque luego que estén reunidos o confundidos desaparece la libertad, 
y no hay más que despotismo”.71 A la par de la división, se imponía 
también un límite a los tres poderes, con el objeto de que cada uno de 
ellos mantuviera su autonomía e independencia, y evitar que alguno 
de ellos acabara subordinado por los otros.

También se fijaron algunos límites, con el objeto de impedir “alguna 
precipitación legislativa”. Así se determinó que un congreso bicameral 
–compuesto por una cámara de diputados y otra de senadores– sería 
un dique, “según la experiencia de los pueblos sabios y amantes de la 
libertad”.72 Esta decisión se inscribía de acuerdo con “nuestros vecinos 
del norte, que nos han precedido y dado lecciones en la carrera de la 
libertad”.73 Para evitar “el hábito embriagante del poder” de los legis-
ladores, se estableció que la Cámara de Diputados se renovara en su 
totalidad cada dos años y la de Senadores en la mitad de sus miembros 
en ese mismo lapso.

El judicial fue el tercer poder en ser reorganizado por los constituyen-
tes. El legislativo y el ejecutivo se encargaban de la buena organización 
de las libertades públicas, y el judicial, de garantizar la libertad civil y 
los derechos individuales. Pese a que en lo general en el terreno de la 
justicia se refrendaron muchas de las medidas coloniales, la Constitución 
de 1825 tomó la decisión de formar los códigos Civil, Criminal y de 
Procedimientos. Así, el Código Civil oaxaqueño de 1828 es reconocido 
como el primero que se redactó en la materia en América Latina.

En la práctica, como Oaxaca era una sociedad predominantemente 
campesina e indígena, fue el orden judicial el que presentó mayores 
problemas. La Constitución local estableció que el poder judicial lo 
ejercería el Tribunal de la Corte de Justicia, los jueces de primera 

70  	 Véase Hamnett, “Factores…”, pp. 309-310. 
71  	 “El Congreso Constituyente”, en Constitución política del estado libre de Oaxaca, p. v. 
72  	 Ibid., pp. vi-vii. 
73  	 Ibid., pp. vii-viii.
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instancia de los partidos y los alcaldes de los pueblos en sus respectivos 
casos. Muchos problemas se originaron por la práctica colonial de que 
los pueblos se encargaran de administrar la justicia en el ámbito local, y 
en la que habían desarrollado larga experiencia.74 Con la Constitución 
gaditana de 1812, los municipios constitucionales se transformaron en 
un poder jurisdiccional autónomo, lo que proporcionaba a los pueblos 
el derecho al autogobierno local.75 La Constitución federal de 1824 y 
la estatal de 1825 generaron disputas en la administración de justicia 
a lo largo y ancho del territorio estatal. En más de una ocasión, las 
autoridades de los pueblos se quejaron de que los jueces de primera 
instancia y los gobernadores de los departamentos se entrometían en su 
ámbito de justicia; en otras, eran estos funcionarios y la misma Corte 
de Justicia quienes acusaban a las autoridades de los pueblos de impedir 
la aplicación expedita de la justicia.

Para volver a nuestro cuestionamiento original de esta última parte 
de este texto: ¿era la Constitución de 1825 “exótica” para Oaxaca? Lo 
cierto es que en los años en que se promulgó, y haciendo un balance 
de otras experiencias constitucionales en Europa y en Iberoamérica, la 
mezcla entre lo viejo y lo nuevo fue una constante. Como quiera que 
sea, si bien los gobiernos que fungieron entre 1825 y 1857, año este 
último en que se promulgó la nueva Constitución estatal, tuvieron que 
enfrentar infinidad de problemas, una inestabilidad crónica y múltiples 
rebeliones campesinas e indígenas para establecer el “liberalismo prác-
tico”, nadie puede negar que con su ejercicio del poder y sus acciones 
legales e ilegales quizá no construyeron una “santa fraternidad” entre 
tehuantepecanos, mixtecos, costeños y serranos, como la deseaban los 
primeros constituyentes, pero sentaron las bases iniciales para un nuevo 
pacto de gobernabilidad en Oaxaca en los albores republicanos.76

74  	 Tanck, Pueblos de indios, p. 35.
75  	 Annino, “Ciudadanía…”, pp. 71-72; Tanck, Pueblos, p. 48.
76  	 Textualmente, los redactores de la primera Constitución local lo exponían con estas 
palabras: “Ciudadanos de todo el estado, de todas las profesiones, de todos los departa-
mentos, que no se hable más de partidos y divisiones, porque no debe haberlas entre los 
que viven bajo un mismo gobierno y bajo una misma Constitución. Nosotros no somos 
tehuantepecanos, ni mistecos, costeños, ni serranos, todos somos oajaqueños, unidos por 
lazos indisolubles de una santa fraternidad” (en Ruiz y Sánchez, Las constituciones, p. 49).



57

Carlos Sánchez Silva

Epílogo

De los diversos temas abordados en este ensayo se deriva una pregunta 
esencial: ¿por qué se optó en el plano nacional por una forma de go-
bierno republicana federalista y también por qué Oaxaca se manifestó 
abierta y decididamente para conseguir este objetivo?

Todo indica que hay un consenso general que en este proceso las 
Diputaciones Provinciales resultaron fundamentales para conseguir 
que México se convirtiera en una república federal representativa,77 con 
la excepción de Oaxaca, donde la Diputación Provincial se subordinó 
a los intereses que representaban el Cabildo de la capital y las fuerzas 
armadas lideradas por Antonio de León, quienes instituyeron desde 
febrero de 1823 la Junta Provisional Gubernativa, con el doble objeto 
de subordinar a la Diputación y para que la Junta fuera la institu-
ción que diera paso, en julio de 1823, al primer Congreso Provincial 
oaxaqueño que consumara la instauración del federalismo a fines de 
1824, en concordancia con las provincias radicales de Jalisco, Yucatán, 
Zacatecas y las demás integrantes de la antigua Nueva España.

Pero por qué en Oaxaca la adopción del federalismo ocurrió de 
forma diferente. No solo fue la herencia del regionalismo colonial, 
tal como sucedió con diferentes matices en todas las provincias inte-
grantes de la antigua Nueva España, sino también porque los actores 
políticos locales, quienes se habían involucrado más activamente desde 
la crisis imperial de 1808, se opusieron a que la institución política 
tradicional, como lo era el Cabildo civil de la capital oaxaqueña, fuera 
desplazada por nuevas instituciones fundadas a raíz del liberalismo 
gaditano: primero, la Diputación Provincial, en las postrimerías colo-
niales, y luego la Junta Provisional Gubernativa y el mismo Congreso 
Provincial, en los albores republicanos. Así las cosas, solo cuando ellos 
lograron liderar el proceso, respaldados por De León y sus huestes mi-
litares, en la práctica encabezaron desde el Cabildo civil de la ciudad 
de Oaxaca, el 1.º de junio de 1823, la declaración de que la forma de 

77  	 A decir de Benson: “Lucas Alamán, centralista convencido, dijo de ellas [las diputa-
ciones provinciales] que eran el antecedente natural del sistema federal”. Regla que tiene 
su excepción con lo que sucedió en Oaxaca. Véase Benson, La diputación, p. 9.
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gobierno en México por la que optaban era la republicana federalista 
con “soberanía compartida”. 

Otro tema relevante analizado en este texto es el papel las fuerzas 
militares en la adopción del federalismo en tierras oaxaqueñas. Estoy 
plenamente convencido de que en la coyuntura de junio de 1823 el 
Cabildo civil y también la Junta no hubieran declarado el federalismo de 
no haber contado con el respaldo de De León y sus huestes militares. En 
una palabra: si bien una elite local más civilista, que mutó desde 1808 y 
se fue adoptando a las circunstancias cambiantes, fue la que reconoció 
la Constitución federal de 1824 y luego promulgó la estatal de 1825, 
no me cabe la menor duda de que no lo hubieran logrado por sí solas, 
y por tanto, se debe reconocer que De León fue el veredero padre del 
federalismo “práctico” oaxaqueño.78

En pocas palabras, en Oaxaca no fue la Diputación Provincial la que 
dio origen a la conformación del primer Congreso Provincial, sino una 
institución bautizada como Junta Provisional Gubernativa, conformada 
por diecinueve miembros y que tuvo funciones legislativas temporales 
entre el 24 de febrero y el 6 de julio de 1823, y que conformó de su seno 
una comisión de nueve integrantes que iniciaron los trabajos el 2 de junio 
de 1823 para redactar las primeras Bases Provisionales que constituirían el 
naciente estado de Oaxaca, a la vez que lanzaron la convocatoria al siguiente 
día con el objeto de llevar a cabo el proceso electoral para conformar el 
primer Congreso Provincial, el cual quedó instalado el 6 de julio de 1823. 
Congreso que, con deserciones, renuncias y reconformaciones internas, 
sancionó la Constitución general a fines de 1824 y promulgó la primera 
Constitución política oaxaqueña el 10 de enero de 1825.

78  	 Durante mucho tiempo, lo mismo sucedió en el caso de Jalisco, donde se ha reco-
nocido a Prisciliano Sánchez como el padre del federalismo en esa entidad. Sin embar-
go, tal como lo ha sostenido y argumenta en su capítulo en este libro Jaime Olveda, el 
verdadero padre del federalismo en ese estado es el militar Luis Quintanar, que ocupó 
en Guadalajara los mismos cargos que León en Oaxaca. El problema es que Quintanar 
nació en Querétaro y no en Jalisco, razón por la que no se le haya dado su lugar en estos 
sucesos. León, por su parte, sí nació en Oaxaca, en la población mixteca de Huajuapan.
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DEFENSA, DISIDENCIA Y ACUSACIONES DE 
SEPARATISMO EN EL PRIMER CONGRESO 
CONSTITUYENTE DE YUCATÁN, 1823-1825 

Justo Miguel Flores Escalante
(Universidad Autónoma de Campeche)

La Independencia trajo a Yucatán, como a otras provincias novohis-
panas, la encrucijada de la postura que se debía asumir respecto a la 
antigua metrópoli, y más en una región que no había vivido la guerra 
de Independencia como el centro occidente del virreinato y su comer-
cio dependía de los intercambios con los países, zonas y colonias del golfo 
de México-Caribe, como los puertos veracruzanos o cubanos. Pero los 
tiempos de la adopción de la república federal, después de la caída del 
Primer Imperio Mexicano en 1823, modificaron la relativamente cómoda 
posición yucateca. A raíz del Plan de Casamata, la Diputación Provincial 
proclamó la república federal en Yucatán, y propició la formación de una 
Junta Provisional Gubernativa como poder ejecutivo y las elecciones 
para establecer el primer Congreso Constituyente. El primer Congreso 
Constituyente estatal se instaló el 20 de agosto de 1823 y sesionó hasta 
el 31 de mayo de 1825.1 

1 	  El Congreso Constituyente estaba formado por los ciudadanos Francisco Genaro Cicero, 
Eusebio Villamil, Pedro José Guzmán, José Ignacio Cervera, Perfecto Baranda, Manuel 
Milanés, Juan de Dios Cosgaya, Pedro Manuel de Regil, Agustín López de Llergo, Pedro 
Almeida, Miguel Errazquín, Manuel Jiménez, Pedro Souza, Juan Nepomuceno Rivas, 
Juan Evangelista Echánove, José Antonio García, José María Quiñones, Joaquín García 
Rejón, José Tiburcio López Constante, Pablo Moreno y Manuel León y Felipe Estrada. 
Véase El primer Congreso, pp. 3-5, 711-712, sesión del 20 de agosto de 1823 y sesiones 
ordinarias y secretas del 31 de mayo de 1825.
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Una vez instalado el Constituyente, del 21 de agosto al 8 de octubre 
de 1823, la Comisión de Constitución elaboró y debatió un primer pro-
yecto de Constitución, cuya discusión se inició en el Pleno el 2 de febrero 
y terminó el 24 de abril de 1824. Del 14 de mayo al 9 de junio de 1824, 
los diputados trabajaron en una primera Constitución, publicada el 27 
de julio de 1824, pero el Constituyente aclaraba que era una carta pro-
visional porque se esperaba la promulgación de la Constitución nacional 
para hacer las reformas pertinentes. La versión final de la Constitución 
local se terminó el 6 de abril y se juró el 23 de abril de 1825 por el 
Constituyente y las autoridades yucatecas. A Antonio López de Santa 
Anna, como gobernador de Yucatán, le correspondió publicar la Carta 
del 6 de abril de 1825.2 

Los diputados se sumaron a las proclamas por la república federal 
y una de sus principales preocupaciones, aparte de dotar al estado de 
su primera Constitución, fue la defensa, sobre todo porque el poder 
ejecutivo era inestable y débil. El Gobierno nacional determinó que 
Yucatán declarara la guerra a España y cerrara los puertos al comercio 
de ese reino, por medio de la orden nacional del 8 de octubre de 1823. 
Esto se ratificó por la disposición general del 9 de octubre de1824. El 
primer Congreso Constituyente se debatió entre esgrimir la soberanía 
local para suspender los decretos generales que afectaban su comercio 
y lo comprometían a entrar en guerra con la Corona española, y en 
demostrar la lealtad a la nación mexicana y que no era una potencia 
aliada, sino una parte de la república mexicana que juraba defender la 
independencia nacional. 

En este capítulo quiero abundar en las medidas que toma el primer 
Constituyente yucateco tanto para sostener la independencia nacional 
y apoyar a Veracruz como para suspender los decretos nacionales con 
el fin de declarar la guerra a España y cerrar los puertos yucatecos a los 
intercambios con Cuba. También, las acusaciones de separatismo con-
tra los diputados yucatecos por detener las órdenes nacionales contra la 
Corona española y supuestamente tener planes de regresar a Yucatán al 

2 	  Para profundizar más sobre la historia legislativa del primer Congreso Constituyente 
yucateco, véase Quezada, Flores y Heredia, “Estudio introductorio”, en El primer Congreso 
Constituyente de Yucatán, 2016, pp. XIII-XLVIII, en específico pp. XIX-XXII. 
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dominio de la antigua metrópoli. Es importante apuntar que el análisis 
de las disposiciones y conflictos por el sostenimiento de las fuerzas mi-
litares muestran la incapacidad del estado yucateco para mantener su 
defensa por un tiempo prolongado y, por ende, sostenerse como nación 
independiente. Aspectos que plantean desde su instalación el primer 
Congreso Constituyente y diversas autoridades yucatecas.

La unión según el Constituyente

Entre el 29 y 30 de mayo de 1823, la Diputación Provincial y los electores 
de la Junta Provisional Gubernativa proclamaron que Yucatán se consti-
tuía en “república federada” y se condicionaba su unión a México siempre 
y cuando se adoptara esa forma de gobierno liberal y representativa. Las 
autoridades yucatecas tendrían el derecho de establecer su Constitución 
particular y las leyes convenientes a su felicidad.3

El 30 de mayo la Junta Provisional Gubernativa4 se esforzó por 
justificar la constitución en república federada y la adopción del federa-
lismo. En el manifiesto de dicho Poder Ejecutivo se señalaba que, roto el 
pacto que unía a las provincias con el Imperio, cada una había regresado 
a su “estado natural” y “Yucatán se creyó libre y con derecho para consti-
tuirse en la forma más conveniente a su felicidad”. No obstante, al hacer 
eso, la provincia yucateca no buscaba separarse de la unidad del Estado 
mexicano, sino confederarse con las entidades hermanas, aliarse y unirse 
con el resto de la nación para defender la libertad e independencia.5 

El Constituyente de Yucatán se adhirió a las proclamas de la Diputación 
Provincial y de la Junta Provisional Gubernativa. El Legislativo destacaba 

3 	  Acta de las sesiones extraordinarias de la Diputación Provincial de 29 y 30 de mayo 
de 1823, documento justificativo número 1 en Manifiesto del Congreso del estado libre 
de Yucatán a los habitantes de los estados de la Confederación Mejicana, 1824, pp. 1-5. 
También, B-Camp, Fondo Reservado, Decretos 1823.
4 	  La Junta Provisional Gubernativa recayó en José Tiburcio López Constante, Pablo 
Lanz, Francisco Facio, Simón Ortega y Raimundo Pérez; como suplentes: Manuel León, 
Pablo Moreno, Perfecto Baranda, José María Meneses y Benito Aznar. Acta de las sesio-
nes extraordinarias de la Diputación Provincial de 29 y 30 de mayo de 1823, documento 
justificativo número 1, en Manifiesto del Congreso, pp. 3-5.
5 	  Exposición de 14 de junio de 1823, documento justificativo número 2, Ibid., pp. 6-8.
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que el deber de establecer el federalismo lo impusieron los pueblos. Estos 
y las provincias podían reasumir su soberanía primitiva y constituirse de 
la manera más conveniente para sus costumbres, seguridad e intereses, 
mientras existiese la tiranía o no hubiese pacto unión. Pero cuando dichas 
entidades no lograran sostenerse por sí mismas, debían procurar unirse 
para gozar de las ventajas de un “cuerpo político”, con el fin de tener 
mayor fuerza y poder, y para esto, debían ceder parte de su libertad y 
soberanía. No debía entenderse que los pueblos enajenaban totalmente 
su poder ni pensar que se unían servilmente, sino solo renunciaban a 
parte de sus derechos para buscar la felicidad que aislados no podían 
procurarse: “Véanse aquí los elementos del pacto social y del sistema 
federal. Estos principios han servido de guía al estado yucateco en sus 
pronunciamientos”.6

El Constituyente estatal exponía su deseo a permanecer en la “gran 
familia” mexicana, pero destacaba que los objetivos de la confederación 
fueron la defensa contra potencias extranjeras, amenazas a la indepen-
dencia y la libertad de la península yucateca. La provincia, recordaban 
los diputados, tenía fronteras marítimas y terrestres con países extranjeros 
y el peligro de hostilidades era latente. Por tales motivos, Yucatán cedía 
parte de su soberanía al confederarse.7 

Sin embargo, los poderes yucatecos dejaban claro que el ámbito de 
autoridad interior sería injerencia exclusiva de ellos. En el Artículo 3 de 
la Constitución de 1825, los diputados plasmaron que la soberanía de 
Yucatán residía esencialmente en los individuos que le componían; a 
ellos pertenecía en exclusiva el derecho de formar, reformar y variar por 
medio de sus representantes su Constitución particular, y el de acordar 
y establecer con arreglo a ella las leyes que en lo peculiar requiriesen la 
conservación, el régimen, la seguridad y la prosperidad interior.8

No se vislumbraba al Estado central como depositario de la voluntad 
de los yucatecos. Esto se puede observar en la importancia e incluso 
predominancia de las leyes locales frente a las generales si amenazaban a 
los derechos del estado. Así lo mostraba la Constitución yucateca de 1825 

6 	  Ibid., pp. IV-V.
7 	  Ibid., p. III.
8 	  Constitución política, pp. 5-6.
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en su capítulo XI, artículo 76, apartado 2, al señalar que el Congreso podía 
“pedir motivadamente al Congreso General la derogación, suspensión o 
modificación de las leyes generales de la Unión, que por circunstancias 
peculiares ofendan los derechos inmanentes del estado”.9

Es importante señalar que los funcionarios yucatecos utilizaban 
como sinónimos los términos federal y confederal. En un sistema 
federal, la soberanía y constitución nacionales son las medulares y 
superiores, la soberanía y leyes de los estados son concesiones de la 
Constitución general, pero en ningún momento una disposición de las 
entidades federativas puede anteponerse a las leyes y decretos nacionales, 
ni estos últimos se pueden detener por los poderes de los estados. No 
obstante, el condicionamiento de la adopción del federalismo de las 
autoridades yucatecas para obedecer al gobierno general mostraba que 
el sistema federal era en realidad entendido como confederal, porque 
al gobierno nacional se le otorgaban pocas atribuciones reducidas a la 
defensa exterior y relaciones internacionales. Por ejemplo, las provincias 
le cedían al gobierno nacional el nombramiento de militares de alto 
rango y el manejo de la diplomacia, pero no podía intervenir en asuntos 
internos ni gravar impuestos a los habitantes de una entidad federativa, 
y en todo momento debía tener en cuenta las condiciones particulares 
de Yucatán. Incluso el nombramiento de empleados generales podía ser 
rechazado por las autoridades yucatecas si atentaba contra la libertad 
y derechos estatales.10

Las autoridades yucatecas remarcaban que el ámbito de autoridad 
interior sería injerencia exclusiva de ellas, e incluso las leyes locales podían 
predominar sobre las generales si amenazaban a los derechos del estado. 
Esto fue palpable en las justificaciones para adoptar la república federal y 
en los manifiestos del Congreso Constituyente yucateco. La soberanía, el 
poder de mando, nacional se compartía entre el gobierno nacional y los 
estatales, pero la soberanía local no, pues las autoridades nacionales no 
podían intervenir en la administración particular de los estados. Entonces 
la soberanía estatal resultaba exclusiva; y muy importante, la soberanía de 

9 	  Ibid., pp. 28-29. 
10  	 Para abundar en las concepciones del sistema federal y confederal en Yucatán, véase 
Flores, Soberanía, pp. 48-59. 
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un estado no se delegaba totalmente al gobierno de la nación, y cuando se 
considerara que el pacto de unión había sido violado, el poder de mando 
regresaba a la entidad federativa.11 

Con su integración al naciente Estado mexicano, Yucatán buscaba 
conservar su excepcionalidad jurídica, es decir, conservar a las excepciones 
y privilegios que la Corona española le había otorgado en materia mercan-
til, el libre comercio para sus puertos, y en el sostenimiento de las tropas 
en la península yucateca por medio de un situado, que era cantidad de 
dinero que se enviaban desde la ciudad de México. 12 

Sin embargo, el Constituyente yucateco no dejó de manifestar 
que Yucatán estaba decidido a seguir la suerte de las demás provin-
cias que formaron el extinguido Imperio mexicano, que se aprestaba 
para defender la independencia nacional y que con esto no daba 
muestras de ser una “potencia aliada”, sino parte integrante de la 
“nación mexicana”.13 

En el espejo de Veracruz

Pronto se podrían a prueba los dichos del Congreso yucateco al empezar 
a organizar la defensa estatal. El 12 de septiembre de 1823, el dipu-
tado Estrada hacía notar al Poder Ejecutivo que el Congreso era el 
que poseía las facultades de fijar la fuerza de pie, y le pedía informes 
sobre las disposiciones militares en Campeche porque no se podía 
cumplir con los gastos de la tropa. En el puerto se había reducido el 
regimiento 1 a 400 soldados. La milicia nacional local estaba patru-
llando, mientras a la milicia activa se le había retirado. Sin embargo, 
se había puesto sobre las armas a cien tiradores, lo que ocasionaba 

11  	 Para profundizar en el concepto de soberanía, véase Flores, Soberanía, pp. 18-27, 59-
67, 263-273.
12  	 El término de privilegio se entendía a mediados del siglo XVIII como la gracia o pre-
rrogativa que concedía el superior para exceptuar o liberar a alguien de algún cargo o gra-
vamen, exención de la que no gozaban otros. En estudios recientes se define al privilegio 
en un sentido amplio y referente a todas las excepciones, gracias y mercedes concedidas 
por el soberano. Para profundizar, véase Flores, Soberanía, pp. 35-43. 
13  	 El primer Congreso…, pp. 38-39, nota 49, sesión del 8 de septiembre de 1823. 
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privaciones a la guarnición. El déficit económico debía ser menor, 
pero no era así.14 

Los jefes militares informaban al Constituyente sobre la “desnudez” 
de los soldados en Campeche; los diputados otra vez se encontraron con 
escasez de fondos para pagar los uniformes de la tropa en el puerto y 
determinaron que el Ejecutivo proporcionara el vestuario de forma in-
mediata. Para lograr esto, se debía hacer un préstamo a los comerciantes 
de Campeche y Mérida cuya deuda pagaría la Hacienda pública con 
los primeros anticipos de sus saldos por importaciones y exportaciones. 
Pero la recaudación no fue fácil y el Constituyente trató de incentivar 
la participación de los prestamistas en varias ocasiones.15 

En efecto, las fuerzas armadas y sus fondos se encontraban en una 
situación precaria, mientras las amenazas crecían en el golfo de México-
Caribe. Se entiende por el Constituyente al explicar su concepción de 
pacto de unión y que no cedía de forma total la soberanía estatal, y que 
también manifestara que uno de los puntos para unirse a la Nueva España 
fuera la incapacidad de mantener la defensa de Yucatán. El comandante 
general y el jefe de plaza de Campeche hacían ver al constituyente, el 
20 de septiembre de 1823, que la plaza podría ser ocupada de no au-
mentarse la guarnición en Campeche. Los diputados resolvieron que 
no podía costearse el aumento de las fuerzas en la ciudad amurallada y 
que se llamara a los inválidos útiles que ya tenían paga para ponerlos en 
activo. Los oficiales solo tendrían un asistente, los demás debían ponerse 
en servicio. El Cabildo del puerto reemplazaría las tres compañías de 
milicia activa de la plaza. La milicia nacional local ayudaría en lo que 
pudiera, y el comandante general informaría al Ejecutivo y este, a su 
vez, al Congreso, sobre los recursos con los que contaba el estado para 
cubrir sus necesidades.16 

La situación se complicaría aún más, al verse Yucatán reflejado 
en el espejo de Veracruz. El 12 de octubre de 1823, el jefe de plaza 
de Campeche informaba al Congreso que, Juan Guac, procedente de 

14  	 Ibid., p. 47, sesión del 12 de septiembre de 1823. 
15  	 Ibid., pp. 57-58, 81-83, 86, sesiones del 20 de septiembre y 7, 8 y 10 de octubre de 1823.
16  	 Ibid., pp. 60-61, sesión secreta del 20 de septiembre y sesión ordinaria del 21 de sep-
tiembre de 1823. 
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Alvarado en la goleta Indagadora, dio la noticia de que el Castillo de San 
Juan de Ulúa había roto las hostilidades contra el puerto veracruzano 
el 25 de septiembre y que a su salida el 30 de septiembre ya se habían 
demolido varias iglesias, la Casa de Gobierno y se había dañado otro 
tanto de edificios. El Constituyente se dio por enterado, sin tomar estos 
informes como oficiales.17 Los diputados Perfecto Baranda y Juan de 
Dios Cosgaya manifestaron que el Constituyente debía tomar por pro-
pia la causa veracruzana; que se establecieran comunicaciones con los 
gobiernos de Veracruz y Alvarado; que el Ejecutivo mandara auxilios 
al puerto veracruzano, pese a las exhaustas arcas del estado. Aunque 
esto no debía afectar a los españoles que se habían declarado a favor de 
la Independencia.18 

Las noticias de los ataques sobre Veracruz no tardaron en confirmarse 
de forma oficial. Durante los meses de octubre a diciembre, Guadalupe 
Victoria, comandante encargado de la defensa del puerto veracruzano, 
solicitó ayuda a las autoridades yucatecas. En una dramática comunicación 
con José Segundo Carvajal, comandante general interino de Yucatán, 
Victoria relataba los enormes esfuerzos que hacían sus subordinados al 
defender la plaza: “Los hombres libres jamás saben arredrarse, y que 
cuando faltan murallas, con sus pechos las suplen”. No obstante, Victoria 
señalaba que el pasado gobierno había sido desorganizado y dejado inde-
fensa a Veracruz. Para fortalecer la plaza, se había tenido que hacer todo 
de nuevo, reforzando baluartes, construyendo baterías y adelantando 
fortificaciones aun bajo los vivos fuegos de San Juan de Ulúa. Victoria 
hacía notar que las provincias del Anáhuac estaban decididas a eliminar 
al “padrasto de la Independencia”, pues mientras se tremolara el pabellón 
español en Ulúa, no habría ni Constitución ni tranquilidad.19 

Victoria hacía un llamado a la unión nacional y destacaba las virtudes 
públicas de los yucatecos, a quienes consideraba determinados a sostener 
la independencia y la libertad. Por eso pedía al Congreso yucateco todos 
los auxilios que pudiera proporcionarle, ya que la causa que defendían 

17  	 Ibid., p. 91, sesión extraordinaria del 12 de octubre de 1823. 
18  	 Ibid., p. 102, sesión del 17 de octubre de 1823.
19  	 Archivo General del Estado de Campeche, en adelante AGEC, fondo Reservado, José 
Segundo Carvajal, Guadalupe Victoria a José Segundo Carvajal, Veracruz, 23 de octu-
bre de 1823. 
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era de interés común, y estaba convencido de los patrióticos sentimientos 
de Carvajal, a quien le pedía influir para que el Constituyente (Congreso 
Provincial) y las autoridades yucatecas proporcionaran la ayuda lo más 
rápido posible. También don Guadalupe apuntaba que enviaría a un 
coronel comisionado para gestionar los apoyos en Yucatán.20 

Por otra parte, el malestar en Campeche por los ataques de los 
españoles a Veracruz se hizo patente durante los meses de octubre a 
diciembre de 1823. Los alcaldes campechanos informaban al Congreso 
de los tumultos ocurridos en el puerto a raíz de que supuestamente los 
tripulantes de un barco habían anclado en el puerto con el fin de llevar 
víveres a San Juan de Ulúa. Los habitantes del puerto habían aprehen-
dido al capitán de la nave y pedían su encarcelamiento al alcalde Simón 
Ortega, quien resolvió liberarlo. Por esta acción, el alcalde y el Cabildo 
del puerto recibieron airados reclamos de la población. Los diputados 
señalaron a los munícipes campechanos que debían conservar el orden. 
Pero la intranquilidad en el puerto no cesó; las noticias extraoficiales 
de que los españoles de San Juan de Ulúa estaban atacando al puer-
to de Veracruz producían reuniones y efervescencia en los barrios de 
Campeche. Además, el Ayuntamiento de la ciudad amurallada tomó la 
determinación de no dejar desembarcar a los españoles que provenían 
de San Juan de Ulúa, medida que causó el desagrado del Constituyente. 
Todo parecía indicar que el principal puerto yucateco quería ir a la guerra 
contra la Corona española.21 

El 19 de noviembre, los diputados recibieron la orden nacional del 8 
de octubre de 1823 para declarar la guerra España y cerrar los puertos al 
comercio con ese país. El presidente del Congreso nombró una comisión 
especial compuesta por Moreno, Cicero, Baranda, Rejón y Cosgaya para 
analizar la disposición. El día 21, el Constituyente discutió las propuestas 
de los comisionados sobre el oficio del ministro de Guerra y Marina y 
el decreto nacional de 8 octubre de 1823, que señalaban hacer la decla-
ratoria contra la monarquía española y mandar socorros a Veracruz. El 

20  	 AGEC, fondo Reservado, José Segundo Carvajal, Guadalupe Victoria a José Segundo 
Carvajal, Veracruz, 23 de octubre de 1823. 
21  	 El primer Congreso, pp. 80-81, 95-96, 180-181, sesión 6 de octubre de 1823, 12 de 
octubre, sesión ordinaria y secreta del 13 de octubre y sesión del 13 de diciembre de 1823.
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Legislativo yucateco acordó en primer lugar que el Poder Ejecutivo, la 
Junta Provisional Gubernativa, auxiliaría eficazmente al gobierno veracru-
zano o cualquier otro de la nación con las armas que se le pidieran, siempre 
que no hicieran falta para la defensa del estado y lo permitiera la hacienda 
local. Segundo, que la Junta informaría con individualidad y extensión al 
Congreso sobre la orden de suspender las relaciones políticas y mercantiles 
con la nación española y, previo aviso, su secretario concurriría al seno del 
legislativo a discutir la materia.22 

En diciembre de 1823, el enviado del gobierno nacional, Ciriaco 
Vázquez, mandó al Legislativo una comunicación de Guadalupe Victoria, 
comandante de Veracruz, en la que solicitaba a las autoridades yucatecas 
cañones, municiones y víveres para la defensa de la plaza. El Constituyente 
acordó contestar al mensajero de Victoria, “comandante de los libres”, 
que se había indicado al Ejecutivo que mandase los socorros sin afectar la 
defensa del estado. Vázquez recibió la resolución del Congreso yucateco.23

En diciembre de 1823, ante los constantes ataques de los españoles a 
Veracruz y el malestar que esto ocasionaba en la ciudad de Campeche, 
y también porque de cierta forma también se veía amenazado Yucatán, 
el primer Congreso dictó medidas para organizar la milicia activa de 
Mérida y Campeche. El Poder Ejecutivo reforzaría los puntos del estado 
que considerara pertinentes; en la capital yucateca se levantarían cuatro 
batallones de quinientos hombres de milicia activa, y el Ayuntamiento 
de Campeche, de acuerdo con el jefe militar de la plaza, propondría 
las medidas defensivas de “tan interesante punto”. Para tener fondos 
para lo anterior, el Constituyente decretó una contribución de guerra 
forzosa, que pesaría sobre los comerciantes, propietarios, los poseedo-
res de numerarios y rentas eclesiásticas, y los vecinos de los partidos. 
Además, los diputados determinaron multas, sanciones como pérdida 
de empleos, castigos como la prisión o la pena de muerte, a quienes 
conspiraran contra la independencia nacional y el sistema republicano 
federal, ya sea de forma verbal o por escrito, y ya fuesen personas civiles, 
militares o eclesiásticas.24 

22  	 Ibid., pp. 155-156, 158, sesiones del 19 y 21 de noviembre de 1823. 
23  	 Ibid., pp. 173, 180-181, 189, sesiones del 4, 12,13 y 22 de diciembre de 1823. 
24  	 Ibid., pp. 176-179, 191-192, sesiones del 9, 11 y 22 de diciembre de 1823. 
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La guerra contra España

Sin embargo, en el Constituyente yucateco empezaron a sonar voces 
que pedían prudencia y no declarar la guerra a España, pues Yucatán no 
contaba con los recursos para hacer frente a una ofensiva de la Corona 
española y el Gobierno general no apoyaba para reforzar la defensa esta-
tal. El 1.º de diciembre de 1823, llegó la votación de la Junta Provisional 
Gubernativa, donde este organismo se manifestaba por suspender 
la declaratoria de guerra, con el voto particular de Tomás Requena. 
El Constituyente apoyó la resolución del Ejecutivo. De acuerdo con 
el diputado Juan Nepomuceno Rivas, había que hacer una diferencia 
entre los ataques a Veracruz desde San Juan de Ulúa y la guerra contra 
la Corona española, pues era posible que el gobierno de Madrid no 
estuviera enterado de las hostilidades del fuerte al puerto veracruzano. 
Además, los requerimientos del Gobierno nacional a fin de que Yucatán 
enviara armas y marinos aumentaban, pero las autoridades mexicanas 
no contribuían con potenciar la protección militar del estado. No obs-
tante, había que contribuir con la defensa de Veracruz, porque era una 
causa justa.25 El detenimiento de la declaratoria de guerra a España 
y la ayuda al puerto veracruzano fueron cuestiones centrales en el seno 
del Constituyente durante el año de 1824. El Congreso yucateco estuvo 
bajo asedio de las autoridades nacionales y las de Campeche. 

El 5 de enero de 1824, una comisión especial del segundo Congreso 
Constituyente nacional, de la cual formaban parte Lorenzo de Zavala 
y fray Servando Teresa de Mier, determinó que el Ejecutivo procediera 
conforme a las leyes para evitar desórdenes que ocasionaba la negativa 
de Yucatán a declararle la guerra al rey de España. La Comisión especial 
criticaba que el Constituyente yucateco tomara como base la determina-
ción de la Junta Provisional Gubernativa que supuestamente se pronunció 
por no declarar la guerra a España, ya que solo uno de sus tres vocales 
había firmado esa resolución, otro no firmó y un tercero votó en contra. 
Fustigaba las disposiciones del Constituyente yucateco al señalar que no se 
podía desligar los ataques desde San Juan de Ulúa, de Francisco Lemaur, 
de la Corona española. Remarcaba que el nuevo gobierno, en octubre de 

25  	 Ibid., pp. 169-171, sesión del 1 de diciembre de 1823. 
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1823, había ratificado la disposición de declarar la guerra España y que 
los diputados yucatecos no entendían los conceptos de unidad nacional 
y sistema federal; la declaración de guerra no dependía de un solo esta-
do, y menos de Yucatán, que, a diferencia de otras partes del país, no 
había tenido movimientos armados en su territorio durante la lucha de 
Independencia. El estado yucateco había logrado su emancipación de 
España por circunstancias coyunturales, ya que siguió al desenlace de 
las provincias centrales de Nueva España; por tanto, desde la perspectiva 
de la Comisión especial, no había por qué escatimar la ayuda a Veracruz, 
al condicionar los socorros sin perjuicio de desarmar al estado. Y por 
último, la Comisión rechazaba el extrañamiento del Legislativo yucateco 
al Ayuntamiento de Campeche, dado que los munícipes no aceptaron el 
desembarco de españoles que provenían del castillo de San Juan de Ulúa 
y buscaban refugio en las costas campechanas.26 

En efecto, el principal puerto yucateco quería la guerra. A partir del 
15 de febrero de 1824, las autoridades municipales, civiles y militares de 
Campeche desconocieron las medidas del Congreso yucateco, declara-
ron la guerra España, pues era una orden superior, y pidieron expulsar 
a los españoles que no eran dignos de confianza del Gobierno. Una de 
las consecuencias de la rebeldía campechana fue no mandar fondos a las 
autoridades yucatecas, incluyendo la recaudación de la contribución de 
guerra. Durante la rebelión de las autoridades campechanas de febrero 
a abril de 1824, los alzados comisionaron a Ciprián Blanco para que 
informara a Guadalupe Victoria de los sucesos en Yucatán. El Gobierno 
nacional se mantuvo firme en que Yucatán debía declarar la guerra a 
España. Lucas Alamán, ministro de Relaciones, también se sumó a las 
críticas contra el Constituyente por no hacer la declaratoria.27 

Ante las manifestaciones de las autoridades rebeldes de Campeche, 
el diputado Pedro Manuel de Regil expuso que, como no sabía si estaba 
incluido entre los españoles que merecían confianza, dejaba su silla en el 

26  	 CEHM, 328.72. Mex. “Dictamen de la Comisión especial, nombrada para examinar las 
ocurrencias de Yucatán con motivo de la declaración hecha por el Supremo Gobierno de la 
federación, para continuar la guerra contra España, que se imprime de orden del soberano 
Congreso”, México, 5 de enero de 1824. Antonio Gama, Dr. Mier, Zavala, Espinosa. 
27  	 Para profundizar véase Justo Miguel Flores Escalante, Soberanía y excepcionalidad. La 
integración de Yucatán al Estado mexicano, 1821-1848, 2017, pp. 82-89. 
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Congreso. Miguel Errazquin adoptó los señalamientos de Regil, y también 
planteó su renuncia. La respuesta de los demás legisladores fue rechazar 
las dimisiones, y además tuvieron el pretexto para dictar disposiciones 
que protegían a las personas, investiduras, propiedades y derechos de los 
españoles en el estado.28 De inmediato, el Constituyente pidió informes 
de la situación en Campeche al Ejecutivo y a José Segundo Carvajal, 
comandante general interino, y les ordenó atender la delicada situación.29 

Las autoridades yucatecas decidieron enviar tropas, la llamada 
Columna Volante de la Unión, al mando de José Segundo Carvajal, para 
someter a los rebeldes campechanos. Del 27 de marzo al 17 de abril de 
1824, la Columna sitió al puerto de Campeche, pero no logró tomar el 
centro intramuros, y el saldo de los enfrentamientos fue inocuo.30 El 18 
de abril, el Constituyente destituyó a Carvajal como comandante de la 
Columna, en buena parte por los magros resultados contra los alzados. 
El 23 de abril, los diputados nombraron a Francisco Antonio de Tarrazo, 
oriundo del puerto campechano, como gobernador y, en sustitución de 
la Junta Provisional Gubernativa, como poder ejecutivo. Ante las pre-
siones de las autoridades campechanas, el Constituyente publicó el Acta 
Constitutiva de la Nación Mexicana y facultó a Tarrazo para entrar en 
negociaciones con los rebeldes de la ciudad amurallada.31 

Para resolver sobre las peticiones del gobernador interino, el 
Ayuntamiento de Campeche determinó que se formase una comisión, 
y el 28 de mayo de 1824, los munícipes decidieron elevar un informe a 
Tarrazo sobre la postura del Cabildo. Reprobaron el envío de la Columna 
Volante, y por este hecho acusaron de “canibalismo” a las autoridades 
estatales. La corporación campechana era firme sobre el deber de obedecer 

28  	 El primer Congreso Constituyente de Yucatán, pp. 262-265, sesión del 18 de febrero de 1824. 
29  	 Ibid., pp. 269-271, sesión secreta del 23 de febrero de 1824. 
30  	 “Informe que sobre las ocurrencias de esta ciudad ha dado al gobierno del estado el 
respetable Ayuntamiento de esta ciudad, a virtud de la orden que al efecto le dirigió de 
oficio con fecha 1 de mayo último, el exmo. Sr. gobernador de él, c. Francisco Antonio 
de Tarrazo, Campeche, 28 de mayo de 1824. Ignacio de la Roca, José Ignacio Sarricolea, 
Felipe Antonio Molina, Joaquín del Puerto, José López Gil, Julián Romero, Joaquín 
Sánchez, José de la Luz Solís, Joaquín Calixto Gil, José Mauricio Rodríguez, secretario 
interino, con el voto particular de Miguel Casares” en El Sol, 24 de diciembre de 1824. 
31  	 El primer Congreso, pp. 348-349, 354-357, sesión extraordinaria del 18 de abril de 
1824 y, sesiones ordinarias y secretas del 23 de abril de 1824. 
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las leyes generales y mantener la unión con el gobierno nacional. Después 
de una larga exposición, el parecer del Puerto se resumía en tres puntos 
que debía llevar a cabo el gobernador: 1) Hacer la inmediata declaración 
de guerra España señalada por las órdenes nacionales y ratificada por el 
comandante de plaza de Campeche el 17 de abril de 1824. 2) Realizar 
el exacto cumplimiento del Acta constitutiva de la nación y cualquier 
ley, decreto u orden que emanaran del Congreso general o del Gobierno 
nacional. 3) Que se corriera “velo espeso” sobre las ocurrencias del 15 
de febrero de 1824 y no hubiera represalias contra los pronunciados de 
la ciudad amurallada. 32 

El 19 de junio de 1824, en el seno del Congreso se recibieron oficios 
del Ministerio de Relaciones y del Ayuntamiento de Campeche en donde 
se pedía que hiciese la declaración de guerra contra España.33 El 24 de 
junio, los diputados votaron sobre el tenor, y el resultado fue un empate 
de los que estaban a favor y en contra, por lo que decidieron volver a 
votar al siguiente día y citar a dos diputados que habían faltado. El 25 de 
junio, la mayoría de los constituyentes acordó suspender la declaratoria. 
Francisco Genaro Cicero, Miguel Errazquín, Manuel León, José Ignacio 
Cervera y Perfecto Baranda estuvieron a favor de la inmediata declaración 
de guerra. El argumento de los diputados vencedores fue que, antes de 
entrar en guerra con la Corona española, la Federación mexicana, cuyos 
estados no eran tan pobres como Yucatán, debía sostener económica-
mente al estado y garantizar el socorro para conservar su existencia. El 
Poder Ejecutivo suspendería la orden general y expondría los motivos a 
las autoridades nacionales.34 

No obstante, acorde con las órdenes nacionales y con los manifiestos 
del Ayuntamiento de Campeche, Francisco Antonio Tarrazo se declaró 

32  	 “Informe que sobre las ocurrencias de esta ciudad ha dado al gobierno del estado el 
respetable Ayuntamiento de esta ciudad, [en] virtud de la orden que al efecto le dirigió de 
oficio con fecha 1 de mayo último, el Exmo. Sr. Gobernador de él, C. Francisco Antonio 
de Tarrazo”, Campeche, 28 de mayo de 1824. Ignacio de la Roca, José Ignacio Sarricolea, 
Felipe Antonio Molina, Joaquín del Puerto, José López Gil, Julián Romero, Joaquín 
Sánchez, José de la Luz Solís, Joaquín Calixto Gil, José Mauricio Rodríguez, secretario 
interino, con el voto particular de Miguel Casares en El Sol, 24 de diciembre de 1824. 
33  	 El primer Congreso, p. 407, sesión secreta del 19 de junio de 1824. 
34  	 Ibid., pp. 410-412, sesiones del 24 y 25 de junio de 1824. 
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partidario de la guerra contra España e intentó detener su suspensión en 
el Constituyente, ofreciendo varias veces su renuncia. Después de varios 
intentos, el 5 de julio de 1824, el Constituyente aceptó la dimisión de 
Tarrazo y le ordenó publicar la suspensión de la declaratoria de guerra 
contra el reino español.35 

Santa Anna, la guerra y el comercio con Cuba

El Constituyente solo pudo neutralizar parcialmente a las autoridades de 
Campeche, cuando el 5 de julio de 1824 nombró gobernador a Antonio 
López de Santa Anna, en sustitución de Francisco Antonio Tarrazo.36 
Antonio López de Santa Anna había llegado a Campeche en la goleta 
Iguala el 17 de mayo de 1824 y desembarcó en el puerto al día siguiente. 
De inmediato informó de su arribo e investidura como comandante 
general de Yucatán a José Segundo Carvajal, comandante de plaza, al 
Ayuntamiento campechano y al Constituyente yucateco.37 

Santa Anna no tardó en olfatear la situación política y unirse al bando 
que mejor le convenía. El comandante se unió a la causa del Constituyente 
y controló a los militares y autoridades civiles de Campeche, y para este 
fin fijó su residencia en el puerto, donde vivió desde diciembre de 1824 
a mayo de 1825.38

Las intenciones del comandante general de no chocar con el Congreso 
local aparecieron pronto. Desde Calkiní, el 9 de julio de 1824, Santa 
Anna dirigió una carta al secretario de Estado, donde informaba de la 
complicada situación interna de Yucatán. Destacaba el patriotismo de los 
campechanos con México, su loable actitud de unión con el Gobierno 
nacional, su entusiasmo por defender la Independencia y las fundadas 

35  	 Flores, Soberanía, pp. 75-76. 
36  	 El primer Congreso, pp. 419-420, 433, sesiones del 5, 6 y 20 de julio de 1824.
37  	 “Oficio dirigido por el general Santa Anna al ilustre Ayuntamiento”, Antonio López 
de Santa Anna, a bordo de la goleta de guerra Iguala, 17 de mayo de 1824 en El Sol, 17 de 
junio de 1824. AGEC, fondo Reservado, Antonio López de Santa Anna al señor coronel 
graduado José Segundo Carvajal, Campeche, 18 de mayo de 1824”. El primer Congreso, 
2016, pp. 382-384, sesiones de 20 y 21 de mayo de 1824. 
38  	 Molina, Historia, 1921, p. 41.
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razones de los pronunciamientos en la ciudad. Pero hacía notar que los 
meridanos tenían también argumentos para suspender la declaración 
de guerra a España. Santa Anna adoptó el discurso y las demandas del 
Constituyente al señalar la pobreza y condición fronteriza de Yucatán 
que le hacían merecedor de privilegios y “graciosas exenciones”. La falta 
de los 100 000 pesos que la Corona española destinaba para el sostén del 
ejército y las defensas de Yucatán que afectaba gravemente el manteni-
miento de las tropas. Por eso, al suspenderse el situado en 1808, el Reino 
español había compensado esta pérdida a la Hacienda yucateca con el 
libre comercio. De acuerdo con Santa Anna, el comercio con Cuba era 
necesario, pues escasearían los fondos para cubrir los gastos del estado, 
“sin arbitrio de subrogarlos por ser un país pobre”. No habían llegado los 
socorros por 100 000 pesos que el Gobierno general había prometido y la 
Hacienda nacional debía saldar sus deudas con las cajas de comunidad 
de los indios yucatecos.39

Santa Anna señalaba el deterioro de las fortalezas, armas y utensi-
lios bélicos, así como la precaria situación de la tropa, la cual se hallaba 
desnuda en el estado. Por lo pronto, el Gobierno nacional debía mandar 
por lo menos 200 000 pesos para reparaciones, uniformes y mejoras en 
el ejército y 100 000 anuales para el sostén militar en el estado. Desde 
la perspectiva del comandante, solo así se conservaría esta porción “tan 
preciosa e interesante” de la nación mexicana. Además, advertía del pe-
ligro de no socorrer a Yucatán, ubicado entre Cuba y Estados Unidos:40

Yucatán, no hallándose al nivel de los otros estados por su localidad 
y por su pobreza, siendo el punto político más importante a nuestra 
seguridad presente y futura, debe ser en el día más meritoria de las 
mayores exenciones y privilegios […] De suerte que si ahora con la 
publicación de la guerra se le estanca el comercio y de otro lado no 
se le socorre, es destruirlo: por consecuencia, no será extraño en la 
situación que observo las cosas y ya indico, que Yucatán, miserable y 
viéndose desatendido, trate de segregarse de la Federación constitu-

39  	 Manifiesto del Congreso, pp. 78-85, Antonio López de Santa Anna al primer secretario 
de Estado, Calkiní, 9 de julio de 1824, Documento justificativo número 42.
40  	 Id., pp. 78-85. En específico, p. 84. 
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yéndose en Estado por sí mismo, o arrojarse en el seno de otra nación 
que la proteja y considere.41 

Sin duda, Santa Anna se atrajo la simpatía del Constituyente, que vio 
en él a un interlocutor con el Gobierno general y alguien que apoyaría 
sus resoluciones. A pesar de contar con el apoyo del nuevo gobernador 
y comandante general, los legisladores yucatecos tomaron la decisión 
de mandar un representante al Gobierno nacional para exponer las ne-
cesidades y peticiones locales sobre su defensa y comercio. El sujeto en 
cuestión fue Benito Aznar. Los días 3 y 4 de septiembre de 1824, una 
comisión, formada por Pedro Manuel de Regil, Pablo Moreno, Juan de 
Dios Cosgaya y Joaquín García Rejón, se encargó de darle instrucciones 
precisas para su misión. Aznar pediría los réditos de la deuda de 324 
921 pesos que la Nación debía a las cajas de comunidad de los natura-
les yucatecos, los cuales serían invertidos en instrucción o educación. 
Promovería que el Gobierno general renovara el envío de recursos para 
el sostenimiento del ejército y tropas en la Península, con la finalidad 
de evitar la introducción de pólvora extranjera. Solicitaría que los ba-
jeles de la Armada nacional se construyeran en Campeche y no en el 
extranjero; para tal meta, se construiría un arsenal y se establecería una 
escuela náutica en el puerto. Pediría que el comercio local quedase bajo 
la reglamentación particular del estado, y que los productos naturales e 
industriales yucatecos pagaran el tres por ciento de arancel en los puertos 
de la república mexicana. Si el Gobierno nacional no hubiera resuelto so-
bre la suspensión de guerra a España hecha por las autoridades yucatecas, 
solicitaría que el estado continuara con el comercio con La Habana y que 
los productos yucatecos no fuesen reexportados por buques extranjeros. 
Recomendaría a los diputados yucatecos en el Congreso nacional pedir 
que en el seno de ese cuerpo que fuesen escuchadas las observaciones 
hechas por el Constituyente estatal al Acta constitutiva de 1824.42

Algo destacable es que Aznar tendría que exponer lo ruinoso 
que le resultaba a Yucatán mandar varios contingentes de sangre, de 
mar y tierra. Por eso, y para fomentar el progreso y no mermar a la 

41  	 Id., pp. 83-84. 
42  	 El primer Congreso, pp. 477-479, sesiones del 3 y 4 de septiembre de 1824. 
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población yucateca, el diputado solicitaría que la continua extracción 
de marineros para la Armada nacional se le compensara y redujera 
al estado de los otros contingentes de hombres que debía enviar a las 
fuerzas generales.43

La postura del Constituyente yucateco sobre suspender las leyes, 
decretos y órdenes nacionales continuó en asuntos sobre el comercio. 
El 2 y 8 de septiembre de 1824, los diputados yucatecos iniciaron la 
discusión sobre si se debía aplicar el decreto general de 20 de mayo 
de 1824, por el cual se prohibía la introducción de ciertos productos 
y efectos extranjeros. Este asunto fue dictaminado por la Comisión 
de Constitución, compuesta por los diputados Regil, Moreno, Souza, 
Rejón, León y Cosgaya.44 

El día 13 de septiembre de 1824, la Comisión de Constitución resol-
vió que, si una ley general afectaba los derechos del estado por circunstan-
cias no previstas, la Legislatura local podía suspender su cumplimiento 
mientras se exponían al Congreso general los motivos y justificaciones 
de tal medida, pero ese cuerpo nacional tenía la última palabra para 
mantener firme o no la ley general en cuestión. Como era un asunto 
delicado, Cervera pidió que la votación fuese nominal, pero se desechó 
su propuesta. El dictamen de la Comisión se aprobó; Regil propuso que 
se informara la resolución al cuerpo legislativo nacional. Baranda, López 
y Cervera expresaron su voto en contra.45 

De hecho, Perfecto Baranda, José Tiburcio López Constante e Ignacio 
Cervera, miembros de las Comisiones de Comercio y Agricultura unidas, 
publicaron, el 6 de septiembre de 1824 su voto en contra de las resolu-
ciones de la mayoría del Constituyente. Desde su parecer, señalaban la 
importancia de cumplir con el pacto de unión, las obligaciones mutuas 
que tenían los Gobiernos estatal y nacional, y que era necesario man-
tener la independencia para lograr las libertades patrias. En ese tenor, 
resultaba importante que Yucatán dejara de depender de los productos 
agrícolas de Cuba, como la caña de azúcar y sus derivados, para que en 
el estado se desarrollaran esos productos y su industrialización. No 

43  	 Ibid., pp. 477-479, sesiones del 3 y 4 de septiembre de 1824. 
44  	 Ibid., pp. 472-473, 485-486, sesiones del 2 y 8 de septiembre de 1824. 
45  	 Ibid., pp. 490-491, sesión del 13 de septiembre de 1824. 
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planteaban prohibiciones para todas las mercancías extranjeras, pero sí 
para las que impidieran el desarrollo de la producción agraria local.46 

El diputado Baranda fue uno de los más críticos de la suspensión de 
las órdenes, leyes o decretos nacionales por el Constituyente yucateco. 
En las sesiones del 13 y 15 de septiembre de 1824, Baranda apuntó que si 
el Congreso local se adjudicaba la facultad de suspender leyes generales, 
se concediese el mismo derecho a los Ayuntamientos de las cabeceras de 
partido respecto a las disposiciones estatales. Desde luego, se desechó la 
propuesta de Baranda.47 

No obstante, Baranda siguió combatiendo la atribución del 
Constituyente de bloquear los decretos nacionales. Por ejemplo, el día 17 
de septiembre de 1824, las Comisiones de Agricultura y Hacienda con-
tinuaron con la discusión sobre la suspensión del decreto general del 
20 mayo de 1824; Baranda cuestionó que esa orden general afectaba de 
manera grave e irreparable a los derechos del estado. Al día siguiente, 
la mayoría de los diputados resolvieron que sí se dañaba seriamente 
al estado con las prohibiciones mercantiles de la disposición nacional 
en cuestión. Los legisladores Baranda, Villamil, López y Cosgaya 
expresaron su voto en contra.48 

En las sesiones del 20 y 21 de septiembre de 1824, la mayoría 
de los diputados se mantuvieron firmes sobre la determinación de 
retardar la declaratoria de guerra a España y aplicar parcialmente el 
decreto del 20 mayo de 1824, que no tendría efecto sobre el comercio del 
café, caña de azúcar y aguardiente que provenía de Cuba. Estas mociones 
fueron propuestas por el diputado Regil, quien pidió apuntar que si el 
Gobierno nacional ratificaba las órdenes de declarar la guerra a España 
y las disposiciones mercantiles del decreto del 20 de mayo de 1824, estas 
medidas se acatarían de manera integral.49 

46  	 “Voto particular de los ciudadanos que lo suscriben, como individuos de la Comisión 
de Comercio y Agricultura, leída en sesión pública del A. C. de este estado el día 7 del 
corriente”. Mérida, 6 de septiembre de 1824, Cervera, Baranda y López en El Sol, 26 de 
octubre de 1824. 
47  	 El primer Congreso, pp. 490-497, sesiones del 13, 15 y 16 de septiembre de 1824. 
48  	 Ibid., pp. 497-500, sesiones del 17 y 18 de septiembre de 1824. 
49  	 Ibid., 501-503, sesión secreta de la noche del 20 de septiembre, sesiones de 20 y 21 de 
septiembre de 1824. 
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Al final se declaró la guerra; la orden general de 9 de octubre de 
1824 llegó el 16 de noviembre. No obstante, el Congreso permitió el 
ingreso de barcos procedentes de La Habana con destino a Campeche 
y Sisal que habían salido antes de conocerse la resolución del Gobierno 
central. Se dio un plazo de veinte días para realizar las operaciones 
mercantiles, pero se admitieron embarcaciones fuera de ese periodo. 
Aunque hubo propuestas relativas a destacar que si las autoridades ge-
nerales disponían lo contario a las resoluciones estatales, las mercancías 
de los comerciantes yucatecos regresarían en barcos nacionales o de 
países neutros.50 

Sin embargo, y a pesar de la suspensión de la declaratoria de gue-
rra a España y la negativa de afectar el comercio con Cuba, se olvida 
el hecho de que el Constituye no negó la ayuda a Veracruz. Poco 
antes de renunciar, en junio de 1824, Francisco Antonio de Tarrazo 
y Pedro Sainz Baranda, capitán de fragata, enviaron al Congreso la 
orden general para mandar a Alvarado a doscientos marineros para 
tripular los barcos de la nación y cien artilleros. Para este fin, el 28 de 
junio, el Congreso yucateco decretó que se formara un padrón de los 
marineros, vagos y desertores de Campeche, Champotón, Seybaplaya 
y la isla del Carmen. Pero Tarrazo señaló que el buque para trans-
portar a los marinos salía el 8 de julio, y como no había tiempo que 
perder, el Constituyente yucateco determinó que por única ocasión el 
Ayuntamiento de Campeche remitiera a los doscientos marinos.51 A 
principios de 1825, el Gobierno nacional resolvió que en lugar de los 
cien artilleros que faltaban, las autoridades yucatecas los cubrieran con 
cien hombres de mar para el batallón de marina, lo cual fue aceptado 
por el Constituyente yucateco el 23 de febrero de 1825. 52 

En 1825, Pedro Sainz de Baranda fue comisionado por Guadalupe 
Victoria para realizar los ataques navales contra los españoles en San 
Juan de Ulúa, mientras Miguel Barragán dirigía los ataques por tierra. 
La flota que guiaba Baranda, en su mayoría marinos campechanos y 

50  	 Ibid., pp. 547-549, 560-564, sesiones del 16, 23, 27 de noviembre y sesión ordinaria y 
extraordinaria del 23 de diciembre de 1824. 
51  	 Ibid., pp. 390, 400-401, 405, 413-414, 416, sesiones del 28 de mayo, 9, 15, 28 de junio 
y 1 de julio de 1824. 
52  	 Ibid., pp. 629-633, sesiones del 21 y 23 de febrero de 1825. 
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yucatecos, logró impedir la ayuda de Cuba y derrotar a los españoles 
del fuerte de Ulúa, quienes capitularon el 18 de noviembre de 1825.53 

Las acusaciones de separatismo

Sin embargo, dada la suspensión de la declaración de guerra a la Corona 
española, un sector de los constituyentes yucatecos fue señalado como 
conspirador y con intenciones de independizar a Yucatán y anexarlo a 
España. A esta facción supuestamente separatista se le relacionó con 
el grupo de poder llamado la Camarilla, de la cual algunos diputados 
formaban parte o eran sus aliados, como Pedro José Guzmán, líder del 
grupo; Pablo Moreno, Benito Aznar, Pedro Almeida, Pedro Manuel 
de Regil y Joaquín García Rejón. A esta agrupación se le agregaban 
otros funcionarios, como Raymundo Pérez y Tomás Aznar, vocales de 
la Junta Provisional Gubernativa; Francisco de Paula Villegas y Joaquín 
Castellanos, secretario de gobierno,54 y Francisco Bates.55

En 1824, Joaquín Casares y Armas, representante yucateco en el 
segundo Congreso Constituyente nacional, declaró en sus manifiestos 
que había sido objeto de persecución de la Camarilla y en especial de 
su enemigo personal Pedro José Guzmán, otrora depositario de los fon-
dos provinciales. El personaje dijo que la Camarilla era contraria a la 
Independencia de 1821; por ejemplo, citó que Raymundo Pérez se opuso 
a los movimientos emancipadores contra el Reino español. Casares de-
nunció que, en La Habana, en 1823, interceptó una carta de Antonio 
Barrero, en donde se ponía en contacto con miembros de la Camarilla 
con la finalidad de separar a Yucatán de México e integrarla a Cuba.56

De acuerdo con el tenor de las acusaciones de Casares y Armas, se 
publicó un manifiesto en contra de la Camarilla en 1825, cuya autoría 

53  	 Lanz, Compendio, p. 175; Menéndez, La huella del general, p. 23, nota al pie 1; García, 
“Pedro Sainz…”, pp. 56-57. 
54  	 Para corroborar el cargo de Joaquín Castellanos, véase El primer Congreso, p. 498, se-
sión del 17 de septiembre de 1824. 
55  	 Compendio histórico…, p. 8. 
56  	 Manifiesto imparcial…, pp. 1-20; Segundo manifiesto…, pp. 1-26; También, Compendio 
histórico…, pp. 7-8. 
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responde al seudónimo de los Yucatecos. Los autores continuaron las 
críticas contra los diputados relacionados con la Camarilla, cuyos inte-
reses imponían como voluntad del estado, y contra Raymundo Pérez, a 
quien también acusaban de ser enemigo de la Independencia en 1821. 
Denunciaron la supuesta conspiración de unir a Yucatán a Cuba y que 
el comercio con la Isla beneficiaba a las casas mercantiles de Pedro José 
Guzmán, de Pedro Manuel de Regil y la venta de carnes de las haciendas 
de Raymundo Pérez. Por eso, estos últimos trataron de hacer que sus 
intereses particulares fuesen voluntad general.57 

En este sentido, los Yucatecos criticaron duramente el decreto del 
Congreso local por el cual se podían suspender disposiciones genera-
les si resultaban perjudiciales al estado. Asimismo, criticaron la misión 
que el Legislativo estatal le dio a Benito Aznar para negociar con el 
Gobierno general el comercio yucateco con Cuba, poniendo como ejem-
plo a Inglaterra y Holanda que permitían a sus colonias comerciar con 
otros países enemigos.58 

Los Yucatecos se quejaron de la actitud de Santa Anna que favorecía 
a los camarilleros. Al comandante general se le nombró gobernador 
de Yucatán por parte del Congreso local, cuando los mandos políticos 
y militares no se debían reunir. También, se dijo que Santa Anna y la 
Camarilla habían reducido el poderío militar de Campeche y obtenido 
los puestos de su ayuntamiento. En suma, pedían al Gobierno general 
intervenir contra la Camarilla que obstaculizaba la unión de Yucatán 
a México y conspiraba para separarla y anexarla a Cuba.59 Bajo el dis-
fraz de un supuesto federalismo, señalaban, se cometían excesos en la 
entidad: “La Legislatura y su gobierno se han opuesto abiertamente a 
las leyes de la Federación y a las órdenes del Supremo Poder Ejecutivo 
de la Nación. Examínese la marcha de las legislaturas y gobernadores 
de los Estados Unidos del Norte de América, y no se encontrarán ex-
cesos de la magnitud de los que se han cometido por los poderes del 
estado de Yucatán”.60 

57  	 Compendio histórico…, pp. 2-8, 14-17, 21-24.
58  	 Ibid., pp. 22-23.
59  	 Ibid., pp. 18-32; en específico, p. 26. 
60  	 Ibid., p. 29.
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Por otra parte, el Constituyente y las autoridades yucatecas habían 
dado instrucciones a representantes yucatecos en el segundo Congreso 
Constituyente nacional, quienes debían exponer que la nación solo se 
podía instituir bajo la forma de república federal, y que la Constitución, 
para tener fuerza de ley nacional, debía ser aprobada por la mayoría de los 
estados federados. Las autoridades yucatecas se reservaban el mando, la 
soberanía, en el ámbito interior del estado, y el Supremo Gobierno solo 
se haría cargo de las causas comunes de la nación.61 Es decir, defendían 
la soberanía exclusiva y unitaria de Yucatán sin intromisión del Gobierno 
nacional en los asuntos particulares.62

Sin embargo, los representantes yucatecos en el Segundo Congreso 
constituyente nacional fueron duros críticos de las determinaciones del 
Constituyente yucateco. El 29 de diciembre de 1824, Manuel Crecencio 
García Rejón, Joaquín Casares y Armas y Pedro Tarrazo publicaron una 
vindicación, que era un alcance a su participación en la sesión del 23 de 
octubre de 1824 del Congreso nacional. La vindicación salió a luz el día 4 
de enero de 1825 en el periódico Águila Mexicana, y en la prensa yucateca 
se expuso el 26 febrero de 1825 en El yucateco o el amigo del pueblo. En este 
escrito, los autores rechazaron las peticiones del Constituyente yucateco sobre 
las observaciones y condicionamientos para obedecer las leyes nacionales, al 
señalar que su investidura como diputados federales era distinta a la repre-
sentación de un legislador estatal, y el Constituyente local no podía imponer 
su parecer en cuanto a la elaboración de las leyes generales. Denunciaron 
el desarme de Campeche y el supuesto separatismo de la Camarilla para 
convertir a Yucatán en una nación aparte o anexarla España. Criticaron el 
hecho de que se pretendiera unir a Yucatán con México solo a manera de 
una alianza, pues el Constituyente yucateco se había adjudicado la facultad 
de suspender leyes y decretos nacionales. Esto no se podía ignorar, por lo 
que el Congreso nacional debía tomar cartas en este asunto.63 

61  	 “Se manda circular la convocatoria para la elección de diputados al Congreso general 
constituyente, determinando las cláusulas que deben comprender sus poderes”. Decreto 
del 11 de septiembre de 1823, en Peón y Gondra, Colección de leyes…, pp. 16-17.
62  	 Para profundizar en los conceptos de soberanía, unitaria y compartida, federación y 
confederación, véase Flores, Soberanía.
63  	 “Vindicación de los ecs. Diputados Tarrazo, Rejón y Casares sobre las notas puestas 
a una exposición dirigida por ellos al Congreso general, que aparecen estampadas en el 
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La divulgación en Yucatán de la vindicación de Casares, Rejón y 
Tarrazo causó un hondo malestar en los legisladores locales, quienes 
repudiaron el escrito. El 26 de febrero de 1825, los diputados discutieron 
la posibilidad de sancionar a José Antonio Pastrana, editor de El Yucateco 
o el amigo del pueblo. Como el asunto era delicado e importante, en 
votación nominal, los ofendidos constituyentes decidieron formar una 
comisión con el fin de determinar los castigos correspondientes por la 
publicación del “escrito calumnioso”.64

Santa Anna no se salvó de las críticas por apoyar al Constituyente. En 
el seno del segundo Congreso Constituyente nacional, en la sesión secreta 
del 30 de septiembre de 1824, el ministro de Guerra y Marina acusó al 
gobernador de Yucatán de haber demorado indebidamente la declaración 
de guerra a España; malversar los fondos que se le enviaron para reclutar 
marinos en Campeche y mantener sobre las armas más número de fuerzas 
del que era necesario para sostener la tranquilidad pública.65

En este contexto, Pedro Landero, comandante de plaza del puerto 
campechano, y Leandro Poblaciones denunciaron que había una cons-
piración en Mérida y en Campeche para separar a Yucatán de México y 
anexarlo a España. Como Landero señalaba que Santa Anna había vio-
lado la Constitución nacional y lo había expuesto ante el Constituyente 
yucateco, el gobernador no dudó en responsabilizarlo de la mala imagen 
que tenían de él las autoridades nacionales. Ante el Congreso estatal, 
Santa Anna exigió que Pedro Landero probara todas las aseveraciones 
sobre el complot separatista, sobre su persona y las que había publicado 
en El investigador,66 y no dudó en expulsarlo a Veracruz a él y cuarenta 
de sus seguidores.67 

Debido a las acusaciones de Landero y Poblaciones, en febrero de 
1825, Santa Anna nombró al coronel José Rafael Caraveo como juez 
comisionado para averiguar la presunta maquinación para separar a 

número 281 del Sol al oriente de Yucatán”, en El Yucateco o el Amigo del pueblo, 26 de 
febrero de 1825. Para profundizar sobre el tema, véase Flores, “Manuel Crecencio…”, pp. 
503-507. 
64  	 El primer Congreso, pp. 637-638 nota 615, sesión del 26 de febrero de 1825. 
65  	 Ancona, Historia, p. 301. 
66  	 El primer Congreso, pp. 602, 608, 615, sesiones del 15, 24 y 29 de enero de 1825.
67  	 Véase Menéndez, La huella del general, pp. 99-102. 
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Yucatán y anexarlo a España, que estallaría en Mérida, con ramificaciones 
en Campeche, el 2 de diciembre de 1824, fecha de celebración del pro-
nunciamiento de Veracruz del 2 de diciembre de 1822. Caraveo resolvió 
que no había encontrado plan escrito u otro documento que probara la 
supuesta sedición o que indicara la autoría de alguien., y que los dichos 
de separar a Yucatán salieron de una sociedad (casa de juego) de Mérida, 
pero que nadie presentaba pruebas que comprobaran lo anterior. Pedro 
Landero no dio a conocer nunca las diecinueve cartas que decía tener 
en su poder y que probaban el hecho. Antes bien, presentó una misiva 
del diputado Perfecto Baranda donde este refutaba la conspiración. La 
única declaración en el expediente de averiguación que sostenía al com-
plot separatista era la comunicación de Leandro Poblaciones con José 
María Ibarra. Todas las demás declaraciones, incluida la del diputado 
José Tiburcio López Constante, resultaban discordantes, y los declarantes 
en sus careos se habían mantenido firmes en sus aseveraciones que no 
probaban la confabulación. Desde la perspectiva de Caraveo, se trataba 
de un ruido exagerado, señalamientos sin fundamento que solo habían 
alterado la tranquilidad pública y desacreditado al estado de Yucatán.68 

Por otra parte, Santa Anna, herido en su orgullo, pretendió realizar 
una expedición a Cuba, sin el consentimiento de Guadalupe Victoria. 
De febrero a marzo de 1825, en Campeche, el comandante reunió unos 
cuatro buques y setecientos marineros para su empresa. Pero las noticias 
de que España había reforzado La Habana y el fuerte del Morro man-
dando dos mil hombres que se unían a otro tanto igual desalentaron al 
gobernador y comandante. A pesar de que Guadalupe Victoria no había 
dado su consentimiento, dejó obrar a Santa Anna; a la postre, como 
señaló Manuel Gómez Pedraza, si Santa Anna tenía éxito en su misión, 
sería una gloria para la nación, y si fracasaba, también sería excelente, 
pues se desharían de él.69 

El presidente Guadalupe Victoria sustituyó a Santa Anna como 
comandante general el 5 de abril de 1825. Ignacio de la Mora comunicó 

68  	 Ibid., pp. 246-248, “Inocencia del estado. Resultado final de las diligencias. El infor-
me del juez comisionado coronel José Rafael Caraveo al general Santa Anna”, Campeche, 
5 de febrero de 1825. 
69  	 Ibid., pp. 145-167. También, De Zavala, Ensayo, pp. 297-299. 
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al Constituyente que había desembarcado en Campeche con el nom-
bramiento de comandante general de las armas de Yucatán, y que venía 
acompañado del batallón número 7, del cual era coronel. En la sesión 
extraordinaria del 25 de abril de 1825, el Constituyente admitió la re-
nuncia de Santa Anna como gobernador.70 El 30 de abril de 1825, el 
Ayuntamiento de Campeche había organizado una ceremonia de despe-
dida a Antonio López de Santa Anna, invitación que el militar declinó 
por estar próximo a zarpar para Veracruz.71 El 31 de mayo de 1825, el 
Constituyente yucateco cerró sus sesiones, pero dejó las directrices con que 
se condujeron las autoridades yucatecas con el Gobierno nacional durante la 
primera mitad del siglo XIX, sobre todo en materias de defensa y comercio. 

Epílogo. La refutación a las acusaciones de separatismo

Las acusaciones tuvieron respuesta por parte de miembros de la Camarilla, 
en especial de Raymundo Pérez, quien elaboró su Justa Repulsa a fin de 
combatir la vindicación de los representantes yucatecos en el Segundo 
Congreso nacional y para defenderse de acusaciones de ser enemigo de 
la Independencia en 1821. Pérez fue un férreo defensor de la autonomía 
y derechos locales, pero en su escrito se observa la idea, que compartía 
con otros personajes de su época y con el mismo Constituyente yucateco, 
sobre que Yucatán no tenía los recursos para sostenerse como nación 
independiente. Para don Raymundo, los suelos peninsulares eran es-
tériles, la provincia no contaba con industria ni Marina y apenas tenía 
milicia para mantener el orden interno. Por eso, él únicamente había 
recomendado prudencia sobre la emancipación de España, al señalar 
que Yucatán, por su pobreza y posición geográfica, dependía de México 
y Cuba para subsistir, y “es la menos a propósito para una revolución: 
cualquiera que se intente con independencia de México y la isla de Cuba, 
traerá consigo inevitablemente su ruina”.72 

70  	 El primer Congreso, pp. 660 y 684, sesión del 5 de abril y extraordinaria del 25 de abril 
de 1825. 
71  	 Menéndez, La huella del general, pp. 142-143. 
72  	 Justa repulsa…, pp. 49-50.
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En cuanto a las medidas del Congreso local de suspender la declara-
toria de guerra y no cerrar los puertos a la Corona española, Pérez repetía 
los argumentos ya antes dados por el Constituyente y Antonio López de 
Santa Anna, respecto a la excepcionalidad jurídica yucateca que se basaba 
en la pobreza de la Península y en la necesidad de mantener el tráfico 
mercantil con Cuba, pues el comercio con La Habana era una de las 
principales fuentes de ingresos para Yucatán, que carecía de minas.73 El 
Gobierno general debería tomar el ejemplo de la Gran Bretaña, que aun 
en guerra permitía a sus colonias tener intercambios mercantiles con sus 
enemigos. Además, las autoridades nacionales desoían las peticiones lo-
cales sobre el sostenimiento de las fuerzas militares, pues había dejado de 
abonar el situado a Yucatán, que era necesario para protección fronteriza, 
mientras exigían que el estado enviara parte del armamento localizado 
en Campeche, sin garantizar la defensa estatal. Por eso, Yucatán había 
asumido su soberanía y libertad, y no había roto en hostilidades con la 
vieja metrópoli.74 

Algo destacable en la Justa repulsa son las observaciones respecto a 
España. El peligro que representaba la otrora metrópoli era menor del 
imaginado, pues “la inmovilidad del gobierno español en medio de 
nuestras agitaciones era un indicio claro de que España estaba en una 
situación de impotencia, o meditaba en silencio nuestra ruina”.75 Es decir, 
la Corona se hallaba en estado relativamente pasivo o sin capacidad para 
reconquistar sus antiguas colonias. 

En este orden de ideas, desde la perspectiva de Raymundo Pérez resul-
taban exageradas las afirmaciones de Pedro Landero y sus señalamientos 
contra Santa Anna. El ciudadano Barrero ya había refutado las acusacio-
nes de Casares y Armas, y remarcado su conducta perniciosa. Además, 
Pérez destacaba que se habían jurado con júbilo el Acta Constitutiva y 
la Constitución nacional de 1824. Las autoridades yucatecas, sin revisar, 
habían publicado de forma íntegra las leyes, decretos y órdenes genera-
les. Con menos alegría, se había hecho la declaración de guerra contra 

73  	 Para comprender ampliamente el concepto de excepcionalidad, véase Flores, Soberanía, 
pp. 35-42. 
74  	 Justa repulsa…, pp. 27-34, 41-51.
75  	 Ibid., p. 33.
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España y se cerraron los puertos al comercio de ese reino. Por tanto, Pérez 
acusaba de calumnias y chismes los señalamientos de ser enemigo de la 
Independencia y conspirar para regresar al estado al dominio español, y 
de excesivo el señalamiento de desobediencia del Congreso y Gobierno 
yucateco, que en realidad tenían el fin de motivar una intervención 
de las autoridades nacionales contra la Camarilla y Santa Anna. Don 
Raymundo remataba: “En Yucatán no hay más traidores ni otros enemi-
gos de la Independencia que los que fomentan la discordia y división”.76 

Las afirmaciones sobre los proyectos separatistas de las autoridades 
yucatecas fueron investigadas posteriormente; en 1826, el comandante 
general del estado yucateco, Manuel Rincón, comisionó a Pedro Lemus 
para averiguar sobre las supuestas conspiraciones para regresar a Yucatán 
al dominio español, en donde presuntamente estaban implicados Pedro 
José Guzmán, un hijo de Joaquín García Rejón y hasta el mismo Antonio 
López de Santa Anna. Lemus coincidió con lo que antes había señalado 
el coronel Caraveo, y mencionó que él ya había informado con anterio-
ridad del asunto a Ignacio de la Mora. Con cierto hartazgo, pedía que 
se informara al presidente de la república de sus indagaciones, cuyos 
resultados variaban poco de las conclusiones a las que había llegado antes. 
Lemus determinó que los señalamientos de Pedro Landero y Leandro 
Poblaciones eran calumnias y que no había sustento para la confabu-
lación de unir a Yucatán a España. Todas las acusaciones se basaban 
en chismes, rumores y falsos testimonios. De hecho, Pedro Landero, 
comandante de plaza de Campeche, había supuestamente reforzado 
al puerto con tiradores para impedir el grito de separación, pero fue 
deportado de la Península. Lemus se preguntaba por qué al removerse 
a Landero y al cuerpo de tiradores de Campeche no se dio la proclama 
separatista. Su respuesta era sencilla: porque no existía tal, y que, en 
tiempos de disputa electoral, los partidarios del grupo de poder La Liga 
y su líder, candidato y a la postre primer gobernador electo en 1825, José 
Tiburcio López Constante, solían acusar de separatistas a sus rivales de 
la Camarilla,77 como desde el Congreso nacional lo hicieron Manuel 

76  	 Ibid., 1825, pp. 39-54, Apéndice, pp. 45-54, cita en p. 42.
77  	 AGEY, Poder Ejecutivo, Milicia, v. 4, exp. 6, “Pedro Lemus a Manuel Rincón, coman-
dante general de las armas del estado, Mérida, 2 de octubre de 1826. Copia del 16 de 
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Crecencio Rejón y Joaquín Casares y Armas, aliados de los “ligados” y 
de López Constante.78 

El diputado local Perfecto Baranda era opositor a la mayoría del 
Constituyente yucateco en su afán de suspender las leyes nacionales y 
la declaración de guerra a España, y a Santa Anna, a quien había de-
nunciado por haberse involucrado ilegalmente y anulado las elecciones 
del Ayuntamiento de Campeche;79 por estas razones, fue el personaje 
que quizá haya dado mayor luz sobre las acusaciones sobre el presunto 
complot separatista para regresar a Yucatán al dominio español y que 
estallaría el 2 de diciembre de 1824 en Mérida y en Campeche. En una 
carta a Pedro Landero, Baranda minimizaba la situación haciendo refe-
rencia a que los agentes españoles pretendían alejar a los yucatecos de la 
senda nacional, alegando los intereses de unos “cuatro particulares” que 
pintaban como de todo el estado. De acuerdo con don Perfecto, parecía 
que el grito de separación se había frustrado, y se había dejado para “una 
mejor ocasión”, pero tal vez no se daría nunca porque80 

[aunque] se asegura que se ha dado el grito de separación de México: yo bien 
conozco lo arduo de la empresa y la dificultad de conseguirla porque choca 
con la opinión de Yucatán, que está en todo decidida por la independencia, 
que desaparecería en el momento de separarse de México.81 

octubre de 1826, Manuel Calderón. Copia de un informe del general Pedro Lemus, juez 
de la causa criminal seguida contra unos presuntos reos de conspiración para separar al 
estado de la federación, denunciados por el capitán Leandro Poblaciones”. 
78  	 Véase Flores, “Manuel Crecencio…”, pp. 503-507. 
79  	 El 22 de diciembre de 1824, Santa Anna informó al Constituyente los motivos que tuvo 
para anular las elecciones del Ayuntamiento de Campeche. Perfecto Baranda denunció las 
violaciones a la ley por el gobernador, y de ahí hubo varios enfrentamientos entre Baranda 
y Santa Anna. Véase El primer Congreso, pp. 582, 589, 615, 635, 646, sesiones del 22 y 30 
de diciembre de 1824, 29 de enero, 24 de febrero y 7 de marzo de 1825. 
80  	 “Carta del diputado D. Perfecto Baranda al coronel Pedro Landero, Campeche, 1 de 
enero de 1825”, en Menéndez, La huella del general, pp. 242-243. 
81  	 Ibid., p. 243. 
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La composición del Congreso

Después de que la Diputación Provincial, el Ayuntamiento de Guadalajara 
y el jefe político Luis Quintanar, sin esperar que el Congreso general 
constituyente lo hiciera, convirtieron a la provincia de Guadalajara en 
estado libre y soberano de Xalisco,1 el 16 de junio de 1823, el siguiente 
paso consistió en sentar las bases fundamentales de la nueva entidad. Uno 
de los primeros requerimientos fue formar y reconocer un poder legisla-
tivo provisional que representara la voluntad de los nuevos ciudadanos, 
mientras se reunía el Congreso provincial constituyente. Se propuso en 
un principio que, para integrarlo, pasara a Guadalajara un miembro de 
cada ayuntamiento, o al menos uno de cada cabecera de partido, pero 
como esto era complicado y llevaba mucho tiempo, se determinó que 
fuera la Diputación Provincial la que asumiera esta función, en vista 
de la confianza depositada en esta corporación y por haber tenido una 
participación importante en el pronunciamiento federalista de ese día.2

Como encargada del poder legislativo, la Diputación de inmediato 
elaboró un plan provisional de gobierno que prescribió en su artículo 
7 la formación de un Congreso Constituyente, encargado de redactar 

1 	  Inicialmente, así se escribió el nombre de este naciente estado.
2 	  Colección de los decretos, t. I, p. 37.
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la Constitución particular del nuevo estado.3 En el manifiesto que 
publicó el 21 del mismo mes, especificó que los funcionarios públicos 
de la etapa republicana debían ser personas distinguidas por su talento, 
méritos y cualidades, aparte de compartir los valores republicanos del 
buen gobierno y el bien público. 

Por consiguiente, puede observarse que los candidatos a diputados 
para formar esta asamblea fueron seleccionados sin que intervinieran 
recomendaciones, compromisos políticos o tráfico de influencias, porque 
se trataba de un momento fundacional en muchos sentidos, al margen 
de los vicios que, con el tiempo, genera el ejercicio del poder. En estas 
elecciones predominó la buena voluntad y hubo un claro deseo de que 
las intenciones no estuvieran influidas por intereses particulares, a dife-
rencia de las posteriores, en las que los candidatos ya respondieron a las 
aspiraciones de los grupos políticos. 

La Diputación Provincial, después de dar a conocer el Plan de 
Gobierno Provisional, lanzó la convocatoria para formar la asamblea 
constituyente el 23 de junio, en medio de mucho entusiasmo, pero tam-
bién de confusión y de muchas dudas propias de la inexperiencia republi-
cana. Esta convocatoria estuvo apegada a la ley emitida por el Congreso 
general del 12 de ese mes que autorizó la formación de legislaturas loca-
les.4 Después de dar a conocer este bando, las principales autoridades 
acudieron llenas de entusiasmo a la catedral a dar gracias a Dios por haber 
dado un paso tan trascendental. La Gaceta del Gobierno de Guadalajara, 
al publicar la noticia de esta convocatoria, muy complacida, expresó que 
la carrera del mal había terminado y todo se encaminaba hacia el bien.5

Aunque los habitantes de la provincia de Guadalajara, como los de 
las demás, ya habían tenido una experiencia electoral en 1813 y 1820, 
cuando tuvo vigencia la Constitución de Cádiz y eligieron a los primeros 
Ayuntamientos constitucionales y a los integrantes de las Diputaciones 
Provinciales, se trató de un proceso novedoso. De acuerdo con Pérez 

3 	  La Diputación Provincial advirtió que quienes no reconocieran este plan no serían 
considerados ciudadanos jaliscienses y se les expediría un pasaporte para que se fueran a 
residir a otro lugar (Colección de los decretos, t. i, pp. 39-40).
4 	  Camacho y González, Constitucionalismo, p. 182. 
5 	  Gaceta del Gobierno de Guadalajara, Capital del Estado Libre de Xalisco, Guadalajara, 
24 de junio de 1823.
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Verdía, las elecciones se llevaron a cabo en la última semana de agos-
to, y como resultado de esos comicios, el 8 de septiembre se eligieron 
a los siguientes diputados al primer Congreso Constituyente: Pedro 
Vélez, Esteban Huerta, Juan Nepomuceno Cumplido, Diego Aranda, 
licenciado José María Gil, José Justo Corro, doctor José María Esteban 
Gil, José Antonio Méndez, Anastasio Bustamante, Urbano Sanromán, 
Prisciliano Sánchez, José María Castillo Portugal, Santiago Guzmán, 
Ignacio Navarrete, José Manuel Cervantes, José Ignacio Cañedo, Esteban 
Aréchiga, Vicente Ríos y Rafael Mendoza, quienes lo instalaron el 14 de 
septiembre de 1823.6 

Miguel Gordoa y Anastasio Bustamante no asistieron, cuando me-
nos, a las sesiones del 1.º de enero de 1824 en adelante, porque sus 
nombres no figuran en las actas del Congreso, por razones que no fue 
posible saber. Es preciso destacar que esta legislatura constituyente estuvo 
formada por personajes letrados, “por sabios, nacidos y educados” en la 
provincia, como señaló el Ayuntamiento de Autlán de la Grana.7 

También fue la Diputación Provincial la encargada de elaborar el 
protocolo de la instalación del Constituyente, conforme al artículo 9 
de los adicionales a la ley de convocatoria del Congreso general, el cual 
estableció que una vez que estuvieran reunidas las dos terceras partes 
de los individuos electos, el gobernador señalaría el día en que deberían 
reunirse a las ocho de la mañana con la asistencia de todas las autoridades 
tanto civiles como eclesiásticas y militares, además de las corporaciones. 
El día indicado fue el 14 de septiembre. Después de leída el acta de los 
resultados de los comicios, los diputados electos se trasladaron a la ca-
tedral, donde se cantó una misa y tuvo lugar un Te Deum en acción de 
gracias a Dios, y para implorar los divinos auxilios en las decisiones que 
tomaran en lo sucesivo. 

Al terminar la lectura del primer evangelio, los diputados subieron al 
presbiterio de dos en dos para prestar el juramento, para lo cual pusieron 
la mano derecha sobre las Santas Escrituras y ante la presencia del secreta-
rio de Gobierno, este les preguntó: “¿Juráis por Dios nuestro Señor y por 

6 	  Pérez, Historia, t. II, p.  219. El acta del 22 de junio menciona que fueron veinte 
(Diarios de las sesiones del Honorable Congreso, t. II, 2022, p. 136).
7 	  Voto general…, p. 2.
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los santos evangelios guardar y hacer guardar en este estado de Xalisco la 
religión católica, apostólica, romana, sin tolerancia de otra alguna? ¿Juráis 
constituir a este estado bajo el sistema de república federada conforme 
a la voluntad general de los pueblos del propio estado? ¿Juráis hacer 
observar con arreglo a la misma voluntad general la más estrecha unión 
y hermandad entre el estado y los demás del Anáhuac, para sostener la 
independencia y libertad de la nación mexicana y promover la felicidad 
general? ¿Juráis desempeñar fiel y legalmente el encargo que se os ha 
conferido por los pueblos de este estado? A lo que respondieron: “Sí, juro”.

Concluida la ceremonia, la comitiva se trasladó ordenadamente hasta 
el aula general de la Universidad, sede del Congreso, donde los diputa-
dos ocuparon sus respectivos asientos. Enseguida, el gobernador Luis 
Quintanar los felicitó, y después se retiró junto con las demás autorida-
des y las corporaciones que asistieron. Luego, la Asamblea procedió a 
nombrar al presidente, vicepresidente y a dos secretarios por escrutinio 
secreto y absoluta pluralidad de votos; el primero de ellos anunció que 
el Congreso quedaba legalmente constituido e instalado. Por disposición 
oficial, los días 15 y 16 de septiembre fueron de gala: se adornaron las 
casas; cerraron el comercio y las vinaterías; por las tardes hubo paseo 
público y música con asistencia de las tropas que custodiaban la ciudad, 
y por las noches iluminación general, ceremonial que recordaba en todo 
a los actos protocolarios de los tiempos coloniales.8

Es conveniente subrayar que buena parte de los diputados había 
egresado de la Universidad; incluso, formaron parte del claustro. De 
ellos, dos eran sacerdotes (Aranda y Huerta), un hacendado (Cañedo), 
un impresor (Sanromán), tres tenían formación jurídica (Vélez, Sánchez 
y Corro), cinco ostentaban el grado de doctor (Vélez, Castillo Portugal, 
Cumplido, José María Gil y Huerta) y cuatro el de licenciado (Gil, 
Mendoza, Méndez y Ríos).

Prisciliano Sánchez y José Ignacio Cañedo habían formado parte del 
primer Congreso Constituyente general, pero los demás no tenían expe-
riencia parlamentaria, aunque sí eran letrados; algunos fueron integrantes 
de la Diputación Provincial, como Pedro Vélez, Sanromán, el licenciado 
Gil y Esteban Huerta. A esto habrá que agregar que, salvo Cañedo, que 

8 	  ACEJ, leg. 1823.
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pertenecía a una de las familias de la elite de Guadalajara, los demás eran 
miembros de los sectores medios de la población, la nueva clase política 
que se posicionó después de la obtención de la independencia. A diferencia 
del Congreso general, en el que había federalistas y centralistas, en el de 
Jalisco todos los diputados eran de filiación federal.

El mismo día de la instalación, las corporaciones y las instituciones 
juraron reconocer y sostener la independencia, la soberanía del estado y 
la autoridad del Congreso.9 Luis Quintanar dispuso que igual recono-
cimiento se hiciera en todos los pueblos, cuyos habitantes debían hacerlo 
ante sus respectivos Ayuntamientos. Los jefes militares, la oficialidad y la 
tropa lo harían frente a sus destacamentos. El clero también estuvo obli-
gado a prestar el juramento. Todos tuvieron que responder a esta fórmula: 
“¿Reconocéis la autoridad del Congreso constituyente del estado elegido 
por él mismo para formar su Constitución particular bajo el sistema de 
república federada y dictar en clase de meras providencias los decretos y 
órdenes que se ofrezcan?”.10 A lo que debían responder: “Sí reconozco”. 

Como no se tenía una idea clara del funcionamiento de esta asam-
blea, se reimprimieron dos textos del filósofo y jurista inglés Jeremy 
Bentham, Táctica de los Congresos políticos deliberantes y Tratado de los 
sofismas políticos, este último traducido del francés por Pierre Etienne 
Louis Dumont. Ambos libros se reeditaron en la imprenta de Urbano 
Sanromán,11 y sirvieron de manuales para los inexpertos diputados en 
la discusión de los asuntos legislativos. Aparte, se publicaron otras obras 
igualmente valiosas que ilustraron a la clase política emergente que go-
bernó en la primera década independiente, como el libro de Juan Germán 
Roscio, El triunfo de la razón sobre el despotismo, y La política natural, o 
discurso sobre los verdaderos principios del gobierno, del español Ignacio 
García Malo.

El 18 de septiembre, el Congreso delegó interinamente el poder 
ejecutivo a Luis Quintanar y el judicial a los tribunales y jueces es-
tablecidos. Además, confirmó a las autoridades y empleados públicos 

9 	  Pérez. Historia, p. 220.
10  	 Colección de los decretos, t. I, pp. 47-50.
11  	 González, La Constitución, p. 10.
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ya existentes.12 A dos semanas de haberse constituido, nombró a los 
miembros de las primeras comisiones para atender y agilizar los asuntos 
remitidos: la de Constitución estuvo formada por Pedro Vélez, Esteban 
Huerta, Prisciliano Sánchez, Lic. José María Gil, Juan Nepomuceno 
Cumplido y José María Castillo Portugal; la de Gobernación, por Esteban 
Huerta, Anastasio Bustamante y José Antonio Méndez; la de Legislación 
y Justicia, por José Antonio Méndez, Diego Aranda y Juan Nepomuceno 
Cumplido; la de Hacienda, por José María Gil, Prisciliano Sánchez y José 
Manuel Cervantes; la de Guerra y Marina, por Anastasio Bustamante, 
José María Castillo Portugal y Urbano Sanromán; la de Agricultura, 
Minería, Comercio y Artes, por Santiago Guzmán, José Manuel Cervantes 
e Ignacio Navarrete; la de Instrucción Pública y Libertad de Imprenta, 
por Diego Aranda, José María Gil y Urbano Sanromán; la de Policía y 
Peticiones, por el presidente en turno y los secretarios.13 La Comisión 
de Constitución, aparte de ser la encargada de elaborar el proyecto de 
la Carta constitucional, preparó otro que señaló las bases de la fede-
ración, conforme a la voluntad de los pueblos de Xalisco, para guiar 
a sus diputados del Congreso general en las sesiones en las que se 
discutiera este asunto.14

En lo sucesivo, el 14 de cada mes se renovaron las comisiones; la de 
Constitución, como las demás, con diputados diferentes. Cada vez que 
se modificaban, el gobernador informaba a los jefes de los departamentos 
para que estuvieran enterados.15 

El Congreso empleó algunas sesiones para discutir temas que, a simple 
vista, parecían no corresponderle, porque el número uno de El Iris de Jalisco 
recordó a los diputados que esta asamblea se había formado exclusivamente 
para constituir al estado, por lo que debía circunscribir sus deliberaciones a 
asuntos relacionados con tal tarea. También les advirtió que las cartas cons-
titucionales de cada estado debían formarse con sujeción a la general para 
que pudiera haber armonía entre las partes constitutivas y la federación.16 

12  	 Colección de los decretos, t. I, p. 51.
13  	 Ibid., pp. 60-62.
14  	 ACEJ, leg. 1823, “Dictamen de la comisión de Constitución del Congreso del Estado 
sobre el Acta constitutiva, 13 de diciembre de 1823”.
15  	 Una de esas ocasiones puede verse en Diarios de las sesiones, t. I, p. 264.
16  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 1.º de diciembre de 1823, pp. 1-2.
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Las primeras sesiones

El Congreso sesionó durante dieciséis meses, de septiembre de 1823 a 
enero de 1825, en medio de circunstancias complicadas. En primer lugar, 
porque surgieron algunos problemas derivados de la inexperiencia políti-
ca, lo que llevó en ocasiones a discusiones desgastantes; por las secuelas 
de la caída del Primer Imperio, porque al inicio del republicanismo la 
relación del estado con el Gobierno general no fue armónica sino tensa, 
debido a que las autoridades locales defendieron una soberanía propia del 
confederalismo y no del federalismo; y finalmente, porque Jalisco sufrió 
dos invasiones militares ordenadas por el Supremo Poder Ejecutivo: la 
primera, a mediados de 1823, y la segunda al año siguiente. Estas cir-
cunstancias, aunque no paralizaron las sesiones del Congreso, crearon 
un ambiente perturbador para los legisladores, quienes desviaron su 
atención de la tarea principal.

Uno de los primeros asuntos que atendió el Congreso el día de su 
instalación fue el nombramiento del presidente de esta corporación, cargo 
que recayó en Pedro Vélez; el de vicepresidente, en Esteban Huerta; y los 
de secretarios, en José María Gil y Vicente Ríos. Ese mismo día dispuso 
que el tratamiento que debía darse a la Asamblea era impersonal, y a los 
diputados, el de simples ciudadanos. 

Resultan muy significativas las instrucciones que dio esta legislatura 
el 5 de octubre a los diputados que representaban a Jalisco en el Congreso 
general, relativas a que promovieran la renovación del Supremo Poder 
Ejecutivo, petición que reiteró cinco meses más tarde, en vista de haber 
sido nombrados por el anterior congreso, caracterizado por sus opiniones 
y sentimientos antinacionales, pero también por aprobar el envío de un 
ejército a invadir el estado. Su disgusto estaba centrado en las figuras de 
Pedro Celestino Negrete, por haber promovido la separación de Colima 
del territorio jalisciense, razón por la cual había perdido el aprecio y 
reconocimiento que le guardaban los habitantes del estado por haber 
proclamado la independencia de la provincia de Guadalajara, y Mariano 
Michelena, por oponerse al establecimiento de la república federal.17 Otra 

17  	 “Representación que dirige el Congreso de Jalisco a la Asamblea general de la federa-
ción”, El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 10 de marzo de 1824, pp. 1-2.
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de las instrucciones dadas a estos representantes fue defender la sobera-
nía de los estados en los debates, frente a la oposición que presentaban 
otros diputados, como fray Servando Teresa de Mier, quien destacaba y 
reprochaba la intransigencia de las provincias que se habían convertido 
en estados libres y soberanos por su propia cuenta, o Carlos María de 
Bustamante, que también se oponía a un federalismo radical.18

No obstante la repulsa, el 8 de octubre el Congreso acató la orden 
del Supremo Poder Ejecutivo que ordenó a los Ayuntamientos y demás 
corporaciones quitar de sus masas las coronas reales usadas en el periodo 
colonial, porque así lo exigía el advenimiento de la etapa republicana.19

Muy importante fue el nombramiento, el día 3 de noviembre, de 
cinco individuos para formar la Junta Auxiliar de Gobierno, que servi-
ría de cuerpo consultivo al gobernador en las dificultades que tuviera 
al aplicar las leyes, cuyo ejercicio terminaría cuando se promulgara la 
Constitución particular.20 El Congreso también se preocupó de fomentar 
la educación elemental para formar ciudadanos ejemplares; a fines de ese 
mes, exhortó al gobernador Quintanar a abrir escuelas de primeras letras 
en los conventos de monjas y frailes de Guadalajara.21

Como a principios de noviembre corrió la voz de que los habitantes 
de Zapotlán el Grande pretendían anexarse al territorio de Colima, el 
Congreso comisionó al diputado Anastasio Bustamante para que fuera a 
ese pueblo a tranquilizar los ánimos. Los promotores del intento fueron 
un licenciado de apellido Palafox, Pedro García y Antonio Ugarte.22 Una 
vez ahí, Bustamante publicó un manifiesto el 5 del mes para persuadir a 
los vecinos de que tal pretensión era obra de agentes ocultos de España, 
interesados en sembrar la discordia. Tras explicarles que no era conve-
niente separarse de una capital que tenía todo para agregarse a una que 
carecía de lo elemental, los invitó a mantenerse unidos para conservar 
la independencia y la libertad.23 En ese documento, Bustamante, aun-
que no asistía a las reuniones, se presentó como diputado del Congreso 

18  	 Barragán, Crónicas, pp. 40-45.
19  	 Colección de los decretos, t. I, p. 62.
20  	 Ibid., t. I, pp. 65-67.
21  	 Ibid., t. I, p. 103.
22  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 9 de agosto de 1824, p. 4.
23  	 Águila Mexicana, México, 27 de noviembre de 1823, pp. 2-3.
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constituyente. En la medida en que resolvía cuestiones locales, como el 
que acaba de citarse, fue haciendo otras adecuaciones que implicó el cam-
bio del orden anterior al republicano. En los primeros días de diciembre, 
por ejemplo, hizo suya la orden del Congreso general que reglamentaba 
el uso del papel sellado en los asuntos del gobierno, la cual dispuso que 
en lugar de decir “habilitado por el Imperio mexicano”, dijera “habilitado 
por el estado de Jalisco”.24

En los últimos días de diciembre atendió otro asunto muy delicado: 
la separación de los españoles de los cargos públicos para seguridad del 
estado y de la nación, a raíz de la desconfianza que despertó el desco-
nocimiento de la Independencia por parte de la Corona española; se 
consideró, con justa razón, que ese repudio los convertía en sospechosos 
porque podrían conspirar, en cualquier momento, contra la emancipa-
ción recién adquirida. Esta medida acabó por romper la frágil unión 
prescrita en el Plan de Iguala. Luis Quintanar agregó que también era 
conveniente recogerles las armas que tuvieran porque así lo exigían las 
circunstancias.25

El 1.º de enero de 1824 empezó a publicarse el Diario de las sesiones del 
Congreso de Xalisco,26 al que debieron suscribirse todos los Ayuntamientos 
del estado, aunque algunos no lo pudieron hacer por falta de recursos, 
como fue el caso de Santa María del Oro, que así lo reportó.27 También 
se anunció que las actas correspondientes desde la fecha de su instalación 
hasta el 31 de diciembre serían publicadas en este diario,28 pero no se hizo 
porque el registro puntual de las sesiones se inició el 1.º de enero. El 
año empezó con cierta inquietud a raíz de la propuesta que planteó el 
diputado Cirilo Gómez Anaya, en el segundo Congreso constituyente, 
relativa a que el departamento de Lagos se erigiera en un estado más de 

24  	 Colección de los decretos, t. I, p. 107.
25  	 Ibid., pp. 117-125,
26  	 La redacción del Diario ofreció muchos problemas; uno de ellos fue la falta de taquí-
grafos capaces de registrar todo lo que decían los diputados por la rapidez con la que se 
expresaban. Por eso hubo muchas actas cortas. Para solucionar más o menos el problema, 
se pidió a los legisladores que entregaran los textos de lo que exponían al redactor del 
Diario para que las actas estuvieran completas. Véase la sesión del 4 de agosto de 1824.
27  	 Diarios de las sesiones, t.  I, p.  352. Ese mismo día también comenzó a circular la 
Gaceta del Gobierno de Guadalajara, capital de la Provincia de Nueva Galicia.
28  	 Colección de los decretos, t. I. pp. 113-116.
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la federación. Esta pretensión alarmó a la Legislatura local, que casi de 
inmediato exhortó a todos los pueblos del estado a mantenerse unidos, 
a los que explicó que eran los centralistas quienes estaban fomentando la 
fragmentación de las nuevas entidades para desprestigiar al federalismo. 
El Iris de Jalisco, por su parte, comentó que todo se debía a que los enemi-
gos de dicho modelo político veían a ese estado como un rival peligroso 
que ejercía un peso considerable en la “balanza política”.29

Ese mes el Congreso constituyente recibió copias del Acta constitu-
tiva, la cual daría nacimiento a la federación mexicana. Se trata de un 
acta fundadora que daba forma a un país recién independizado para 
satisfacer las demandas de las provincias. Una comisión, encargada de 
abrir dictamen sobre la aceptación y publicación en el estado de dicho 
documento, expuso que no requería mayor discusión porque fijaba de 
una vez por todas la forma de gobierno que anhelaba la nación, es decir, 
la república federal. Precisó que, aunque el 13 de diciembre la Comisión 
de Constitución emitió su dictamen sobre dicha acta, en el que volvió a 
reiterar que los pueblos de Xalisco no deseaban otra forma de gobierno 
que no fuera la república popular, representativa y federal, cuya natura-
leza fijaba las facultades que correspondían a los poderes de la federación 
y a los estados como soberanos e independientes, volvía a ratificar que 
esta entidad jamás había tratado de escindirse de la nación porque solo 
procuraba la “perfecta unión y armonía”. Sobre el contenido del Acta, 
la comisión reconoció que en ella estaban consagrados los principios de 
soberanía e independencia de las entidades federativas, pero que ninguna 
de estas partes debía delegar más facultades al Supremo Gobierno que 
las necesarias para sostener la federación; señaló, enfáticamente, que la 
independencia y la soberanía eran los cimientos y las bases fundamentales 
del gobierno republicano federal, que se adoptaron en el pronunciamiento 
del 16 de junio. 

En la sesión del 14 de enero, Prisciliano Sánchez y Vicente Ríos 
propusieron que los Ayuntamientos del estado tomaran las providencias 
necesarias para que los impresos que recibieran del gobierno fueran leídos 
en público en los días de mayor concurrencia (los domingos); una vez que 
esto se realizara, debían entregarse al maestro de la escuela para que los 

29  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 2 de enero de 1824, pp. 2-3.
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cuidara y los prestara a los ciudadanos que después los solicitaran, pero 
sin que salieran del edificio. Un mes después acató la recomendación del 
ministro de Relaciones Interiores y Exteriores de que todas las casas de los 
Ayuntamientos tuvieran un gabinete público de lectura que concentrara 
todas las órdenes y otros papeles oficiales para que los ciudadanos pudieran 
instruirse e informarse.30 En esta misma sesión, el diputado José María 
Gil propuso la creación de la Contaduría de Propios para que se encargara 
de examinar y glosar los fondos de los pueblos.31

Desde las primeras sesiones de 1824, el Congreso constituyente y el 
Gobierno del estado trabajaron en medio de una severa crisis presupuestal 
debido a que el erario estaba prácticamente vacío. 32 En el mes de enero, 
el Gobierno se vio en la necesidad de pedir un préstamo de 30 000 pesos 
al Cabildo eclesiástico para solventar los gastos administrativos.33 Al 
concluir el mes, se promulgó el Acta constitutiva que organizó al país 
en una república federal. El artículo 31 señaló que las Constituciones 
de los estados no podían oponerse al Acta en ningún aspecto y que no 
debían sancionarse hasta que se promulgara la general.

El 3 de marzo, la Comisión de Constitución presentó al Pleno el 
proyecto de la Constitución particular, formado por 251 artículos, el cual 
fue recibido con beneplácito por los demás diputados.34 Este documen-
to se envió también a todos los Ayuntamientos y a otras corporaciones 
para que propusieran las enmiendas que creyeran convenientes.35 Al día 
siguiente, Luis Quintanar, facultado por el Supremo Poder Ejecutivo y 
con la anuencia de esta asamblea, nombró comandante general de las 

30  	 Ibid., 20 de febrero de 1824, p. 3. Al año siguiente se insistió en lo mismo. El Ayuntamiento 
de Guadalajara dispuso, el 22 de julio, exigir a los ciudadanos la lectura de la Gaceta y 
demás impresos oficiales para instruirlos, y que los días en que no hubiera sesiones de 
cabildo se abriera la sala para que el público acudiera a leer dichos papeles (AMG, Al 
Público, Hemeroteca-Impresos, 1825-1843).
31  	 Diarios de las sesiones, t. i, p. 3; t. II, pp. 181 y 185.
32  	 Parte de la crisis del erario se debía a que, en los primeros años independientes, mu-
chas viudas de insurgentes muertos durante la guerra exigieron una pensión vitalicia al 
Gobierno estatal.
33  	 Ibid., t. I, pp. 25-26.
34  	 Ibid., t. I, p. 204 y t. II, p. 73; El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 5 de marzo de 
1824, p. 4.
35  	 Diarios de las sesiones, t. II, p. 44.
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armas del estado al general Anastasio Bustamante.36 El 9 de este mes, 
el Congreso constituyente volvió a pedir la remoción de Pedro Celestino 
Negrete y de Mariano Michelena por intrigantes,37 y publicó un extenso 
manifiesto en el que denunció las maniobras de los borbonistas y los 
centralistas en contra de la república federal.38

En marzo, la Comisión que se formó para hacer la división territorial 
del estado presentó su dictamen, tomando como base la distribución de 
partidos que había hecho la Diputación Provincial en 1814, las noticias 
estadísticas que rindieron los pueblos con los datos que obtuvieron 
de los planos topográficos disponibles y de las noticias que propor-
cionaron los individuos que tenían conocimientos prácticos. Con esta 
información, y consciente de que no era una división del todo exacta, 
fraccionó el estado en departamentos, en lugar de los viejos partidos, 
porque estaba más de acuerdo con el sistema federal. Los departamentos 
fueron veintiséis: Acaponeta, Ahuacatlán, Autlán de la Grana, La Barca, 
Sentispac, Chapala, Cocula, Colotlán, Compostela, Cuquío, Etzatlán, 
Guadalajara, Mascota, San Juan de los Lagos, Santa María de los Lagos, 
Sayula, Teocaltiche, Tepatitlán, Tepic, Tequila, Tlajomulco, Tonalá, 
Tuxcacuesco, Zacoalco, Zapopan y Zapotlán el Grande.39 

Es importante tomar en cuenta que los Congresos constituyentes 
establecidos también intercambiaron acuerdos, decretos, actas y proyectos 
que, sin duda, fueron materiales que retroalimentaron a los legisladores. 
Ese mes, por ejemplo, el del Estado de México remitió al de Xalisco este 
tipo de material.40

En la sesión del 17 de mayo, Prisciliano Sánchez, en vista del retraso 
que tenía la discusión del proyecto de Constitución, planteó la necesidad 
de empezar a discutirlo hasta terminarlo, proposición que fue respaldada 
por Diego Aranda.

36  	 Colección de los decretos, t. I, p. 155.
37  	 “Representación que dirige…”.
38  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 10 de marzo de 1824.
39  	 Colección de los decretos, t. I, p. 169-182. 
40  	 Id.
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La discusión del proyecto de Constitución

El análisis del proyecto de Constitución dio principio el 20 de mayo con 
la lectura de los veinticinco artículos que integraban las disposiciones 
generales que servían de preliminar al texto. Después se procedió a re-
visar artículo por artículo, y dar lugar a la discusión de algunos puntos, 
a la precisión de algunas palabras o a indicar algunas omisiones; por 
ejemplo, el diputado Mendoza hizo ver la falta de invocación divina en 
los actos y en los documentos elaborados por el Congreso, tal como se 
hacía en el periodo colonial. Por su parte, Sánchez, después de señalar 
que la mitad de los edificios de Guadalajara, los que estaban en mejores 
condiciones, pertenecían a la Iglesia, propuso que fueran desvinculados, 
como lo especificaba un decreto expedido por el Congreso general sobre 
extinción de las vinculaciones.41 Un artículo que requirió aclaración fue 
el del ejercicio de la soberanía del estado; después de varias intervenciones, 
quedó aprobado que una parte la delegara al Congreso general por el 
bien de todas las entidades y la otra la reservara para su administración 
interna.42 En términos generales, el tema de la soberanía fue muy compli-
cado, porque mientras los gobiernos locales se consideraban soberanos, el 
Congreso general aprobaba un artículo constitucional que empezaba así: 
“Los gobernadores de los estados en cumplimiento de la subordinación 
que deben al gobierno supremo…”.43 

Con respecto al artículo 6, relativo a la religión, se acordó que, en 
las circunstancias en las que se hallaban Jalisco y las demás entidades 
federativas, era más conveniente y provechoso no tener más culto que 
el católico y prohibir la práctica de cualquier otro. A este acuerdo se 
llegó porque esta religión fue considerada la base fundamental de la 
federación.44 El Iris recalcó que Guadalajara estaba muy lejos de ser 
otra cosa que federalista, lo que podía comprobarse en el empeño con 
el que trabajaba el Congreso constituyente en la revisión del proyecto 

41  	 Diarios de las sesiones, t. II, pp. 3-7.
42  	 Ibid., p. 11.
43  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 7 de mayo de 1824, p. 2.
44  	 Diarios de sesiones, t. II, pp. 13, 15 y 20. En la discusión se dijo que en Guadalajara se 
celebraban diariamente más de cien misas.
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de Constitución,45 cuyo primer artículo quedó así: “El estado de Jalisco 
es libre e independiente de los demás Estados Unidos de Méjico y de 
cualquier otra nación”. Es pertinente destacar que no incluyó que era 
soberano porque en la sesión del 19 de diciembre del año anterior el 
Congreso general constituyente acordó que las entidades federalistas 
eran solamente libres e independientes.46

A partir de la última semana, el Congreso y el gobernador se alar-
maron por las noticias que recibieron acerca de un ejército que había 
salido de la ciudad de México hacia Guadalajara para desmantelar el 
supuesto movimiento iturbidista de esa capital. El Iris de Jalisco advirtió 
a los jaliscienses de esta amenaza, aclarándoles al mismo tiempo que el 
estado no estaba en contra de la representación nacional (el Congreso), 
como aseguraba el Supremo Poder Ejecutivo, ni en favor de que España 
u otro tirano volviera a gobernar la nación; lo que deseaba era una fe-
deración “franca y sincera”. A su vez, Quintanar publicó un manifiesto 
en el que culpó a los borbonistas de haber difundido que Jalisco estaba 
en contra del gobierno general. Para disipar cualquier duda, instó a las 
milicias cívicas a dar una segunda prueba de su vocación y preferencia 
por la república federal.

Desde el 26 de mayo, El Iris de Jalisco incluyó en sus páginas los 
avances de esta legislatura en la discusión del proyecto de Constitución; 
ese día lo dedicó al análisis del segundo artículo, el cual indicaba que 
el estado retenía su libertad y soberanía en todo lo correspondiente a 
su régimen interior. El tercero señaló que, en los negocios relativos a la 
federación, la entidad delegaba sus facultades y derechos al Congreso 
general. Una medida importante de ese mes fue, por recomendación de 
la Junta Auxiliar de Gobierno, disponer la creación de la Contaduría de 
Propios y Arbitrios, dependiente de la secretaría de la propia junta.47 

La discusión de la segunda parte del artículo 6 requirió de varias 
sesiones acaloradas. La propuesta de que el estado debía fijar y costear 
los gastos del culto desató una fuerte controversia entre los diputados; 
más, porque entre ellos había dos sacerdotes que desde un principio se 

45  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 24 de mayo de 1824, p. 2.
46  	 Ibid., 29 de noviembre de 1823, p. 1.
47  	 Colección de los decretos, t. II, p. 220.
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opusieron rotundamente. Uno de ellos, Diego Aranda, en la sesión del 
26 de mayo, en una larga exposición, sugirió que esa parte del artículo 
quedara así: “Que en el estado se sujetarán los gastos del culto conforme 
a la disciplina que ambas potestades civil y eclesiástica acuerden en un 
concilio provincial, o según las circunstancias lo permitan”. 

Aranda recomendó hacer el arreglo general y uniforme de la disci-
plina de la Iglesia mexicana con moderación y prudencia, respetando los 
hechos y las tradiciones apostólicas.48 José Justo Corro agregó que esa 
facultad no le correspondía al estado y que, en todo caso, debía contar 
con el voto de los pueblos, “puesto que la ley es la expresión de la voluntad 
general”.49 Por otra parte, consideró que en las actuales circunstancias 
no era conveniente plantear ninguna reforma eclesiástica.

En realidad, el tema fue muy complicado porque ambas partes res-
paldaron sus argumentos con bases sólidas. Uno de los oponentes, por 
ejemplo, aclaró que la Iglesia era un cuerpo místico al igual que sus 
miembros, y que cuando los fieles contribuían a los gastos del culto lo 
hacían como creyentes y no como ciudadanos.50 Se aclaró también que 
“el Estado está en la Iglesia y no la Iglesia en el Estado”,51 lo que signi-
ficaba la independencia de una y la subordinación del otro. Prisciliano 
Sánchez presentó una de las más aguerridas defensas de la segunda parte 
del artículo en cuestión, en la sesión del 1.º de junio, bajo el argumento 
de que Jalisco sí se encontraba en tiempos de reformas que lo obligaban 
a separarse “del odioso sistema de nuestros tiranos” para ajustarlo a las 
exigencias republicanas. Entre los argumentos que exhibió para respaldar 
sus puntos de vista, mencionó que las rentas que disfrutaban los obispos 
eran exorbitantes, ofensivas y escandalosas.52

Después de que se discutiera esta parte del artículo sexto en varias 
sesiones, se aprobó con nueve votos contra siete; hubo seis abstencio-
nes: Aranda, Méndez, Ríos, Corro, Navarrete y Mendoza.53 Algunos 
Ayuntamientos también expresaron sus puntos de vista; el de Unión de 

48  	 Diarios de las sesiones, t. II, pp. 30-38 y 40-41.
49  	 Ibid., pp. 88-89.
50  	 Ibid., p. 52.
51  	 Véase la sesión del 28 de mayo de 1824, ibid., p. 53.
52  	 Ibid., pp. 76-82.
53  	 Ibid., p. 96.
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Tula, por ejemplo, manifestó al Congreso que el deseo del vecindario era 
que los eclesiásticos conservaran sus fueros y preeminencias que hasta 
entonces venían gozando, y que las reformas que intentara hacer las 
llevara a cabo con prudencia y armonía.54 Algunos opositores trataron 
de demostrar que el nuevo régimen, el republicano, era incompatible 
con la religión porque era sinónimo de irreligión, a pesar de que el 
Ayuntamiento de Guadalajara había declarado, un año antes, que no 
era contrario al Evangelio, ya que las bases de ambos eran las mismas: 
la fraternidad, la unión y la igualdad.55

Por el retraso que estaba teniendo el Congreso en la revisión del pro-
yecto de Constitución, se acordó que fueran las sesiones extraordinarias de 
los martes y los viernes las que se reservaran para discutirlo, y que como 
cada artículo era una ley se requería la presencia de cuando menos catorce 
diputados, tal y como lo prescribía el artículo 40 del reglamento interno.56 

El artículo 26 del proyecto de Constitución indicó que el número de 
diputados propietarios que formarían el Congreso constitucional debía 
ser de treinta y otros tantos suplentes, lo que equivalía a uno por cada 
departamento; los otros tres corresponderían al de Guadalajara, en vista 
de que tenía una población de 60 000 habitantes, o a los que tuvieran 
mayor población.57 A Diego Aranda, presidente de la asamblea en ese 
momento, le pareció excesivo el número de legisladores, porque en los 
demás estados la cifra máxima era de quince.

En la sesión del 23 de junio se discutió el artículo 7, que prescribía: 
“Todo hombre que habite en el estado aun en clase de transeúnte goza 
de los derechos imprescriptibles de libertad, igualdad, propiedad y segu-
ridad”. El diputado Gil propuso agregar: “Nadie debe tener autoridad 
natural sobre su semejante, ningún hombre puede ser objeto de comercio 
humano”.58 En la extraordinaria del día 25 se analizó el artículo 11, que 
se refería a la ciudadanía59 y a la vecindad. En relación con el primer 
punto, quedó especificado que eran jaliscienses todos los hombres nacidos 

54  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 2 de julio de 1824, p. 1.
55  	 ACEJ, leg. 1823, “Beneméritos habitantes de Guadalajara, 15 de mayo de 1823”.
56  	 Diarios de las sesiones, t. II, p. 114.
57  	 Ibid., pp. 200-203.
58  	 Ibid., pp. 141-143.
59  	 La ciudadanía se obtenía a los veintiún años (Ibid., p. 158).
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en el territorio del estado; en cuanto al segundo, se indicó que también 
lo eran los de cualquier lugar de la federación mexicana, tan luego como 
se avecindaran en la entidad. Con respecto a los extranjeros, se les exigió 
una residencia con una antigüedad de cinco años y una carta de natura-
lización para obtener tal reconocimiento.60 

Quizá el mes de junio fue el más tenso para el Congreso por la pre-
sencia en Guadalajara del ejército expedicionario de Nicolás Bravo; en los 
demás, aunque no faltaron los problemas, gozó de mejores condiciones. 
El último día de ese mes, los diputados recibieron un oficio en el que el 
jefe militar avisaba haber recibido las recomendaciones que la Legislatura 
hizo en favor de Quintanar y Bustamante para que no se les removiera 
de sus puestos. También se examinó la sexta parte del artículo 17 que 
había quedado pendiente, la cual estableció que la ciudadanía se perdería 
si el individuo no aprendía a leer y a escribir antes de 1840; es decir, no 
podría votar. No es la intención citar todos los artículos del proyecto de 
Constitución, sino únicamente los más significativos. El 19, por ejemplo, 
especificó que el gobierno del estado era el republicano, representativo y 
popular federado, el cual se aprobó por unanimidad.61

En la reunión del 3 de julio se aclaró un punto que había quedado 
pendiente: la omisión en los bandos y demás impresos públicos de la palabra 
libre cuando se hablaba del estado, lo que se atribuyó a error de la imprenta. 
La Asamblea acordó encargar al gobernador ser más cuidadoso porque 
tal descuido era grave, ya que la entidad tuvo su origen en la libertad.62

El 15 de julio, el Constituyente publicó un manifiesto para aclarar 
su conducta durante la invasión de Bravo y Negrete. En el documento, 
informó que una vez disipadas todas las dudas, volvía a restablecerse la 
confianza entre el gobierno de México y los estados, aunque las noticias 
de que Iturbide se acercaba a las costas mexicanas presagiaban nuevos 
conflictos. Bravo justificó la invasión asegurando que obedeció al deseo 
de mantener el orden y la tranquilidad ante los rumores de que Quintanar 
y Bustamante preparaban el regreso de Iturbide. El Congreso explicó 
que todos sus acuerdos se orientaban a defender la soberanía del estado, 

60  	 Ibid., pp. 145-148 y 153-154.
61  	 Ibid., t. II, p. 164.
62  	 Id.
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la cual se encontraba amenazada, y señaló que si el comandante militar 
había traspasado los límites de su autoridad, la Legislatura no intervino 
en nada ni trató de romper el lazo federal. Manifestó que después de este 
incidente la máquina social permanecía en concierto y que los vínculos 
con la federación se habían estrechado.63 

Hasta julio, el Congreso todavía venía trabajando con cierta irregulari-
dad por la ausencia de algunos diputados, que al ser insuficiente la dieta que 
percibían (150 pesos mensuales), se veían forzados a atender otros asuntos 
ajenos a sus responsabilidades legislativas para solventar sus gastos perso-
nales. En vista de esto, se acordó aumentar el salario a 250 pesos y elaborar 
una especie de reglamento que señalara los descuentos que tendrían cuando 
faltaran a las sesiones. A los que llegaran media hora tarde, se les aplicaría 
una sanción de dos pesos, y a los que no asistieran a una sesión completa, 
una de cuatro pesos. Para no incurrir en estas penas pecuniarias, el dipu-
tado Navarrete, oriundo de La Barca, pidió permiso para trasladarse a ese 
lugar con el propósito de arreglar unos asuntos particulares, a partir del 
6 de septiembre.64 En la última semana de agosto, el doctor Gil también 
solicitó una licencia de veinticinco días para ausentarse de la ciudad con 
el propósito de restablecer su salud.65 El encargado de llevar un registro 
de las ausencias fue el presidente en turno.66

Además, el Congreso no pudo avanzar a buen ritmo en la discusión 
del proyecto de Constitución porque siguió atendiendo otros asuntos 
graves; por ejemplo, el intento de treinta vecinos de Zapotlán el Grande, 
quienes en una reunión celebrada el 12 de julio acordaron separase de 
Jalisco para erigirse en un territorio de la federación o, en el peor de los 
casos, anexarse al territorio de Colima. Este grupo estuvo dirigido por 
los miembros del ayuntamiento, el párroco y el juez de letras. Los más 
activos fueron el primer alcalde, Pedro García, y fue este último fun-
cionario quien hizo llamar a los demás cabildos del departamento para 
que firmaran una representación enviada al Congreso constituyente de 
la federación, en la que pedían la segregación del estado. 

63  	 Manifiesto que el Congreso...
64  	 Diarios de las sesiones, t. II, p. 397.
65  	 Ibid., p. 411.
66  	 Ibid., pp. 237-238.



117

Nely  García, José Serrano y David Vázquez

Al iniciarse la última semana de julio, el Congreso apenas estaba 
discutiendo el artículo 26 del proyecto de Constitución, que se refería al 
número de diputados que debían integrar la legislatura constitucional. 
Para algunos diputados, la cifra de treinta era elevada; para otros, apenas 
bastaba para atender tantos asuntos que se avecindaban en cuanto se 
iniciara el periodo constitucional.67 Días más tarde se aprobó el artículo 
27, el cual estableció que cada decenio el Congreso podría aumentar el 
número de diputados propietarios y suplentes, uno por cada veinticinco 
mil habitantes.68

En la sesión del 11 de agosto, los constituyentes comentaron un 
asunto que revela cómo algunas prácticas protocolarias del viejo régimen 
siguieron vigentes en el inicio del periodo republicano. Se trataba de los 
asientos que debían ocupar los principales funcionarios en las ceremonias 
públicas. Quedó establecido que el gobernador o el vicegobernador eran 
quienes debían ocupar, con las formalidades acostumbradas, los primeros 
sitios en dichos actos, según la tradición colonial; en segundo lugar, el 
presidente del Supremo Tribunal de Justicia; después, el comandante 
general de las armas del estado, seguido de los demás miembros de dicho 
tribunal, de la Junta Auxiliar de Gobierno y del intendente; enseguida, 
el jefe de Policía, presidiendo el Ayuntamiento; después los alcaldes, 
los jueces de letras, los regidores y los oficiales militares; finalmente, las 
demás autoridades, corporaciones y las comunidades, según el “orden 
acostumbrado”. 

Fue Prisciliano Sánchez quien se encargó de aclarar que la Constitución 
que estaban preparando iba a crear nuevas corporaciones como el Senado 
o la Junta de Policía, por lo que consideraba inútil discutir un ceremonial 
que pronto cambiaría. También destacó que como el comandante y el 
intendente eran funcionarios de la federación, no estaban obligados a 
asistir a las ceremonias estatales; en todo caso, podrían ser considerados 
invitados especiales y ofrecerles un asiento honorífico, pero no dentro 
de los reservados a los supremos poderes de Jalisco. Aranda, en cam-
bio, opinó que como eran empleados del gobierno federal, debían ser 
tratados con atenciones, por lo que aprobó el dictamen propuesto que 

67  	 Ibid., pp. 243-245.
68  	 Ibid., p. 290.
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señalaba que en las ceremonias oficiales tomaran el lugar que seguía del 
gobernador, y cuando solo concurriera alguna corporación, después 
de su presidente. Pero fue hasta después cuando se aprobó que dichos 
individuos tomaran sus asientos correspondientes a la Junta Auxiliar, la 
que se colocaría después del Supremo Tribunal de Justicia.69 

Como se recordará, en los tiempos coloniales el lugar que debían 
ocupar los funcionarios dio pie a confrontaciones entre las autoridades, 
algunas veces muy ríspidas. Sánchez recordó a los demás diputados que 
el ejercicio de la soberanía interior del estado se hallaba delegada en los 
tres poderes, cada uno con arreglo a la Constitución. Aclaró que sobera-
no significaba “una autoridad sobre todo” que no reconoce superioridad 
temporal en la tierra, porque no está sujeta más que a la naturaleza y 
la razón. De ahí se desprendía que ninguna autoridad que no fuera 
suprema en su rango podía competir o ponerse al nivel de la Asamblea 
legislativa, con el gobernador o con el Tribunal de Justicia. Así las cosas, 
declaró que no podía admitir que el comandante militar, el intendente y 
la Junta Auxiliar se confundieran con los poderes supremos del estado.70 
Otra práctica colonial trasmitida a la etapa republicana fue admitir la 
vigencia de los cargos públicos vendibles. Este caso se presentó cuando 
se quiso nombrar a un oficial para la Secretaría de la Audiencia; el di-
putado Aranda recordó que no podía hacerse porque el cargo había sido 
comprado en el periodo anterior.71

Pero también hubo otras prácticas que en el nuevo régimen parecían 
obsoletas y contradictorias, por lo que fue necesario suprimirlas. Por 
ejemplo, el magistrado de la Audiencia territorial, Juan de Dios Híjar, 
pidió al Congreso permiso para ya no asistir a dicho tribunal con vestido 
talar porque en nada influía en el desempeño de su ministerio. Enterado 
de este asunto, el vicegobernador opinó que tal concesión debía otorgarse 
a los demás magistrados porque “la antigua toga no parece conforme a 
la forma de gobierno establecida”,72 o sea, la república. El Iris de Jalisco 
también se congratuló de que un diputado suplente de apellido Jáuregui 

69  	 Ibid., p. 36.
70  	 Ibid., pp. 335-336.
71  	 Ibid., pp. 443-444.
72  	 Ibid., p. 451.
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hubiera propuesto a este congreso la eliminación de los uniformes y las 
bandas que venían usando los regidores de los Ayuntamientos, porque 
no iban de acuerdo con el espíritu republicano.73

El tema de si el Congreso debía o no tener dos salas se abordó de nuevo, 
pero con mayor profundidad, el 26 de agosto. Aranda opinó que fueran 
dos porque permitía a la segunda examinar las resoluciones de la primera. 
En la sesión, Sánchez se sumó a esta propuesta porque así se evitaría la 
participación de los partidos. Sanromán expuso los pros y contras de la 
proposición; mencionó que una sola obraba con más celeridad, pero queda-
ba expuesto el Congreso al acaloramiento de las pasiones; en cambio, dos 
salas actuarían con mayor calma y madurez, aunque también acarrearía 
dilaciones y promovería los desacuerdos. Después de exponer sus puntos de 
vista, se inclinó por que fuera una sola. Al final del debate, Sánchez agregó 
que eran convenientes dos salas porque de esta manera las leyes estarían 
mejor meditadas y acrisoladas en la discusión, y lo mismo adujo Aréchiga. 
Corro también comentó las desventajas de las dos. El doctor Gil fue de la 
opinión de que debían renovarse por la mitad.74

Aunque llegó a establecerse la figura del Senado es pertinente re-
calcar que, finalmente, no quedó ligado al poder legislativo, sino al 
ejecutivo, con funciones de consejo consultivo. Pocos años después, 
los estados de la federación entendieron que era más bien un cuerpo 
exclusivo del Congreso general.75

Al final de la sesión que estamos abordando se analizó el artículo 
93, que dispuso los requisitos para gobernador: ser mayor de treinta 
años, nacido en cualquier estado de la federación y residir en la entidad 
siete años anteriores al de su elección. El 94 prohibió a los eclesiásticos 
y militares ocupar el cargo; el 95 indicó que el periodo gubernamental 
sería de cuatro años y que el gobernador saliente no podía ser elegido 
hasta después de siete años.76

Hubo sesiones en las que volvieron a revisarse parte de los artículos 
constitucionales ya aprobados. Por ejemplo, en la del 19 de agosto, de 

73  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 27 de diciembre de 1824, p. 3.
74  	 Diarios de las sesiones, t. II, pp. 413-420 y 446.
75  	 Sobre este tema, véase Camacho y González, Constitucionalismo, pp. 249-278.
76  	 Diarios de las sesiones, t. II, pp. 360-361.
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nueva cuenta se examinó la segunda parte del artículo 6, la cual declara-
ba que el estado fijaría y costearía los gastos del culto. Para conciliar los 
diversos puntos de vista, el doctor Gil propuso que después de la palabra 
estado se agregara “de acuerdo con la autoridad eclesiástica”. Sánchez 
intervino para corroborar que Jalisco, por ser soberano, podía hacer y 
decretar toda clase de leyes, sin necesidad de que el Congreso contara 
con el respaldo de la autoridad eclesiástica, que era lo que pretendía Gil. 
Por tanto, no debía participar en la formación de las leyes otro poder que 
no fuera el legislativo. Su exposición fue extensa y bien fundamentada. 
Recordó que en otros países el culto se pagaba con el erario público o con 
las aportaciones voluntarias de los fieles, y que al Estado le correspondía 
hacerlo porque era “un acto legislativo perteneciente a la economía política 
de su gobierno interior”; luego añadió que la Iglesia “no es más que un 
ramo de la sociedad sujeto a la inspección y policía de su gobierno, y los 
eclesiásticos, unos ciudadanos iguales a todos los demás en derechos y 
deberes”;77 finalmente, los demás diputados acordaron que no se tomara 
en cuenta la proposición del doctor Gil.78

Aparte de Aranda, Sánchez fue uno de los diputados que se distinguió 
por sus intervenciones prolongadas y bien fundamentadas, en las que se 
aprecia que entendía el momento por el que estaban atravesando. En una 
de las sesiones, reiteró que era únicamente el Congreso el encargado de 
elaborar las leyes, sin que ningún individuo o corporación interviniera; 
que la pretensión de tasar y regular los gastos del culto no era un acto 
espiritual, sino puramente económico y que solo el Estado podía hacer 
una distribución justa del gasto. El diputado enumeró las necesidades 
urgentes que debían atenderse de inmediato: escuelas de primeras letras, 
asilos, fondos para formar letrados que asesoraran a los jueces, y armas 
para hacer respetable a la milicia cívica y asegurar la tranquilidad inte-
rior. Pero luego preguntó: ¿cómo hemos de dar un paso, si nos vamos 
encontrando luego con que apenas hay cosa de que echar mano para 
hacer estos gastos, porque todo lo tiene absorbido la Iglesia? Para ser 
más convincente, volvió a recordar que el clero tenía “espiritualizadas” la 
mitad de las fincas de Guadalajara con el título de cofradías, obras pías 

77  	 Ibid., pp. 379-384.
78  	 Ibid., pp. 403.
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y capitales impuestos sobre fondos de particulares; parecía como si todo 
el estado estuviera “espiritualizado”. Sostuvo que, al erigirse el estado 
de Jalisco, asumía los derechos de arreglar sus rentas.79 En otra de sus 
intervenciones, Sánchez defendió el derecho de petición y de asociación 
que tenía el pueblo para examinar las leyes, pero con responsabilidad; 
citó como ejemplo lo ocurrido en las juntas de Zapotlán el Grande, en 
las que hubo abusos y manipulaciones porque quienes deseaban separase 
del estado eran solamente el primer alcalde y el juez de letras.80

En la sesión del 26 de agosto se abordó otro tema importante: la lle-
gada oportuna de las órdenes del Gobierno a los pueblos de Jalisco. Este 
asunto se discutió cuando el Ayuntamiento de Ocotlán consultó si los 
cabildos eran responsables del retraso de los pliegos oficiales que llegaban 
por cordillera.81 El doctor Gil comentó que esa demora era general porque 
en el pueblo de Tala tan solo se había recibido un bando desde abril, es 
decir, en casi cinco meses. Una situación similar vivía Mascota, según lo 
planteó el diputado Méndez, quien agregó que las poblaciones carecían 
de estafetas encargadas de llevar o traer la correspondencia, y que ya no se 
podía obligar a los indios a conducir los pliegos, como se acostumbraba en 
la época anterior.82 Sin lugar a dudas, esta cuestión era prioritaria porque el 
cumplimiento de las órdenes del Gobierno dependía de que estas llegaran 
oportunamente a los cabildos; o sea, la buena marcha del nuevo régimen 
se sujetaba a la información que recibieran los Ayuntamientos.

Hubo días en que se avanzó más en la discusión de aquellos artículos 
constitucionales que no ofrecieron mayores problemas de interpretación. 
Uno de esos días fue el 30 de agosto, cuando se aprobaron los artículos 
del 65 al 77, relacionados con el funcionamiento del Congreso constitucio-
nal.83 Sobre este tema, surgió una duda relativa a cómo debía renovarse la 
asamblea, si en su totalidad o dejando una parte. Aunque la Constitución 
de Cádiz indicaba que la mitad debía permanecer y la otra reemplazarse, 
el asunto generó desacuerdos entre las legislaturas provinciales. La de 

79  	 Ibid., pp. 399-401.
80  	 Ibid., p. 408.
81  	 La cordillera era la ruta o el camino por donde se llevaba la correspondencia a varios 
pueblos de una misma región.
82  	 Diarios de las sesiones, t. II, pp. 411-413.
83  	 Ibid., pp. 431-433.
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Zacatecas, por ejemplo, propuso que cuando menos quedaran dos sin 
voto, en vista de que los nuevos representantes carecían de experiencia y 
de conocimientos precisos para el desempeño de los negocios propios de la 
cámara. Sánchez consideró un riesgo si quedaba la mitad porque sostendría 
sus propios puntos de vista, y de este modo nunca se reformaría una ley. 

Después de hacer algunos razonamientos acerca de si era conveniente 
que hubiera diputados de la legislatura saliente en la entrante, el diputado 
Castillo comentó que su presencia era necesaria porque defenderían tanto la 
constitución que habían elaborado como el sistema político adoptado, prote-
giéndolo de algunos posibles enemigos.84 En otra sesión, Sánchez agregó que, 
en todo caso, no era correcto que el Congreso nombrara a quienes debían 
continuar en el siguiente porque debían ser de la preferencia del pueblo y 
no de la Legislatura; por otro lado, no era fácil designar a los que permane-
cerían y a quiénes debían salir. Sostuvo que la total renovación era una de 
las garantías de la libertad popular e impedía que la entrante se viciara.85 

El diputado Cañedo fue quien hizo notar a los demás que el 5 de 
noviembre de 1824 iba a cumplirse un año de la instalación del segun-
do Congreso general constituyente y que el producto de ese tiempo 
era el Acta constitutiva y la redacción de la Constitución que en breve 
se publicaría; en cambio, la Asamblea de Jalisco, que llevaba casi doce 
meses de haberse establecido, apenas había revisado la tercera parte del 
proyecto de Constitución que debía regir en el estado. Agregó que otras 
legislaturas habían logrado avances muy significativos en la elaboración 
de leyes orgánicas y en sus reglamentos provisionales, a pesar de haberse 
instalado después que la jalisciense. Tras señalar que el pueblo se sentía 
molesto por esta dilación, pidió que el proyecto se discutiera cuatro 
días a la semana para que concluyera cuanto antes, pero su propuesta 
fue rechazada. Huerta planteó que los martes y los viernes por la tarde 
se dedicaran exclusivamente a la revisión del documento; Sánchez, por 
su parte, sugirió que solo fueran los martes, pero ninguna se aprobó.86

Durante septiembre, el Congreso recibió dos actas del Ayuntamiento 
de San Juan de Amula, perteneciente al departamento de Tuxcacuesco, 

84  	 Ibid., pp. 433-435.
85  	 Ibid., p. 447.
86  	 Ibid., pp. 465-466.
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en las que hizo algunas observaciones al proyecto de Constitución. La 
primera fue del 21 de abril y la segunda del 23 de junio, firmadas por 
Crescencio Michel, Juan José Corona, Regino Preciado, Pablo Michel, 
Rafael Pelayo, José Antonio Flores, Juan Leandro Plazola, Antonio y 
Francisco Michel, este último como secretario. El diputado Aranda 
se mostró complacido por estas observaciones y exhortó a los demás 
cabildos a seguir el ejemplo de San Juan.87

Al comentarse otros temas, Aréchiga propuso que, siendo en 
Guadalajara donde se dio el primer grito de federación, era contradic-
torio y absurdo que algunos particulares o corporaciones conservaran 
todavía los símbolos de nobleza y otros distintivos propios de la antigua 
aristocracia española. Mencionó que aún se veían almenas en las azoteas 
de las casas de las familias pudientes, las que hacían recordar los rancios 
privilegios concedidos por el monarca español, o bien escudos de armas 
grabadas en piedra en las portadas de otras viviendas, en los zaguanes 
o en el interior. Otros signos reales podían observarse en la catedral y 
en el claustro de la universidad, donde, incluso, seguía usándose el sello 
real. Después de estos señalamientos, Aréchiga increpó a los demás di-
putados de esta manera: “¿Qué clase de república es la nuestra?”. Añadió 
que después del tiempo que llevaban de ser republicanos era necesario 
borrar para siempre esos testimonios.88 Estas observaciones y otras que 
ya se han indicado son evidencias claras de las continuidades que hubo 
entre el antiguo y el nuevo régimen.

Estas cuestiones relacionadas con la sobrevivencia de algunos 
rasgos propios del régimen anterior, o de la tradición, revelan va-
rias cosas. Entre otras, que al identificarse como republicanos los 
diputados constituyentes no deben considerarse hombres plenamente 
modernos, sino individuos de transición que navegaron en medio de 
dos corrientes (tradición y modernidad); que el tránsito de un orden 
a otro no significó un rompimiento tajante o absoluto con el pasado 
porque hubo algunos elementos que se heredaron y se practicaron en 
los nuevos tiempos; que la tradición arraigada durante tres siglos no 
pudo ser ignorada del todo en la época republicana, y que parte de 

87  	 Ibid., t. III, pp. 38-43.
88  	 Ibid., pp. 67-68.
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las viejas costumbres se combinaron con la modernidad política hasta 
muy entrado el siglo XIX.

Es importante no perder de vista que el Congreso estuvo atento en 
ir acondicionando el nuevo orden, es decir, el republicano, a la realidad. 
Prisciliano Sánchez, por ejemplo, hizo notar que en la orla del sello que 
usaba el Gobierno en sus oficios se leía “Gobierno superior político de 
Guadalajara”, leyenda que era igual a la que usó José de la Cruz en los 
últimos tiempos coloniales; además, señaló que era incorrecta porque el 
mandatario estatal gobernaba toda la entidad y no solo la capital. Por tal 
razón, al sello debía incorporarse el nombre de Jalisco.89 Otro caso fue el 
de la ciudadanía; el nuevo orden exigía que, en lo sucesivo, los empleos 
públicos fueran cubiertos por individuos que gozaran de esta condición 
y que fueran reconocidos por sus virtudes cívicas.90

En sesión posterior, José Ignacio Cañedo fue más lejos al discutirse el 
tema; propuso que, de acuerdo con el sistema representativo popular fede-
ral que regía, por las luces del siglo y la propagación de la Ilustración, no 
debían existir clases privilegiadas porque dentro del nuevo sistema todos 
los ciudadanos eran iguales en derechos frente a la ley y los tribunales.91

La clasificación de las rentas o de los ingresos fue otro asunto compli-
cado que tuvo que abordar el Congreso. En la sesión del 18 de septiembre, 
Sánchez expuso que hasta esa fecha el estado ignoraba cuáles eran las que 
le correspondían y que asumía que una de ellas sería la aduana interior de 
San Blas, pero que había que esperar porque hasta principios de octubre 
el Congreso general expediría la ley correspondiente. En Guadalajara, 
se rumoraba que el decreto de clasificación de rentas iba a dar un golpe 
contuso a la federación, porque los escasos recursos que se asignarían 
a los estados no serían suficientes para cubrir sus necesidades internas. 
Además, se destacó que las contribuciones directas eran las más análogas 
a la libertad de una república, en lugar de las alcabalas.92 

Los artículos del 113 al 117 se refirieron a la instalación del senado local. 
El primero de ellos indicó que de los cinco individuos que lo formarían, 

89  	 Ibid., p. 125.
90  	 Ibid., t. IV, pp. 9-10.
91  	 Ibid., t. III, p. 140.
92  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 20 de octubre de 1824, p. 2.
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solo uno podía ser eclesiástico y que su función consistía en aconsejar o ase-
sorar al gobernador cuando lo demandara.93 Cabe aclarar que no todos los 
estados formaron un senado; entre los que sí lo hicieron figuran –aparte de 
Jalisco– Oaxaca, Yucatán, Veracruz, Chiapas, Durango, México y Puebla; 
sin embargo, como ya se indicó líneas arriba, no como parte integrante 
del poder legislativo, o sea, como segunda cámara, sino como un consejo 
consultivo independiente y asociado más bien al ejecutivo.94 

También vale la pena mencionar el 148, que disponía crear ayunta-
mientos en todos los pueblos que tuvieran mil habitantes, siguiendo la 
tradición gaditana; en donde no los hubiera, se nombraría un comisario 
de policía. El 151 señaló que los cabildos serían integrados por los alcaldes, 
los regidores y los síndicos, quienes debían saber leer y escribir, aunque 
en esto último no estuvo de acuerdo Sanromán.95

Otro acuerdo importante tomado en la sesión del 23 de septiembre 
fue la división territorial del estado, la cual aparece en el Cuadro 1. 

Cuadro 1. 
División política, 1824

Cantones Departamentos

Guadalajara Guadalajara, Tlajomulco, Cuquío, Tonalá y 
Zapopan.

Lagos Lagos, San Juan y Teocaltiche.

La Barca La Barca, Tepatitlán y Chapala.

Sayula Sayula, Zapotlán el Grande y Zacoalco.

Etzatlán Etzatlán, Cocula y Tequila.

Autlán Autlán y Mascota.

Tepic Tepic, Ahuacatlán, Compostela, Sentispac y 
Acaponeta.

Colotlán Colotlán.

Fuente: Diario de las sesiones del Honorable Congreso del Estado de Jalisco, tomo III, 
Guadalajara, Gobierno de Jalisco, 2022, p. 97.

93  	 Diarios de las sesiones, t. III, pp. 80-81.
94  	 César Camacho y Manuel González Oropeza. Constitucionalismo mexicano, 2021, 
pp. 264-265.
95  	 Ibid., pp. 117-123.
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Al frente de cada cantón quedó un jefe de policía, nombrado por el go-
bernador.96 Esta división no dejó complacidos a todos. Los primeros en 
reclamar fueron las autoridades de departamento de Teocaltiche, quienes 
solicitaron aumentar su territorio;97 posteriormente, Sayula pidió que se 
le agregaran varios pueblos.98

Una de las sesiones en la que se examinaron más artículos del pro-
yecto de Constitución fue la de 4 de octubre, en la que se presentaron 
y aprobaron los artículos del 173 al 193. Tres días después, el Congreso 
Constituyente felicitó al general por haber consagrado en el texto consti-
tucional de 1824 las soberanías estatales; “el estado de Jalisco se cree, por 
lo tanto, satisfecho de la conducta de los representantes del gran pueblo 
mexicano”.99 Los diputados brindaron elocuentes elogios a este código 
constitucional que regiría el destino de “la grande federación mejicana”.100

Otro punto importante que abordó el Congreso Constituyente fue 
la creación de la tesorería general, encargada de llevar el control de los 
ingresos y egresos de todos los ramos del estado, integrada por un teso-
rero general, con sueldo de doscientos pesos mensuales, un oficial que 
lo sustituiría en su ausencia, con ochenta pesos; un escribiente y un 
portero-escribiente, con treinta pesos mensuales cada uno.101 Después 
se acordó que en las capitales de los departamentos de Guadalajara, 
Lagos, La Barca, Sayula, Etzatlán, Autlán, Tepic y Colotlán se instalarían 
administraciones; en las demás cabeceras, receptorías, y en los pueblos, 
subreceptorías. A la administración de Guadalajara correspondieron las 
receptorías de Tlajomulco, Cuquío, Tonalá y Zapopan; a la de Lagos, 
San Juan y Teocaltiche; a la de La Barca, Tepatitlán y Chapala; a la de 
Sayula, Zapotlán el Grande, Zacoalco y Tuxcacuesco; a la de Etzatlán, 
Tequila y Cocula; a la de Autlán, Mascota; a la de Tepic, Ahuacatlán, 
Compostela, Sentispac y Acaponeta; a la de Colotlán, las subrecepto-
rías del departamento. El jefe superior de la hacienda pública fue el 

96  	 Ibid., pp. 97 y 100.
97  	 Ibid., p. 105.
98  	 Ibid., p. 143.
99  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 8 de noviembre de 1824, p. 1.
100  	 Diarios de las sesiones, t. III, p. 195.
101  	 Ibid., pp. 180-181.
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gobernador.102 La creación de estas oficinas recaudatorias fue de suma 
importancia, porque era urgente reglamentar la administración de los 
ingresos y egresos del estado.

El 13 de octubre hubo una reunión secreta para nombrar vicegober-
nador por haber renunciado Rafael Dávila, cargo que recayó en Juan N. 
Cumplido. A las 12:30 de ese día prestó juramento ante esta asamblea 
y luego pronunció un breve discurso en el que manifestó su disposición 
de cumplir fielmente con esta nueva responsabilidad. También expresó 
su deseo de obedecer a ese cuerpo legislativo y al gobierno general. El 
mensaje fue contestado por el presidente en turno, Santiago Guzmán;103 
tres días después, Cumplido publicó un mensaje para dar a conocer la 
noticia de la promulgación de la Constitución general. 

Llama la atención que el vicegobernador haya reconocido la igno-
rancia que tenía sobre el federalismo. Al respecto, apuntó: “La sociedad 
está naciente, sus leyes orgánicas son del todo nuevas, es otro el sistema 
que se ha plantado, todos somos neófitos en él, y yo el más inexperto 
para el manejo de los negocios arduos”. Anunció que con la promul-
gación del código federal, los jaliscienses y los demás mexicanos eran 
constitucionalmente libres, y aprovechó el momento para felicitarlos 
por haber cooperado en esto con el heroico pronunciamiento que 
hicieron en favor de la república federada, modelo que quedaba con-
sagrado por los “siglos indefinidos”.104 Igual inseguridad manifestó el 
presidente de la república, Guadalupe Victoria, en una carta que envió 
al Congreso local el 13 de octubre, tres días después de haber asumido 
la presidencia de la república. En esta misiva también agradeció por 
haber sido electo y manifestó estar dispuesto a entregarse en cuerpo 
y alma al cumplimiento de sus deberes republicanos.105

En sesión extraordinaria del día 17, se acordó dar cumplimiento 
con el decreto del 4 de ese mes, expedido por el Congreso general, 
que dispuso jurar la Constitución federal el domingo inmediato al día 
en que se recibiera. Para cumplir con esta disposición, se presentaron 

102  	 Ibid., pp. 187 y 191. El reglamento, ibid., t. IV, pp. 10-15.
103  	 Ibid., t. III, pp. 193-194.
104  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 20 de octubre de 1824, pp. 1-2.
105  	 Ibid., 22 de octubre de 1824, p. 1.
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ante la Asamblea local el vicegobernador Cumplido, los miembros del 
Supremo Tribunal de Justicia y los diputados.106 

En la del 18 de octubre se dio primera lectura a la proposición 
de los diputados Vélez, Huerta, Sánchez, el doctor Gil, Mendoza, 
Sanromán, Ríos y el licenciado Gil, relativa a que las siguientes legis-
laturas estatales abrieran sus sesiones el 1.º de septiembre, pero que 
por única vez se permitiera al Congreso Constitucional reunirse el 1 
de febrero de 1825. Sánchez agregó que era muy conveniente que la 
Legislatura, aparte de elaborar la Constitución, preparara los regla-
mentos principales de la administración de justicia y de los gobiernos 
económico, político y de hacienda en los tres meses que faltaban de esta 
fecha a febrero, con el fin de colocar a Jalisco en la senda constitucio-
nal.107 Se puede notar la fe que depositaron los primeros republicanos 
en las constituciones al señalar que con estos códigos se iniciaba una 
era de gloria, vigor y prosperidad que borrarían los vestigios de los 
males anteriores.108

En el funcionamiento del Congreso también puede observarse una 
formalidad y apego a los reglamentos y protocolos establecidos. Uno 
de los tantos casos se presentó cuando el diputado Ignacio Navarrete 
regresó de La Barca, a quien se le había concedido una licencia para 
ausentarse temporalmente. Como a su retorno ya se había promulga-
do la Constitución federal del 4 de octubre, se le obligó a prestar el 
juramento respectivo antes de volver a ocupar su curul.109 

Algunos artículos constitucionales aprobados por el Pleno del Congreso 
fueron revisados de nuevo cuando algún diputado planteó dudas, lo que 
dio lugar a que se volviera a corregir, agregar o quitar algo de su contenido 
original. En la sesión del 3 de noviembre, la Comisión de Constitución 
presentó 102 artículos que ya estaban aprobados parcialmente, pero como 
habían sido modificados, el presidente, Santiago Guzmán, expuso que 
ya se autorizara su redacción definitiva, a reserva de aquellos que ha-
bían sido reformados en cuestiones sustanciales. Otros artículos fueron 

106  	 Diarios de las sesiones, t. III, pp. 201-202.
107  	 Ibid., p. 215.
108  	 El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 22 y 25 de octubre de 1824, p.  1 y 4, 
respectivamente.
109  	 Diarios de las sesiones, t. III, p. 245.



129

Jaime Olveda

reacomodados, por ejemplo, el 6, que daba facultad al gobierno civil de 
costear los gastos de culto; tuvo nueva redacción y se convirtió en el 7.110 
Al día siguiente se aprobaron del 63 al 89.111

En la sesión del 1.º de noviembre, el Congreso designó a los once 
magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y al fiscal: Pedro Vélez, José 
Domínguez, Juan José Flores Alatorre, Bernardo González Angulo, José 
María Anaya, Juan Gómez Navarrete, José Ignacio Salinas, José Antonio 
Méndez, Juan José Espinosa de los Monteros, José María Bocanegra y 
Francisco Azcárate, todos abogados, con excepción del primero, que tenía 
los grados de doctor y maestro; Juan Bautista Morales fue el fiscal.112

El 4 de noviembre el Congreso recibió veinte ejemplares del bando 29, 
publicado en Guadalajara, relativo a la convocatoria de la nueva asamblea 
legislativa.113 Los gobernadores de la Mitra, en cuanto recibieron las co-
pias de este documento, reiteraron su decisión de seguir defendiendo los 
derechos del clero.114 El día 6 se dio primera lectura a la proposición de los 
diputados Sánchez, Huerta, el licenciado Gil, Castillo y Aréchiga, en la 
que manifestaron que la Constitución del estado debía quedar concluida 
la siguiente semana, que su impresión no podía tardarse más de seis días, 
que fuera jurada por los tres poderes el 19 del mes en curso, y al día si-
guiente, por las demás autoridades y corporaciones. También solicitaron 
que la Comisión de Constitución presentara el ceremonial del juramento 
lo antes posible, y que avisara de todo esto al Gobierno.115 La comisión 
presentó el modo en que debía verificarse el juramento el 8 de ese mes.116

El mismo 6 de noviembre, la Asamblea constituyente suprimió el 
viejo consulado que había aglutinado a los poderosos comerciantes de 
Guadalajara, después de veintinueve años de existencia. Las causas que 
quedaron pendientes pasaron a los juzgados o tribunales ordinarios, y 
los caudales a la Tesorería general del estado.117

110  	 Ibid., pp. 254 y 257.
111  	 Ibid., pp. 258-259.
112  	 Ibid., pp. 249-252; El Iris de Jalisco, Guadalajara, Jalisco, 1 de noviembre de 1824, p. 4.
113  	 Diarios de las sesiones, t. III, p. 258.
114  	 Ibid., p. 267.
115  	 Ibid., pp. 265-266.
116  	 Ibid., p. 269.
117  	 Colección de los decretos, t. 1, pp. 289-290.
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Promulgación de la Constitución

Después del 8 de noviembre, todo se aceleró para que el juramento de la 
Constitución se llevara a cabo el día 19. Con tal propósito, el Congreso 
procedió a revisar los artículos faltantes, tarea que realizó en las sesiones 
del 8 y 10 de este mes. Este último día fue cuando concluyó su tarea 
iniciada el 20 de mayo, lo que significó casi seis meses de trabajo.118 El 
Cabildo eclesiástico, en un oficio que dirigió a esta asamblea, declaró 
no estar dentro del pacto social del estado ni dispuesto a jurar la obser-
vancia de la Constitución particular por el controvertido artículo 7.119

Conviene aclarar que el clero de la diócesis de Guadalajara no 
se opuso al establecimiento de la república, pero sí estuvo en contra 
del artículo 7 de la Constitución particular, por considerar que la 
Iglesia no podía quedar sujeta al gobierno civil. Por eso, el cabildo 
eclesiástico reiteró varias veces su decisión de no jurar el código 
constitucional. Pedro Vélez fue otro de los diputados que reprobó la 
conducta de los canónigos.120

En la sesión del 18 de noviembre, en medio de las protestas del 
Cabildo eclesiástico, se leyó y firmó la Constitución particular. En esta 
reunión estuvieron ausentes Juan N. Cumplido, por estar ejerciendo 
el cargo de vicegobernador; Esteban Huerta, por enfermedad; Diego 
Aranda, por licencia, y Anastasio Bustamante. El presidente de la 
Asamblea, Pedro Vélez, expresó, después de concluida la lectura, que 
ese día era histórico para Jalisco porque quedaban consolidados los ci-
mientos y las bases duraderas de su independencia, libertad y felicidad. 
El diputado destacó que la entidad no volvería a estar sujeta “al capricho 
y despotismo del tirano de aquella desgraciada nación [España] y de 
sus mandarines de México”. Este día, agregó, iba a “ser el primero de 
la existencia política de Jalisco, y en que sus habitantes [comenzaran] 
a disfrutar la dignidad y derechos del hombre”. Esta Constitución fue 
extensa: tuvo 272 artículos, más que la Carta Magna federal, formada 
por 171 artículos.

118  	 Diarios de las sesiones, t. III, pp. 269-275.
119  	 Ibid., p. 291.
120  	 Ibid., pp. 309-310.



131

Jaime Olveda

El Congreso constituyente sesionó 16 meses, del 14 de septiembre 
de 1823 –día de su instalación– al 24 de enero de 1825, fecha en que 
se disolvió; en ese tiempo celebró 265 sesiones ordinarias, 42 extraor-
dinarias y 180 secretas, para un total de 487 sesiones.
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“EL RUDO DISEÑO DE LOS TRABAJOS DE VUESTRO 
CONGRESO”. ZACATECAS, 1823-18241

Mariana Terán Fuentes 
(Universidad Autónoma de Zacatecas) 

Todos los esfuerzos han sido vanos hasta aquí, una vez que la suerte 
de los hombres no se mejora a pesar del progreso de las luces, 

del saber, de la ilustración. Así que, los conatos de un gobierno paternal 
y juicioso solo deben tener por objeto aproximarse lo más que fuere posible 

al bien, dejando las locas pretensiones de conseguir lo mejor.
Proyecto de Constitución política del estado de Zacatecas, pp. I-II.

En su exposición de motivos, los diputados constituyentes zacatecanos 
expresaron que su compromiso consistía en formar un bosquejo que 
podría representar un inmenso cuadro, aquel que definiera las relaciones 
entre los poderes públicos, la soberanía estatal, la delegación de soberanía 
al Congreso general, la integración de su territorio, los derechos y obliga-
ciones de los ciudadanos zacatecanos. Prevalecía la idea de inmensidad. 
El prejuicio era latente y se expresaba en prensa y folletería: las sociedades 
americanas serían incapaces de abarcar lo inmenso, aunque fuera para 
imaginar un bosquejo. La pregunta fue cómo los diputados del primer 
Congreso Constituyente del estado de Zacatecas trazaron el cuadro, 
cuáles sus dimensiones, cuáles sus piezas. Cómo, en medio de amplios 
debates por las formas de gobierno, se propusieron proyectos republica-
nos federales en las distintas porciones de un Imperio mexicano que no 
terminaba por morir y en una república que no terminaba por nacer.

El ejercicio constituyente se concibió distinto a la idea anticipada 
por Montesquieu en la que “las naciones se constituyen una sola vez”. 

1   Agradezco la amable invitación a participar en el proyecto colectivo dedicado a los 
Congresos Constituyentes estatales de la primera república federal. De la misma manera, 
mi gratitud a los integrantes del seminario por sus valiosas críticas y recomendaciones.
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En su lugar, se propuso el eslabón de una cadena más amplia en la que 
descansara el peso de la experiencia histórica, en la cual el ejercicio de 
constituirse como una comunidad política recuperaría las experiencias 
pasadas para lograr un diseño constitucional que respondiera a sus cir-
cunstancias históricas, jurídicas y políticas. El constitucionalismo mexi-
cano de la década de 1820 recuperó, en ese sentido, el legado de la 
Constitución de Cádiz, pero propuso elementos de discontinuidad 
que hicieron de la primera experiencia republicana un corpus jurídico 
particular: de una concepción unitaria de la soberanía con residencia 
en la nación, a una concepción distributiva de la soberanía compar-
tida entre dos ámbitos, el federal y el provincial representado por las 
entidades federadas. 

La Constitución del estado libre y soberano de Zacatecas fijó el 
camino del bosquejo y no el cuadro concluido: “El pincel no es de un 
Apeles, es de vuestros representantes, de hombres que jamás lo habíais 
manejado en pinturas, cuyo emblema debe acomodarse al exquisito y 
delicado gusto de los que saben pensar, como al tosco y estragado de los 
que piensan sin saber”.2 El paso de independencia a monarquía mexi-
cana se interrumpió por la revolución de las provincias que llamaron a 
un nuevo congreso para definir una forma de gobierno que estuviera lo 
más alejada posible de emperadores, coronas y cortesanos como lo advir-
tiera Servando Teresa de Mier. La república federal se anticipó desde las 
provincias y terminó por acordarse en el Congreso Constituyente en los 
últimos meses de 1823 con la discusión de sus expresiones y posibilidades, 
así como los argumentos de correr sus riesgos. Una república integrada 
por provincias y no una república de individuos. 

Este capítulo tiene como propósito enmarcar a la Diputación 
Provincial en el ejercicio de facultades no concedidas, el momento de su 
disolución y el establecimiento del Congreso Constituyente de Zacatecas, 
caracterizar qué se entendió por entidad libre y soberana, por qué se 
anticiparon a la publicación del Acta constitutiva del 31 de enero de 
1824, cómo sus diputados constituyentes concibieron la integración 
de la provincia en una república federal, cuáles fueron las bases para su 

2 	  Exposición de motivos, Constitución política del estado libre de Zacatecas, en Galván, 
Colección, t. III, pp. 405-406.
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organización interna, qué significó jurar su instalación o jurar el Acta 
constitutiva de la federación. 

Parto de la idea de que en Zacatecas la Diputación Provincial –creada 
el 19 de marzo de 1822– fue reconocida suprema autoridad y desplazó 
tanto al Ayuntamiento de la capital como al control que los militares 
habían ejercido en los años de guerra de insurgencia. La Diputación 
representó una institución intermedia que fijó los principales debates y 
orientaciones en un tiempo corto pero trascendente: asumir la soberanía 
respecto a su territorio, posicionarse para ejercer facultades no solo admi-
nistrativas, sino políticas y legislativas. El resultado concretado en el ejercicio 
constituyente cobró una doble dimensión: por una parte, el desequilibrio 
del poder público descansando en el Congreso del estado el principal 
centro de decisión política, y por otra, su integración nacional mediante 
la incisiva observancia del cumplimiento de pactos mínimos para defen-
der su “porción de soberanía”. El planteamiento desde el universo de la 
cultura política en Zacatecas permite sostener, bajo la apreciación de un 
caleidoscopio regional –como se puede apreciar en el conjunto de capí-
tulos del volumen– la conformación de los federalismos en su primera 
expresión histórica republicana.

La labor legislativa de las Diputaciones Provinciales, 1823

El 17 de junio de 1823 los integrantes de la Diputación Provincial de 
Zacatecas declararon que el territorio se convertiría “en estado libre y 
federado con los demás que componen la grande nación mexicana y en 
consecuencia protestaban no reconocer ni admitir otra forma de go-
bierno que la de popular representativo federado”.3 La declaración en 
ningún sentido es menor: representa el acto de asumir la soberanía del 
territorio por parte del organismo provincial, el condicionamiento de 
que solo sería parte de una unidad política mayor si la forma de gobierno 
se circunscribiese a la republicana federal y la posibilidad de legislar su 
orden público interior. Diputaciones como la de Guadalajara lo habían 

3 	  “Declaratoria de la diputación provincial de Zacatecas”, 17 de junio de 1823, en 
Rojas, La Diputación, pp. 145-146. 
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exigido bajo una posición radical al pronunciarse, desde mayo de 1823, 
para desconocer los decretos y órdenes de los poderes generales si no se 
emitía una convocatoria para establecer un nuevo congreso constituyente; 
como lo analizó Olveda, Antonio J. Valdés, integrante de aquella diputa-
ción, advirtió que, de no publicarse la convocatoria, el movimiento por 
la república prendería de inmediato en otras provincias.4 

Antes de la publicación del Acta constitutiva de la federación, el 31 
de enero de 1824, las provincias de Oaxaca, Jalisco, Zacatecas y Yucatán 
instalaron sus Congresos Constituyentes, asunto que fue visto con la 
mayor preocupación por las autoridades del gobierno general por favo-
recer la anarquía y la desunión entre las provincias. Las respuestas de 
las Diputaciones al Plan de Casa Mata (1.º de febrero de 1823) fueron 
en su mayoría para ofrecer su adhesión, pero cobraron distintos mati-
ces derivado de pugnas institucionales, las distintas posiciones políticas 
para formar una república federal y la decisión de instalar sus propios 
Congresos Constituyentes. La anticipación de las cuatro provincias a 
la formulación jurídica del Acta de 1824 se leyó por otras como una 
provocación y un acto de radicalización que tendería a profundizar 
la desintegración territorial. Otras, como Guanajuato y Michoacán, 
con mayor cautela, esperaron a que las aguas se calmaran para instalar 
sus Constituyentes.

Como analizó Carlos Sánchez para el caso de Oaxaca, no fue la 
Diputación sino el Ayuntamiento capitalino, como representante del 
conjunto de la provincia, el que llevó la dirección para favorecer el es-
tablecimiento del sistema federal. En 1823 fue la primera provincia en 
crear una institución de transición con la creación de una junta provi-
sional gubernativa, el 24 de febrero, compuesta por representantes de la 
Diputación, del Ayuntamiento, del Clero y del Ejército, la manera en 
que se reunió pudo obedecer a la necesidad de contener el poder que la 
Diputación podría alcanzar. En Yucatán, en cambio, la Diputación y 
el Ayuntamiento de Mérida analizaron en conjunto la viabilidad de 
crear una junta provisional gubernativa con fines administrativos y 
convocantes para elegir diputados al Congreso Constituyente; la Junta 

4 	  Olveda, Autonomía, p. 94. Sobre la Diputación Provincial de Guadalajara en tiempos 
de la consumación de la Independencia, véase Rodríguez, Rey, 2003.
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informó a las autoridades del gobierno general haberse instalado y dio 
a conocer que Yucatán se constituiría a partir de entonces en república 
federada y autónoma.5 

Si bien las actas de sesiones de las Diputaciones Provinciales represen-
tan un invaluable material desde el cual se pueden seguir los procesos ins-
titucionales que transitaron hacia los Congresos Constituyentes, existen 
otros documentos que dan cuenta del tránsito político, como los planes 
de gobierno provisional elaborados por las Diputaciones.6 Recupero los 
de Jalisco y Oaxaca porque fueron sustento para el diseño del reglamento 
zacatecano. Lo anterior permite suponer tres rasgos que adquirieron las 
Diputaciones: apegándose al marco jurídico gaditano (artículo 324-337), 
fueron cuerpos administrativos de los recursos para la prosperidad de 
sus provincias, en la crisis del Imperio mexicano, la mayoría asumió el 
control político de su territorio que derivó a partir del llamado de Casa 
Mata, en el reconocimiento del estado de naturaleza y la posibilidad de 
promover sus ejercicios legislativos para anunciar y sostener la forma de 
gobierno republicana federal, constituyendo a sus territorios en unida-
des políticas.7 Los dos últimos campos de intervención, el político y 
el legislativo, no se tomaron en cuenta en la Constitución gaditana; el 
Plan de Casa Mata, en su artículo 10, solo reconoció en las Diputaciones 
facultades para la administración de gobierno, pero no legislativas.8 La 
revolución de las provincias llamó, en la efervescencia de 1823, a tener 
injerencia en la administración, a definir su jurisdicción territorial, a 
marcar la distribución del poder público, su forma de gobierno y el diseño 
de sus primeros textos normativos. 

El plan de gobierno provisional del nuevo estado de Jalisco, publicado 
el 21 de junio de 1823, tuvo como principios el reconocimiento de que la 

5 	  Zuleta, “Raíces…”, pp. 167-168.
6 	  Para el caso de la Nueva España y su transición a república federal, se cuenta con 
estudios introductorios realizados por especialistas, la transcripción de las actas de se-
siones de las diputaciones provinciales y los índices de las diputaciones de Yucatán, San 
Luis Potosí, Guanajuato, Nueva Galicia, Provincias Internas de Occidente, Tlaxcala, 
Zacatecas, Nueva España, México, Durango. El conjunto fue iniciativa del Instituto 
Mora, siendo sus directores Hira de Gortati y Luis Jáuregui. 
7 	  De Gortari, “La organización…”, p. 56.
8 	  Zuleta, “Raíces…”, p. 166.
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provincia de Guadalajara se convertiría en el estado de Jalisco, integrada 
por veintiocho partidos (artículo 2). Su artículo 3 definió el carácter de la 
nueva entidad territorial: libre, independiente y soberana; sin embargo, en 
su Constitución particular de 1824, las separó: libertad e independencia 
de los demás estados de la federación (artículo 1), soberanía respecto a su 
administración interna (artículo 2), y el compromiso con el pacto federal 
se estableció delegando sus facultades y derechos al Congreso general 
en los asuntos competentes a la federación (artículo 3).9 La Diputación 
Provincial estableció que el estado sería el único facultado para redac-
tar su Constitución y arreglar con el resto de los estados las relaciones 
“de fraternidad y confederación” (artículos 3 y 6). El compromiso que 
tendría la Diputación Provincial sería emitir la convocaría a elecciones 
para diputados al Congreso provincial constituyente y, hasta en tanto 
rindiera protesta, se mantendría como cuerpo legislativo. El jefe polí-
tico sería el gobernador y el poder judicial recaería en los tribunales, 
descansando la última instancia en la Audiencia. Los derechos impres-
criptibles de libertad, seguridad, igualdad y propiedad de sus ciudadanos 
serían protegidos por las autoridades del estado, y a cambio tendrían 
que cumplir con el respeto y obediencia a las autoridades constituidas y 
contribuir con los gastos cuando así se considerara necesario. La nueva 
entidad sería gobernada por la Constitución de 1812 “en todo aquello 
que no pugne con el presente plan”. Se advirtió a todo aquel que no 
reconociera el plan de gobierno provisional, que perdería el derecho de 
residencia en su territorio. Los integrantes de la Diputación acordaron 
celebrar tan memorable acto en la iglesia catedral, acompañados por las 
corporaciones eclesiásticas, civiles y militares, “a la festividad de Nuestra 
Señora de Zapopan, Generala y Protectora universal del Estado libre de 
Jalisco”.10 A su término, acudirían al salón del palacio y desde ahí se daría 
lectura al plan de gobierno provisional:

Jaliscienses: es necesario repetirlo. Vuestra suerte está decidida. Habéis acre-
ditado que sabéis reclamar vuestros derechos. Están ya cumplidos vuestros 
votos. Ya estáis erigidos en estado libre e independiente. Vuestra diputación 

9 	  Constitución política del estado libre de Jalisco, en Galván, Colección, t. III, p. 264.
10  	 “Plan de gobierno…”, pp. 123-124.
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provincial os presenta el Plan de gobierno que debe regiros, mientras voso-
tros mismos formáis la constitución particular del estado.11 

El Congreso del estado de Oaxaca diseñó las bases provisionales para su 
gobierno, definió, como así lo hizo Jalisco en el artículo 4 de su plan, que 
la única religión tolerada sería la católica, el nombre de estado sustituyó 
al de provincia bajo la denominación “Estado libre de Oaxaca”, integrado 
por veinte partidos. Sus relaciones respecto a las otras entidades serían de 
“fraternidad, amistad y confederación”. A diferencia de Jalisco, reconoció 
como centro político de unión a la capital de México, en donde residían 
el Congreso (solo en su carácter de convocante) y el Poder Ejecutivo. El 
orden jurídico emanado del Congreso general en lo que correspondiese a 
la federación sería obedecido, pero guardaría su decisión de suspenderlo o 
aplicarlo respecto a lo normado para el territorio oaxaqueño. Se manten-
dría vigente la legislación española siempre y cuando no fuera contraria 
a la independencia y a la república federada.12 Para Carlos Sánchez, la 
Junta Provisional marcó el fin del momento iturbidista y el principio de 
la lucha por establecer la forma republicana federal;13 la misma reflexión 
tiene valor para Zacatecas.

El “Reglamento para el gobierno provincial del estado libre de 
Zacatecas” fue elaborado por los integrantes de su Diputación en julio 
de 1823. En su primer artículo, declaró que el estado de Zacatecas era 
soberano de sí mismo sin guardar ninguna dependencia con los demás 
de la nación más que en lo que compitiese al bien general. El entendi-
miento de la soberanía radicaba en su derecho de formar su Constitución 
particular y promover su felicidad, sin menoscabo de la unidad nacional. 
La Diputación convocaría a elecciones para integrar el cuerpo legislativo 
constituyente. El reglamento definió los derechos y obligaciones de los ha-
bitantes, la integración del territorio en ocho partidos con Aguascalientes, 
Fresnillo, Juchipila, Mazapil, Nieves, Sombrerete, Pinos y Zacatecas. 
Al igual que el plan provisional de Jalisco, en su artículo 8 se estableció 

11  	 Proclamación del estado libre y soberano de Jalisco, Luis Quintanar, junio de 1823.
12  	 El comandante general Antonio de León citó a los integrantes de la Junta Provisional 
Gubernativa el 1.º de junio de 1823 para sostener para la entidad un gobierno republica-
no federado (Jiménez, Antonio de León…, p. 175).
13  	 Sánchez, “La consumación…”, p. 442.
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que mientras se reuniese el Congreso Constituyente, se observaría la 
Constitución de 1812 y se mantendrían vigentes las leyes publicadas en 
22 de junio de 1823. La Diputación, entre tanto, sería la responsable 
de la administración de los asuntos gubernativos y económicos, y pu-
blicaría las “providencias necesarias, y al efecto deberán entenderse en 
último recurso las autoridades y corporaciones del estado”. Como el 
plan de Jalisco, no reconoció centro político en la ciudad de México.

A diferencia del plan de Jalisco, la Diputación zacatecana determinó 
que una junta provisional gobernadora –integrada por el jefe político, 
licenciado Domingo Velázquez; el comandante general Pedro de Iriarte 
y el comandante de la plaza de Zacatecas, Juan Peredo– daría cuerpo al 
poder ejecutivo y que caería bajo su responsabilidad la conservación del 
orden interior y exterior. Los asuntos contenciosos dejarían de resolverse en 
última instancia en la Audiencia de Guadalajara para atenderse de manera 
exclusiva por parte de juzgados ordinarios y especiales de la entidad. El 
reglamento sería circulado para conocimiento de los habitantes del estado, 
y si alguno no estuviera de acuerdo en acatarlo, tendría que trasladarse a 
otra provincia.14 Los integrantes de la Diputación decidieron no promover 
elección de nuevos integrantes del órgano provincial, sino que se estos man-
tendrían en funciones hasta que se instalara el Congreso Constituyente, 
“quien determinará si debe cesar o continuar y en qué términos”.15

Los primeros documentos normativos circularon entre las Diputaciones. 
La de Zacatecas recibió el plan de Jalisco y las bases de Oaxaca en julio 
de 1823. El dato es relevante porque se trata de dar a conocer cómo se 
fueron constituyendo las provincias en entidades en un tiempo en que 
el llamado Plan de Casa Mata las reconoció como autoridades supremas 
para convocar a un congreso constituyente de carácter nacional; y por 
otro lado, las reglamentaciones sirvieron de base para formular las propias. 
El radio de circulación operó, en ese momento, en el contexto regional, 

14  	 AHEZ, fondo Poder legislativo, serie Leyes, Decretos y Reglamentos, 18 de julio de 
1823, “Reglamento para el gobierno provincial del Estado libre de Zacatecas”. Fue fir-
mado por el jefe político Domingo Velázquez, el intendente Manuel de Oribe y Novales, 
Mariano de Iriarte, Juan José Román, José María Elías, José Francisco de Arrieta, 
Mariano Moreno, Mariano del Castillo y Santos Vélez. Sobre la trayectoria del licenciado 
Domingo Velázquez, véase Terán, “De cántaros…”, pp. 339-367.
15  	 Id.
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y más tarde, los acuerdos con el gobierno general se definieron en pactos 
informales, como los Tratados de Lagos entre el Poder Ejecutivo federal 
con Pedro Celestino Negrete y Nicolás Bravo y los comisionados enviados 
por las Diputaciones de Jalisco y Zacatecas, o después, con los acuerdos 
de El Carrizal celebrados con representantes de la provincia oaxaqueña.16 

El momento era altamente significativo, o así lo consideraron los 
zacatecanos. La provincia estaba en libertad para darse su propio orden 
y afianzar los lazos con las “provincias hermanas”. La idea de provincias 
hermanas radicaba en el convencimiento, tal como lo afirmó Antonio 
de León desde Oaxaca,17 de que “ninguna era superior a otra”, y la for-
mación de un pacto para edificar una nación dependía de la voluntad 
de cada una de ellas en una relación horizontal, una al lado de otra, 
respondiendo a sus intereses particulares, como recordaron los diputados. 

Las actas de sesiones de la Diputación dan cuenta de dos campos de 
intervención: el primero, administrativo, asociado al conjunto de relaciones 
con los Ayuntamientos constitucionales sobre la organización municipal 
a través de la aprobación o rechazo de contribuciones, iniciativas para 
construcción o mejora de edificios públicos, caminos, escuelas de primeras 
letras, alumbrado, tierras comunales, límites territoriales; el segundo aten-
día el campo político con el respaldo al emperador Agustín de Iturbide, 
la adhesión a Casa Mata, el reconocimiento de representar la máxima 
autoridad de la provincia, las comunicaciones con otras diputaciones para 
acordar definiciones en torno a la forma de gobierno o las relaciones que se 
guardarían a partir de entonces con las autoridades del gobierno general. 
Las Diputaciones fueron efectivo contrapeso y confirmación del lugar que 
tuvieron las regiones en el tránsito al orden republicano.18 

El pacto informal: los Tratados de Lagos

Es en este contexto en el que destaco las últimas tareas de la Diputación 
zacatecana; me refiero a los asuntos que se trataron entre julio de 1823, 

16  	 Sánchez, “El establecimiento…”, p. 245.
17  	 Ibid., p. 241.
18  	 Véase Terán y Chust, La revolución…, 2024.
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cuando se acordó su reglamento para el gobierno provisional, y el 18 de 
octubre, en que se dieron por concluidas sus funciones. El reglamento 
fue enviado a los órganos municipales para su conocimiento, y a partir 
de entonces, la provincia dejó de ser llamada como tal y en su lugar 
se asentó en actas la denominación de estado de Zacatecas. El libro 
de sesiones da cuenta de la fórmula adoptada para recibir a los nuevos 
representantes de la Diputación ante la imposibilidad de continuar en 
funciones por enfermedad de alguno de sus integrantes: “¿Juráis a Dios 
Nuestro Señor cumplir bien y fielmente con el ministerio que se os 
ha encomendado, guardando y haciendo las bases de federación de 
este estado y las leyes que le gobiernan?”.19

Las miras de la Diputación se concentraron en el momento de la 
instalación del Congreso provincial y a definir en el terreno de los hechos 
su relación con las autoridades del gobierno general, en ningún sentido 
de obediencia, sino en el establecimiento voluntario de un pacto. Acordó 
la compra de la imprenta de José María Ramos Palomera, que sería utili-
zada por la Diputación y el Congreso Constituyente para dar a conocer 
órdenes, leyes y decretos que circularan entre la población zacatecana. 
El edificio en el que se albergarían las sesiones del primer Congreso 
Constituyente sería el palacio del poderoso minero Manuel de Rétegui, 
considerado para su adquisición en cuarenta mil pesos. La Diputación 
otorgó un primer pago por dieciséis mil y mantendría su compromiso 
para cubrir su deuda una vez constituida la entidad. 

Entre la compra de la imprenta y la adquisición y acondicionamiento 
del palacio de Rétegui, la Diputación mantuvo una tensa comunicación 
con las autoridades del gobierno general cuando recibió un oficio del 
intendente interino Manuel de Orive y Novales para notificar que el 
comandante general de San Luis Potosí, el brigadier José Armijo, contaba 
en su poder con la transcripción de la orden de Nicolás Bravo de que 
la Diputación zacatecana otorgara veinticinco mil pesos para los gastos 
de mantenimiento de su tropa. Armijo se encontraba en la hacienda de 
Espíritu Santo, y su arribo a Zacatecas era cuestión de días. Los acuerdos 
de la villa de Lagos entre los comisionados de las Diputaciones de Zacatecas 
y Jalisco con los representantes de Pedro Celestino Negrete y Nicolás 

19  	 Rojas, La Diputación…, p. 156, sesión del 12 de agosto de 1823.
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Bravo20 se habían firmado para establecer una soberanía compartida, en 
la que las autoridades provinciales reconocerían a las autoridades generales, 
así como la instalación del Congreso Constituyente nacional, y aquellas 
respetarían la determinación de las autoridades provinciales para constituir 
sus estados siempre y cuando no alteraran el bien general. 

[Y] aunque se dice que las Diputaciones Provinciales se consideran como 
Congresos provinciales, ni lo son realmente ni se pueden comparar a las 
legislaturas particulares que deben tener los estados federados; y tampoco 
se debe temer que con la creación de aquellos Congresos sobrevengan las 
discordias que se indican, puesto que los mismos Congresos provinciales 
deben sujetarse al congreso general en todo lo que tenga relación al bien 
general de la Nación […] no se dudará ya de la rectitud y justicia de los 
procedimientos de Jalisco y Zacatecas que se verá también que jamás han 
pensado en separarse del centro de unión que tienen reconocido, que tam-
poco han tratado de impedir la reunión del futuro congreso constituyente 
de la Nación […] que si insisten en la formación de sus Congresos provin-
ciales y en la observancia de sus reglamentos de gobierno provisionales, es 
por el derecho incontestable con que se hallan tanto estos estados como los 
demás del Anáhuac para constituirse en la forma que mejor les acomode y 
establecer su gobierno particular, con tal que no perjudique a los intereses 
generales de la Nación.21 

Los tratados establecieron que los estados participarían con sus recur-
sos económicos de los gastos generales de la nación para preservar la 
independencia y libertad (artículo 3). Las provincias acatarían las pro-
videncias del gobierno general en todo lo que no se opusiera a la forma 

20  	 En representación de Bravo y Negrete, firmaron José Domínguez y los coroneles Mariano 
Villaurrutia y Juan Domínguez. Por Jalisco, Luis Quintanar, Pedro Vélez y Cayetano 
Portugal. Por Zacatecas, el coronel Pedro Iriarte, comandante general, y dos integrantes de 
la Diputación Provincial: Juan José Román y Santos Vélez. El documento se encuentra en 
AGN, Gobernación, sin sección, caja 43, exp. 44, “Correspondencia de Nicolás Bravo con 
Luis Quintanar, jefe político y capital general de Jalisco, en el que se tratan los asuntos de 
la proclamación de la república federal en Jalisco y Zacatecas”, julio-septiembre de 1823. 
Agradezco a Alicia Hernández Chávez el remitirme una copia manuscrita. 
21  	 Loc. cit. Redacción original.
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de gobierno republicana y federal (artículo 4). El Congreso no podría 
constituir otra forma de gobierno que no fuera la mencionada, “conforme 
a la voluntad general, que no debe contrariarse” (artículo 5). Este pacto 
informal, después recuperado en los Acuerdos del Carrizal, en Oaxaca, 
fue el antecedente del artículo 5 del Acta constitutiva de enero de 1824. 
Se reconoció a los Congresos provinciales de Jalisco y Zacatecas para 
formar sus Constituciones particulares, y al mismo tiempo tendrían 
que guardar obediencia a las bases de la federación y a la Constitución 
general (artículo 8). Quedó sellado el compromiso de retirar las tropas 
del ejército regular de los dos estados. 

Ante la solicitud de apoyo del brigadier Armijo, la decisión tomada 
por la Diputación fue enviar una comisión encabezada por los regidores 
Mariano Moreno y Mariano del Castillo a la hacienda de Espíritu Santo, 
para informarle que ya se habían acordado las bases en la villa de Lagos, 
en las que se ponía fin a las tensiones entre el Gobierno general y los pro-
vinciales, y se acordaba el retiro de las tropas del ejército de los territorios 
de Jalisco y Zacatecas. No se le podría conceder a Armijo tal cantidad; 
serían suficientes ocho mil pesos “como obsequio de la hospitalidad y 
fraternidad”,22 en aras de cumplir con el artículo 3 de los Tratados de 
Lagos. El avance de Armijo a Zacatecas fue considerado un atentado a 
una provincia soberana. Determinaron hacerle llegar una copia de los 
Tratados de Lagos. La respuesta de Armijo fue que tenía orden expresa 
de Nicolás Bravo de entrar a la capital zacatecana con el fin de disolver 
su congreso provincial. Los representantes de la Diputación confirma-
ron su resolución: otorgar ocho mil pesos como acto de “fraternidad” e 
informar a los que participaron con su firma en los Tratados de Lagos 
de la amenazante situación. El resultado de las reuniones que se tuvieron 
con Armijo fue que tendría que emprender su retirada por órdenes de 
Bravo, en tanto los provinciales de Zacatecas se aseguraron de enviar 
estas comunicaciones a Luis Quintanar. La insistencia de Armijo pudo 
poner en riesgo los propósitos de los Tratados de Lagos. Para asegurar 
su posición, la Diputación zacatecana haría llegar los Tratados a las 
Diputaciones de Durango, Coahuila, Monterrey, Chihuahua, Sonora 

22  	 Rojas, La Diputación…, p. 161, sesión del 15 de agosto de 1823.
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y a los Ayuntamientos de la provincia.23 La Diputación confirmó que 
colaboraría con las autoridades del gobierno general si así se consideraba 
oportuno, pero mientras se valorara cualquier rasgo de hostilidad, pon-
dría freno a sus lazos de hospitalidad y fraternidad. Otra fue su actitud 
y decisión cuando recibieron el oficio del ministro de Guerra y Marina 
sobre la declaratoria de guerra a España y las acciones de San Juan de 
Ulúa. Sin haber solicitado apoyo a la Diputación, sus representantes 
por unanimidad ofrecieron diez mil pesos “y cuantos recursos y habi-
tantes tenga este estado para conservar la independencia de la nación 
mexicana”.24 Con estos casos, se comprobaba que apoyar y desestimar 
el respaldo a las órdenes enviadas por el gobierno general era decisión 
de la Diputación.

Atendiendo a la convocatoria del 27 de junio de 1823 “que dio 
Guadalajara y adopta este estado”, y a instancia de la Diputación 
Provincial, el 23 de septiembre se reunió la Junta de Electores para dar 
paso a la ceremonia de elección de los Constituyentes de Zacatecas. El 
presidente de la Junta preguntó en once ocasiones: “¿Alguno tiene que 
exponer queja sobre cohecho o soborno para que la elección recaiga en 
determinada persona?”.25 Ante el silencio como respuesta, resultaron 
electos los diputados propietarios y suplentes.26 El acta da fe de que 
la elección resultó del “acierto, tino y madurez con que se condujo la 
Junta, [que] en uso de su representación, encarga la instalación de este 
congreso”. Concluido el protocolo, pasaron a la parroquia a dar gracias.27 

23  	 Ibid., p. 178, sesión del 27 de agosto de 1823.
24  	 Ibid., p. 196, sesión del 9 de octubre de 1823.
25  	 Artículo 25 de la “Ley electoral muy detallada para los comicios de diputados al se-
gundo congreso constituyente de la nación”, en Derechos del pueblo…, vol. I, p. 363.
26  	 En el Anexo 2, la relación de diputados propietarios. Los cuatro diputados suplentes: 
Domingo del Castillo, Eusebio Gutiérrez, Licenciado José María García Rojas y Antonio 
Eugenio Gordoa.
27  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Comisión de Puntos Constitucionales, “Acta 
de elección del Congreso Constituyente de Zacatecas”, 23 de septiembre de 1823. 
Firmada por el presidente Domingo Velázquez, Manuel González Cosío, Juan Bautista 
de la Torre (escrutador), José Miguel Díaz de León, José Ramón Delgado, José Ma. de 
Ávila, José Antonio Méndez, José Miguel de Quijar, José Flores Alatorre, José Antonio 
González, Jorge Félix de Arellano, Juan Francisco de Unidano, José Felipe Arrieta, José 
de Jesús Vela, Antonio García, Francisco Javier de Mier y Terán, Manuel de Aranda, 
Ignacio Dávila, Juan de Dios Torre, Manuel Mena, Mariano Fuertes, José Antonio Soto, 
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Todo parecía indicar que había condiciones para instalar el Congreso 
Constituyente el 12 de octubre; sin embargo, aún no se concluían 
los arreglos al edificio de la casa de Manuel de Rétegui. Para evitar 
cualquier crítica de que los representantes del Congreso empezaran a 
cobrar sus dietas sin haberse instalado de manera solemne, se decidió 
aplazar la ceremonia al domingo 19 de octubre; mientras tanto, todos 
los días sesionarían en la sala de la diputación, “a tener sus conferencias 
o juntas preparatorias”. 

A los cuatro vientos se participaría de la ceremonia solemne de 
instalación del Congreso Provincial. El diputado Herrera propuso 
convidar a los integrantes del ayuntamiento para que a su vez exhor-
taran a los comisarios de los cuarteles de barrio y a las comunidades 
religiosas el adorno de puertas y ventanas, iluminación por tres días, 
repique general de campanas y salva de ordenanza. Había llegado 
la imprenta, la casa de Rétegui estaba acondicionada; el motivo se 
justificaba, tal como lo consideraron sus integrantes: “El objeto so-
berano que se celebra”.28 

“Ábrase la sesión”: la reglamentación de la vida interna 
del Congreso

Los diputados se dieron cita en el salón que ocupara hasta entonces la 
Diputación Provincial. El edificio dejó de llamarse palacio de Manuel de 
Rétegui, y a partir de entonces fue conocido como Casa del Estado Libre 
y Federado de Zacatecas. Al centro del salón se colocó una mesa con un 
crucifijo, dos ejemplares del reglamento del Congreso Constituyente y 
dos más de la Constitución de 1812. Del lado derecho del salón, colgaron 
un lienzo de la Virgen de Guadalupe, y frente a él, otro con la imagen de 
Nuestra Señora de los Zacatecas. Uno a uno, de rodillas, ante la fórmula 
leída por el diputado secretario, los representantes rindieron su juramento, 
colocando su mano derecha en los Santos Evangelios:

Leonardo Gutiérrez, Antonio Castrillón y el secretario Ignacio Gutiérrez de Velasco.
28  	 Ibid., p. 197, sesión del 18 de octubre de 1823.
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¿Juráis por Dios Nuestro Señor y los Santos Evangelios guardar y hacer 
guardar en este estado de Zacatecas la religión católica apostólica romana 
sin tolerancia de alguna otra?
Sí, juro.
¿Juráis constituir a este estado bajo el sistema de república federada, 
conforme a la voluntad general de los pueblos del estado?
Sí, juro.
¿Juráis observar, con arreglo a la misma voluntad general, la más estrecha 
unión y hermandad entre este estado y los demás del Anáhuac para 
sostener la independencia y libertad de la nación mexicana y promover 
su felicidad general?
Sí, juro.
¿Juráis desempeñar fiel y legalmente el cargo que se os ha conferido por 
los pueblos de este estado?
Sí, juro.
Pues si así lo hiciereis, Dios os lo premie, y si no, os lo demande.29

El Congreso Constituyente se integró por abogados, eclesiásticos y dos 
médicos; algunos tenían experiencia como regidores o tenientes letrados 
del ayuntamiento capital. El Cuadro 2 muestra a los que habían par-
ticipado como representantes en la Diputación Provincial: Domingo 
Velázquez, Juan José Román, Juan Francisco de Arrieta y José María 
Herrera, como diputados propietarios; Juan Bautista de la Torre y Juan 
Bautista Martínez, como suplentes. Conocían las dinámicas del órgano 
provincial y participaron de su actividad legislativa en la redacción del 
reglamento del gobierno provisional y en la reglamentación interna del 
Congreso Constituyente.

De quienes cuento con más información, son el licenciado Domingo 
Velázquez y el facultativo Pedro Ramírez: el primero había sido audi-
tor de marina en Veracruz, promotor fiscal de hacienda, en los años 
de la guerra de insurgencia, cuando estuvo al frente de la provincia el 

29  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Actas de Sesiones, Libro de actas de sesio-
nes del Congreso Constituyente de Zacatecas (LASCCZ), “Juramento del diputado 
Domingo Castillo”, 30 de abril de 1824. Al respecto, véase Terán, “El acto soberano…”, 
pp. 211-241.
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intendente interino Miguel Rivera; fue alcalde ordinario de segundo 
voto y comisionado de maíces, integrante del primer Ayuntamiento 
constitucional de Zacatecas en 1813. Cuando la provincia estuvo bajo el 
mando de las fuerzas realistas con el comandante Juan Manuel Ochoa, 
lo designó capitán de infantería del batallón Leales Zacatecanos; parti-
cipó en la sumaria por infidencia contra fray Antonio de la Luz Gálvez; 

fue teniente letrado, intendente interino y jefe político en 1822; inte-
grante de la Junta Provisional Gobernadora en 1823-1824; gobernador 
interino en 1825; teniente gobernador en 1828; miembro de la Junta 
Departamental de Zacatecas en 1837.30 Pedro Ramírez fue bachiller 
facultativo, participó con su firma en una representación realizada por la 
elite económica y política zacatecana en la que se manifestaba el agrado 
que causó en la provincia el arresto de José de Iturrigaray en 1808; atendió 
al insurgente Víctor Rosales cuando enfermó en prisión. Ramírez fue 
regidor del Ayuntamiento constitucional de Zacatecas en 1820, por lo 
que estuvo directamente vinculado en la organización de comicios para 
representantes, y en 1824 fue comandante de la milicia cívica; ocupó la 
presidencia del Congreso Constituyente en enero de 1824. Después de 
su participación en el Congreso, sería diputado en la segunda y cuarta 
legislaturas ordinarias del Congreso estatal.

El proyecto de reglamento del Congreso Constituyente lo presentó 
Juan Bautista de la Torre el 27 de octubre de 1823, con el fin de que sus 
integrantes tuvieran un solo “sistema de organización […] cree el que 
suscribe que si se adopta este plan, que podrá detallarse más en la discu-
sión, se conseguiría sin duda el que el curso de los asuntos que forman 
la administración pública marche con expedición, orden y método”.31 
Su propósito: formar la Constitución particular del estado de Zacatecas, 
para lo cual, desde su instalación, se nombraría una comisión compuesta 
por un individuo de cada una de las otras comisiones para que dedicaran 
dos días de la semana al proyecto de constitución. Uno de los elementos 
de continuidad con la Diputación Provincial fue que debería seguir 

30  	 Terán, “De cántaros…”, pp. 348-349.
31  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Leyes, Decretos y Reglamentos, “Proyecto de 
reglamento interno del Congreso Constituyente de Zacatecas”, presentado por Juan 
Bautista de la Torre, 27 de octubre de 1823.
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atendiendo los asuntos de la vida pública del estado, pero organizados 
en los cuatro ramos, por lo que propuso que el Congreso se formara por 
comisiones permanentes de Gobierno, Hacienda, Justicia y Milicia, cada 
una integrada por dos diputados que tuvieran conocimiento o experiencia 
en la materia. No recomendaba formar comisiones especiales, a menos 
que así lo exigieran las circunstancias; en su lugar, proponía que las per-
manentes atendieran de manera directa los asuntos turnados y que fuesen 
registrados en un libro de gobierno donde se asentara el nombre de los 
diputados de la comisión, la “razón exacta de los expedientes”, los días 
de discusión y de elaboración de su “informe”. En cualquier momento, 
y sin la intervención de otra autoridad, las comisiones podrían solicitar, 
por medio de sus secretarios, documentos al Gobierno, a los tribunales, 
a las oficinas de administración o a las distintas corporaciones para la 
elaboración detenida de sus dictámenes. Estarían obligadas a informar de 
los avances de sus trabajos ante el Pleno para que, en común, se pudieran 
resolver faltantes de información. Las comisiones sesionarían todos los 
días de cuatro a ocho de la noche con el fin de cumplir con la elabora-
ción de su dictamen, dar paso a la sesión pública en la que se presentara 
y se argumentara en pro o en contra. Los expedientes de cada comisión 
pasarían al archivo del Congreso.

No se aprobó el proyecto de reglamento de Juan Bautista de la Torre, 
pero sirvió de antecedente. Entre el proyecto y el decreto con el regla-
mento aprobado, el Congreso publicó el decreto del 28 de octubre, en 
el que se confirmaban todas las autoridades del estado y se observarían 
“con exactitud en todo el estado, las leyes comunes constitucionales de 
España y particulares de la nación que se hallaban vigentes a tiempo 
de declararse esta provincia en estado libre federado y posteriores, en lo 
que no pugne con el referido sistema y mientras otras no fueren dictadas 
por el Congreso”.32

Fueron los diputados Pedro Ramírez y Mariano Fuertes de Sierra 
quienes redactaron el reglamento con el que se organizó la vida interna 
del constituyente. La Casa del Estado Libre Federado de Zacatecas contó 

32  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Leyes, Decretos y Reglamentos, “Decreto del 
Congreso Constituyente para conservar autoridades y las leyes de España”, 28 de octu-
bre de 1823.
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con salón, secretaría, biblioteca, sala de comisiones, sala de desahogo y 
habitaciones para subalternos. En la sala de sesiones, al término de las 
gradas, se instaló una mesa para que escribieran sus proposiciones; una 
balaustrada serviría para que los generales de otros estados, el secretario 
de Gobierno o personal de similar rango pudieran escuchar la sesión. 
Desde un principio se previó el servicio de un taquígrafo.

Cada dos meses se elegirían presidente y vicepresidente del Congreso, 
por escrutinio secreto. Su voto no sería decisivo, sino tendría el mismo 
peso que el resto de los diputados. El tratamiento sería de “ciudadano 
presidente del Congreso”. Su función consistiría en abrir las sesiones, 
mantener el orden, imponer silencio, recuperar el tema si es que la dis-
cusión se desviara, dar la palabra, anunciar los asuntos de la siguiente 
sesión, convocar a sesión extraordinaria. Si alguno de los diputados no 
entrara al orden, el presidente podría multarlo con seis pesos “aplicables 
a la humanidad doliente”. Las ausencias del presidente serían cubiertas 
por el vicepresidente, con las mismas facultades.

Se propusieron dos secretarios elegidos por el mismo método. Llevarían 
las actas de las sesiones bajo una exposición clara y sencilla, “evitando toda 
calificación sobre lo que hubieren vertido los diputados”. Entre otras tareas, 
se les encomendó la transcripción de las sesiones firmadas por el presidente y 
secretarios, enterar al Pleno sobre las comunicaciones del Gobierno y dictá-
menes de las comisiones, con excepción de cuando alguno de los diputados 
lo quisiera exponer por sí mismo; acompañarían a los nuevos diputados a 
rendir su juramento y serían los responsables de llevar los actos solemnes 
con el “decoro correspondiente”; extenderían y firmarían las órdenes y 
decretos para turnarlos a la Secretaría del Gobierno.

Puntualidad, decoro, silencio, respeto, compostura fueron algunas 
consideraciones para la actuación de los diputados. El reglamento fue 
claro al respecto: su artículo 34 señaló que “no turbarán el orden ni ten-
drán contestaciones privadas que impidan oír al que hable, ni tomarán 
la palabra interrumpiendo a otro”, en tanto que el artículo 64 prescribió: 
“No se permitirá que ningún diputado vierta expresión alguna ofensiva 
o malsonante contra otro diputado, y el que lo hiciere estará obligado a 
satisfacer al Congreso y al diputado ofendido”.33 En cuanto a las ausen-

33  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Leyes, Decretos y Reglamentos, “Reglamento 
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cias y sus causas, no podrían sesionar para la formación de leyes en caso 
de que faltaran dos de ellos. No asistirían con capa, pero sí con decoro, 
y en caso de participar en funciones públicas, usarían casaca negra. 

Se consideró la formación de un tribunal especial del propio Congreso 
para juzgar sus causas criminales, el diputado expondría de palabra o 
por escrito su declaración, el Congreso determinaría si hubiese lugar a 
la formación de la causa y se nombraría al tribunal siguiendo la Ley del 
3 de octubre de 1812. Se previó la situación de enfermedad y muerte: en 
el primer caso, se informarían de la situación para cubrir los gastos, y en 
el segundo, se mandaría imprimir su esquela “para el convite del funeral 
a nombre del presidente” (sic).

Las sesiones ordinarias se declararían abiertas por el presidente a 
las diez de la mañana los lunes, miércoles y viernes, con una duración 
de tres horas. Si el caso lo exigiere, se declararía sesión permanente. Se 
iniciarían con la lectura del acta, se comunicarían los oficios remitidos 
por el Gobierno, los memoriales de los particulares, las proposiciones de 
los diputados para dar paso al debate. El público guardaría silencio sin 
perturbar el orden en ningún momento. A consideración del presidente, 
secretarios, algún diputado en lo particular o cuando el Gobierno an-
ticipara que el asunto debería tratarse con la reserva debida, se citaría a 
sesión secreta. En caso de que fuese el Gobierno quien así lo solicitara, 
enviaría al secretario de despacho para informar.

A diferencia del proyecto de Juan Bautista de la Torre, se propusieron 
varias comisiones: Constitución, Gobierno, Hacienda, Justicia, Milicia, 
Policía, Gobierno Interior del Congreso, en la que descansaría la respon-
sabilidad de imprimir actas, informes y proyectos de ley. Buscarían la 
mayor información posible que sirviera de antecedente para comprender 
el asunto que tratar. Elaborarían su dictamen con “proposiciones simples 
para que puedan votarse”. Los que no pertenecieran a alguna comisión, 
podrían asistir al debate sin derecho a voto. Cuando algún diputado pre-
sentara una proposición, debería ser por escrito exponiendo sus razones; 

interior del Congreso Constituyente de Zacatecas”, 7 de noviembre de 1823. Comprende 
quince capítulos: edificio, presidente y vicepresidente, secretarios, diputados, sesiones, 
Comisiones, proposiciones y discusiones, votaciones, decretos, del modo de exigir la res-
ponsabilidad al gobernador del estado, ceremonial de recepción del gobernador, gobierno 
interior de la Casa de Estado, Secretaría del Congreso, Guardia y Tesorería.
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se leería en dos sesiones; de ser admitida por el Pleno, se turnaría a la 
comisión específica. El dictamen y la proposición que lo motivó se leerían 
por uno de los integrantes de la comisión “para aclarar la materia, dar 
idea de los fundamentos del dictamen”. Concluida la lectura, vendría 
la discusión por parte del Pleno, cuando todos hubiesen participado, el 
presidente preguntaría a la Sala si se consideraba suficientemente discu-
tido; en caso negativo, se repetiría la lectura dos días después y volvería a 
preguntar. Se establecieron tres métodos de votación: los que aprobaran 
se pondrían de pie en tanto que los que reprobaran se mantendrían sen-
tados, por votación nominal y por escrutinio, acercándose al secretario 
y presidente o con cédulas escritas depositadas en una caja. Una propo-
sición o dictamen se aprobaría por mayoría absoluta de votos; en caso de 
empate, se pasaría a una siguiente ronda; si el resultado fuera el mismo, se 
abriría nuevamente a discusión; respecto a empates en elección de personas, 
se decidiría por suerte.

El reglamento incluyó un capítulo destinado al modo de exigir la 
responsabilidad al gobernador del estado: en caso de que alguno de los 
diputados así lo propusiera, expondría sus motivos y la documentación 
necesaria en sesiones públicas o secretas, según lo considerara el presi-
dente por la gravedad del asunto. El Congreso declararía si se tomase o 
no en consideración; en caso afirmativo, el expediente sería turnado a la 
comisión para su examen y formalización de cargos; en caso de que para 
la comisión fuera suficiente con los documentos integrados, se pasaría 
al gobernador para preparar su contestación y manifestarla en el salón 
de sesiones ante los diputados, quienes valorarían, según los argumentos 
y documentos presentados, si hubiese lugar a la formación de la causa; 
en caso afirmativo, se seguiría lo establecido en el artículo 229 de la 
Constitución de 1812.

La confederación desde el debate constituyente

Las actas de sesiones del Congreso Constituyente de Zacatecas permiten 
reconstruir lo que sus diputados entendieron por pacto federal y confede-
ración; recuperaron el ritmo de las discusiones de la Diputación Provincial 
y los asuntos pendientes que legó. La distribución de sus integrantes en 
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las diferentes comisiones les permitió agilizar los trabajos para el diseño 
del proyecto de constitución, así como la discusión y aprobación de la 
legislación secundaria. Para este capítulo, decido concentrar el análisis en 
los tópicos que se discutieron en las sesiones, que ayudan a mostrar lo que 
en la práctica de la vida institucional local se entendió por confederación: 
división de poderes, soberanía estatal, pactismo, relaciones de las autori-
dades estatales y generales.34 Las fechas importan y son significativas por 
llevar su propio ritmo de manera anticipada al Congreso Constituyente 
general con residencia en la ciudad de México. 

Desde el 19 de octubre en que se instaló, se redactaron los primeros 
decretos y fueron sacados a la luz por el periódico Águila Mexicana, con-
sistentes en dar a conocer a los partidos quiénes ocuparían la presidencia, 
vicepresidencia y secretaría del Congreso;35 decretar la instalación del 
Congreso para su solemne celebración; nombrar a Juan Peredo gobernador 
del estado, notificarle para su aceptación y recibir su juramento; regirse por 
el reglamento del Congreso general en tanto diseñara el de su organización 
interior; a partir de entonces, sería nombrado “Congreso constituyente del 
Estado libre federado de Zacatecas, omitiéndose la palabra provincial […] 
su tratamiento sería impersonal y el de sus integrantes ciudadano diputado 
[…] no se consentirá se le dé otro alguno ni por comedimiento”; cada 19 
de octubre, en ceremonia solemne, se recordaría el día de la instalación 
y se encargaría a párrocos las actividades religiosas de acción de gracias, 
considerado día de guarda política; todas las corporaciones estarían obli-
gadas a rendir su juramento.

Posterior a la publicación de estos decretos, sus integrantes analizaron 
el ofrecimiento que la Diputación Provincial había hecho para la defensa 
de la patria, en la cual otorgaba diez mil pesos con el fin de enfrentar 
a los españoles en el puerto de Veracruz. El Ministerio de Hacienda se 
lo había tomado muy en serio, y ahora llegaba a la Sala de sesiones un 
oficio para recordar el compromiso adquirido, en el que estaba en riesgo 
el honor de Zacatecas. Todo parecía indicar que se buscaría el camino 

34  	 En Terán, “El acto soberano…”, revisé la administración de la vida municipal y el 
derecho a la libertad de imprenta.
35  	 Presidente, Ignacio Gutiérrez de Velasco; vicepresidente, Miguel Díaz de León; secre-
tario, Miguel Laureano Tovar; “Decretos del Congreso provincial de Zacatecas”, en El 
Águila Mexicana, núm. 208, 8 de noviembre de 1823.
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más eficiente para entregar tal cantidad, pero las preguntas y reflexiones 
entre los diputados detuvieron por un momento el espontáneo clamor 
de la defensa de la independencia: ¿se había retirado Armijo del terri-
torio estatal?, ¿era momento de reclamar su inmediato retiro?, ¿habían 
respetado los Tratados de Lagos?, ¿el Supremo Poder Ejecutivo estaba en 
su derecho de exigir la cantidad ofrecida?, ¿de dónde se obtendrían los 
diez mil pesos? Sopesaron la situación: la Diputación Provincial había 
ofrecido su apoyo, pero consideraron que su ofrecimiento había sido del 
todo “imprudente”; sin embargo, no podía desconocerse la condición 
de “autoridad legal” de la Diputación. Estimaron que las autoridades de 
México habían actuado de mala fe al no haber cumplido con los acuerdos 
de Lagos, al mantener cuerpos armados tanto en el Bajío –“impidiendo 
la federación de Guanajuato, San Luis, Querétaro y Valladolid”– como 
en Guadalajara y Zacatecas, con el pretexto de no dejar pasar a los “ene-
migos de Europa, dejando esa tropa armada al frente de dos provincias 
que gloriosamente han sacudido el yugo de la tiranía, pronunciándose 
federadas, tal vez para privarnos de nuestra dulce libertad viéndonos 
inermes”. Así que, bajo estos argumentos, la decisión fue trasladar la 
fecha del pago hasta el reconocimiento formal de “nuestra federación”.36

Los diputados rindieron su juramento y esperaron a que el resto 
de autoridades y corporaciones civiles, eclesiásticas y militares así lo 
hicieran; sin embargo, desde la villa de Aguascalientes, el cura párroco 
manifestó su inconformidad: no obedecería a la nueva institución legis-
lativa zacatecana. Esto dio pie a una larga discusión trabada en varias 
sesiones en torno a su reconocimiento como suprema autoridad, de la 
cual derivaban los otros dos poderes; no tenían duda, el Congreso fijó 
como propósito diseñar la Constitución y con ello proponer un nuevo 
orden para la conservación del cuerpo social y la organización del poder 
público. La sala estaba abarrotada con un auditorio expectante por “la 
rareza” que incitaba en el común la resistencia del cura, varios tomaron 
la palabra: la inobservancia de un decreto traería como consecuencia 
el desorden social, la destrucción del “santuario de la libertad civil”. 
Domingo Velázquez insistió en el vínculo indisoluble entre las máximas 

36  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Actas de Sesiones, LASCCZ, sesión extraordi-
naria del 27 de octubre de 1823.
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de la religión y el sistema político federal simbolizado en el acto de ren-
dir juramento: estaba prohibido jurar en vano, pero todos los miembros 
de una comunidad estaban obligados a hacerlo. Tuvieron a la mano las 
Sagradas Escrituras y la Constitución de 1812. Tovar recordó que el 
acuerdo era un compromiso entre ambas partes, un pacto en el cual se 
reconocía que la soberanía residía en la nación; la soberanía no era más 
que la voluntad general que transmitió su poder al Congreso que eligió; 
por ese principio de reciprocidad, el Congreso estaba en condición de 
exigir a los pueblos el juramento de obediencia, “así como dicha asamblea 
suprema lo ha prestado para constituir según aquella voluntad expresa”. 
Tovar hizo un gran esfuerzo de síntesis:

Habemos pues, dos partes contratantes: la voluntad general eligiendo tales 
y tales individuos del estado que la ejerzan, y los propios individuos que se 
constituyen a cumplirlo. Contrato máximo, insisto, por medio de la más 
solemne promesa o estipulación entre la voluntad general de un estado y 
sus diputados. Su diputado y vosotros todos ¿se obligan a constituir a este 
estado en la forma de gobierno de república federada? Y los diputados y 
su voluntad general, su pueblo, su común de ciudadanos, ¿os obligáis a 
obedecernos como puestos por sí y en su nombre para ejecutar su misma 
voluntad en general?37

El eclesiástico Juan Bautista de la Torre confirmó que no bastaba con 
que en un estado libre su gobierno tuviera seguridad; era indispensable 
“la íntima persuasión de esa seguridad”, y la íntima persuasión se con-
firmaba en el juramento de obediencia teniendo a Dios como testigo. 
Gutiérrez de Velasco dio su propia definición de juramento: “Por Él 
se hacía creer todo hombre, por Él se manifestaba la verdad, por Él se 
afirmaban los contratos y por Él, los actos humanos en lo que es lícito 
y bueno”. Ni un paso atrás con el párroco de Aguascalientes, a quien se 
debería recordar –opinó De la Torre– que el pacto no había iniciado con 
la instalación del Congreso Constituyente, sino cuando la Diputación 
Provincial se pronunció por el sistema federal; estaría en su derecho de 

37  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Actas de Sesiones, LASCCZ, sesión extraordi-
naria del 11 de noviembre de 1823.



156

“El rudo diseño de los trabajos de vuestro congreso”, Zacatecas, 1823-1824 

no rendirlo, y las autoridades constituidas en su derecho de ordenarle 
su retiro del territorio zacatecano.

Así comprendieron el ejercicio soberano: un pacto entre partes 
mutuamente obligadas a su cumplimiento. El pacto había sido esta-
blecido no por el Congreso, sino por la Diputación cuando publicó el 
reglamento para el gobierno provincial de junio de 1823. Fue a partir 
del reconocimiento de la representación de la soberanía, en que el 
Congreso Constituyente organizó la administración de la vida pública 
interna del estado de Zacatecas. El Congreso nombraría a los magis-
trados del Tribunal Superior de Justicia y calificaría la elección del 
gobernador. Decidieron cortar con antiguas dependencias judiciales 
con Guadalajara, al determinar que la última instancia se llevaría en 
Zacatecas. Así que el Tribunal de Apelaciones sería definido a partir de 
los residentes del estado. Era evidente la falta de abogados calificados; 
su solución a corto plazo descansó en designar como juez letrado a 
José Peón Valdés,38 nombrar dos jueces y un fiscal. Si no se contaba 
con individuos formados en la abogacía, el Congreso nombraría y 
habilitaría a prácticos, estudiantes de Derecho, que pudieran ejercer 
la administración de justicia. La cuestión permitió, por otro lado, 
mostrar otro rasgo de lo que entendieron por federación: no solo la re-
sistencia a imposiciones desde la ciudad de México, sino a la separación 
administrativa-judicial de la histórica capital de la región de Occidente, 
que se resistía a ceder los expedientes de justicia de Zacatecas a las 
nuevas autoridades legislativas, quienes los remitirían a Peón Valdés. 
Federación, en esa utilización del término, era entidades hermanas, 
y las autoridades del estado de Jalisco fueron así comprendidas: en-
tidades hermanas, “ninguna superior a otra”. Ignacio Gutiérrez de 
Velasco defendió la idea de que la Audiencia de Guadalajara se había 
“entrometido indebidamente en los asuntos judiciales de este estado, 
y que el procedimiento había sido impolítico y gravoso, pues no podía 
ignorar que, al federarse Zacatecas, todos los asuntos se debían terminar 

38  	 José Peón Valdés, nacido en Villaviciosa en 1759; estudió Artes y Leyes en la 
Universidad de Oviedo, impartió cátedras de Instituciones Civiles y Derecho Civil y 
Canónico. Fue abogado en la Audiencia de Oviedo. En 1792 fue teniente letrado de la 
intendencia de Zacatecas e intendente de 1792 a 1794. A partir de 1823 se ocupó en las 
causas de segunda instancia (Enciso, Diccionario, pp. 294-295). 
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dentro de su territorio”. El licenciado Velázquez, de acuerdo con esta 
idea, insistió en que el estado se había federado, lo que le otorgaba el 
derecho de reconcentrar en sí toda la jurisdicción que ejercían las auto-
ridades ejecutivas y legislativas, por lo que las judiciales no podrían ser 
la excepción. Díaz de León cerró la discusión: se daba por terminada la 
relación con la Audiencia de Guadalajara que no había mostrado más 
que despotismo y arbitrariedad.39

Contando con la representación de la soberanía, el Congreso no 
podía permitir que se organizaran por encima de él otros cuerpos autó-
nomos y soberanos. Así lo analizaron cuando se discutió en la Comisión 
de Puntos Constitucionales, un comunicado enviado desde la villa de 
Aguascalientes donde se exponía la pretensión de crear una junta fa-
cultativa económica militar, respaldada por el comandante general de 
Zacatecas, Pedro de Iriarte, para erigirse “en las circunstancias más 
críticas” y decidir por sí misma, sin la consulta con el Congreso, las me-
didas económicas y militares para la defensa de la provincia, “pues siendo 
actos ajenos a la intervención de los tres poderes”, y más aún cuando 
esos tres poderes, en opinión de los militares, no tenían claras aún sus 
competencias y facultades. Reconocían las luces, letras y virtudes de los 
diputados, quienes en “tranquilidad y reposo interior dictan desde ese 
precioso santuario las leyes que deben hacer la felicidad del estado”, pero 
no podían cruzarse de brazos sabiendo que ninguno de los diputados 
contaba con experiencia militar: 

Tendrá por otra parte el soldado, y aun el bisoño simple ciudadano, la dulce 
satisfacción de verse conducido a la campaña por dirección de una junta 
militar cuyos individuos, por escasos que sean sus conocimientos en materia 
científico-militar, están más que otros amaestrados en la topografía práctica 
de su país, en los ardides de la guerra, en las maniobras de los cuerpos y 
en las marchas forzadas para la invasión del enemigo […] pues siendo más 
sencillo la creación de una junta militar que puede componerse de un oficial 
por cada cuerpo […] elegido a pluralidad de votos por todos los de cada regi-
miento, quedarán en esta reasumidas las funciones de un cuartel maestre, de 

39  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Actas de Sesiones, LASCCZ, sesión extraordi-
naria del 25 de noviembre de 1823.
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un ingeniero y otros empleos que en nuestra situación sería gravoso e inútil 
su establecimiento.40 

“Inadmisible”, así calificaron los constituyentes la pretensión de erigirse 
en junta militar separada de los tres poderes. Argumentaron: la separación 
de poderes es para evitar cualquier intento de establecer la tiranía; su 
espíritu obedecía, en estricto sentido, a la necesidad de lograr el equili-
brio mutuo, ejercer su fuerza de manera gradual. De los tres poderes “se 
derivan los subalternos”, necesarios para el orden y conservación social, 
pero dependientes del poder general. Tesis confirmada por los más im-
portantes publicistas, insistieron. Ante esta premisa, se preguntaron por 
la junta militar y su “impolítica” posición de separarse de los tres poderes: 
“La creación de esta junta sería un fenómeno político cuya aparición la 
pondría en ridículo y al mismo tiempo al gobierno que la consiente”. 
Refutaron la idea de que, por no contar entre los diputados con militares, 
no podrían legislar en esa materia con el argumento de que, en el peor 
de los casos, tendrían los ejemplos de entidades vecinas para legislar en 
materia militar. El resultado del análisis de la representación fue una 
rotunda negativa: el conocimiento particular que tenían los militares 
tendría que ser utilizado para lo que en función de las circunstancias 
por las que atravesara el estado, dictaran los tres poderes, en particular, 
lo que determinara el Poder Legislativo: “Sujetándolos en un todo a la 
decisión del Congreso”.41 

40  	 La representación se firmó en la villa de Aguascalientes el 20 de octubre de 1823 
(AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Puntos Constitucionales). El 8 de noviembre, el 
comandante Pedro Iriarte publicó en el Águila Mexicana un manifiesto dirigido a los 
habitantes de Zacatecas, en el que elogiaba la instalación de la “asamblea provincial cons-
tituyente”. Del Congreso, fue todo lo que comentó para dar paso al valor y sacrificio de 
los militares zacatequenses por haber roto por tercera vez las cadenas en defensa de la inde-
pendencia y de la libertad del estado. Recordó que había encabezado a los “beneméritos 
compañeros de armas el 24 de mayo” cuando la Diputación Provincial se había pronun-
ciado por la convocatoria a un nuevo congreso constituyente (“El ciudadano comandante 
general de este estado a sus compatriotas”, Águila Mexicana, 8 de noviembre de 1823).
41  	 AHEZ, fondo Poder legislativo, serie Puntos Constitucionales, “Respuesta de la 
Comisión de Puntos Constitucionales a la representación sobre la creación de una jun-
ta militar”, 27 de octubre de 1823. Un año después, la Comisión de Guerra presen-
tó un dictamen sobre una petición elaborada por los oficiales del extinto Batallón de 
Fieles Realistas que reclamaban su fuero; solicitaron la revocación en que se les ordenaba 
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El 24 de diciembre recibieron un oficio del Gobierno general en el 
que se comunicaba la aprobación del artículo 5 del Acta constitutiva de la 
federación que declaraba la forma de gobierno republicana federal popu-
lar y representativa. Los constituyentes zacatecanos celebraron la noticia, 
pero la tomaron con tiento. Domingo Velázquez confirmó que “había 
que solemnizar tan plausible acontecimiento”; más aún, “los estados 
que ya estaban constituidos bajo el sistema federal”. El Congreso 
general, en su opinión, no había hecho más que secundar la voluntad 
general de los pueblos. Gutiérrez fue más cauto: pidió que se volviera 
a leer el oficio y cuestionó que se podría interpretar que los estados 
ya constituidos se abstuvieran de declararse como tales hasta que así 
lo determinara el Congreso general, es decir, y con todas sus letras: 
“Impedir que se formaran las constituciones particulares”. La duda fue 
resuelta con la interpretación de Martínez, aclaró el sentido del oficio que 
en nada hacía alusión a los estados que preparaban sus constituciones. 
Al efecto, se redactaron las proposiciones: el Congreso de Zacatecas, por 
unánime resolución, observaría y reconocería el Acta constitutiva “como 
la única tabla que puede salvar a nuestra patria del naufragio que la ame-
naza”; los constituyentes redactarían una representación de adhesión al 
Acta diseñada por el Congreso general y enviada a los supremos poderes; 
sin embargo, ejercería su derecho de enviar observaciones y reclamos al 
Congreso general, “al tiempo de formarse la constitución de la nación” 
sobre algunos artículos que pusieran en riesgo los intereses de los estados 
que forman la confederación, “cuya reclamación se hará con oportunidad 
según lo dispuesto en el artículo 35”. 

La discusión se centró en jurar o no el Acta, o si, como lo expuso 
Domingo Velázquez, bastaría con un sencillo reconocimiento. A Díaz 

realizar el servicio en clase llana del batallón de milicia cívica recientemente creado. La 
Comisión de Guerra expuso en su dictamen que tal petición no podía aprobarse por la 
ley del 11 de junio de 1823, la cual derogaba la publicada por el Imperio el 4 de julio 
de 1822, en la que quedaban sin fuero ni privilegio de gozar de excepciones, por lo que 
era obligatorio su ingreso a la milicia cívica “en la clase que les tocara”. Pedro Ramírez 
amplió el argumento: esa gracia fue concedida por Iturbide “para entorpecer la formación 
de la milicia cívica, a que siempre se manifestó poco adicto, como que conocía muy bien 
que estos cuerpos eran los que frenaban el orgullo de los tiranos” (AHEZ, fondo Poder 
Legislativo, serie Actas de Sesiones, LASCCZ, sesión del 16 de enero de 1824).
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de León no le pareció que ameritaba juramento; ya lo habían realizado 
cuando habían instalado el Congreso estatal. Martínez, en cambio, opinó 
que el juramento se había hecho al Congreso estatal, pero no al Acta de 
la federación. ¿Qué era la federación?, se preguntó Velázquez: era una 
sucesión de etapas; en la primera se habían pronunciado las provincias 
por el sistema, en la segunda se discutió el tipo de federación que se 
constituiría según expresado en el Acta constitutiva, y en la tercera, las 
reglas para dirigirla, escritas en la Constitución. Modificó su opinión: 
Zacatecas había jurado la primera, pero faltaban las otras dos etapas. 
Jurar o no jurar el Acta simbolizó la soberanía compartida, lo que los 
constituyentes zacatecanos entendieron por confederación. Herrera no 
estuvo de acuerdo, pues cuando Zacatecas rindió su juramento era sobre 
las mismas bases redactadas en el Acta constitutiva, así que no había 
necesidad de volver a realizarlo, “y más cuando el decreto del gobierno 
de México solo comprendía a los estados que no habían instalado sus 
legislaturas, supuesto que hablaba de las diputaciones provinciales”.42 
Juan Bautista de la Torre corrigió a su antecesor: el decreto al que dio 
lectura no fue el publicado por el Gobierno, sino por el Congreso general, 
que sí comprendía a los estados constituidos; en tal sentido, el juramento 
sellaba la obediencia a los decretos del Congreso general: 

[Una] cosa era el pronunciamiento por el sistema federal y otra las bases 
sobre las que debía establecerse […] lo primero había jurado este estado, y lo 
segundo, que era el Acta Constitutiva, debía reconocer por medio de jura-
mento solemne […] si no se celebraba, el pronunciamiento de este estado era 
indeterminado, porque jamás debería jurar ni aun la Constitución, supuesto 
que esta debía ser una consecuencia de aquel.

43

Se acordó que la solemne publicación del Acta constitutiva se realizaría 
el 7 de febrero de 1824, y se la haría llegar a todos los pueblos del estado, 
para que el conjunto de corporaciones, atendiendo al ceremonial de jura-
mento establecido por los constituyentes, lo rindieran ante el gobernador 

42  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Actas de Sesiones, LASCCZ, sesión extraordi-
naria del 10 de febrero de 1824.
43  	 Id.
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del estado.44 Una vez publicada, se destinarían los siguientes tres días 
a la celebración con misa y solemne Te Deum en la iglesia parroquial, 
en la que una comisión del Congreso se sentaría en el “asiento del lado 
principal de la iglesia”, y el resto de autoridades en el otro. El simbolismo 
del ritual sirvió para marcar las jerarquías al determinar que el trayecto 
de autoridades y corporaciones de la Casa del Estado de Zacatecas a la 
iglesia parroquial sería encabezado por el poder legislativo.45

Consideraciones finales

El 20 de noviembre de 1823, en el segundo Congreso Constituyente 
mexicano, se presentó el proyecto de Acta constitutiva elaborado por 
Miguel Ramos Arizpe, Manuel Argüelles, Rafael Mangino, Tomás 
Vargas y José de Jesús Huerta. El tiempo apremiaba y los débiles lazos 
de unión para formar una república podían fracturarse por la nebulosa 
ocasionada por la orden de Iturbide de disolver al cuerpo legislativo y 
las insospechadas reacciones de las provincias. Los autores del proyecto 
hicieron alusión a esta compleja circunstancia política caracterizada 
por varias bandas con movimientos dispares que impedía gozar de 
más tiempo para elaborar un proyecto de constitución: por un lado, 
la importancia de fijar un centro de unión, el temor de fragmentación 
territorial por el archipiélago de soberanías; por otro, ofrecer en ese 
pacto mínimo formal, las garantías para provincias, pueblos y hombres 
el goce de sus derechos naturales y civiles con la definición de la forma 
de gobierno republicana federal. Justificaban su apremio “sobre todo 
[por] las obras y las palabras de casi todas las provincias”. Bosquejar una 
constitución representaban, por tanto, consensos mínimos acordados 
con las provincias y contar con mayor tiempo para su diseño. No estaba 
al alcance de sus manos “la idea atrevida de (formar) una constitución 
edificada como el mundo, en siete días”. 

44  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Puntos Constitucionales, “Sobre el modo de 
publicar el Acta Constitutiva de la Federación”.
45  	 AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Puntos Constitucionales, “De la forma de so-
lemnizar la publicación del Acta Constitutiva de la Federación”, 9 de febrero de 1824.
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Sus autores aclararon, respecto al establecimiento de gobiernos par-
ticulares, que sería obra de los poderes estatales para organizar su vida 
interna sin contraponerse al bien general “ni impedir la marcha rápida 
y majestuosa de los poderes supremos de la federación”. Se recuperaba 
el principal motor de los Tratados de Lagos: que las autoridades de los 
estados cedieran los necesarios derechos para el bien general y contaran 
con el derecho de administrar su territorio para alcanzar la felicidad in-
terior. Para el gobierno de los estados, se estableció que las constituciones 
particulares determinarían el número de representantes de sus Congresos, 
el periodo de administración del ejecutivo y el ejercicio judicial sería 
administrado por los tribunales y juzgados que así se consideraran en las 
Constituciones, anticipando que la última instancia de los expedientes 
judiciales sería en los límites de las propias entidades. En las resoluciones 
generales, se señaló que las Constituciones estatales no podrían “oponerse 
en modo alguno a esta Acta constitutiva, ni a lo que se establezca en la 
Constitución general”, aunque no contuvo el ritmo de las legislaturas 
para la organización provisional de su gobierno interior.

La concepción pluralista de soberanía, expuesta en obras y pala-
bras de los constituyentes, como el zacatecano, fue una de las claves del 
constitucionalismo de los últimos meses de 1823. En su voto particular, 
Rafael Mangino propuso que se modificara la redacción del artículo 
4 del proyecto de Acta constitutiva: en lugar de “la soberanía reside 
esencialmente en la nación”, debería decir: “La soberanía reside esencial-
mente en la reunión de los estados que componen la nación mexicana”. 
El voto del diputado por Puebla, Alejandro Carpio, apoyó la propuesta 
de la comisión: “la soberanía no podía residir en los estados tomados 
distributivamente, sino en toda la nación”.46

Tiempos paralelos marcaron el ejercicio constituyente zacatecano, 
simbolizados por el juramento a su legislativo y al Acta constitutiva. 
Tiempos paralelos entre una diputación provincial que ponía en duda su 
confianza sobre el Congreso general mexicano y armaba su reglamento 
para el gobierno provincial. Los zacatecanos no esperaron: disolver su di-
putación representó un acto político fundante en el que tenían asegurado 

46  	 “Acta Constitucional presentada al Soberano Congreso Constituyente por su comi-
sión”, 20 de noviembre de 1823, en Derechos del pueblo…, pp. 397-407.
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su inmediato momento constituyente. Su proyecto de constitución es-
tuvo listo para su circulación en los primeros meses de 1824, justo en el 
tiempo en que se publicó la Ley de Convocatoria del Congreso general 
mexicano para elegir a los cuerpos legislativos de las entidades.

ANEXOS

Cuadro 1. 
Creación de organismos y documentos provisionales, 1823

Provincia Adhesión a 
Casa Mata,
1823.

Organismo Fecha de 
instalación: 
1823.

Documento Fecha de 
instalación 
del Congreso 
Constituyente: 
1823.

Oaxaca 7 de febrero. Junta 
Provisional 
Gubernativa 
de Oaxaca, 
integrada 
por 19 
miembros de 
la Diputación, 
del 
Ayuntamiento, 
eclesiásticos y 
militares.

27 de 
febrero.

Bases 
provisionales 
para el 
gobierno de 
Oaxaca.

6 de julio.

Yucatán 4 de marzo. Junta 
Provisional 
Gubernativa, 
integrada 
por 5 
individuos sin 
representación, 
de Campeche.

29 de 
mayo.

Bases de 
una posición 
republicana y 
confederalista. 
La JPG 
convocó a 
elecciones para 
el Congreso 
Constituyente.

20 de agosto.
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Jalisco 26 de 
febrero.

Plan del 
gobierno 
provisional del 
nuevo estado 
de Jalisco. La 
Diputación 
Provincial 
convocó 
a elegir 
diputados 
al Congreso 
Constituyente.

14 de 
septiembre.

Zacatecas 2 de marzo. Junta 
Provisional 
Gubernativa, 
integrada por 
un triunviro: 
jefe político y 
dos militares.

18 de julio. Reglamento 
para el 
gobierno 
provincial del 
estado libre 
de Zacatecas. 
La Diputación 
Provincial 
convocó 
a elegir 
diputados 
al Congreso 
Constituyente.

19 de octubre.

Fuentes: Plan de Jalisco, 1823. Reglamento provisional de Zacatecas, 1823. Bases provisionales para el 
gobierno de Oaxaca, 1823.
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Cuadro 2. 
Integrantes del Congreso Constituyente de Zacatecas, 1823

Diputados 
del CCZ

Perfil Experiencia 
en 
administración 
pública

Integrante 
de la 
Diputación, 
1822

Integrante 
de la 
Diputación, 
1823

Integrante 
de 
comisiones

Domingo 
Velázquez

Abogado Auditor de 
marina 
en Veracruz;
promotor fiscal 
de hacienda;
teniente letrado 
del 
Ayuntamiento;
regidor.
Intendente 
interino
Jefe político

X 
(jefe 
político).

X Participó en la 
redacción del 
reglamento 
del gobierno 
provisional. 
Comisión de 
Constitución.

José 
Francisco 
de Arrieta

Integrante del 
Ayuntamiento;
contador general 
de Hacienda;
miembro 
de la primera
compañía 
minera 
de Zacatecas
 en 1830.

X 
(suplente).

Secretario Participó en la 
redacción del 
reglamento 
del gobierno 
provisional. 

Juan José 
Román

Doctor 
en 
Teología.

Comisionado 
por la 
Diputación 
Provincial para 
la firma de los 
Tratados de 
Lagos.

X X Participó en la 
redacción del 
reglamento 
del gobierno 
provisional. 
Comisión de 
Constitución.

Ignacio 
Gutiérrez 
de Velasco

Abogado. Comisión de 
Constitución.
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Miguel 
Laureano 
Tovar y 
Cuenca

Abogado. Comisión de 
Justicia; propuso 
el proyecto de 
milicia cívica.

José Miguel 
Díaz de 
León

Abogado 
y 
eclesiás-
tico.

Comisión de 
Justicia.

Pedro 
Ramírez

Faculta-
tivo y 
militar.

Regidor del 
Ayuntamiento; 
comandante 
de la milicia 
cívica.

Elaboró el 
reglamento 
del CCZ. 
Comisiones de 
Constitución,
Guerra y 
Especial.

Juan 
Bautista de 
la Torre

Eclesiás-
tico.

X 
(suplente).

Elaboró el 
proyecto de 
reglamento 
del Congreso 
Constituyente.
Comisiones de 
Constitución y 
Hacienda.

Juan 
Bautista 
Martínez

Director de 
Hacienda; 
regidor del 
Ayuntamiento.

X 
(suplente).

X 
(suplente).

Comisiones 
de Guerra y 
Especial.

José María 
Herrera

Médico. X Organizó el 
ceremonial de 
instalación del 
CCZ. Comisión 
de Gobierno.

Mariano 
Fuertes de 
Sierra

Eclesiás-
tico.

Elaboró el 
reglamento del 
CCZ. Comisión 
de Gobierno.

Fuentes: AHEZ, fondo Poder Legislativo, serie Actas de Sesiones, LASCCZ, 1823; Rojas, La Diputación; 
Delgado, “La experiencia legislativa”; Terán, Bosquejo; Terán, “El acto soberano…”.
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María del Carmen Salinas Sandoval
(El Colegio Mexiquense)

A partir de enero de 1824 se empezó a construir en el Estado de México 
una estructura política con respaldo jurídico, para organizar la incipiente 
entidad federativa. Se fueron mezclando principios liberales federalistas y 
prácticas coloniales corporativas, con una flexibilidad permitida por los 
programas de gobierno, nacionales y estatales, y obligada por los intere-
ses creados con anterioridad. Se aprovechó la cultura política liberal1 
heredada de la Diputación Provincial de Nueva España (constituida 
el 13 de julio de 1814) y de la de México (instalada el 9 de octubre de 
1821), que se hizo evidente en la división de la administración pública, 
en la organización de poderes, en los ramos que formaban las finanzas 
del Estado, en la administración de justicia, en el proceso electoral de 
diputados y ayuntamientos, en el establecimiento de ayuntamientos 
constitucionales, en la participación ciudadana y vecinal, y en la división 
político territorial, entre otros aspectos.

1 	  En el texto se entiende cultura política como lo explica Annick Lempérière: “Tanto 
los ideales de la Ilustración científica como los postulados filosóficos del liberalismo iban 
conformando una nueva ‘cultura política’ que, aunque muy minoritaria a principios de 
los años 1820, se difundió poco a poco y fomentó, como lo esperaba el doctor Mora, la 
atenuación de los particularismos y el sentimiento de pertenecer a una comunidad más 
grande que la pequeña villa o la parroquia. Los exponentes de estos principios tuvieron 
que librar una larga batalla para primero salvarlos, y luego imponerlos sobre la coherencia 
política y moral del del sistema corporativo” (Lempérière, “De la República…”, p. 327).
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Este trabajo tiene por objetivo presentar las principales disposiciones 
legales discutidas y aprobadas por el Congreso Constituyente del Estado 
de México, durante su periodo de vigencia entre marzo de 1824 y febrero 
de 1827; las cuales fundamentaron la organización política y adminis-
trativa de la entidad federativa, con una marcada huella del liberalismo 
moderado de la Constitución de Cádiz. Este orden legislativo decretado 
por el Constituyente marcó la vida futura del Estado de México en su 
presencia institucional, de ahí la importancia de conocerlo.2 

El Congreso Constituyente inició su jurisdicción sobre la población de 
los territorios actuales de la ciudad de México y de los estados de México, 
Hidalgo y Morelos, además de los distritos de Taxco, Acapulco y Chilapa, 
que hoy forman parte sustancial del estado de Guerrero (Mapa 1).

Dividimos el texto en cinco apartados: 1) La trayectoria política de 
los diputados del Congreso Constituyente elegidos como propietarios y 
suplentes, 2) el trabajo legislativo realizado para organizar e integrar la 
entidad federativa, 3) la primera Constitución política estatal expedida 
por el Constituyente en febrero de 1827, 4) las controversias del Congreso 
Constituyente con la Federación, que provocaron el acercamiento de la 
entidad a la Federación, y 5) el orden territorial-administrativo y la orga-
nización municipal de 1825 que precisaron los diputados constituyentes 
como base del gobierno de los pueblos.

2 	  Salinas, El primer federalismo…, pp. 92-101.
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Mapa 1. 
Territorio del Estado de México, 1824. 

Fuente: Salinas, El territorio…, p. 27.
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 La trayectoria política de los diputados del Congreso 
Constituyente

El segundo Congreso Constituyente mexicano comenzó a reunirse en los 
primeros días de noviembre de 1823; para el 20 de ese mes se presentó 
el proyecto de la Acta Constitutiva de la Federación, con la finalidad de 
contar con los principios generales para formar el nuevo sistema de go-
bierno y construir la nación.3 La discusión sobre la división territorial de 
la nación en estados y territorios se conjugó con las proclamas de algunas 
provincias autonomistas (Jalisco, Oaxaca, Zacatecas y Yucatán), que 
desafiaron el gobierno de Agustín de Iturbide a partir de su adhesión al 
Plan de Casa Mata, del 1.º de febrero de 1823. El proceso de formación 
de los estados y territorios se prolongó de noviembre de 1823 a diciembre 
de 1824. En el caso de la Provincia de México, inicia su proceso de cons-
tituirse en estado federal el 20 de diciembre de 1823; su camino político 
fue diferente al de las provincias autonomistas, ya que no se adhirió al 
Plan de Casa Mata, porque fue la provincia en la que se concentró el 
gobierno de Iturbide al irse generalizando el descontento.4

El 13 de enero de 1824 la Diputación Provincial de México expidió 
el decreto para elegir a los diputados propietarios y suplentes locales; 
empezó a organizar las elecciones de acuerdo con el decreto expedido 
el 8 de enero de 1824 por el Congreso Constituyente mexicano, que 
manifestaba que se establecieran las legislaturas constituyentes en las 
provincias que ya se habían declarado estados de la Federación Mexicana 
(Guanajuato, México, Michoacán, Puebla, Querétaro, San Luis Potosí 
y Veracruz). El proceso electoral debía observar la ley electoral del 17 de 
junio de 1823 en lo relativo al procedimiento para la elección indirecta 
de diputados celebrada en tercer grado.5

3 	  Reynaldo Sordo Cedeño, “El Congreso Nacional: de la autonomía de las provincias al 
compromiso federal” en Josefina Zoraida Vázquez (coord.), El establecimiento del federa-
lismo en México (1821-1827), 2003, p.131.
4 	  Ibid., pp. 28, 137 y 154. 
5 	  Reyes, Los Congresos…, p. 88. “Ley electoral muy detallada para los comicios de di-
putados al Segundo Congreso Constituyente de la Nación, 17 de junio de 1823”, en 
Derechos del pueblo mexicano…, pp. 361-369. 
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Se determinó que el Congreso Constituyente se integraría por 
diputados nombrados por electores secundarios, siguiendo las dis-
posiciones de Cádiz; que consistían en la integración de juntas de 
municipalidad, de partido y una general de toda la entidad. En las 
juntas de municipalidad, los electores de las secciones municipales 
elegían electores de partido; en las juntas de partido, los electores ele-
gían electores para la Junta General, y en esta, los electores del estado 
nombraban a los diputados del Congreso local. 

El 31 de enero de 1824, con la expedición del Acta Constitutiva 
de la Federación Mexicana, se estableció formalmente la nación mexi-
cana bajo un sistema de gobierno federal. Las legislaturas locales 
tendrían por base de sus operaciones y la integración de sus poderes 
las disposiciones de esa Acta. El 15 de febrero de ese año se realizó 
la elección de diputados al Congreso Constituyente del Estado de 
México, y el 2 de marzo se instaló el mencionado Congreso; con lo 
que llegaron a su fin las operaciones de la Diputación Provincial de 
México, que tuvo un papel imprescindible en la elección e instalación 
del Congreso.6 

El Congreso Constituyente trabajó del 2 de marzo de 1824 al 1 de 
marzo de 1827, se integró con veintiún diputados propietarios y siete 
suplentes (Cuadro 1), que era el número máximo que podía tener un 
estado en la federación. Algunos de ellos tenían experiencia política 
porque habían desempeñado algún puesto en la última parte del pe-
riodo novohispano o en el Imperio mexicano.

6 	  Ibid., pp. 24-25. Los diputados electos para integrar el Congreso Constituyente fueron 
reinstalados por el Senado de la República en 1830 (del 8 de marzo al 14 de agosto de 
1830), después de declarar nulas las elecciones de los diputados estatales por las supuestas 
violaciones a la Constitución política local.
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Se incorporaron al Congreso Constituyente trece diputados que habían 
tenido experiencia en la aplicación de los principios liberales en el orden 
constitucional gaditano por haber pertenecido a las Cortes o a la Diputación 
Provincial; estos fueron José María Luis Mora, Benito José Guerra, Mariano 
Tamariz, José Nicolás de Oláez, José Ignacio Nájera, Manuel de Cortázar, 
José Francisco Guerra, Manuel Cotero, Pedro Martínez de Castro, Manuel 
Velázquez de León, José María de Jáuregui, Antonio de Castro y Velasco 
de la Torre. También destacaron cuatro diputados por haber participado en 
el movimiento de Independencia: Benito José Guerra, José María Figueroa, 
José Antonio Magos y Francisco Moctezuma; y seis diputados que habían 
pertenecido al gobierno imperial de Agustín de Iturbide: Antonio de Castro, 
José Nicolás de Oláez, Manuel Cotero, Manuel Velázquez de León, José 
María de Jáuregui y José Ignacio de Nájera. La posición que imperó fue las 
de los diputados con tradición gaditana7 

Del total de diputados elegidos, las profesiones que destacaron fueron 
los abogados (8), y los doctores en Teología (6); en menor medida, los 
militares (4). La mayoría de los diputados firmaron los dos principales 
documentos legislativos expedidos para la organización e integración 
política del Estado de México; el primero fue la Ley orgánica provisional 
para el arreglo del gobierno interior del Estado de México, del 7 de agosto 
de 1824, que estableció las funciones y obligaciones de los poderes del 
estado, de las autoridades locales y de la Tesorería y la Contaduría, que 
funcionó como ley fundamental de la entidad hasta la publicación de la 
Constitución; y el segundo documento importante fue la Constitución 
Política del Estado de México, expedida el 14 de febrero de 1827. La 
mayoría de los veintiocho diputados electos contaban con una trayec-
toria política gubernativa monárquica, unos como representantes de los 
ciudadanos de la provincia de Nueva España y de la de México y otros 
como autoridades del Imperio de Iturbide nombrados por este; además 
contaban con preparación como abogados y teólogos. Estas característi-
cas de los diputados permitieron que su posición política no fuera cercana 
al federalismo en un inicio de su gestión.

7 	  López Islas, Diccionario, pp. 193-439.
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El trabajo legislativo para la organización e 
integración de la entidad federativa

El 2 de marzo de 1824 se fijó como fecha para la instalación del Congreso 
Constituyente del Estado de México, en alusión a la festividad nacional 
de la Jura del Ejército Trigarante en Iguala en 1821.8 El Constituyente 
se reunió primero en la ciudad de México, en el Salón Capitular del 
ayuntamiento y en el edificio de la extinta Inquisición (1824-1827), y 
después en Texcoco, en la iglesia de San Juan de Dios (1.º de febrero 
de 1827). En la Constitución política estatal de 1827 se consignó que la 
capital del Estado de México fuera la ciudad de Texcoco.

El Constituyente tuvo una ardua labor legislativa al expedir noventa 
y seis decretos, y tratar asuntos de administración pública, organización 
interna los poderes estatales, división territorial, elecciones de ayun-
tamientos y diputados, organización municipal, hacienda pública, y 
servidores públicos, como se muestra en el Cuadro 2.

Cuadro 2. 
Decretos expedidos entre el 2 de marzo de 1824 y el 28 de febrero de 1827

Número de decretos Asuntos

45 Expedición de disposiciones normativas.
16 Asignación y cancelación de recursos públicos.
12 Sobre demarcaciones territoriales.
8 Designación y remoción de servidores públicos.
4 Autorización de empleos productivos.
1 Otorgamiento de distinciones y asignación de 

fechas conmemorativas.

1 Otorgamiento de indultos de penas carcelarias.
1 Excepción de contribuciones.
8 Otras disposiciones.

TOTAL 96

Fuente: Reyes, Cuadro sinóptico…, p. 14; Reyes, Génesis…, pp. 26-63; Reyes, Reseña…, p. 31.

8 	  Reyes, Los Congresos…, p. 11.
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El primer decreto que acordaron los diputados constituyentes fue el que 
dictaba la continuación del jefe político de la Provincia de México en sus 
funciones, quien había encabezado la Diputación, en tanto se organizaba 
el gobierno provisional del estado y se nombraba el gobernador.9 Por ello 
se autorizó al general Melchor Muzquiz que se encargara del ejecutivo 
del estado; previamente había rendido su protesta como jefe político de 
la Provincia de México el 9 de diciembre de 1823.10

El mismo día que se instaló el Congreso, se expidió el decreto para 
la Organización provisional del gobierno del gobierno interior del Estado de 
México, que estableció en doce artículos las bases con que se empezaría a 
gobernar el estado: la forma de gobierno sería republicana, representativa 
popular; se dividiría en tres poderes (legislativo, ejecutivo y judicial); el 
legislativo organizaría el gobierno interior formando la Constitución 
estatal y estableciendo el sistema hacendario; el ejecutivo se ejercería por 
un gobernador y un consejo cuyos miembros serían nombrados por el 
Congreso; el judicial se integraría y funcionaría provisionalmente como 
lo establecían las leyes novohispanas y residiría en las mismas autoridades 
que lo ejercían en la época gaditana y durante el Imperio de Iturbide, 
pues los ministros del Supremo Tribunal de Justicia del estado se nom-
braron hasta el 9 de septiembre de 1824, para empezar a funcionar en 
marzo de 1825; con lo que hasta entonces quedarían renovados los tres 
poderes.11 También se confirmaron los ayuntamientos gaditanos y demás 
corporaciones civiles y eclesiásticas existentes. 12 

El 15 de marzo de 1824, el Comité Constitucional del Congreso 
Constituyente sometió a consideración del Pleno la propuesta de Ley orgá-
nica provisional del Estado de México, que completaba el plan de gobierno 
presentado unos días antes, con una influencia sensible del liberalismo 
gaditano. Los legisladores, encabezados por José María Luis Mora, tra-
bajaron en sus modificaciones hasta el 7 de agosto, en que se aprobó la 
Ley orgánica provisional para el arreglo del estado libre, independiente y 

9 	  Decreto 1 del 2 de marzo de 1824, en Colección de decretos…, p. 5.
10  	 Reyes, Génesis…, p. 24.
11  	 Gaxiola, Gobernantes…, p. IX.
12  	 “Sobre la organización provisional del gobierno interior del Estado de México, com-
puesto de los partidos que comprendía la provincia de este nombre, 2 de marzo de 1824”, 
en Colección..., pp. 5-6; Reyes, Compendio…, pp. 20-22.
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soberano de México, que estuvo vigente hasta febrero de 1827, fecha en la 
que se promulgó la Constitución política del estado. La Ley Orgánica 
buscó responder a las necesidades administrativas y gubernativas para 
integrar la entidad federativa; precisó que el estado era parte integrante 
de la federación mexicana, que era independiente, libre y soberano en 
su administración y gobierno interior. Se establecieron las funciones 
de los poderes del estado, de las autoridades locales y de la Tesorería y 
Contaduría. Se determinó que al poder legislativo le correspondía expedir 
la Constitución y las leyes para el gobierno interior del estado; nombrar 
al gobernador, su teniente, consejeros, ministros del Tribunal Superior 
de Justicia y tesorero general; fijar los gastos y contribuciones del esta-
do, aprobar las cuentas públicas, crear y suprimir oficinas y plazas de la 
hacienda y de la judicatura; establecer y suprimir cuerpos municipales 
y darles reglas para su organización, aprobar arbitrios municipales para 
obras públicas y reglamentos para la policía y sanidad, dar leyes para 
promover la ilustración y prosperidad y declarar la formación de causa 
contra el gobernador, su teniente, Consejo del Estado, Tribunal de Justicia 
y tesorero. Estas atribuciones y obligaciones del Congreso lo constituían 
como el poder rector de la organización y funcionamiento de la entidad, 
a semejanza de la Federación.13

Se facultó al Ejecutivo (formado por el gobernador y un Consejo, 
integrado por el teniente gobernador y cuatro concejales) para que antes 
de publicar las leyes y decretos le remitiera al Congreso las observaciones 
que considerara pertinentes; para cuidar de la tranquilidad y el orden 
público; para nombrar a empleados de hacienda, a los magistrados de la 
Audiencia y demás plazas de judicatura; para cuidar de la administración 
de la justicia; para la provisión interina de plazas eclesiásticas del estado; 
para velar la instrucción de la milicia; y para trabajar en conjunto con 
el gobernador y su Consejo en todos los asuntos graves del gobierno.

Dispuso que el poder judicial debía integrarse por una Audiencia del 
Estado que constaría de seis magistrados y un fiscal; y por un tribunal 
supremo llamado de Justicia, compuesto por seis ministros y un fiscal, 

13  	 “Ley orgánica provisional para el arreglo del estado libre, independiente y soberano 
de México, sancionada por el Congreso Constituyente del mismo Estado”, en Evolución 
constitucional…, pp. 2813-2836.
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en la capital del estado; también se ejercía la justicia por los alcaldes 
constitucionales y por un juez letrado en cada partido.14 

El Congreso Constituyente puso especial interés en determinar y 
regular sus facultades, debido a que era el poder estatal más importante. 
Entre estas acordó:15

•	 El juramento de obediencia al Congreso Constituyente.
•	 La orden provisional que debía observar la Guardia del Congreso.
•	 El arreglo de la Secretaría del Congreso.
•	 El depósito legal de publicaciones en la biblioteca de la Legislatura. 
•	 Las elecciones de diputados al Congreso general.
•	 Las elecciones del Congreso general y del Congreso constitu-

cional del estado. 
•	 El reglamento interior del Congreso. 
•	 El depósito de papeles públicos en la biblioteca del Congreso.
•	 La orden provisional para el arreglo de la Guardia del Congreso.
•	 El procedimiento para proceder en las causas criminales de los 

diputados y altos funcionarios. 
•	 Instituyó la calificación de las cuentas públicas.
•	 La asistencia del gobierno a la apertura de los periodos de sesiones.

En el Reglamento Interior para el Congreso del Estado de México, se determinó que 
el lugar de las sesiones del Congreso se llamaría Palacio del Congreso del Estado; 
que su cuidado estaría a cargo de la Comisión de Policía; que el Palacio dispondría 
de piezas para la secretaría, archivo y librería; que los diputados secretarios eran jefes 
de la secretaría del Congreso; que el Congreso sería presidido por un presidente, un 
vicepresidente y dos secretarios; que se debía seguir un procedimiento en el Congreso 
cuando a algún diputado se le acusara culpable por la comisión de un delito grave; 
que el Congreso efectuaría todos los días hábiles sesiones públicas, y sesiones secretas 
ordinarias los lunes y jueves de todas las semanas; y que para el despacho ordinario 
del Congreso, el presidente nombraría comisiones permanentes y especiales.16

14  	 Reyes, Génesis…, pp. 26-63.
15  	 Reyes, Cuadro sinóptico…, p. 14.
16  	 Reyes, Los Congresos…, pp. 73-86.
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Las comisiones permanentes fueron de Constitución, Justicia, Negocios 
Eclesiásticos y Legislación, Gobernación, Hacienda, Instrucción Pública, 
Comercio, Agricultura, Minería e Industria, Milicias, Policía y Peticiones, 
Poderes, y Corrección de Estilo. Se determinó que la Comisión de Policía 
tendría el encargo de la redacción de las actas y decretos, y de su impre-
sión; de los proyectos de ley y cualquiera otro escrito; que le competía 
cuidar del orden y gobierno interior del Palacio del Congreso; y que todos 
los dependientes del Congreso estarían bajo sus órdenes con excepción 
de los de la secretaría.

En la Orden provisional que deberá observar la Guardia del Congreso 
del Estado de México, se indicó que la Guardia se compondría de un 
oficial, un sargento, dos cabos y nueve soldados; y que se harían honores 
al Congreso General, al Poder Ejecutivo federal, al Congreso del estado 
y a sus Diputaciones.

En el decreto para el Arreglo provisional de la Secretaría del Congreso 
del Estado de México, se señaló que “la Secretaría que era de la Diputación 
Provincial, lo sería en adelante del Congreso del Estado”; que los secre-
tarios arreglarían provisionalmente la secretaría con los oficiales y escri-
bientes existentes; y que “la Tesorería que fue de la Diputación Provincial 
continuará en el mismo orden que hasta aquí, y se denominará: Tesorería 
Provisional del Estado de México”.17 

Expidió decretos para fijar las bases con las cuales designar a los 
diputados al Congreso general y al Congreso constitucional del Estado 
de México a partir de elecciones indirectas realizadas en las municipali-
dades, partidos y Junta General del Estado, siguiendo todavía la formula 
gaditana. Se determinó que no podían ser diputados los que no fueran 
mayores de veinticinco años, los que hubieran sido electos diputados o 
senadores al Congreso de la Unión, los obispos, los gobernadores de las 
mitras y los vicarios generales, los comandantes generales, el gobernador, 
su teniente, el tesorero general y los administradores de rentas de distrito.

El Congreso Constituyente integró mensualmente su mesa directi-
va; en 1824 estuvo presidida por los diputados José Francisco Guerra, 
José Ignacio Nájera, José María de Jáuregui, Mariano Tamariz, 
Mariano Casela, José Figueroa, José Domingo Lazo de la Vega, Pedro 

17  	 Ibid., pp. 11-13.
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Martínez de Castro, Manuel Cotero y Manuel Villaverde. Compuso las 
comisiones permanentes de Constitución, Justicia, Negocios Eclesiásticos 
y Legislación; de Gobernación, Industria, Minería, Hacienda, Milicia, 
Instrucción Pública, Corrección de Estilo, Policía y Peticiones. Integró 
diversas comisiones especiales para formar el reglamento interior del 
Congreso, para proponer observaciones sobre las rentas de la Federación 
y de los estados, para analizar una proposición del Congreso general para 
otorgarle facultades extraordinarias al Poder Supremo Poder Ejecutivo, 
para fijar las dietas de los diputados y los sueldos del gobernador y de 
los consejeros, para estudiar lo conducente a la renuncia del gobernador 
Manuel Gómez Pedraza, para tratar lo referente a una queja elevada 
por un ciudadano en contra del gobernador del estado, para estudiar 
las facultades que tenía el Congreso para pacificar al estado, para combatir 
el crimen en conjunción con el Gobierno, para arreglar el juramento de la 
Constitución federal, para estudiar lo referente a la formación del Distrito 
Federal, para formar un proyecto de Código Penal y de Procedimientos 
Criminales, y para fijar como recinto del Congreso el edificio de la extinta 
Inquisición. En cuanto a su régimen interior, el Congreso adquirió una 
imprenta y pidió que revocara el acuerdo del Congreso general constituyente 
sobre el Distrito Federal.

En 1825, el Congreso constituyente integró su Mesa Directiva, pre-
sidida por los diputados Alonso Fernández, Benito Guerra, Manuel de 
Cortázar, Joaquín Villa, Antonio Velasco de la Torre, José María Luis 
Mora, Pedro Valdovinos, Francisco de las Piedras, Pedro Martínez de 
Castro, Baltazar Pérez, José Nicolás de Oláez e Ignacio de Mendoza. Ese 
año hubo dos comisiones especiales, una para formar el proyecto de la 
Constitución y otra para que dictaminara sobre la designación que hizo 
el presidente de la república del senador del Estado de México, Francisco 
Molinos del Campo, como gobernador del Distrito Federal.18 

En cuanto a su régimen interior en 1826, el Congreso integró su Mesa 
Directiva, presidida por los diputados José María de Jáuregui, Benito José 
de Guerra, José Ignacio Nájera, Alonso Fernández, José Domingo Lazo 
de la Vega, Joaquín Villa, Francisco de las Piedras, Baltazar Pérez, Benito 
José de Guerra, Pedro Martínez de Castro, Manuel Villaverde y Manuel 

18  	 Reyes, Reseña…, pp. 31-37.
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Cotero. Sus comisiones especiales fueron para investigar las causas por 
las que la factoría de tabacos labrados no surtía las cantidades requeridas 
al estado, dictaminar lo referente a la erección del Distrito Federal en la 
ciudad de México, conocer las ocurrencias que se habían presentado en el 
estado de Yucatán, y estudiar las irregularidades que se habían presentado 
en las elecciones de los diputados al primer Congreso constitucional.

Antes de promulgar la Constitución, los diputados constituyentes 
consideraron imprescindible legislar sobre los asuntos que considera-
ron necesarios para el buen funcionamiento del estado. Además de la 
legislación que los regía, lo diputados decretaron sobre la organización 
de ayuntamientos del estado, la división territorial en partidos, el regla-
mento del Supremo Tribunal de Justicia, el establecimiento de la Casa de 
Moneda, la organización de la Hacienda, el traslado de los poderes del 
estado a la ciudad de Texcoco, los alcaldes conciliadores y la minería. Esta 
legislación proporcionó bases imprescindibles a la Constitución estatal 
en materia de división político-territorial, de organización municipal, de 
proceso electoral, de sistema hacendario y del funcionamiento interno 
de los poderes judicial y legislativo.

El Legislativo tuvo un decisivo papel en la organización y nom-
bramientos en los Poderes Ejecutivo y Judicial, ya que los diputados 
extendieron a los otros poderes estatales y a los federales la representación 
ciudadana que ejercían, derivada del proceso electoral. Los diputados 
constituyentes nombraron al gobernador constitucional del estado y a los 
integrantes del Consejo. Este órgano legislativo nombró a Manuel Gómez 
Pedraza como gobernador en 1824, a Melchor Múzquiz como teniente 
gobernador y a José Alejo Alegría, José Francisco Nava, Mariano Esteva y 
Pedro Verdugo como consejeros. Sin embargo, Melchor Múzquiz se hizo 
cargo del poder ejecutivo en forma provisional hasta que se formalizó su 
designación como gobernador constitucional, el 6 de octubre de 1826, 
al no aceptar la gubernatura Manuel Gómez Pedraza.19 

El Congreso Constituyente nombró esa misma fecha a Francisco 
Sánchez de Tagle como teniente gobernador, y a José María Puchet, 
Mariano Esteva, Pedro Verdugo y Manuel Rosales como consejeros.20 

19  	 Ibid., pp. 37-43.
20  	 “Decreto 79 del 6 de octubre de 1826”, en Colección de decretos…, p. 98.
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Las ausencias del gobernador Melchor Múzquiz fueron cubiertas por el 
consejero Mariano Esteva. También nombró a Francisco Molinos del 
Campo e Ignacio Espinosa como senadores. Emitió su voto de acuerdo 
con la convocatoria de agosto de 1824 para la elección de presidente de la 
república a favor de Nicolás Bravo, y de vicepresidente a favor de Joaquín 
de Herrera. En el Supremo Tribunal de Justicia nombró magistrado a 
José Ignacio Berazueta y como fiscal a Ignacio Olloqui.

Las disposiciones expedidas en los primeros decretos de marzo de 
1824, las retomaron para precisarlas. El Legislativo facultó al Ejecutivo 
para que propusiera el lugar donde debían instalarse los supremos poderes 
del estado al perder la ciudad de México como primera capital; para que 
presentara al Gobierno federal su inconformidad para que se remediara 
sin dilación la falta de pólvora de minas y de tabacos en la entidad; para 
que adquiriera armas para distribuirlas entre los ayuntamientos; para que 
encargara a los prefectos que vigilaran sobre los abusos que hubiera por 
la exigencia de derechos parroquiales; para que hiciera los gastos nece-
sarios en la pronta propagación del fluido vacuno; para que entregara al 
Ayuntamiento de México todos los bienes cuyas cargas debían cumplirse 
en México; para que investigara los castigos que se usaban en el obraje 
de San Ángel y para que rematara la imprenta al mejor postor.

Asimismo, consideró mediante decreto que el Ejecutivo debía inte-
grar la memoria de la administración, formar los presupuestos de gastos 
y los medios que ocurrieran para cubrirlos, proveer las judicaturas de 
letras de todos los partidos del estado, nombrar a los magistrados de la 
Audiencia y demás plazas de la judicatura y empleados civiles y de ha-
cienda; organizar un fondo de rescate de platas, y prevenir en todos los 
distritos el cumplimiento de la Ley de Hacienda; además de nombrar 
a prefectos y subprefectos para que llegaran sus órdenes y supervisaran 
todos los lugares de estado.21 

En materia legislativa, determinó que el Supremo Tribunal de Justicia 
conociera de las causas criminales del gobernador, de las causas civiles y 
criminales del teniente gobernador, de los consejeros del estado del secre-
tario de Gobierno, de los prefectos y de los jueces de primera, segunda 
y tercera instancia. Para ser magistrado, se requería ser ciudadano en 

21  	 Reyes, Génesis…, pp. 26-63.
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ejercicio de sus derechos, letrado, mayor de treinta y cinco años, haber 
sido juez por lo menos cuatro años, consejero de estado o diputado en 
Congresos del estado o de la federación.

Los asuntos de la hacienda pública fueron atendidos acuciosamente 
por el Constituyente. Se instauraron las funciones de la Tesorería General, 
de la Contaduría y del administrador de rentas unidas de cada distrito, 
así como se expidió el decreto Sobre el arreglo de la hacienda del Estado 
de México en diciembre de 1824. Casi un año después, en octubre de 
1825, el Congreso emitió la primera Ley de Hacienda del Estado, que 
había dispuesto que los jueces de letras conocieran en primera instancia 
los asuntos contenciosos del ramo de hacienda y los tribunales la segunda 
instancia.22 El Congreso fijó las percepciones anuales de los servidores 
públicos, entre las cuales estaban las del gobernador, del teniente go-
bernador, de los consejeros del estado, de los ministros, de los jueces 
de partido, de los prefectos y de los diputados. La hacienda pública del 
estado se formaría de las contribuciones que decretara el Congreso y de 
los bienes que le pertenecieran; las contribuciones las precisaron para 
cubrir los presupuestos anuales.

El Constituyente expidió varias contribuciones: el derecho del tres 
por ciento a los efectos extranjeros, autorizó al Ayuntamiento de Pachuca 
para que cobrara un grano más por cada arroba de pulque, suspendió 
el derecho del cobro del derecho de pulperías en los partidos donde se 
exigía; aprobó la composición del puente de Churubusco, bajo el pre-
supuesto que habían formado los vecinos y de los fondos del peaje del 
camino a Acapulco; autorizó la formación de un camino de peaje con 
la participación de inversionistas particulares; autorizó recursos para 
contener los males de una epidemia; cesó el depósito en los extractores 
de aguardiente de caña de los derechos del valor de las guías; determinó 
que los licores se conducirían en el estado con solo tener un pase cuando 
su valor no llegara a cien pesos; autorizó recursos para la apertura de un 
canal de comunicación en Texcoco, y dispuso que la contribución directa 
aplicada a los ayuntamientos se utilizara en el establecimiento, mejora 
y arreglo de escuelas y en las demás necesidades de los pueblos; que los 
eclesiásticos mayores de cincuenta años no pagarían la contribución 

22  	 Reyes, Los Congresos…, pp. 111-112, 116.
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del Reglamento de la Milicia Cívica; que se dispensara del pago de la 
contribución directa a los jornaleros y que se autorizaran recursos para 
el arreglo de las cárceles.23 

Las leyes y decretos dictados entre marzo de 1824 y diciembre de 1825 
fueron tomados en cuenta para construir el proyecto de Constitución 
política del estado. El 9 de diciembre de 1825, los diputados José María 
Luis Mora, Joaquín Villa y José María Jáuregui asumieron la Comisión 
de Constitución que redactó el proyecto de Constitución, presentado el 
11 de abril y puesto a discusión el 5 de junio de 1826. Mora manifestó 
que era un proyecto incompleto debido a los obstáculos que represen-
taron las manipulaciones de las logias yorquinas para elegir diputados 
y senadores al Congreso federal y diputados locales; que impidieron 
a la Comisión incorporar las reflexiones de los otros grupos políticos. 
Algunas disposiciones del proyecto se retiraron, entre ellas los “derechos 
imprescindibles del hombre”: libertad, igualdad, seguridad y propiedad 
privada, así como la prohibición de establecer nuevas órdenes religiosas.

En febrero de1827, el Congreso Constituyente sancionó la 
Constitución estatal; su última Mesa Directiva estuvo presidida por el 
diputado José María Luis Mora.

La primera Constitución política estatal de 1827

Al expedir la Constitución, el Congreso Constituyente se propuso dar 
forma legal a una población dispersa y numerosa (contaba con 1 300 000 
habitantes),24 mantener la integridad de su extenso territorio (superficie 
aproximada de 100 000 km2), sistematizar la administración y la hacienda 
públicas, reglamentar la justicia y continuar con la centralización muni-
cipal. Se hizo hincapié en repartir el poder político entre los tres poderes, 
señalando forma de elección, atribuciones y restricciones. El Legislativo 
asumió el predominio de la integración de la entidad federativa, como 
lo había dispuesto desde marzo de 1824.

23  	 Reyes, Génesis…, pp. 34,39, 61; Reyes, Reseña histórica…, p. 33.
24  	 Jarquín y Herrejón, Breve historia…, p. 87.
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La Constitución Política del Estado de México fue presentada a los 
habitantes por el diputado presidente José María Luis Mora, quien destacó 
que esta contenía los cimientos de las libertades públicas y era la suma de 
los decretos expedidos: “Habitantes del estado, por tercera y última vez 
os dirige la voz vuestro Congreso al poner en vuestras manos el depósito 
sagrado de la Constitución y las bases fundamentales de las libertades 
públicas […] Al depositar en vuestras manos la Constitución, que no es 
sino el resultado de sus anteriores decretos, pone fin a sus tareas”.25 

La Constitución se dividió en siete títulos. El primero reunió dis-
posiciones generales concluyentes que precisaban las características del 
gobierno del estado; se definió como parte integrante de la Federación 
mexicana, “libre, independiente y soberano” en su administración y 
gobierno interno, pero sujeto a los poderes federales. La Constitución 
no precisó en quién residía la soberanía, pero los diputados asumieron 
que residía en el “pueblo”, tal como lo dictaba la Constitución federal. 
Como gobierno republicano, representativo y popular, estaría dividi-
do para su ejercicio en tres poderes electos por los ciudadanos o sus 
representantes. Dispuso normas generales que no se consideraron en la 
Constitución federal, como la condena de la esclavitud, la valoración 
del trabajo honesto, la supresión de los títulos nobiliarios y empleos o 
privilegios hereditarios. El estado asumió la propiedad de muebles e 
inmuebles vacantes en su territorio y de bienes intestados sin herederos. 
No reconocía autoridades nombradas por poderes externos al estado y, 
lo más notable (aunque procedente desde los Borbones), suprimió en 
“lo sucesivo las adquisiciones de bienes raíces por manos muertas”.26 

Esta cláusula, tan preciada por Mora, se justificó como una de las 
causas más importantes de la pobreza y un obstáculo para la prospe-
ridad al concentrar bienes urbanos y rurales en manos de regulares y 
clero secular. El mismo título especificó los requisitos y derechos de 
los naturales, habitantes, vecinos y ciudadanos. 

El segundo título se dedicó al poder legislativo investido en una 
sola cámara, integrada por veintiún diputados por lo menos, elegidos 

25  	 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 1827, en Evolución cons-
titucional…, pp. 2837-2899.
26  	 Ibid., art. 9.°, p. 2840.
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indirectamente en tercer grado. El Congreso se repondría de manera 
parcial cada dos años, uno por cada cincuenta mil habitantes o por una 
fracción que pasara de veinticinco mil. Estableció como atribuciones del 
Congreso dictar las leyes para la administración y gobierno interior del 
estado en todos sus ramos, interpretarlas, aclararlas, reformarlas o dero-
garlas; resolver y declarar si algún acuerdo era ley, decreto o simple pro-
videncia económica; examinar y calificar la legitimidad de la instalación 
y de los acuerdos de la Junta General Electoral de diputados al Congreso 
estatal; calificar las elecciones de los diputados para admitirlos o no en el 
seno del Congreso; elegir senadores al Congreso general, sufragar para la 
elección de presidente, vicepresidente e individuos de la Suprema Corte de 
Justicia de la República; nombrar al gobernador, a su teniente, consejeros, 
miembros del Tribunal Superior de Justicia y tesorero general del estado; 
declarar si había lugar a la formación de causa contra los diputados, el 
gobernador, su teniente, consejeros y ministros del Tribunal de Justicia; 
conocer de los delitos de oficio cometidos por los diputados e imponerles 
las penas que correspondieran; fijar anualmente los gastos del estado y 
establecer las contribuciones para cubrirlos; examinar y calificar cada 
año la cuenta general de inversión de los caudales del estado; decretar 
la creación, reforma o supresión de las oficinas, plazas de hacienda y 
judicatura; ordenar el establecimiento o supresión de los cuerpos muni-
cipales y dar reglas para su organización; hacer la división del territorio 
del estado en distritos, partidos o municipalidades; aprobar los arbitrios 
para obras públicas; sistematizar la educación pública en todos los ra-
mos; arreglar el modo de llenar los contingentes para el servicio de la 
milicia activa y remplazos del ejército permanente; proteger la libertad 
política de la imprenta; conceder cartas de ciudadanía y de naturaleza 
a los extranjeros; y dictar leyes sobre lo que no se hubiera reservado 
expresamente para los poderes generales.

El tercer título, correspondiente al poder ejecutivo, se dividía en dos 
partes. La primera correspondía al “gobierno del estado” y la segunda 
al “gobierno político y la administración de los pueblos”. Se dispuso 
una combinación de sistema unipersonal con sistema de gabinete, ya 
que continuó dictaminando que estaría integrado por un gobernador 
y un consejo. Dentro del poder ejecutivo, se dio mucha importancia al 
gobierno político y administrativo de los pueblos a través de prefectos, 
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subprefectos y ayuntamientos, con que se empezó a limitar el espacio 
geográfico y político de la diversidad de unidades municipales. 

El título cuarto legisló sobre el poder judicial encargado a un 
Tribunal Superior de Justicia (seis magistrados y un fiscal), elegido 
por el Congreso, y a jueces letrados y conciliadores. El título quinto 
reglamentó la hacienda pública, para lo cual se dispuso que las contri-
buciones dictaminadas por el Congreso se concentrarían en la Tesorería 
General; que habría una Contaduría General la cual iba a glosar las 
cuentas de los caudales públicos, y el Congreso decidiría el presupuesto 
anual de gobierno. El título sexto se refirió a la instrucción pública, 
concentrada en el Instituto Literario y por lo menos en una escuela de 
primeras letras en cada municipalidad. Estableció en el último título 
la obligatoriedad de observar la Constitución, ya que no podría ser 
modificada antes de 1830.27 

Mora precisó que “el estado en lo interior de su gobierno es central”, 
por lo cual los distritos, partidos y ayuntamientos no podían ser sobe-
ranos, sino solo los poderes estatales. Como el estado era miembro inte-
grante de la Federación, su soberanía se subordinaba en ciertos puntos a la 
Constitución federal; por eso, el Congreso local declaraba la pertenencia 
del estado a la Federación y definía estrictamente su labor legislativa, sin 
que fuera incompatible que en su interior centralizara el poder.

Como lo expresaba Mora, la ciudadanía y la vecindad iban a ser un 
fundamento constitucional; el derecho de elegir y ser elegido no podía 
ser otorgado a personas por su ignorancia y pobreza, pues no conocían ni 
podían apreciar la importancia de la participación y representación social 
en la construcción de la entidad y la nación. La ciudadanía, el derecho 
para intervenir en la vida pública, debía restringirse a propietarios, ya que 
solo los individuos con bienes o profesión ofrecían garantías a la sociedad. 
Dentro de esta tónica, los vecinos eran la base productiva y económica 
que garantizaba una nueva sociedad liberal y progresista. De acuerdo 
con la Constitución, el vecino era el que tenía un año de residencia en 
el estado con “algún arte, industria o profesión”, o el dueño de alguna 
propiedad raíz en el estado, con un valor mínimo de seis mil pesos.28 

27  	 Ibid., pp. 2837-2899.
28  	 Ibid., p. 2842.
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Con la Constitución, el Estado de México adquirió la estructura 
legal que le permitía relacionarse como ente político con los estados y con 
la Federación. Puso los cimientos para construir y organizar la entidad 
federativa; y su relación con la Federación se restringió a lo estipulado en 
la Constitución federal. La posibilidad de establecer acuerdos o alianzas 
con otros estados estuvo limitada por la aprobación del Congreso federal. 
Los diputados constituyentes fueron federalistas cuando se trataba de 
defender los derechos de autodeterminación de su entidad en asuntos 
internos, ya que estos les permitían la centralización de sus instituciones. 
El diputado Joaquín Villa expuso que la independencia y soberanía de los 
estados consistía en proceder en su administración interior, sin reconocer 
la injerencia de otro poder superior.

Las controversias del Congreso Constituyente         
con la Federación

Las relaciones conflictivas entre el Estado de México y el Gobierno federal 
se fueron intensificando en la defensa de asuntos fiscales, en la elección 
de diputados locales de 1826 y en la creación del Distrito Federal en la 
ciudad de México que quitó su capital a los habitantes del estado. 

En abril de 1826 se llevó a cabo la separación territorial (17 km2), po-
lítica y económica de la ciudad de México, proceso iniciado en octubre de 
1824; y para el 18 de noviembre de ese año, el Constituyente del Estado 
de México dejó de tener jurisdicción sobre la ciudad de México al erigirla 
el Congreso de la Unión como sede de los poderes de la Federación. Se 
redujeron notablemente las finanzas estatales, su población y su repre-
sentatividad en los Congresos local y general, pero fortaleció la posición 
autónoma del estado ante la Federación. La entidad perdió su primera 
capital y se presentaron enfrentamientos entre el Congreso de la Unión 
y el estatal, pero no obtuvieron el retorno de la ciudad de México como 
capital del estado.

Se desató un complejo proceso de negociaciones entre el estado y 
el Gobierno federal, como sucedió en el pago de “contingente”, que era 
una transferencia de los sobrantes fiscales de cada estado en favor de la 
Federación, aprobada en mayo de 1824. El Estado de México tenía la 
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obligación de cubrir anualmente 975 000 pesos, cubiertos desde finales 
de 1824 hasta abril de 1826; posteriormente, se declaró al estado exento 
por parte del Congreso de la Unión, debido a que ya no contaba con los 
ingresos alcabalatorios de la ciudad de México.29

El distanciamiento entre el Estado de México y la Federación se fue 
profundizando en los siguientes años por motivos económicos y políticos 
que transgredían el pacto federal de respeto mutuo. En el momento de 
expedir la Constitución de 1827, el Congreso Constituyente consideraba 
que el pacto federal había sido violado; se sentía humillado al tener que 
aceptar trasladar la sede de los poderes estatales a Texcoco y respetar las 
resoluciones de la Federación contra sus disposiciones legales; consideraba 
que el Congreso de la Unión había ignorado los principios y bases del 
sistema federal acercándose al centralismo. 

En las elecciones de agosto de 1826 para la Legislatura estatal y el 
Congreso de la Unión, los yorkinos ganaron nuevas posiciones, al igual 
que en el resto del país. Ante los resultados electorales, el Constituyente 
estatal (con mayoría pertenecientes a la Logia Escocesa) decretó la 
anulación de las elecciones, alegando que fueron fraudulentas, prin-
cipalmente porque los elegidos no reunían los requisitos de vecindad. 
El asunto llegó a manos del Senado, el cual condenó el decreto estatal, 
calificándolo de ilegal; por tanto, se ordenaba que se respetaran las 
elecciones donde ganaron los yorkinos, medida que traspasó los dere-
chos de autonomía del estado con la interferencia del Gobierno federal. 
Este enfrentamiento del Gobierno estatal con las autoridades federales 
fue definitivo para que los diputados locales lucharan por alcanzar 
rápidamente la unidad que les diera fuerza a fin de que se respetaran 
sus derechos de autonomía.

En 1827, se desplazó al grupo escocés de la Legislatura estatal, pero ha-
bía sido ese grupo precisamente quien dio forma y aprobó las disposiciones 
de la primera Constitución estatal, acompañadas de tendencia y objetivos 
políticos en favor de la centralización interna. La elección para gobernador, 
en 1826, también cayó en un yorkino, Lorenzo de Zavala, quien gobernó 
de marzo de 1827 a octubre de 1829, en su primer periodo de gobierno.

29  	 Marichal, “La hacienda…”, pp. 110-114.
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La polémica suscitada entre los Congresos federal y estatal por las 
primeras elecciones legislativas estatales permite apreciar tanto la perti-
nencia y vigencia de la ley que reglamentó el proceso electoral elaborado 
por el Constituyente local con la finalidad de construir la nueva entidad 
político-territorial, “con un marco jurídico específico que legitimara a 
las nuevas autoridades e instituciones mediante las elecciones”, como el 
aprendizaje de las prácticas electorales propias de una cultura política 
liberal basadas en la representación y la ciudadanía.30

El orden territorial-administrativo y la organización 
municipal de 1825 

El Congreso Constituyente instituyó en agosto de 1824 que el territorio 
del Estado de México se componía del que tenía la Provincia de México, la 
cual se integraba con 44 partidos: Acapulco, Actopan, Apan, Cempoala, 
Coatepec, Cuautitlán, Cuautla de Amilpas, Cuernavaca, Coyoacán, 
Chalco, Chilapa, Ecatepec, Huejutla, Huichapan, Iguala, Izcateopan, 
Ixmiquilpan, Ixtlahuaca, Lerma, Malinalco, Metepec, Mexicaltzingo, 
México, Metztitlán, Otumba, Pachuca, Tacuba, Taxco, Temascaltepec, 
Tenango, Teotihuacán, Tetela el Río, Tetepango, Texcoco, Tixtla, Toluca, 
Tula, Tulancingo, Xochimilco, Yahuacatitlán, Zacatula o Técpan, 
Zacualpa, Zimapán y Zumpango. Esta base territorial se precisó en la 
Ley orgánica provisional para el arreglo del estado libre, independiente y 
soberano de México, la cual también establecía que el territorio del Estado 
de México quedaría dividido en ocho distritos (Acapulco, Cuernavaca, 
Huejutla, México, Taxco, Toluca, Tula y Tulancingo) cada uno a cargo 
de un prefecto. En esos ocho distritos quedaron repartidos los 44 par-
tidos; que estarían a cargo de un subprefecto. Prefectos y subprefectos 
eran las autoridades directamente responsables de la organización de los 
ayuntamientos.31 

En la Constitución de 1827 ya no se precisó el territorio del estado en 
partidos; solamente se mencionaron los ocho distritos creados. Se puso 

30  	 López González, “Política y orden jurídico…”, pp. 46-54.
31  	 Reyes, Los Congresos…, pp. 113-115.
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énfasis en determinar que la ciudad de Texcoco era la cabecera del distrito 
de México y la residencia de los supremos poderes del estado. El Congreso 
aprobó varios cambios territoriales en la formación de partidos entre 1824 
y 1827: creó el partido de Jilotepec, erigió los partidos de Jonacatepec, 
San Agustín de las Cuevas (Tlalpan), Tejupilco y Sultepec, y suprimió 
los partidos de Coyoacán, Coatepec, Chalco, Lerma, Mexicaltzingo, 
Metepec, Otumba, San Cristóbal Ecatepec, Tepepango, Xochimilco 
y Zempoala.32 Se trató de reacomodos territoriales necesarios para ga-
rantizar la administración y organización de municipalidades, con una 
supervisión de subprefectos y prefectos.

Se legisló que cada partido se dividiera en municipalidades a cargo de 
ayuntamientos. Estos últimos actuaron los primeros trece meses de vida 
del Estado de México de acuerdo con las normas gaditanas. El Congreso 
Constituyente expidió en febrero de 1825 la primera ley estatal para la 
Organización de los ayuntamientos del Estado de México, que reunía el pensa-
miento del diputado José María Luis Mora sobre la concentración política 
interna del estado.33 La labor legislativa del Constituyente estatal se orientó a 
frenar el poder que tendía a la “arbitrariedad” tanto en el nivel estatal como 
en el municipal. Era necesario seguir fomentando, como lo había hecho la 
Diputación Provincial, un orden jurídico, político y administrativo para 
integrar las diversas células de gobierno a una nueva estructura, y poner 
límites a las autoridades en cada nivel de gobierno.

Los antecedentes de esta ley se dieron en noviembre de 1824. Los di-
putados constituyentes realizaron un proyecto de ley para la organización 
y disminución de ayuntamientos, debido a que consideraban que el gran 
número de ayuntamientos había provocado consecuencias negativas en el 
orden administrativo. El diputado Benito Guerra promovió el proyecto 
de ley, manifestando:

Se han formado muchos ayuntamientos con poca o ninguna utilidad; en 
vez de ser benéficas las disposiciones que se dictaron en la Constitución 

32  	 Reyes, Génesis…, pp. 28, 42, 44, 45, 50, 51, 56. Decreto 8 del 11 de marzo de 1824, 
decreto 35 del 29 de enero de 1825, decreto 41 del 8 de abril de 1825, decreto 49 del 18 
de julio de 1825, decreto 61 del 5 de abril de 1826, decreto 64 del 24 de abril de 1826 y 
decreto 83 del 28 de noviembre de 1826.
33  	 Actas del Congreso…, t. VII, pp. 498-499, sesión del 19 de junio de 1826.
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española y decretos respectivos, ha sido contraproducente; por lo que solicita 
que se supriman los ayuntamientos recién formados y […]se dicten nuevas 
reglas seguras para que nuevamente se realice la formación de estos.34

El proyecto de ley proponía que solo se podía integrar un ayuntamiento si 
había dos mil habitantes en la comarca y si existía una población nume-
rosa que supiera leer y escribir, que poseyera alguna finca, capital o ramo 
de industria, y fuera elegidos indirectamente. El 9 de febrero de 1825, se 
aprobó el decreto bajo la dirección del diputado José María Luis Mora, 
quien fue más radical con respecto a la disminución de ayuntamientos; 
dispuso que el número de ayuntamientos se redujera a una cuarta parte 
en comparación con los existentes en la Constitución gaditana. 

La legislación para la organización de ayuntamientos marcó a las 
municipalidades con cinco reglas:

•	 Habría un ayuntamiento por cada cuatro mil habitantes en lugar 
de uno por cada mil, como se había dictado en la Constitución 
de Cádiz.

•	 Los ayuntamientos se seguirían integrando por alcaldes, sín-
dicos y regidores.

•	 Las autoridades municipales tenían que reunir los siguientes re-
quisitos: ser ciudadano, mayor de veinticinco años; poseer finca, 
capital o ramo de industria que bastara para su manutención; 
contar con la vecindad y residencia en la municipalidad de por 
lo menos dos años; no ser jornaleros, ni militares, ni del clero, 
ni empleados públicos; y los alcaldes debían saber leer y escribir.

•	 La elección de alcaldes se hacía anual, y la de regidores y sín-
dicos donde hubiera dos, se renovarían por mitad anualmente. 
La elección era de forma indirecta siguiendo las indicaciones de 
Cádiz; es decir, se hacían dos juntas electorales; en la primera se 
elegía un elector por cada quinientos habitantes, y en la segunda 
los electores elegían al ayuntamiento; la reunión de electores 
estaba presidida por el alcalde de la municipalidad y el número 
de electores lo designaba el prefecto.

34  	 BCEM, Congreso del Estado de México, 1824, exp. 218, pp. 1-62, “Proyecto de ley 
sobre ayuntamientos”.
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•	 Las funciones de los ayuntamientos eran cuidar de la salubridad, 
paz pública, policía, obras públicas, cementerios, beneficencia, 
fondos municipales, escuelas y diversiones; convocar a los ciu-
dadanos a elecciones y fomentar la economía.35 

A partir de febrero de 1825, se aplicaron las medidas legales para con-
tinuar con la centralidad de poder local. La vida municipal continuó 
combinando usos y costumbres colectivos y localistas, con principios 
liberales y republicanos, impulsados por el Congreso. Las municipali-
dades ya no solo eran un espacio para la organización y administración 
tributaria local, sino que empezaron a formar parte de una nueva es-
tructura política, en la cual tenían que sostener y unificar una entidad 
federativa, tan heterogénea como el Estado de México, que necesitaba 
una personalidad propia capaz de poder relacionarse con la Federación 
y con los otros estados, de acuerdo con el pacto federal recién creado.36 

Estas disposiciones las reiteró el Constituyente en la Constitución estatal 
de 1827 y permanecieron vigentes hasta la expedición de la Constitución 
centralista de 1836. En la organización constitucional, la administración 
interior de los pueblos quedó situada dentro del poder ejecutivo porque 
los habitantes y las autoridades locales debían ejecutar las leyes emanadas 
del Legislativo, sin la posibilidad de tomar sus propias decisiones. 

En la legislación municipal expedida entre 1825 y 1827, quedó plas-
mado el pensamiento “liberal centralizante” de la mayoría de los diputa-
dos que integraban el Congreso Constituyente. Su objetivo principal era 
ser federalistas al exterior y centralistas en su gobierno interior, a decir de 
su presidente Mora. Trataron de crear un equilibrio entre las autoridades 
elegidas por los ciudadanos (los ayuntamientos) y las autoridades nom-
bradas por el gobernador (los prefectos y subprefectos). Se sometían las 
primeras a las segundas porque, según Mora, los ayuntamientos buscaban 
por naturaleza su autogobierno. Expresaba:

35  	 “Para la organización de ayuntamientos del Estado. Decreto número 36, 9 de febrero 
de 1825”, en Arreola, Legislación…, pp. 28-40.
36  	 Salinas, El primer federalismo…, pp. 117-131.
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[No] tan solo concurren las personas que por el pueblo han sido designadas 
para velar sobre el estado de la salud pública [ayuntamientos], sino también 
otros sujetos, que nombrados por el Gobierno [prefectos y subprefectos], 
conserven la unidad de la acción de este y mantengan en la debida subordi-
nación a estas mismas corporaciones de elección popular, que por su natural 
conato tienden constantemente a la independencia.37

Las principales funciones de prefectos y subprefectos eran cuidar de la 
tranquilidad pública, la seguridad de las personas y los bienes de sus 
habitantes, con entera sujeción al gobernador; cuidar el cumplimiento 
de las leyes del gobierno y hacer que los Ayuntamientos cumplieran las 
obligaciones que les imponían las leyes; sin embargo, les dejaron algunos 
espacios de autonomía en sus funciones administrativas y financieras. El 
subprefecto, con la aprobación del prefecto, nombraba un teniente auxi-
liar en los pueblos que no tenían ayuntamiento, sujeto al ayuntamiento 
de su jurisdicción. Medida que no respondía a las prácticas electorales 
de los pueblos, pero era útil para distribuir la administración pública.38

Los diputados estatales pensaban que los ayuntamientos eran un 
“mal necesario”; reprobaban la actitud de algunas autoridades munici-
pales en cuanto a la ignorancia administrativa y a los abusos de poder, 
y por ello pusieron especial cuidado en los requisitos económicos y de 
alfabetización para ser alcalde y regidor; creían que los ayuntamientos 
debían convertirse en la institución que fomentara el engrandecimiento 
de los pueblos, pero había que enseñarlos a gobernar.39 El Congreso esta-
tal atendió las demandas de Ayuntamientos, prefectos y ciudadanos. En 
1824 (entre marzo y diciembre), los diputados atendieron 50 expedientes 
sobre ayuntamientos (16%), de un total de 308; en 1825, revisaron 27 
expedientes (13%) de 211; y en 1826 solo 18 (8%) de 226 expedientes. 
Hubo una disminución de problemas a partir de la ley de 1825. Una de 
las principales demandas fue la autorización de ayuntamiento, por la 
drástica reducción señalada por la legislación.40

37  	 Actas del Congreso…, t. VII, p. 457, sesión del 9 de junio de 1826.
38  	 Actas del Congreso…, t. IX, p. 434, sesión del 23 de enero de 1827.
39  	 Actas del Congreso…, t. VII, pp. 459-460, sesión del 8 de junio de 1826.
40  	 BCEM, Congreso del Estado de México, 1824, exp. 218, “Proyecto de ley sobre ayun-
tamientos”; BCEM, Legislatura, 1827, exp. 267, “Memoria del gobernador, 1826”; BCEM, 
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Los diputados empezaron a recibir peticiones de prefectos para cambiar 
la ley de ayuntamientos, pretendiendo disminuir a dos mil habitantes la inte-
gración de cada municipalidad. Por ejemplo, el prefecto de Acapulco exponía 
dos problemas para integrar comarcas de cuatro mil habitantes: la distancia 
existente entre los pueblos y las malas condiciones de los caminos. Por su 
parte, el subprefecto del partido de Zacatula y el prefecto de Taxco infor-
maron sobre otro obstáculo: la existencia de municipalidades con población 
indígena, donde no había personas que cumplieran con los requisitos para 
desempeñar los cargos municipales y carecían de hombres “medianamente 
instruidos”. El prefecto del distrito de México exponía que todos los pueblos 
querían contar con su propio ayuntamiento porque así se podían gobernar 
con independencia de otros pueblos, para poder utilizar sus tradiciones y 
mantenerse alejados de las enemistadas que existían entre ellos.41 

A pesar de los comentarios y peticiones de subprefectos y prefectos 
al Congreso Constituyente, no se realizaron cambios a la ley de 1825; 
solamente hubo algunas concesiones cuando se imponían las condiciones 
geográficas y sociales.

En 1826 el gobernador Múzquiz informó que, de acuerdo con la 
ley de organización de ayuntamientos, se habían autorizado 182 ayun-
tamientos; algunos, situados en la misma localidad que en la época ga-
ditana, pero ahora con mayor población en su jurisdicción territorial. 
El número de ayuntamientos reflejaba la desaparición de pequeños go-
biernos municipales que se habían legitimado con la Constitución de 
Cádiz. La política municipal de la época no permitió que se autorizaran 
más municipalidades a pesar de las peticiones de muchos pueblos. 42 	

Legislatura, 1828, exp 325, “Memoria del gobernador, 1828”.
41  	 BCEM, Congreso Constituyente, t. 28, año 1826, exp. 115, “Sobre que se establezca 
ayuntamiento en los pueblos que por sí o por su comarca lleguen a 2 000 almas y tengan 
los demás elementos necesarios”.
42  	 Memoria en que el gobierno del Estado Libre de México da cuenta de los ramos de su ad-
ministración al Congreso del mismo estado, a consecuencia de su decreto de 16 de diciembre 
de 1825, México, Imprenta de Rivera, 1826, pp. 12-13. División Territorial del Estado 
de México, 1826. El número oficial de 182 ayuntamientos en 1826 señala la posibili-
dad de corregir el número de 202 ayuntamientos señalado por Dorothy Tanck para la 
Intendencia de México en 1821; esto se debe a que se redujo en 1826 en 75% la cantidad 
de ayuntamientos, de acuerdo con la ley.
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Comentarios finales

Hemos recogido el trabajo legislativo del Congreso Constituyente rea-
lizado entre 1824 y 1827, que instauró los cimientos institucionales del 
Estado de México durante el siglo XIX, en los cuales se basó la organi-
zación política de la entidad federativa. 

El establecimiento del federalismo posibilitó a la mayoría de los di-
putados constituyentes seguir formando una cultura política heredada 
de la Diputación Provincial o del Imperio de Iturbide, donde habían 
participado como autoridades. Pusieron en práctica su trayectoria al 
participar en la organización interna de la entidad federativa y en las ne-
gociaciones con la Federación, atribuyéndose el poder rector en la entidad. 
Los diputados precisaron los principios de la política interna basada en 
medidas centralistas, para poder gobernar el extenso territorio que conta-
ba con diversos grupos políticos, económicos y sociales. Legislaron para 
precisar facultades y atribuciones de los tres poderes estatales; organizar 
la hacienda pública; para reestructurar la división político-territorial en 
distritos, partidos y municipalidades; para incluir a los ayuntamientos, 
subprefectos y partidos como parte del poder ejecutivo; para mantener el 
proceso electoral indirecto en segundo grado para diputados y en primer 
grado para ayuntamientos; para inducir la participación ciudadana y 
vecinal, y para fomentar la milicia cívica. 

La Constitución estatal promulgada en febrero de 1827 trató de 
crear las condiciones legales para provocar un rompimiento con el pasa-
do colonial; por ello fue desarrollando un conjunto de valores liberales 
que introdujo la Constitución de Cádiz de 1812. La tendencia liberal 
moderada que mantuvieron los legisladores del Estado de México, entre 
1824 y 1827, con un centralismo en la política interior, cambió a partir 
del triunfo electoral de los yorkinos en el Congreso local, dado en 
octubre de 1826. Este triunfo fue calificado como fraudulento por los 
escoceses situados en los poderes estatales, pero fue reconocido por 
las autoridades federales, lo que provocó la renuncia del gobernador 
Melchor Múzquiz en marzo de 1827. A partir de entonces y hasta abril 
de 1829, Lorenzo de Zavala, importante líder yorkino yucateco, asumió 
el gobierno estatal e inició decisivos cambios políticos y económicos 
propios de un liberalismo radical.
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En los tres primeros años posteriores a la erección del estado, el 
Congreso Constituyente dejó atrás su renuencia a participar en el siste-
ma federal y se convirtió en federalista cuando defendió los derechos de 
autonomía de la entidad frente a la Federación. 

El Constituyente del Estado de México tuvo interés en responder al 
compromiso adquirido con el pacto federal nacional en 1824, aunque 
tenía sus serias dudas del funcionamiento exitoso del sistema federal, 
porque podía desarticular la reciente nación mexicana. A pesar de 
ello, entre 1824 y 1827, se propuso constituir una entidad organizada 
administrativamente y establecer las instituciones que le permitieran 
poder gobernarse internamente, y luchó con herramientas legales con 
la Federación, con la finalidad de que respetara su autonomía interna 
como entidad federativa. Su labor legislativa durante los tres años 
retomó la herencia liberal de Cádiz y los principios fundamentales de 
la Constitución federal de 1824, con algunas disposiciones propias del 
estado. Las principales instituciones políticas creadas entre marzo de 
1824 y febrero de 1827 prolongaron su funcionamiento durante los 
periodos federales subsecuentes, aunque se vieron interrumpidas por 
otros sistemas de gobierno, como el centralismo y la monarquía.
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ENSAYO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL EN LA 

FORMACIÓN DE LA REPÚBLICA. PUEBLA, 1824-1825

Alicia Tecuanhuey Sandoval
(Instituto de Ciencias Sociales y Humanidades,

Benemérita Universidad Autónoma de Puebla) 

Introducción

La reflexión que proponemos desarrollar en esta colaboración acerca de la 
historia de las instancias representativas surgidas después de Cádiz y de la 
Independencia en México tiene por antecedente las investigaciones que 
desarrollamos en los seminarios de la doctora Josefina Vázquez acerca de 
la implantación del federalismo y el centralismo como formas de gobierno 
en una realidad delimitada originalmente por la intendencia de la Puebla 
de los Ángeles. En aquellos trabajos averiguamos cómo las fuerzas econó-
micas y los agentes políticos encausaron las aspiraciones de autogobierno 
para proteger, defender, dar forma e impulsar intereses regionales. 

Enmarcados en márgenes de operación que no rebasaban los límites 
de la provincia frente a un novedoso discurso liberal que los poblanos 
también adoptaron como el apropiado, nos acercamos en aquella ex-
periencia investigativa a las connotaciones locales que adquirió el fe-
deralismo y el liberalismo en la realidad política poblana; también nos 
interesamos por registrar los desplazamientos concurrentes producidos 
en la esfera político-administrativa. Exploramos las circunstancias que 
hicieron posible que la capital provincial, cabeza de la jurisdicción defi-
nida durante el tiempo de la intendencia, dejara de depositar el gobierno 
y la representación territorial en el órgano municipal para transferirlo 
a instancias intermedias de nueva creación. Expusimos las expectativas 
que surgieron entre los diputados constituyentes locales para diseñar 
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planes que retomaran la prosperidad de Puebla. Finalmente, observamos 
los dispositivos que crearon los diputados para formar una nueva jerarquía 
de instancias de gobierno y de representación bajo un modelo de fortale-
cimiento del Ejecutivo en la administración gubernamental que desalentó 
la participación política de ciudadanos y ayuntamientos constitucionales. 

Retomo el estudio del Congreso del estado de Puebla y de su pri-
mer constituyente en el siglo XIX convencida de su importancia actual, 
momento en un contradictorio proceso de transición política hacia la 
democratización y aspiración por clarificar las respectivas responsabi-
lidades de los poderes ante la ciudadanía. A su vez, emprendemos este 
trabajo considerando que en décadas muy cercanas algunos historiado-
res asumieron y advirtieron que era muy escasa la atención dedicada al 
Congreso decimonónico por los miembros de la disciplina. Actualmente, 
la situación es otra, aun cuando sigue siendo un campo muy abierto 
para la investigación; las obras dedicadas a los Congresos son más nu-
merosas y, por su calidad, con una valoración muy positiva en cuanto 
a su proyección comprensiva y heurística. Ellas pusieron sólidamente 
en entredicho la tesis del presidencialismo como tradición mexicana y 
ampliaron los campos de observación a partir de la discusión del tema 
de la división de poderes.1

En esta colaboración me propongo retomar algunos hilos sueltos de 
aspectos sobresalientes de nuestras investigaciones precedentes para dete-
nerme en la operación del Congreso constituyente; el objetivo es conocer 

1 	  En la actualidad las preocupaciones son muy amplias: identificar grupos parlamenta-
rios alineados a las formas de gobierno, sopesar el peso político real de cada uno; rela-
cionar esos grupos con los diferentes tipos de representación política que practicaban; 
considerar los cargos que debían ocuparse por elecciones de sus titulares; analizar el 
origen socioprofesional de los representantes; construir los índices de permanencia de los 
diputados para amplios periodos, las jerarquías implícitas en el cumplimiento de sus fun-
ciones, el papel que les cupo jugar a los diversos Constituyentes en sus circunstancias en 
relación con los otros poderes institucionales y fácticos, la agenda de temas de discusión 
a los que le dieron prioridad y la relevancia que tuvo el ordenamiento financiero y fiscal 
para las operaciones de la administración. La relación entre poderes generales (federales 
o centralistas) y poderes territoriales (estatales/departamentales). Los autores imprescin-
dibles que han contribuido a construir esta agenda de investigación son Cecilia Noriega, 
Reynaldo Sordo, Israel Arroyo, Marcelo Carmagnani, María Luna Argudín. Véase la 
reflexión historiográfica de Arroyo, “Miradas contemporáneas…”, pp. 115-144.
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la acción más precisa que emprendieron los diputados del Congreso cons-
tituyente del estado de Puebla para darle estructura a la nueva entidad 
federada. Nos interesa estudiar mejor a los autores de la Constitución, 
cómo y dónde sesionaron, qué interés manifestaron en su labor y quiénes 
fueron los más propositivos, cómo organizaron sus trabajos, qué factores 
influyeron en la agenda local, cuál su relación con los diputados al con-
greso general elegidos en Puebla. En el diseño del modelo de gobierno 
centralizado que aprobaron, queremos recuperar sus argumentos, los 
temores a que respondían y las negociaciones de referencias y concep-
ciones para adoptar las resoluciones críticas. Hemos también de exponer 
los temas que consideraron debían ser tratados en las sesiones secretas 
del congreso, lo que les da un halo de misterio.

En este trabajo de historia de las instituciones políticas con pers-
pectiva social, también buscamos las referencias liberales que más los 
confrontaron y el camino que encontraron para sortearlas a la hora de 
aprobar el diseño del proyecto colectivo plasmado en la Constitución 
estatal. Todos estos temas son visibles en el debate y tareas legislativas 
que atendieron los legisladores a lo largo de veintidós meses en que tuvo 
vida el Congreso Constituyente poblano. Fue posible conocer sus deli-
beraciones gracias a que los diputados constituyentes se preocuparon por 
legar las actas de sus sesiones. En su versión impresa y manuscrita, hoy se 
conservan en la Biblioteca Ernesto de la Torre y Villar del Instituto José 
María Luis Mora y en la Biblioteca Palafoxiana en la ciudad de Puebla. 
En este legado no quedaron las transcripciones completas de las sesiones, 
pero sí los planteamientos centrales. 

La exposición del proceso de Constitución del estado a partir del 
trabajo legislativo del Congreso la organizamos en los siguientes aparta-
dos. Primero nos ocupamos de la instalación formal del Congreso estatal 
constituyente, la composición social de él y la organización interna que 
adoptaron. Después nos ocupamos de las tareas legislativas más urgentes 
que emitió el Constituyente. En el tercer punto, abordamos la manera 
como fueron aprobando las normas y las consultas que realizaron con afa-
nes de lograr consensos. Llamamos la atención al ánimo de los legisladores 
y valores que buscaron plasmar en algunos conceptos clave que fueron 
objeto de su atención. Para lograrlo, elegimos algunos temas acuciantes 
que dieron lugar al debate y que retrasaron la inmediata aprobación.



214

El primer Congreso del Estado: un ensayo de ejercicio constitucional...

Instalación del Constituyente, los legisladores y su 
organización interna

La instalación del Congreso Constituyente del estado de Puebla tuvo 
tras de sí una asonada militar y cívica que dirigieron el jefe político y 
la Diputación Provincial en 1823 en la ciudad de Puebla. Fue una se-
gunda experiencia en la que tales instancias de gobierno participaban 
de esta forma con la intención de influir para cambiar el rumbo de la 
vida pública en el país. La primera de tales experiencias había ocurrido 
entre febrero y marzo de 1823 bajo el liderazgo del recién nombrado jefe 
político José María Morán marqués de Vivanco, en ocasión del Plan de 
Casamata que derribó el Imperio mexicano; la segunda oportunidad, 
conectada con la mutación federalista, fue liderada por otro jefe político 
y comandante general, José Antonio de Echávarri. Él y la Diputación 
Provincial decidieron federar a la provincia de Puebla ante el temor de 
que las divisiones en el Congreso general, que sesionaba en la ciudad 
de México, obstaculizaran la implantación del Acta Constitutiva de la 
Federación Mexicana que se estaba discutiendo. 

A diferencia de la primera asonada, el segundo acto de desobediencia 
a los poderes generales fue contestado con una decidida movilización del 
ejército que encabezó Manuel Gómez Pedraza, por mandato del secretario 
de Relaciones del Gobierno general. Los cuerpos que comandaba fueron 
apuntalados por las fuerzas de Vicente Filísola y de Vicente Guerrero, 
movilizados también hacia la capital angelopolitana. La amenaza de una 
represión que recaería sobre la capital provincial obligó a una negociación 
con sectores moderados de la ciudad (Ayuntamiento y Cabildo catedral). 
Por ella, se anularon todos los actos de federación anticipada, aceptándose 
que el primer general de los tres mencionados quedara a cargo de la pro-
vincia y bajo su mando se transitara hacia la Constitución de la entidad 
federativa. La mano suave de Gómez Pedraza colaboró en el restableci-
miento de la jerarquía de instancias de autoridad político-representativas 
del país y para sellar la reincorporación de Puebla al orden y al pacto de 
unión con el resto de “partes constitutivas” de la nación en ciernes. 

Tales movimientos supusieron, entonces, la rendición de los pronun-
ciados federalistas en los primeros días de enero de 1824, bajo el compro-
miso de los poblanos a obedecer, sin interpretar, los dictados del Congreso 
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Constituyente y los del Supremo Gobierno general. A continuación, en los 
primeros días del siguiente mes, se procedió a jurar el Acta Constitutiva de 
la Federación Mexicana por el Ayuntamiento constitucional de la ciudad 
y el resto de las autoridades residentes en ella: el obispo, los rectores de los 
colegios poblanos, los superiores de conventos, el intendente y los funcio-
narios de hacienda (contador, tesorero de las cajas nacionales, el factor del 
tabaco, el administrador de alcabalas, el de correos, de temporalidades y 
el prior del consulado). Todo indica que la Diputación Provincial había 
sido prácticamente disuelta, de ahí que estuviera ausente de los actos de 
juramento; salvo el secretario de la Diputación, quien inició la jura. 

A esa altura, el jefe político Gómez Pedraza ya había convocado a los 
ciudadanos a designar electores para elegir a los miembros del Congreso 
Constituyente del estado. Las fechas designadas para la elección indirec-
ta, según disposiciones de la Constitución gaditana, fueron el 1.°, 15 y 
20 de febrero.2 En marzo salió a la luz el listado de diputados electos que 
provenían de un variado origen socioprofesional: milicianos, abogados 
titulados y eclesiásticos, estos últimos con un peso importante, como 
puede verse en el Cuadro 1. 

Cuadro 1. 
Congreso Constituyente del estado de Puebla, 1824-1825

Nombre Calidad Oficio/profesión Votos Jura Otras calidades

José María 
Añorve

P Teniente coronel 55 No

José María 
Calderón

P General de 
brigada

54 Sí Estudios Seminario. 
Ranchos en 
Maravatío y Puebla.

José Manuel 
Couto

P Prebendado 54 Sí Bienes en Orizaba.

José María 
Montoya

P Abogado 54 No

2 	  Castro, El federalismo, p. 157.
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José María 
Oller

P Cura de S. C. 
Tlacotepec

53 Sí

Juan N. 
Quintero

P Abogado 53 No

Patricio 
Furlong

P Coronel 52 Sí Molino y hacienda. 
Estudios Seminario.

Manuel 
Estopier

P No

José Cadena P Coronel 49 No Comerciante.

Luiz (sic) 
Mendizábal

P Cura de S. M. 
Coronango

48 Sí

Félix 
Necoechea

P 48 Sí Estudios Seminario.

Francisco P. 
Vázquez

P Maestrescuelas 
cabildo catedral

48 Sí Estudios Seminario.

Antonio Díaz 
Guzmán

P 47 Sí Hacienda Cholula.

Carlos García P Abogado 45 Sí
Antonio M. 
de la Rosa

S Presbítero 52 Sí

Mariano 
Garnelo

S Presbítero 44 Sí

Rafael 
Adorno

S Capitán 35 Sí Bienes.

Manuel Ríos 
Castropol

S 35 No

Mariano Paz 
y Sánchez

S Presbítero 29 No

P, S = propietarios, suplentes, respectivamente

Fuentes: Castro, El federalismo, p. 160. BP, Libro de Exámenes, 1797-1808, BP, R-511. AGEP, 
Testamento de José Manuel Couto y Avalle, 1821, Notaría 2, c. 149, s.f. AGNEP, Testamento 
José Cadena, AGNEP, Registro de Instrumentos Públicos, 1829-1831, Notaría 7, fs. 23-24. 
Avalúo de los bienes del general Patricio Furlong, 1833, sec. Judicial, c103A, fs. 11-25. 
Testamento, Registro de Instrumentos Públicos, n1850, Notaría 7, ff. 262-264. AGNEP, 
Concurso Voluntario formado por fallecimiento de bienes del excelentísimo General Don José 
María Calderón, sección Judicial, sin número de caja, 1850, fs. 1-11.
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Hemos constatado que no todos los individuos elegidos asumieron la 
representación; a algunos se les designaron otras tareas, como en el caso 
de José María Calderón, quien meses después fue gobernador de la enti-
dad. También en esa situación se vio Francisco Pablo Vázquez, el maes-
trescuela del Cabildo catedral de Puebla, a quien comisionó el gobierno 
mexicano para negociar el reconocimiento del naciente Estado mexicano, 
que no solo se había atrevido a independizarse de la monarquía católica 
española, sino se gobernaba por una república. Vázquez tenía la misión 
de normalizar las relaciones con el Vaticano. Otros elegidos declinaron 
la designación aduciendo diversos problemas personales.3 Solo sabemos 
que José Manuel Couto y Luiz Mendizábal debían abandonar su puesto 
en el Congreso poblano porque fueron elegidos senadores, uno por el 
estado de Veracruz y el otro por San Luis Potosí, respectivamente.4

Por ello en diferentes actas de sesiones y disposiciones legislativas 
publicadas en El Caduceo de Puebla, periódico del Congreso “para la 
ilustración del pueblo”,5 hemos encontrado que la obra legislativa la 
completaron otros personajes, tales como Rafael Francisco Santander, 
Joaquín de Haro y Tamariz, Apolinario Zacarías o José Joaquín Rosales, 
entre otros, llamados a ocupar un asiento en el Congreso una vez que los 
suplentes electos se agotaron. No queda claro de qué forma ocuparon la 
representación, aun cuando lo más probable es que la junta electoral fuera 
convocada de nuevo para elegirlos y hacer posible que el Congreso fun-
cionara con quorum, condición que se alcanzaba con nueve legisladores. 

En el Cuadro 2 volcamos la información de una muestra de sesio-
nes que permite visualizar a los diputados estatales del Constituyente 
poblano en quienes efectivamente recayó la tarea legislativa a lo largo de 
los meses en que estuvieron trabajando para formar la entidad federada. 
El Congreso Constituyente poblano se instaló el 19 de marzo de 1824, 

3 	  Renunciaron el abogado Montoya, Del Castillo Quintero, Estopier y Velázquez de la 
Cadena (Tecuanhuey, “Tras las Trincheras…”, p. 491.
4 	  Biblioteca Ernesto de la Torre y Villar del Instituto José María Luis Mora, en adelante 
BETV-IM, “El Observativo a los editores”, El Caduceo de Puebla, 16 de septiembre de 
1824, t. II, núm. 78, p. 339. 
5 	  Biblioteca Palafoxiana, en adelante BP, 32128, Prospecto, El Caduceo, Periódico del 
Estado libre de la Puebla de los Ángeles, Puebla, oficina del ciudadano coronel Pedro de 
la Rosa, Impresor del Gobierno Nacional, 1824. t. I. 
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después del solemne Te Deum en la catedral. A esa ceremonia asistieron 
el Ayuntamiento y todas las autoridades eclesiásticas, civiles y militares 
bajo la presidencia del jefe superior político Manuel Gómez Pedraza. 
Comparando los Cuadros 1 y 2, es posible observar que en esa primera 
sesión no todos los elegidos, propietarios o suplentes, se presentaron a 
iniciar la labor, por lo que desde esa sesión aparece el nombre de un 
nuevo elemento.6 

Cuadro II. 
Legisladores del Congreso Constituyente, 1824-1825 

Diputado 00/03/24 00/05/25 00/01/25 00/03/25 00/05/25 00/09/25 00/12/25

Francisco P. 
Vázquez

√ √

José María 
Calderón

√ √

Carlos 
García

√ √ √ √ √ √

Antonio 
Díaz 
Guzmán

√ √ √ √ √ √ √

José Manuel 
Couto

√ √ √

Patricio 
Furlong

√ √ √ √ √ √

Félix 
Necoechea

√ √ √ √ √ √

José María 
Oller

√ √ √ √ √ √ √

Luis 
Mendizábal

√ √

Rafael 
Fco. 
Santander

√ √ √ √

6 	  BP, 32128, El Caduceo de Puebla, t. I, 1° de abril de 1824, núm. 1, pp. 1-3, Sesión de 19 
de marzo de 1824.
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Antonio M 
de la Rosa

√ √ √ √ √ √ √

Rafael 
Adorno

√ √ √ √ √

José Joaquín 
Rosales

√ √ √ √

Antonio 
Montoya

√ √ √ √ √

Mariano 
Garnelo

√ √

Joaquín 
Haro y 
Tamariz

√ √ √ √

Apolinario 
Zacarías

√ √

José María 
Montoya

√ √ √ √

Manuel 
Ríos 
Castropol

√ √ √

Fuente: BETV-IM, F. Conde, El Caduceo de Puebla, t. I, II, III y IV. 
Nota: En las fechas se hizo una revisión de todo el mes debido a que las actas no registran el listado com-
pleto de los legisladores presentes en las sesiones. Los identificamos porque participan en la discusión.

Los legisladores iniciaron sus trabajos en las casas consistoriales del ayun-
tamiento angelopolitano con nueve de los catorce diputados elegidos, 
aun cuando en sesiones posteriores barajaron la posibilidad de instalarse 
en alguno de los edificios del colegio del Espíritu Santo, en el edificio 
de la Alhóndiga o permanecer ahí mismo, en las casas consistoriales. 
Al parecer, ese tema no se terminó de resolver por falta de fondos. 
Establecidos ahí y en esa primera sesión, eligieron por unanimidad y a 
propuesta de los electores secundarios de partido al ciudadano Manuel 
Gómez Pedraza como gobernador interino.

Las sesiones del Congreso fueron ordinarias y extraordinarias pú-
blicas, así como secretas. Sesionaron con gran regularidad, y pocas de 
ellas se suspendieron por ausencia de diputados. A su vez, los legisladores 
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acordaron que la presidencia fuera rotativa en su titularidad, de tal suerte 
que presidieron las sesiones cada uno de ellos. En la primera reunión, 
ya ocupados de la organización del estado, abordaron temas urgentes y 
de cortesía: decidir el encabezamiento de sus resoluciones, informar de 
su instalación al Congreso general y al resto de Congresos de entidades 
federadas. Vieron un proyecto de decreto sobre organización interior del 
estado que debía regir provisionalmente en tanto se elaboraba, discutía y 
aprobaba la Constitución estatal. Este documento constaba únicamente de 
nueve artículos, en los que se establecía la inviolabilidad de los diputados 
por sus opiniones políticas, la transformación del Congreso en tribunal 
de causas civiles y criminales en que estuvieran envueltos los diputados, 
así como la división de poderes.

En el decreto de organización interior también quedaron estable-
cidos los partidos que definían el territorio del estado; eran veintiún 
demarcaciones, prácticamente las mismas de la intendencia. 

Cuadro 3. 
Partidos del estado de Puebla

Orientación cardinal Partido Colindancia

Norte Huauchinango, Chicontepec, 
Tetela de Xonotla, Zacatlán.

Estados de Veracruz y 
México.

Teziutlán. Estado de Veracruz.

San Juan de los Llanos. Territorio de Tlaxcala y 
Veracruz.

Este Tehuacán. Estado de Oaxaca.

Centro Puebla, Tecali, Tepeaca. Territorio de Tlaxcala.

Oeste Atlixco, Cholula, Huejotzingo 
Tochimilco.

Estado de México.

Sur Acatlán, Chiautla, Chietla, Izúcar, 
Ometepec, Tepeji, Tlapa. 

Estado de Oaxaca y 
Estado de México.

Fuente: BP, 32128, El Caduceo de Puebla, t. I, 2 de abril de 1824, núm. 2, pp. 5-6, sesión del 20 de marzo 
de 1824. AHMP, Leyes y Decretos, t. 3, f. 236. 
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Dos comentarios adicionales sobre este punto. Los partidos que for-
maron la entidad poblana no incluyeron dos que originalmente perte-
necieron a la intendencia; de acuerdo con el censo formado en 1794, 
fueron suprimidos los de Amozoc y Totimehuacán. En las actas no se 
registró la aprobación del decreto de organización interior; sin embargo, 
se publicó el 22 de marzo de 1824. 

Otro rasgo digno de mención de las primeras sesiones es el de 
las ágiles comunicaciones de los diputados al Congreso general, ele-
gidos en Puebla, con sus pares de la entidad federada, para trabajar 
coordinadamente en algunos intereses del estado. Siendo de los pri-
meros en felicitar al Congreso poblano por su instalación, enviaron 
un proyecto de reglamento interior del Congreso, vigente para las 
sesiones del Congreso general, que a buen seguro no se observó en su 
totalidad en Puebla, por las dimensiones de los actos que normaba. 
Este reglamento era enorme: constaba de 198 artículos y 15 capítulos 
que eran inaplicables. 

Para entender su desproporción, baste con señalar el largo pro-
cedimiento de presentación de credenciales, examen y aprobación de 
estas; para el caso, solo se trataba de doce legisladores propietarios 
cuyas credenciales se aprobaban al momento de la elección misma en 
la junta electoral, al contabilizar el número de votos. Las actas de las 
siguientes sesiones dan cuenta de que solo adoptaron la práctica de 
formación de comisiones para el funcionamiento del Congreso en muy 
reducido número: las de Legislación, Gobernación, Justicia y Negocios 
Eclesiásticos; la de Hacienda; la de Infracciones de la Constitución; 
Libertad de Imprenta; Milicia Cívica y Comercio; Agricultura, Minería 
y Arte Industrial; Instrucción Pública y Colonización.7 

Meses más tarde, se aprobó el reglamento interior del Congreso. 
Por él, se cuidó que los asientos estuvieran dispuestos en el salón de tal 
manera que pudieran oírse unos a otros. Es de notar la elevación en 
que se colocaba la silla del presidente de la Cámara y la ubicación del 
asiento asignado al gobernador, a la izquierda de este y “a nivel con los 

7 	  El Caduceo de Puebla, t. I, 1.° de abril de 1824, núm. 1, p. 4, sesión del 19 de marzo 
de 1824. Juan Ramírez Marín y Gonzalo Santiago Campos, Reglamentos del Congreso 
Mexicano, s.f.
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demás diputados […] para cuando concurra el gobernador del estado”.8 
Enfrente del presidente había una mesa sobre la que había un crucifijo, 
dos ejemplares del reglamento, dos más del Acta constitutiva, ínterin 
se dictaba la Constitución general de la federación y la particular del 
estado; también estaba la lista de los diputados y otra de las comisiones. 
Finalmente, en uno de los lienzos del salón se colocó una imagen de 
la Madre Santísima de Guadalupe. Los símbolos eran inequívocos: el 
Congreso pertenecía a la naciente nación católica, el espacio favorecía la 
interlocución, a la vez que fijaba la integridad, independencia y dignidad 
republicana de un poder separado del ejecutivo. 

Podemos afirmar que los legisladores entendían bien no solo cuál era 
el objeto de su misión; también cómo y porqué hacerlo. Así lo muestra 
el discurso que escribió el maestrescuela de la catedral y diputado del 
Constituyente poblano, Francisco Pablo Vázquez, quien fuera el primer 
presidente de esa Legislatura fundadora. El texto fue encargado por el 
Cabildo catedral de Puebla para felicitar a los diputados del Congreso 
Constituyente general por el comienzo de sus sesiones a finales de 1823. 
Vázquez escribió que la instalación del Congreso había sido preparada 
con trabajos, aflicciones y penas innumerables; ya logrado ese paso,

[Es] hoy para la Nación Mexicana motivo de un gozo de lo más grande y 
más puro (sic). Él ha sido objeto de sus más ardientes deseos porque de él 
espera las más abundantes felicidades. Él va a unir en un centro todas las 
voluntades, a desterrar para siempre la discordia esa peste de las sociedades, 
a dar una Constitución y con ella una patria, a dictar leyes sabias de que 
nacen las costumbres y, finalmente a formar un estado que pueda rivalizar 
con los más opulentos de Europa. 

La Nación se promete fundamentalmente todos estos bienes de las lu-
ces, conocimientos y virtudes que felizmente se han reunido en el seno de 
Vuestra Soberanía. 

Más el principal apoyo de sus esperanzas es la protección del cielo que tan 
fervorosamente imploran a favor de V.S. los vecinos de la Puebla.9 

8 	  BETV-IM, F. Conde, El Caduceo de Puebla, t. VIII, 6 de enero de 1826, núm. 6, p. 21, 
sesión de 6 de enero de 1826.
9 	  ACCP, Libro de Cabildos, 1824, núm. 60, 1822-1824, fs. 252 ft. y vta., Lectura de la 
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Las urgentes disposiciones

Los diputados se concentraron en las tareas legislativas atendiendo una 
agenda de prioridades que resolver expuesta por Manuel Gómez Pedraza en 
el discurso inaugural de sesiones, probablemente discutido antes con ellos. 
Había que legislar para constituir el estado libre, restablecer la seguridad 
pública en la entidad –que no era otra cosa que combatir a salteadores de 
caminos, bandoleros, asesinos y portadores de armas–, formar la milicia 
cívica, ocuparse del erario para normalizarlo y erradicar de él la corrupción, 
administrar justicia, definir la buena policía, dar el lugar de importancia que 
tenía la educación de los niños, evitar la proliferación de la vagancia, la con-
servación de los edificios, la comodidad y seguridad de caminos, etcétera.10 

De inmediato pusieron manos a la obra en la sesión del 20 de marzo 
y emprendieron la discusión de los temas fundamentales. Ya menciona-
mos la organización interior del estado. Hay que agregar la decisión que 
tomaron de formar un Consejo de gobierno para el mejor desempeño de 
las funciones del ejecutivo, que se integraba por tres personas. En Puebla 
era urgente atender el azote de salteadores de caminos y portadores de 
armas que asolaban los caminos de la provincia. La comisión especial 
que nombraron concluyó que la mejor forma de abatir esos males era 
formar la milicia cívica.11 Dicha evaluación fue informada al público 
por un bando especial que, sorprendentemente, justificó la medida no 
en las razones que le dieron origen. 

En contraste con lo discutido en la sesión del Congreso, el bando de 
milicia cívica fundaba su necesidad en la amenaza a la independencia 
de la nación “por una liga de reyes ambiciosos y tiranos”, refiriéndose 
a la España respaldada por la Santa Alianza.12 Quizá los legisladores 
evaluaron que los ciudadanos se enlistarían con decisión si se aludía 
a un enemigo externo al que recientemente los mexicanos vencieron 

felicitación al Soberano Congreso, sesión del 29 de noviembre de 1823. 
10  	 BNM, 000534039, Manuel Gómez Pedraza, ciudadano de la República a los diputa-
dos del Congreso de Puebla, 1824. 
11  	 BP, 32128, El Caduceo de Puebla, t. I, 2 de abril de 1824, núm. 2, p. 7, sesión de 20 de 
marzo de 1824.
12  	 BP, 32128, El Caduceo de Puebla, t. I, 2 de abril de 1824, núm. 2, p.7, sesión de 20 de 
marzo de 1824.
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por la fuerza de su decisión, más que nada; o quizá fue producto de 
los temores que causaban las consecuencias del restablecimiento del 
absolutismo en España y un probable intento de reconquista, que co-
menzaron a propalarse entre la población.13

Subsiguientes resoluciones inmediatas muestran el sostenimiento 
de la armonía que existía entre las evaluaciones de la circunstancia 
poblana que tenían los miembros del Congreso con la agenda que 
dictó el gobernador en el largo discurso pronunciado al momento de 
la instalación del Legislativo.14 Aun cuando Gómez Pedraza pensa-
ba que el que vivían era el tiempo de los americanos, advirtió a los 
diputados que enfrentarían graves dificultades en el cumplimiento 
de su misión; debían considerar que normarían para una población 
heterogénea; las consecuencias de la impunidad de los crímenes de 
guerra, el “aspirantismo”, la infidelidad de los empleados, la inédita 
multiplicidad de opiniones. Tales retos obligaban al mayor esfuerzo de 
“genios extraordinarios”. Pero los problemas tenían solución. Si había 
que educar a la niñez como tarea inaplazable para forjar ciudadanos 
libres, laboriosos y justos, también había que arreglar rápido el erario, 
sacudirlo de corrupción y eliminar dilapidaciones; administrar justicia; 
también, imponer una buena policía promotora de mejoras en salud 
pública y beneficio común, con hospitales, cárceles, cuarteles, limpieza 
y arreglo de espacios públicos como las fuentes, edificios, caminos, 
paseos y casas de beneficencia. 

En consecuencia, y considerando que de esa envergadura eran 
sus responsabilidades, los legisladores manifestaron la necesidad de 
saber cuál era la situación de la hacienda pública; para ello convoca-
ron al intendente a que rindiera un informe detallado del estado del 
erario. Los diputados no cejaron en sus empeños aun cuando pocos 
días después quedarían en manos de otro gobernador, puesto que el 
23 de marzo, cuatro días después de su instalación, llegó la orden del 
Gobierno general que sustrajo a Pedraza del cargo para el que fue electo 

13  	 Temores que no eran infundados. Véase Sims, La reconquista; Vázquez, México, p. 10; 
Ruiz, Barradas, p. 40.
14  	 BNM, 000534039, Manuel Gómez Pedraza, ciudadano de la República Mexicana a 
los diputados del congreso de Puebla, 1824. 
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interinamente. Incrédulos en un principio, alarmados poco después, 
dieron muestras de respaldo y respeto al gobernador en desgracia con 
declaraciones y continuidad en el trabajo definido desde el principio 
con él; lo apreciaban y le agradecían haber evitado el “derramamiento 
de sangre” en diciembre de 1823.15 

Así, el funcionamiento del Congreso siguió siendo regular hasta 
la expedición de la Constitución estatal. En el lapso de dos meses, los 
temas importantes que dieron lugar a normatividad inmediata tuvieron 
relación con el ámbito económico y fiscal, fundamentalmente; desaho-
garon también el asunto de la justicia mediante la institucionalización 
de la Audiencia de Puebla con su respectivo reglamento; aquí se puso 
especial énfasis en cómo atender litigios mercantiles que involucraban el 
funcionamiento del consulado de comerciantes de Puebla.16 

El Congreso ordenó la posterior disolución del mencionado 
consulado,17 el pago de la contribución directa a todo individuo con 
ingreso personal e independiente de sexo18 y se organizó la tesorería 
general.19 Otros decretos más sobre hacienda consistieron en facultar 
al gobernador como único jefe superior de esa importante oficina, el 
reglamento de administración de las rentas,20 el impuesto del tres por 
ciento sobre aforo y el establecimiento de aduanas en los pueblos donde 

15  	 Tecuanhuey, “Manuel Gómez Pedraza…”.
16  	 BETV-IM, F. Conde, El Caduceo de Puebla, 2 de agosto de 1824, No. 33, t. II, p. 14, 2, 
sesión de 29 de julio de 1824. AHAP, Leyes y Decretos, t. III, f. 257, C. coronel Estevan 
de Munuera, gobernador interino del estado libre de la Puebla de los Ángeles, 11 de agos-
to de 1824.
17  	 AHAP, Leyes y Decretos, t. III, f. 285, C. coronel Estevan de Munuera, gobernador 
interino del estado libre de la Puebla de los Ángeles, 9 de noviembre de 1824.
18  	 AHAP, Leyes y Decretos, t. III, f. 259, C. coronel Estevan de Munuera, gobernador 
interino del estado libre de la Puebla de los Ángeles, 12 de agosto de 1824.
19  	 AHAP, Leyes y Decretos, t. III, f. 263, Decreto del H. Congreso del estado libre de la 
Puebla de los Ángeles, 27 de septiembre de 8124.
20  	 AHAP, Leyes y Decretos, t. III, f. 281, C. Coronel Estevan de Munuera, gobernador 
interino del estado libre de la Puebla de los Ángeles, 2 de octubre de 1824. Biblioteca 
Histórica José María Lafragua, Benemérita Universidad Autónoma de Puebla, fondo 
Antiguo, “Reglamento para el gobierno y administración de las rentas del estado”, 9 de 
octubre de 1824. Colección de los decretos y órdenes más importantes que expidió el Congreso 
constituyente del estado de Puebla en los años 1824-1825, 1827, p. 39.
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fuera necesario.21 La normatividad sobre los establecimientos para la 
explotación de minas mereció dos decretos.22

Los temas de seguridad y justicia, que asoció el Congreso, asimismo 
se atendieron con prioridad. En el lapso de quince días, entre febrero y 
marzo de 1825, los diputados expidieron decretos acerca de esas materias. 
Tal fue el caso de la redistribución de funciones de los alcaldes de algunos 
partidos que debían ocuparse de las causas civiles y criminales, testamentos 
e hipotecas, entre otros pendientes. Así también, la definición de castigos 
por falsificación de inscripción que se cometieran en los libros de registro.23 

Además, expidieron el Reglamento de la Guardia de Policía de la 
ciudad de Puebla de los Ángeles, cuyo objeto era cuidar a la población 
del agolpamiento peligroso de gente y de la acometida de ladrones. 
No solo eso, debían evitar el contrabando y los fraudes a la hacienda 
pública. Esta nueva institución de “policía” dio un nuevo significado a 
dicha palabra; se le utilizó en el actual sentido de cuerpo de seguridad 
encargado de perseguir y aprehender a los transgresores, y conducirlos 
a las aduanas para su castigo.24 

Ebrios, escandalosos, quimeristas, portadores de armas, jugadores, 
ladrones y vagos conocidos eran los transgresores a quienes detener. A 
la vez, los miembros de la policía tenían orden de evitar toda violencia 
contra los arrieros y vivanderos. Las grandes reuniones como fiestas, 
bailes o diversiones debían ser vigiladas, comenzando por constatar que 
contaban con licencia para reunirse. Disolverlas “suavemente” era la ac-
ción que seguía en caso de incumplimiento; ese mismo tratamiento, pero 
de forma llana, merecían los grupos reunidos en esquinas, la gente que 
jugaba gallos en la calle y la reunida por la noche. La policía debía cuidar 
que los niños no jugaran en la calle a las horas de estar en las escuelas.25 

21  	 AHAP, Leyes y Decretos, t. III, fs. 292 y 293, General de Brigada José María Calderón, 
gobernador interino del estado libre de Puebla de los Ángeles, 15 de enero de 1825 y 17 
de enero de 1825. 
22  	 AHAP, Leyes y Decretos, t. III, fs. 297, 344 y t. IV, f. 87, respectivamente, General 
de Brigada José María Calderón, gobernador interino del estado libre de Puebla de los 
Ángeles, 31 de enero de 1825, 28 de diciembre de 1825, 23 de agosto de 1825.
23  	 AHMP, Leyes y Decretos, t. III, f. 302, General de Brigada José María Calderón, go-
bernador interino del Estado libre de la Puebla de los Ángeles, 22 de febrero de 1825.
24  	 Pulido, “Policía…”, pp. 1595-1642. 
25  	 AHMP, Leyes y Decretos, t. III, f. 302, General de Brigada José María Calderón, 
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La formación del cuerpo de policía permitió que la seguridad de las 
bases de la república y del estado federado quedara depositada enteramen-
te en la milicia cívica, con lo que se corrigió la primera función que los 
legisladores le asignaron en las discusiones de abril, mencionada antes.26 
Ponerla en funcionamiento inmediato supuso otorgar al gobernador facul-
tades para nombrar jefes y oficiales a propuesta de terna del Ayuntamiento, 
con notificación al Congreso. Para ser elegido oficial, era necesario cubrir 
ciertos requisitos: ser natural del país o haber residido en la localidad por 
siete años, de patriotismo reconocido, con antecedentes de honradez, en el 
ejercicio de sus derechos ciudadanos, poseedor de alguna finca, industria o 
capital suficiente para proporcionar una decente subsistencia. Finalmente, 
los legisladores exigieron también que supieran escribir y leer.27 

Una provisión asociada a la anterior que el Constituyente tomó fue 
la de definir quién debía tenerse por jornalero, asunto de importancia 
porque quien recayera en esta categoría quedaba excluido del disfrute de 
la condición de ciudadanía y de la incorporación a la milicia cívica. Esta 
disposición se publicó en mayo de 1825, resolución adoptada con motivo 
de la consulta que hicieron los cívicos del pueblo de Santa Bárbara de 
Almoloya, partido de Cholula.28 

Tomó más tiempo decidir los criterios para el nombramiento de 
magistrados y fiscales del Tribunal Superior. Finalmente, los legisladores 
acordaron que tales debían ser: estar en ejercicio de los derechos ciudada-
nos, ser mayor de treinta años en estado secular, haber ejercido por más 
de cinco años la profesión de abogado titulado de cualquier estado de 
la república, no tener cargo y haber sido nombrado por el Congreso en 
votación nominal en sesión pública a propuesta de terna del gobernador 
y dupla del Consejo de Gobierno.29 

gobernador interino del estado libre de Puebla de los Ángeles, 12 de marzo de 1825.
26  	 Chust, “Milicia…”.
27  	 AHMP, Leyes y Decretos, t. III, f. 318, General de Brigada José María Calderón, go-
bernador interino del estado libre de Puebla de los Ángeles, 20 de junio de 1825.
28  	 BHJML-BUAP, fondo Antiguo, Decreto, 26 de mayo de 1825, Colección de los decretos 
y órdenes más importantes que expidió el Congreso Constituyente del estado de Puebla en los 
años 1824 y 1825, p. 82.
29  	 AHMP, Leyes y Decretos, t. III, 1825, f. 335, General de Brigada José María Calderón, 
gobernador interino del estado libre de Puebla de los Ángeles, 28 de noviembre de 1825.
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En esos días de desahogo de disposiciones relativas a aspectos de 
la vida comunitaria que requerían atención impostergable, en tanto se 
terminaba de elaborar el proyecto constitucional, de manera sorpren-
dente la atención de los diputados fue capturada por el ejercicio de la 
suprema inspección o superintendencia de estudios en el Colegio del 
Espíritu Santo. Más adelante entenderemos las razones que le dieron 
prioridad a la educación de las elites en Puebla, consideración que no 
tuvo la educación de la niñez. Baste decir por ahora que los legisla-
dores dejaron en manos del Gobierno esa inspección para realizarla 
juntamente con el rector de la institución que debía ser nombrado a 
propuesta del Consejo, aun cuando los catedráticos tuvieron derecho 
de enviar una terna de candidatos a la Rectoría para que el gobernador 
eligiera de entre ellos.30 

Va quedando claro que el Legislativo fue otorgando atribuciones 
al Ejecutivo ante el temor a los tumultos de una amplia ciudadanía 
que previsiblemente estaba dispuesta a participar en la cosa pública. 
Ese temor había despertado en los eventos de la guerra interna vivida 
durante la década anterior. En 1824 la población y los legisladores 
seguían en medio de una circunstancia inédita, de independencia 
con apertura de la arena política y mayores márgenes de libertad. La 
incertidumbre estaba por desvanecerse, se prometían los legisladores; 
pero los temores renacían puesto que seguían frescos los antecedentes 
de la insumisión y el entorno internacional adverso. Así, la organiza-
ción del naciente Estado mexicano y de sus “partes constitutivas” les 
reclamó prudencia a los legisladores. 

Organización de los trabajos, preocupaciones y valores 
de los legisladores

En general, la revisión sistemática de las actas del Congreso Constituyente 
da evidencias de que las leyes, las disposiciones y la propia Constitución 
se aprobaron artículo por artículo una vez que presentaron sus proyectos 

30  	 AHMP, Leyes y Decretos, t. III, f. 315, El general de Brigada José María Calderón, 
gobernador interino del estado libre de la Puebla de los Ángeles, 6 de junio de 1825.
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las comisiones en que se distribuyeron los diputados, considerando sus 
saberes y talentos. La Comisión de Legislación, Gobernación, Justicia y 
Negocios Eclesiásticos la conformaron tres diputados que eran eclesiás-
ticos: Mendizábal, Oller y Necochea.31 La Comisión de Hacienda quedó 
integrada por los diputados Couto, Calderón y Santander;32 Agricultura, 
Minería, Artes e Industria reunió a Oller, Necochea y Couto. En cuanto 
a Instrucción Pública y Colonización, quedaron encargados Necochea, 
Mendizábal y Santander.33 

Puede advertirse que la legislación producida en el periodo constituyen-
te del estado estuvo principalmente en manos de eclesiásticos que habían 
realizado estudios de Derecho Civil y Canónico. La distribución de los 
miembros de las Comisiones excluyó mayormente a abogados y oficiales 
de milicias laicos. Bajo tal predominio, el proceso de aprobación de la 
propuesta que resultaba de los trabajos de cada comisión dependía de la 
discusión en el Pleno, en donde participaba un representante del gober-
nador y, una vez que se constituyó, de la consideración de las reflexiones 
que hacía llegar la Audiencia del Estado. Después de recoger esa opinión, 
el Pleno volvía a discutir y resolvía en función del parecer de la mayoría. 

Las consultas a los otros poderes para legislar dieron a las resolu-
ciones del Congreso un tono flexible e incluyente, con lo que se reservó 
para momentos críticos imponer la idea expuesta por el diputado del 
Constituyente, Francisco P. Vázquez, según la cual la soberanía residía 
en el Congreso estatal y de él “emanaban todos los poderes”.34 Puede 
dar idea de la mecánica de aprobación de normas por los diputados 

31  	 Mendizábal era el de mayor experiencia. Estaba inscrito como abogado de la Real 
Audiencia de Nueva España, colegial en el Eximio Teo jurista de San Pablo y promotor 
fiscal y defensor de los juzgados eclesiásticos de la Mitra de Puebla (AGNP, Protocolos de 
1810, notaria 5, f. 259 v). 
32  	 Santander fue un destacado estudiante del Seminario Palafoxiano; en 1810 ganó la 
cátedra de Derecho Civil en esa institución. Expedientes de oposiciones, 1818-1822, BP, 
R-523, t. II. En esta comisión, el de mayor experiencia era Couto. También fue estudiante 
destacado Necoechea (BP, Exámenes Generales, 1809-1817, R-473, libro 4, Exámenes de 
enero 15 de 1812).
33  	 BP, 32128, El Caduceo de Puebla, t. I, 1.° de abril de 1824, núm. 1, p. 4, Sesión del 19 
de marzo de 1824.
34  	 BP, 32128, El Caduceo de Puebla, t. I, 2 de abril de 1824, núm. 2, p. 6, sesión del 20 
de marzo de 1824.
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considerar la discusión del proyecto de “Medidas contra salteadores, 
asesinos y ladrones”, elaborado por Luis Mendizábal hasta su aproba-
ción. Este comenzó a discutirse el 9 de junio de 1824 y concluyó el día 
22 del mismo mes.35 

En el caso de esta disposición, dos diputados, los eclesiásticos Vázquez 
y de la Rosa, se opusieron a que los acusados de los delitos previstos fue-
ran juzgados por tribunales de jurados; también a que en el desahogo 
de las causas jugara un papel fundamental el alcalde. El argumento que 
esgrimieron era la “crasa ignorancia” que imperaba en algunos pueblos, 
por lo que era muy arriesgado encargarles la formación de la sumaria.36 
En virtud de que sus opiniones, solo fueron oídas y no recogidas, y en 
reiteradas ocasiones “salvaron sus votos”. De cualquier forma, da cuenta 
que la pluralidad de opiniones en el Congreso en muchos casos no sus-
citó un cambio en los pareceres que entrañaban evaluaciones sobre la 
viabilidad de introducir cambios institucionales profundos.

Como era de esperarse, el representante del gobernador también 
participó en la discusión del mencionado proyecto. En el acta quedó 
registrada la intervención por la que se opuso específicamente a conceder 
un beneficio adicional a los asesores de los alcaldes (otorgarles casa en el 
lugar donde residieran durante el cargo) “por los muchos inconvenientes 
que se originan y las continuas disensiones a que dan margen”. Así que su 
voz fue escuchada, y quedó desechado tal beneficio.37 Tal actitud receptiva 
se esfumó cuando la comisión proponente conoció los desacuerdos de 
alguno de sus pares, como señalamos antes. 

La displicencia fue casi total al considerar las diferencias internas, 
sin importar que las objeciones planteadas en el debate implicaran lo que 
hoy en día consideramos como valores políticos o valores humanitarios. 
Así sucedió con el artículo que fijó el número de votos requeridos para 
declarar culpable o inocente al acusado sobre el que pesaba la pena 
de muerte por ahorcamiento. La oposición pidió que dicha pena fuera 

35  	 BP, 32128, El Caduceo de Puebla, t. I, 12 de junio de 1824, núm. 73, p. 309, sesión del 
9 de junio de 1824. 
36  	 BP, 32128, El Caduceo de Puebla, t. I, 12 de junio de 1824, núm. 73, p. 310, sesión del 
9 de junio de 1824. 
37  	 BP, 32129, El Caduceo de Puebla, 18 de junio de 1824, núm. 79, p. 337, sesión de 15 
de junio de 1824. 
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adoptada por el jurado con la unanimidad de sus integrantes; pero la 
mayoría de los legisladores sin más trámite aceptó que fuera por mayoría 
simple del jurado.38 En esa lógica, la definitiva voz fue la de la comisión 
proponente cuyo criterio fue respaldado por las mayorías en la legislatura.

Siguieron aproximadamente ese patrón las varias normas que se 
fueron aprobando. Conforme se acercaba el fin del año 1824, los legis-
ladores hicieron públicos los criterios con que habría de quedar escrita 
la Constitución poblana: 

En las constituciones que aún no están muy arraigadas en las opiniones del 
pueblo, no se debe buscar tanto la perfección como la estabilidad […]. Los 
pueblos no saben muchas veces lo que quieren; pero saben muy bien lo que 
aborrecen. No piden tal cosa determinadamente sino salir del mal actual, 
sin cuidarse de lo que ha de venir a reemplazarlo. […] No es dado a todos ser 
liberal: es menester saber serlo. La libertad es alimento indigesto para los 
estómagos débiles. […] En las materias políticas la ciencia es más común 
que la sana razón y en el manejo de los negocios, el genio es tan raro como 
la probidad.39

Sobre esas bases, los legisladores confesaron que no se apegarían a doc-
trina o experiencia liberal específica; crearon una Constitución que 
centralizó el poder en el régimen de gobierno interior, concentrando 
facultades en exclusivas manos del gobernador. A su vez, restringieron 
los márgenes de operación de los ayuntamientos en comparación a lo 
establecido por la Constitución gaditana, puesto que aumentaron los 
requisitos para constituir ese órgano de gobierno e impusieron dos ins-
tancias (prefectos y subprefectos) que los distanció tanto del gobernador 
como del Congreso. Consideraban que la gaditana era una carta muy 
liberal, en el sentido de generosa y poco restrictiva, que no consideró el 
alto riesgo que corrían los órganos municipales de ser manipulados, a lo 
que eran muy susceptibles.40

38  	 BP, 32129, El Caduceo de Puebla, 26 de junio de 1824, núm. 87, p. 370, sesión de 22 
de junio de 1824. 
39  	 BETV-IM, F. Conde, El Caduceo de Puebla, t. III, 1.° de diciembre de 1824, núm. 62, 
p. 264, sesión de 28 de noviembre de 1824. 
40  	 Tecuanhuey, “Tras las trincheras…”, p. 501.
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Es por lo que cobra importancia detenernos en las facultades que otor-
garon al Ejecutivo y rescatar la discusión que tuvieron al respecto, puesto 
que nos dan la oportunidad de observar las preocupaciones que movían a 
los legisladores al aprobar una Constitución que centralizó el poder en esa 
parte de la estructura del poder público. Adelantamos que los diputados 
consideraban que el supremo poder del Estado residía en su Congreso. En 
efecto, los legisladores aprobaron esa tesis en el marco de un gobierno del 
estado de carácter “republicano, representativo popular federado” (artículos 
25 y 26). Supremo poder que se dividía en legislativo, ejecutivo y judicial. 

Las facultades y obligaciones del gobernador se establecieron de ma-
nera fundamental en los artículos 106 y 107. Tenía reservado el nombra-
miento y suspensión de los empleados del estado, asumir la jefatura de la 
hacienda pública, su administración y decretar la inversión de caudales; 
formar y expedir reglamentos de los diversos ramos de la administración 
pública salvo los relativos al cumplimiento de las leyes; podía disponer 
de las fuerzas armadas del estado: la milicia cívica y la policía. Además, 
tenía por obligaciones hacer guardar el orden público, el cumplimiento 
de las leyes, la pronta y puntual administración de justicia en todos los 
tribunales, visitar por sí mismo las cárceles de la capital y las de los pue-
blos por medio de comisionados, promover la prosperidad del estado en 
todos los ramos, muy particularmente en el fomento y progreso de la 
ilustración de los pueblos.41 

Otras atribuciones del Ejecutivo eran solicitar prórroga en los dos 
periodos de sesiones del Congreso, convocarlo a sesiones extraordinarias 
por cuestiones graves, proponer al Congreso proyectos de ley, hacer ob-
servaciones a proyectos, provisiones o leyes del Congreso en plazos deter-
minados dependiendo de su urgencia, respetar la fórmula de publicación 
de las normas expedidas y presidir las sesiones del Consejo de Gobierno 
cuando se requiera.42 Finalmente, el gobernador gozaba de inmunidad en 
causas civiles y criminales hasta concluir su gobierno. Estaba sometido 
a acción popular en caso de causas políticas como traición a la patria o 

41  	 BHJML-BUAP, fondo Antiguo, Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Puebla. Colección de los decretos y órdenes más importantes que expidió el Congreso 
Constituyente del estado de Puebla en los años de 1824 y 1825, 1827, p. 117.
42  	 Ibid., artículos 62, 66, 71, 76, 80, 84 y 130.



233

Alicia Tecuanhuey Sandoval

infracciones a la Constitución, y contaría con el apoyo de agentes inme-
diatos nombrados prefectos y subprefectos.43 

Comparadas las facultades, atribuciones y límites del Ejecutivo fede-
ral, es de notarse que el gobernador únicamente tenía plazos más amplios 
para hacer observaciones a las disposiciones del Congreso durante tiem-
pos normales. También vemos que la Constitución estatal tuvo cuidado, 
a diferencia de la federal, de utilizar verbos distintos para indicar las fun-
ciones que correspondían a cada poder: el Congreso ejercía el legislativo, 
el Congreso consignaba el gobierno al Ejecutivo y el poder judicial era 
depositado en los tribunales.44 En la Constitución federal únicamente 
se habló del depósito de funciones, facultades y atribuciones a cada uno 
de los poderes, que en la literatura ha sido entendido como delegación. 

Resumiendo, la Constitución federal de 1824 y la estatal de 1825, 
en el tema del que nos ocupamos, fueron muy similares y compartie-
ron básicamente los mismos principios, salvo una facultad que hace la 
diferencia: el gobernador disponía con libertad de la milicia cívica sin 
necesidad de que interviniera el Congreso estatal. No sobra recordar 
que la debilidad del ejecutivo federal estuvo fincada en carecer de esa 
facultad y las limitaciones que le impusieron las propias atribuciones de 
otras instancias, como las dadas al Consejo de Gobierno, la elección del 
presidente por el Congreso general, la Vicepresidencia como contrapeso, 
la tesis de soberanía compartida, así como imponer tributación a entida-
des colectivas y no a individuos.45

Resulta muy interesante revisar la discusión de los artículos que 
normaban al poder ejecutivo en el Congreso Constituyente estatal. 
A fin de no generar expectativas, tendríamos que anticipar que en los 
discursos de los diputados no aparecen alusiones a teoría política alguna, 
ni a clásicos del tema. Los debates, entonces, de acuerdo con su registro 
escrito, están salpicados de vaguedades y mucho sentido común, cosa que 
no consideramos en sí misma afectuosa. Así también, lo que se discutió 
no fueron los poderes otorgados al Ejecutivo, aun cuando se deja ver el 

43  	 Ibid., artículos 109, 110 y 111.
44  	 Ibid., artículos 27, 29 y 30. 
45  	 Véase Sordo, “El Congreso…”, p. 142; Pantoja, Bases…, p. 201; Arroyo, La arquitectu-
ra…, pp. 116-125.
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famoso temor a dejar resquicios para el renacimiento del despotismo, y 
el debate estuvo centrado en aspectos de una poblanidad ya afirmada. 

A tal conclusión nos llevan las actas de septiembre de 1825, que 
plasmaron los desacuerdos que vertió el diputado Patricio Furlong. Tomó 
la palabra para pedir la inclusión del requisito de vecindad para el nom-
bramiento del Ejecutivo estatal, al igual que se hacía con los diputados. 
Dijo: “Los pueblos deben ser gobernados por sujetos que conozcan sus 
costumbres y algunos políticos exigen que los que gobiernen conozcan 
igualmente a las personas principales para valerse oportunamente de su 
influjo”. En una segunda intervención, pidió a sus pares “tener presente 
que los pueblos no obedecen con gusto al que no conoce y que tampoco 
se puede saber ciertamente los vicios del que no está a la vista”. 46

La comisión explicó que en muchas ocasiones la necesidad obli-
ga a buscar a hombres en otros estados para encargarse del gobierno. 
Este requiere de ciertas virtudes, y el nativo que las tenga seguramente 
será electo aun cuando no estuviera avecindado en el estado. Refutó la 
conveniencia de que el gobernador tuviera conocimientos de los pue-
blos; muchas veces era necesario que fuera extraño para que las rela-
ciones y vínculos no entorpecieran la marcha del gobierno. El abogado 
Montoya, de la comisión proponente, agregó que “el actual ministro 
Gómez Pedraza se llevó el aura de los pueblos, sin embargo, de que 
no lo conocían antes”. Por su parte, Oller ironizó diciendo que si la 
Independencia no fuera tan reciente, la Comisión hubiera querido no 
exigir que el candidato a gobernante fuera natural de la república, ya que 
la comisión “está persuadida de que ha de ser el que reúna las mejores 
virtudes, sea griego o sea latino”.47 

Furlong también objetó que el Congreso eligiera en sesión pública y 
permanente al gobernador antes de terminar el periodo de sesiones de la 
Legislatura saliente. Temía que el Ejecutivo quedara en deuda con ellos 
o que estos no procedieran con plena libertad puesto que tendrían un 
tramo largo de trabajo conjunto. Esa situación sería más comprometida 
si se trataba de reelección, advirtió. Argumentó que el gobernador tenía 

46  	 BP, Actas del Congreso Constituyente, segundo semestre, ms, sesión de 23 de septiem-
bre de 1825.
47  	 Id.
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los medios para “de mil modos beneficiar a los diputados” y así ganar 
su voluntad. Añadió contundente que la perpetuidad del gobernador era 
opuesta al sistema de gobierno que regía y a la Constitución; el artículo 
permitía que fuera reelegido de manera indefinida, y “al nombrarse, quizá 
se elegirá, en vez de gobernador, a un monarca”.

Contestaron las objeciones los diputados y eclesiásticos Oller y de 
la Rosa. El primero no vio más que virtudes en la reelección. Si es ree-
legido –apuntó–, es prueba inequívoca de su buena conducta; ha visto 
por la prosperidad del estado, por los diversos ramos que forman sus 
riquezas; es prueba de ser un hombre que desempeñó sus obligaciones 
con exactitud y esmero. El gobernador, si se perpetúa, será solamente 
de hecho, no de derecho, y la reelección puede ser un estímulo para ser 
más eficaz en el desempeño de su encargo; “si se supone capaz de ganar 
la votación, el aspirante, sin ser gobernador, puede hacerlo”.48 

El Sr. De la Rosa, por su parte, dudó que el gobernador pudiera 
ganar la reelección. Según su punto de vista, especuló: “Si los poderes 
se atraen, también se repelen, y en esto consiste el equilibrio de ellos. 
Que nunca faltan motivos de resentimiento del Ejecutivo al Legislativo 
cuando se dictan providencias ejecutivas y mil otras que suelen lastimar 
al gobierno”. Lo mismo a la inversa, cuando el Ejecutivo devuelve al 
Legislativo sus leyes. 

Los diputados Díaz y Ríos manifestaron simpatía por las observacio-
nes de Furlong e intentaron intermediar; propusieron que al gobernador 
se le pidiera vecindad de cinco años en el estado; Joaquín de Haro, por 
su parte, propuso limitar la reelección a una ocasión. No se modificó ni 
una coma al proyecto de la Comisión. Al día siguiente, continuó el debate 
en torno al sustituto del gobernador cuando faltare por seis meses. El 
presbítero Montoya propuso que se adicionara el artículo para indicar que 
el sustituto del gobernador fuera el consejero de Gobierno más antiguo, 
independientemente del estado secular o eclesiástico que tuviera; recordó 
que hubo virreyes eclesiásticos. En este caso, la Comisión explicó con 
comedimiento el inconveniente: entre otros argumentos, “es necesario 
exigir la responsabilidad al gobernador, y serán un gran tropiezo el fuero 

48  	 BP, Actas del Congreso Constituyente, Segundo semestre, ms., sesión de 23 de sep-
tiembre de 1825. 
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y exenciones que los eclesiásticos gozan y, en una palabra, que el destino 
de gobernador se opone a la humildad eclesiástica”.49 

La discusión que hemos recuperado de las actas públicas ordinarias 
del Congreso confirma lo que hemos adelantado. La mayoría de los legis-
ladores respaldaron a la Comisión proponente en un tema tan delicado 
como lo fue la regulación del poder ejecutivo. Aunque no concedieron 
atención a las observaciones elevadas por legisladores que no pertenecie-
ron a la Comisión, señalaron que las observaciones estarían incluidas en 
los futuros reglamentos. De cualquier forma, las intervenciones críticas 
de Haro y Tamariz y Furlong reflejaron los temores que embargaban a 
la elite económica poblana.50 Nos referimos al temor al despotismo del 
Ejecutivo y a la extranjería para hacerse de los principales cargos.

Las diferencias entre los legisladores no fueron amplias; resalta 
por ello el que los legisladores determinaron de común acuerdo do-
tar al ejecutivo de facultades suficientes para poder gobernar la entidad. 
Por último, en esta sección tendríamos que subrayar el peso de la labor 
legislativa que recayó fundamentalmente en dos importantes eclesiásticos, 
Oller y de la Rosa. La Comisión había quedado sin su tercer miembro, 
Luiz Mendizábal; sin embargo, otro abogado egresado del Seminario 
Palafoxiano, José María Montoya, lo reemplazó, y su papel no fue in-
trascendente a la hora de redactar la Constitución.51

Las sesiones secretas y sus temas

Por supuesto que los artículos discutidos de la Constitución estatal de 
1825 no se limitaron al capítulo relativo al poder ejecutivo. Por consi-
deraciones de su importancia, así como por cuestiones de espacio, lo 
elegimos para saber cómo se aprobaron los artículos que se referían a 

49  	Ibid., sesión de 24 de septiembre de 1825.
50  	 Thomson, Puebla…, pp. 124-147.
51  	 En 1807 José María Montoya presentó su examen de Derecho, siendo reconocido 
por el gobernador del Obispado por su aprovechamiento. Mereció por obsequio libros y 
beca, aun cuando también fue reprendido, junto con otros compañeros, por abandonar 
los sacramentos y no comulgar (BP, Exámenes Generales, 1797-1808, R-511, Exámenes 
de diciembre de 1807).
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ese cargo y con qué grado de consenso. Antes que abordar otros temas 
también interesantes, en esta última sección vamos a poner la luz en 
las sesiones secretas del Congreso, lejos del ojo del público que podía 
asistir a las sesiones ordinarias. 

Las actas de las sesiones secretas del Congreso Constituyente con 
que contamos abarcan del 19 de marzo de 1824 al 29 de diciembre de 
1825. En ellas no siempre se trataron temas delicados para la seguridad 
del estado, aun cuando sí resultan reveladores del margen de indepen-
dencia que los legisladores guardaron en su relación con el Ejecutivo. 
Su lectura hace posible observar la intercomunicación y confianza que 
existió entre ellos; puede decirse que esa colaboración del Congreso se 
mantuvo con Pedraza, pero también con Estevan de Munuera y con José 
María Calderón, gobernadores interinos de la Puebla de los Ángeles. Tal 
fue el caso de la recomendación que hizo el Congreso, de un individuo, 
para el cargo de portero al gobernador, “puesto que escribe bien y por-
que su padre murió por los padecimientos producidos en los sitios de 
Veracruz y Perote”.52 

Los temas sensibles que los legisladores atendieron en sus sesiones 
secretas en su mayoría tuvieron esa gravedad; unos merecieron mayor 
discusión que otros. Todos ellos dan cuentan del compromiso que tuvo 
esa Legislatura con la protección del Estado nacional que emergía en 
esos años. En un recuento sintético, podemos señalar el tratamiento de 
la libre circulación de papeles “alarmantes” por la ciudad capital estatal y 
otros lugares, que pusieron en evidencia el retraso del gobernador para el 
nombramiento de los fiscales de imprenta.53 Así también, las agitaciones 
que había en diferentes puntos del estado, unos proclamando a Iturbide, 
otros combatiendo a los españoles.54 

Los legisladores tuvieron noticia del informe del alcalde de Tihuatlán 
que envió al gobernador, en el que fue invitado por el del Ayuntamiento de 
Tuxpan a segregarse del estado de Puebla para anexionarse al de Veracruz. 
Las quejas que motivaban esa acción derivaban de las dificultades de 

52  	 BP, Acta del Congreso Constituyente, segundo semestre, ms., sesión del 20 de mayo 
de 1824.
53  	 Ibid., sesión del 23 de marzo de 1824.
54  	 Ibid., sesión del 24 de marzo de 1824 y 24 de mayo de 1824. 
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comunicación que padecía Tuxpan respecto a las capitales de partido más 
próximas para contactar a la Justicia; en tanto no era cabeza de partido, 
carecía de juez de letras y para atender las causas civiles sus habitantes 
debían recorrer grandes distancias.55 Igualmente, en esas sesiones los 
diputados prepararon las opiniones para votar en las elecciones de presi-
dente de la república a Guadalupe Victoria y para la vicepresidencia, en 
votación mayoritaria, por Manuel Gómez Pedraza.56

Tres aspectos llaman la atención de las sesiones citadas. Por un lado, 
la vehemente discusión que suscitaron Oller y Couto al pedir anular la 
elección bajo la consideración de tener Gómez Pedraza causa pendiente, 
no estar en el ejercicio de los derechos del ciudadano y hallarse por consi-
guiente inhábil para obtener cualquier destino, a pesar de sus reconocidos 
méritos. De la Rosa, el principal defensor, al hacer evidente que era sujeto 
de persecución política, pues los tribunales supremos carecían de atribu-
ciones para eternizar procesos criminales en agravio de las partes, refutó 
aquel argumento. Desconoció la responsabilidad de Pedraza en el robo y 
asesinato de unos visitantes ingleses, y el destierro del territorio estatal de 
Gregorio Arana. “Gómez Pedraza recibe la maledicencia y la intriga”, dijo. 

La segunda arista notable fue la votación por escrutinio secreto con que 
procedieron a la elección, previa la lectura de los artículos constitucionales. 
Aun cuando el resultado de la votación de senadores tampoco satisfizo a 
Oller y Couto, cuando recayó en Manuel Posadas, por no ser oriundo del 
estado ni tener actual vecindad por haber dejado el curato del Sagrario, 
llama la atención esa mayoría en el Congreso que actúa inconmovible por 
sobre cualquier objeción. Estos temas, como muchos más, requieren de un 
tratamiento detallado que no podemos realizar aquí. De cualquier forma, 
lo expuesto nos permite exponer algunas conclusiones provisionales.

A manera de conclusión

El estudio que hemos hecho fundado principalmente en las actas del 
Congreso Constituyente de Puebla, expuesto en esta colaboración, nos 

55  	 Ibid., sesión secreta del 15 de junio de 1824.
56  	 Ibid., sesiones secretas de 31 de agosto de 1824 y 1.° de septiembre de 1824.
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revela que el inicio de la vida republicana contó con los saberes y experien-
cia institucional de los letrados que residieron en la provincia. La labor 
legislativa recayó fundamentalmente en hombres de la Iglesia, del alto y 
bajo Clero. En tanto hombres ilustrados, acostumbrados a la vida institu-
cional, adoptaron el discurso constitucional sin apelar a cuerpos doctri-
narios, experiencias o referentes ideológicos, ellos también en formación. 
Su práctica legislativa, así como la elaboración de la Constitución, fue 
discreta en conceptos políticos del liberalismo de la época. Los legisla-
dores operaron fundamentalmente con sentido común sobre la idea de 
retomar para el estado una vida normada, organizada e institucional, en 
sintonía con las creadas por el Congreso general constituyente. 

No es de menor importancia el que los legisladores hayan reconocido la 
capacidad de las leyes para crear nuevas costumbres en la sociedad. Estaban 
en una época de cambios sustanciales y eran conscientes de ello. En sus co-
municaciones hubo evocaciones a la idea de voluntad general, entendida 
como unión de voluntades, pero referidas a la naciente nación, y solo en 
tal nivel, asociada a la soberanía. Vimos deambular en las discusiones 
el adjetivo liberal, para referirlo a las cualidades de una autoridad que 
se muestra generosa y poco restrictiva ante los haceres y la acción de los 
ciudadanos. Circuló también entre algunos de los legisladores el temor 
al despotismo. Sin embargo, el Constituyente poblano legisló para resta-
blecer el orden y la obediencia, preocupado por fijar las responsabilidades 
de los tres poderes con la mayor precisión posible. Con sus resoluciones, 
el legislador poblano parece decirnos que legislaba bajo el entendido de 
que el acto fundacional ya se había llevado a cabo, cuando todos suscri-
bieron el Acta Constitutiva de la Federación y la Constitución; el suyo, 
por tanto, no era un acto fundacional. La tarea consistía en hacer posible 
el gobierno de esa parte que se unió para formar la nación. 

La cautela a la hora de adaptar el nuevo lenguaje político aprendido 
en y heredado por la Constitución Política de la Monarquía Española 
y la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos de 1824 tenía ese 
sobrentendido. El temor a pasiones desbordadas de las multitudes, que co-
nocieron en la anterior década; a la inoperancia institucional y a sembrar 
la semilla de cualquier despotismo, originó resoluciones favorables para la 
centralización del poder ejecutivo y restrictivas a una amplia participación 
política de los ciudadanos. Los legisladores buscaron dar estabilidad al 
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orden porque entendían que era condición para recuperar la prosperidad 
a la que también aspiraron. No parece casual que el legislador poblano 
se haya esmerado en dar un nuevo contenido y resignificado al término 
policía, para referirse a una nueva institución que se encargaría de velar 
por el orden en las calles y el disciplinamiento colectivo. 

En el establecimiento del orden institucional que se estaba norman-
do, se cuidó de adoptar resoluciones que antes habían sido discutidas en 
consulta con los otros poderes, de ser consideradas valorando los saberes 
de los comisionados, de atenderse con la interlocución colaborativa y 
la tolerancia a la voz disidente, aun cuando únicamente se tratara de 
escucha. En gruesos trazos, en eso consistió la experiencia legislativa del 
primer Constituyente poblano. No hubo una fuerza interior que, en ese 
momento, se le opusiera. Un proyecto que interrumpió su evolución en 
los avatares de la política general y las contradicciones que ellos generaron 
en la entidad. 

Hemos podido observar estos comportamientos y objetivos de los 
legisladores poblanos, en su mayoría ministros de la Diócesis, gracias a 
una tradicional vocación publicitaria en las instituciones asentadas en 
la Puebla de los Ángeles. Tanto el Ayuntamiento como la estructura 
diocesana tenían siglos de experiencia en pregonar los dictados de la 
autoridad y en conservar la memoria de sus habitantes y autoridades. 
Las actas de sesiones manuscritas e impresas, los reglamentos emitidos, 
decretos, bandos y circulares, leídos en conjunto y contrastados, han 
sido valiosos y ricos instrumentos para atender las distintas aristas in-
volucradas en el acto de constituir una parte integrante y estratégica de 
la nación mexicana en formación. Nos inclinamos a pensar que, sin esa 
larga tradición, el esfuerzo legislativo de conformar una administración 
intermedia autorizada y capaz de gobernar difícilmente hubiera podido 
ser acometido. 
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DEBATE PARLAMENTARIO Y “TRIBUNALES 
MUNICIPALES”: JUICIOS VERBALES, 

DIPUTADOS CONSTITUYENTES Y ALCALDES 
CONSTITUCIONALES. GUANAJUATO, 1824-1826

José Antonio Serrano Ortega
(El Colegio de Michoacán)

A Beatriz Rojas, 
porque me hizo pensar en otro mundo, el de la justicia.

Sin aspavientos, sin ningún encono, los diputados del Congreso 
Constituyente del estado de Guanajuato aprobaron por unanimidad el 
artículo 170, que ordenaba: “Gubernativamente serán decididos todos 
los negocios de corto interés ejecutándose sin recurso alguno las provi-
dencias que lo terminen. Las leyes fijarán la cantidad hasta que ha de 
llegar la demanda para que ella quede resuelta en juicio verbal”.1 Tras 
este artículo se escondía un océano de discusiones que se habían dado 
en el seno del Constituyente guanajuatense, entre marzo de 1824 y mayo 
de 1826, acerca de temas tan relevantes como las herencias de la cruenta 
y sanguinaria guerra civil de 1810-1821, la violenta sociedad posbélica 
que marcó todos los aspectos de la sociedad de Guanajuato, los intentos 
de anular el control que ejercían los hacendados y los rancheros sobre el 
ramo de la administración de justicia, la contrarrevolución territorial de 
los pueblos con la racista y drástica abolición de los ayuntamientos esta-
blecidos en antiguas repúblicas de indios, el conflicto entre el “principio 
de la electividad” de los jueces con la designación gubernamental, la 
tensión entre jueces legos y jueces letrados, la enconada división o flexible 

1 	  Actas del Congreso…, 1826, sesión del 2 de marzo de 1826. 



244

Debate parlamentario y “tribunales municipales”...

división de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial. La manera en que 
se administra justicia, bien lo sabemos y lo padecemos hoy, en este 2024 
en México, influye en todos los aspectos de una sociedad, por lo que es 
necesario tratar de conocer e investigar la mayor parte de los aspectos 
sociales, económicos, culturales, institucionales y un largo etcétera que 
desembocaron en la manera en que se redactó el artículo constitucional 
sobre los juicios verbales. 

El objetivo central de este capítulo es investigar los aspectos ma-
yúsculos que se trataron, analizaron y evaluaron en el Constituyente 
de Guanajuato, 1824-1826, a fin de regular constitucionalmente los 
juicios verbales. Negocios pobrísimos y rateros, pleitos de muy corta 
cuantía, delitos sin lesiones leves, demandas civiles que no pasaran de 
cien pesos fuertes, cargos criminales sobre injurias y faltas livianas que 
“no merezcan otra pena que alguna reprensión o corrección ligera”. Así 
es como se definieron a estos juicios que se resolvían con la interven-
ción de un “juez”, en este caso, un alcalde de determinada jurisdicción 
municipal, con el “concurso”, con el apoyo activo de los llamados hom-
bres buenos designados, uno, por el presunto agraviado, y el otro, por 
el presunto delincuente. O para aprovechar las palabras de la época, 
las expresadas en 1820 por Juan María Wenceslao de la Barquera en 
su Directorio político de alcaldes constitucionales para el ejercicio de las 
conciliaciones, juicios verbales y otras funciones de su instituto, en estos 
juicios verbales se incoaban “demandas civiles que no [pasaran] de 
[cien] pesos fuertes” y en los criminales sobre injurias y faltas livianas, 
que “no [merecieran] otra pena que alguna reprensión o corrección 
ligera”. El alcalde constitucional “oye […] los alegatos de las partes en 
que pretendan fundar sus acciones respectivas y pronuncia sentencia 
definitiva en los casos en que ha lugar, atendiendo solo a la verdad de 
los hechos sin el estrépito y figura de los trámites que se observan en 
los juicios escritos”. El juicio verbal “trata de evitar el ingreso a un 
juicio contenciosos […] y se decide breve y sumariamente con justicia 
e imparcialidad y sin arbitrio de recurso alguno”. No hay apelación 
ni “otra formalidad que asentarla en un libro de juicios verbales”.2 En 
efecto, este juicio era más que nada un acto de comparecencia entre 

2 	  De la Barquera, pp. 8-12. También, De Ezeta, “Obligaciones…”, y Novísimo manual...
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partes litigantes, quienes mediante alegatos verbales y el arbitrio de 
asesores (hombres buenos) buscaba lograr una avenencia expedita sin 
mayor complicación o extensión de las diligencias judiciales. Partían de 
la premisa de un arreglo amistoso entre vecinos, ya que todos los que 
intervenía, a saber, el alcalde constitucional electo entre los ciudadanos 
de la municipalidad, los hombres buenos, el acusado y el acusador, eran 
todos “actores locales conocidos” cara a cara. En pocas palabras, los 
juicios verbales tenían el carácter “vecinal de la justicia local”.3

Aunque raterísimos, estos juicios constituían el mayor número de 
“delitos” que se juzgaban en las distintas instancias judiciales, esto es, eran 
los que más afectaban a la población en México. El número importa por 
su incidencia social, y fue una de las razones por las que seleccioné este 
tema judicial en este capítulo. Y también, porque la definición y alcances 
de los juicios verbales permite seguir el debate de los Constituyentes sobre 
todos los aspectos relacionados con la administración de justicia en el 
nuevo estado de Guanajuato. 

Una sociedad posbélica

El Congreso Constituyente, al igual que la Diputación Provincial, tuvo 
que tomar en cuenta en primerísimo lugar las múltiples secuelas que había 
heredado la guerra entre realistas e insurgentes a fin de establecer y desple-
gar las instituciones de administración de justicia en el territorio del ahora 
nuevo estado de la república mexicana. Muchísimos fueron los cambios 
sociales, económicos, militares, culturales que produjo esta cruenta y 
permanente lucha armada entre 1810 y 1820. En estos momentos me 
centraré solo en una de esas herencias: la organización de una estructura 
militar encabezada por los vecinos principales y patricios de las ciudades, 
villas, congregaciones, pueblos, haciendas, ranchos y estancias de la hasta 
entonces provincia de Guanajuato.4 Bien sabido es que el llamado Plan 

3 	  Me fueron de especial provecho y utilidad para entender los juicios verbales: Flores 
Flores, La justicia…; Flores Flores, La ciudad…; Gastellu, “La justicia…”; Fradkin, “La 
experiencia…”; Ortiz y Rafael, “Alcaldes…”; Padilla, “Ámbitos…”; Rojas, “Del gobier-
no…”, y Vallejo Justice municipale...
4 	  Para una amplia definición social, económica y política de vecinos principales y 
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Calleja alentó la organización de fuerzas militares irregulares a lo largo 
y ancho del territorio de la intendencia de Guanajuato con el objetivo 
de contener y, a la postre, derrotar a las tropas insurgentes.5 Las milicias 
realistas, para darle un nombre genérico a un conjunto amplio de con-
tingentes armados que se levantaron en diversos lugares de la provincia 
guanajuatense, fueron los encargados de, primero, defender sus terruños 
y jurisdicciones, y después, colaborar con el ejército novohispano para 
contener los ataques de los insurgentes y evitar que siguieran ocupando 
las poblaciones del Bajío y del norte de la provincia, y por último, derrotar 
a los insurrectos hacia 1819. En estos años de plomo se estableció una 
amplia estructura militar con estas fuerzas irregulares. Y para “pacificar” 
la provincia guanajuatense, los responsables de organizar estas fuerzas 
militares irregulares, también llamados comandantes y guardacampo, 
fueron los vecinos principales y los patricios, quienes se encargaron duran-
te la guerra civil de juzgar a los insurgentes con las armas en la mano, y 
también a los acusados de ser asesinos, ladrones, cuatreros, violadores. En 
otras palabras, estos vecinos principales y patricios, como jefes de armas, 
juzgaron muchas veces de manera expedita y arbitraria a los insurrectos 
y a toda una gama amplia de acusados de ser delincuentes. 

Entre 1820 y 1823, estas fuerzas irregulares se transformaron en 
las milicias nacionales, y después, en las cívicas. En esos mismos años, 
al mismo tiempo, se establecieron y comenzaron a funcionar más de 
veintinueve ayuntamientos constitucionales en las ciudades, villas, con-
gregaciones y pueblos. Mis fuentes primarias no me permiten afirmar 
rotundamente que estas instituciones municipales –en particular, sus 
alcaldes constitucionales– comenzaron de inmediato, en 1820, a impartir 
justicia como lo mandaban la Constitución de Cádiz y el importante 
Reglamento de las Audiencias, de octubre de 1812, normas que se resta-
blecieron a partir de 1820. Lo que es seguro es que los alcaldes, regidores 
y síndicos de los ayuntamientos consideraron a los milicianos nacionales 
y cívicos como los “policías de los pueblos”, los exclusivos responsables 
de cuidar el orden público, arrestar a los delincuentes y presentarlos ante 

patricios, véase Serrano, Jerarquía…, Introducción y Capítulo 1.
5 	  Ortiz Escamilla, Guerra y gobierno…; Ortiz Escamilla, “Michoacán…”; Serrano, 
Jerarquía…, y Espinosa, Que se organicen…
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las autoridades municipales para que fueran juzgados. Es por eso que, 
como he señalado en otra publicación, parte de la investigación que aquí 
comprimo, los patricios urbanos y los vecinos principales recibieron con 
“beneplácito” la transformación de las milicias contrainsurgentes en 
nacionales.6 Después de 1820, las autoridades municipales informaron 
que sin ningún problema, “con el beneplácito del vecindario”, habían 
“fusionado” a los batallones contrainsurgentes con las milicias nacionales, 
ya que ambos cumplían los mismos objetivos y tenían la misma estruc-
tura.7 Los labradores y los comerciantes locales resaltaron que las tropas 
realistas se habían creado para asegurar “las propiedades sagradas de los 
ciudadanos, la renta y los demás ramos de interés” contra los ataques de 
los “malhechores” insurgentes.8 Las milicias cívicas también satisfacían 
estos objetivos, ya que 

cubrían la necesidad de custodiar mejor al pueblo y de perseguir algunos 
malvados que habían tomado las costumbres de alborotar por las noches, 
apoyaban sus mismas propiedades y hogares a la par que eran el sostén de las 
autoridades. Es el medio más eficaz de conservar la libertad de los pueblos.9 

No obstante que se rescató esta estructura militar contrainsurgente, los 
esfuerzos de las milicias cívicas no fueron suficientes para contener los 
constantes y crecientes “atentados de los malhechores y malvados”. La 
delincuencia –en particular, las cuadrillas de bandoleros–, los robos a 
las propiedades agrícolas, el abigeato, los asaltos en despoblado y los 
contrabandistas de tabaco aumentaron sensiblemente después de 1821 

6 	  Serrano, “Liberalismo…”.
7 	  AHGTO, Guerra, caja 1, exp. 18, Rafael de Cavarri al jefe político, Pénjamo, 7 de oc-
tubre 1823; AHGTO, Guerra, caja 3, exp. 21, Cabildo de San Miguel al gobernador, 20 
de agosto de 1824; AHGTO, Guerra, caja 2, exp. 11, Cabildo de Irapuato al gobernador, 
7 de agosto de 1824, y Guerra, caja 3, exp. 10, Ayuntamiento de León al gobernador, 23 
de agosto de 1824.
8 	  AHGTO, Guerra, 35, exp. 6, Juzgado Primero Constitucional al gobernador, Salamanca, 
18 de mayo de 1829.
9 	  AHGTO, Guerra, caja 3, exp. 10, Ayuntamiento de León al gobernador, 23 de agosto 
de 1824; AHGTO, Guerra, caja 14, exp. 1, Ayuntamiento de Silao al gobernador, 5 de 
marzo de 1827, y AHGTO, Guerra, caja 19, exp. 18, Luis Gonzaga de la Canal al gober-
nador, San Miguel de Allende, 24 de febrero de 1827.
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en Guanajuato, en particular, y en todo el obispado de Michoacán 
en general.10 

A los pocos días de que se abrieran las sesiones del Congreso 
Constituyente, en marzo de 1824, los diputados se quejaron de que las 
cuadrillas de saltadores de caminos estaban regadas por todo el territo-
rio del estado. Que esta clase de gente, junto con los contrabandistas de 
tabaco “era bien conocida”, pero lamentablemente sus delitos “quedaban 
impunes”.11 Para mayores males, había que perseguir y juzgar a los ladrones 
de ganado que robaban sin que tuvieran el menor contratiempo. Los dipu-
tados constituyentes sabían con precisión que la mayoría de los animales 
robados se vendían en Huamantla y Orizaba, por lo que, ya desesperados, 
propusieron que se escribiera a los Congresos de Puebla y de Veracruz para 
que expidieran leyes que controlaran a sus delincuentes.12 Claro, hacían 
esta sugerencia respetando la soberanía de los estados aludidos, ya que sus 
diputados tenían todo el derecho de expedir las leyes contra los robos de 
animales que consideraran oportunas. 

Las principales soluciones que debatieron los legisladores de 
Guanajuato, para el problema creciente de los delitos a despoblado, fue 
que se coordinaran mejor las milicias nacionales con las tropas del Ejército 
permanente acantonadas en el estado, y sobre todo, que se permitiera a los 
administradores y dueños de ranchos, haciendas y sitios agroganaderos 
convocar y armar a sus trabajadores para, como había sucedido durante la 
guerra civil de 1810-1820, enfrentar y arrestar ladrones y contrabandistas. 
En pocas palabras, los constituyentes coincidían en que era necesario 
rescatar la estructura militar que se había organizado para enfrentar a los 
insurgentes, pero ahora dirigido hacia los “bien conocidos malhechores”. 
Todos los diputados estaban de acuerdo en que regresaran los “guarda-
campos” y comandantes milicianos que habían permitido disminuir las 
fuerzas de fuego de los insurgentes y que habían logrado “pacificar” las 
diversas zonas rurales guanajuatenses, sobre todo las del Bajío. 

Sin embargo, llama la atención que, si bien desde el 24 de abril de 

10  	 Hernández, Orden y desorden…; Solares, Bandidos somos…, y Flores, Vida cotidiana. 
11  	 Actas del Congreso…, 1824, sesiones del 21 y 24 de abril de 1824. 
12  	 Actas del Congreso…, 1824, sesión del 4 de mayo de 1824. 
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1824 había este consenso sobre el regreso al futuro de las fuerzas milita-
res que brevemente llamaron “justicias rurales”, ¿por qué fue hasta el 21 
de marzo de 1825 que se decretaron medidas para cuidar la seguridad 
y las propiedades “de los ciudadanos pacíficos en los despoblados y ca-
minos”? No fue la indolencia de los constituyentes. Me consta al leer las 
actas que fue recurrente el debate y diálogo sobre el “gran problema” de 
salteadores, abigeos y contrabandistas en los campos. La respuesta a esta 
demora reside en que los diputados buscaron combinar “sabiamente” esa 
estructura militar contrainsurgente con el aseguramiento institucional de 
las garantías al debido proceso judicial. O para ser más precisos, y ese fue 
el debate en que se enfrascaron los diputados durante varios meses, cómo 
asegurar que los administradores y propietarios de haciendas, ranchos y 
sitios respetaran cabalmente el derecho al debido proceso de los arrestados 
y acusados de contrabandistas, abigeos y ladrones. Los constituyentes 
rescataban esa estructura militar eficaz, pero buscaron evitar que se fu-
silara o se llevaran a cabo juicios sumarios injustos contra los supuestos 
delincuentes, como había sucedido en los años de plomo y sangre de la 
guerra civil. La solución final, que se plasmó en el decreto de marzo de 
1825, fue que los alcaldes constitucionales serían los únicos encargados 
de juzgar a los delincuentes, ya en juicios verbales y de conciliación, ya 
de primera instancia. Así, los alcaldes constitucionales fueron la solución 
para tratar de combinar bien esta estructura militar que se había creado 
en medio de una guerra con la garantía al justo proceso.

Pero para llegar a este final de camino, es decir, a la expedición de 
este decreto, fue necesario que los diputados debatieran, primero, sobre 
la pertinencia de conceder estas amplias facultades a unos alcaldes que 
consideraban igual de “bárbaros y arbitrarios” que los propietarios y los 
hacendados; segundo, acerca de la pertinencia de que únicamente hubiera 
jueces letrados de primera instancia encargados de estos delincuentes en 
descampado, y sobre todo, por último, que se les debía garantizar a los 
ajusticiables en los juicios verbales, de conciliación y de primera instancia 
una sentencia de acuerdo con el monto de la pena, según si el delito era 
leve o se cometían robos y asesinatos. 

En efecto, los diputados, en los meses de septiembre, octubre y no-
viembre de 1824, consideraron diversas aristas acerca de la participación 
de los hacendados y propietarios agrícolas en la contención de los delitos 
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en el medio rural de Guanajuato; las primeras medidas que se propusieron 
por algunos de los constituyentes se basaron en la desesperación. Para 
acabar con ese impresionante número de delincuentes, lo mejor eran 
“medidas prontas y muy enérgicas”, es decir, como daba entender el 
diputado Incapié, juicios sumarios: “Por desgracia se dejan ver ya en 
el estado cuadrillas de hombres que olvidando de sus más sagrados 
deberes empiezan en despoblado y fuera de él a cometer robos escan-
dalosos que escigen (sic) medidas prontas y muy enérgicas para conte-
nerlos”. Esas medidas extraordinarias se justificaban porque “se trata de 
la propiedad y de la vida de nuestros semejantes y de que en esta parte 
integrante de la federación no se presenten las tristes escenas que tanto 
afligieron poco ha a Veracruz y Puebla […] Acredítese lo contrario, eví-
tese el mal antes de que se arraigue más, y antes de que nuestros pueblos 
entren en la consternación que se les espera si no pueden comunicarse con 
seguridad”.13 Eran tan preocupantes los desmanes ocasionados por estos 
“forajidos”, que se corría el riesgo de que los guanajuatenses se desilusio-
naran del sistema de administración de justicia, lo que no ”permit(iría) 
perseguirlos y castigarlos”. Era necesario que se aplicaran “con prestes los 
castigos que [merecieran] los perturbadores del orden público”. Hay que 
reparar en las palabras presteza, prontas, enérgicas. Me queda claro que 
Incapié pedía juicios sumarios, los que iban en contra de las disposiciones 
de los procesos judiciales establecidos por la normatividad gaditana, en 
particular, el Reglamento de Audiencias, que se consideraba vigente en 
la república mexicana, y que ratificó en este punto de la administración 
de justicia el constituyente de Guanajuato.

El diputado Umarán afinó más la propuesta de la defensa de las pro-
piedades agroganaderas.14 Este representante por San Miguel el Grande 
destacaba en el foro parlamentario, que se sumaba al reclamo de sus 
“comitentes que no han cesado de comunicarme (los daños sufridos por 
estos delincuentes) clamando por providencias que puedan contener” a 
los cuatreros, ladrones de tabaco, rateros de animales. Todos, señalaba 
el diputado, “sabemos que las causas resultado de las guerras” eran las 
que permitían a los forajidos atentar contra la seguridad y la vida de los 

13  	 Ibid., sesión del 25 de septiembre de 1824.
14  	 Ibid., sesión del 30 de septiembre de 1824.
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habitantes del estado. Lo mejor era que “los encargados de justicia en 
los campos (esto es), administradores, dueños de haciendas, etc. vigilen 
los caminos y ecsijan (sic) de los que transitan con animales de cabalga-
dura especialmente en calidad de partidas, cuyos conductores parezcan 
sospechosos, den las credenciales de seguridad que se acostumbran para 
que pasen libremente a venderlos, deteniendo a los que no las manifiesten 
hasta que acrediten dicha seguridad”. La mera sospecha era suficiente 
para que los “justicias de campo” arrestaran a los que consideraran fora-
jidos. Pero hay que alertar de inmediato que Umarán no se sumaba a la 
propuesta de Incapié de que los propietarios y administradores realizaran 
juicios sumarios. 

Sí estaba de acuerdo en que los administradores y propietarios se 
aseguraran de que los animales y los bienes no fueran robados, pero 
de inmediato alertaba que estas mismas justicias de campos tenían 
la obligación de entregar a estos supuestos delincuentes a los “jueces 
constitucionales de las cabeceras” para que sustanciaran las causas del 
posible delito. En otras palabras, Umarán buscaba resolver el grave 
problema de inseguridad, manifestaba su solidaridad de clase con los 
“dueños de los campos” que veían atacados sus bienes, propiedades y 
vidas, pero al mismo tiempo consideraba necesario que se garantizara 
el debido proceso por medio de los alcaldes constitucionales, vale decir, 
los “justicias de campo” no serían tales, sino subordinados policiacos de 
los alcaldes, quienes serían los únicas que podrían sustanciar el proceso 
a los presuntos delincuentes. 

La Comisión de Justicia del Congreso no coincidió con Umarán y 
manifestó en su dictamen sobre este tema, según se colige de las pro-
pias actas, ya que no cuento con el texto mismo del dictamen, que no 
consideraban oportuno facultar a los “justicias de campo” a aprehender 
a los “sospechosos”, ya que “autorizar a muchos es abrir la puerta al des-
orden”. Añadían que “serían muchos los perjuicios” ya que, “abusando 
de la autoridad que se les confía (estos administradores y propietarios), 
hará(n) perjuicios de toda clase como que son muy pocos los que se 
desempeñan fielmente”.15 A final de cuentas, los constituyentes de esta 
comisión propusieron al Pleno que se facultara exclusivamente a los 

15  	 Ibid…, sesión del 18 de octubre de 1824. 



252

Debate parlamentario y “tribunales municipales”...

alcaldes constitucionales de las cabeceras a arrestar a los sospechosos y a 
llevar a cabo las diligencias del proceso judicial. Era la única manera de 
garantizar el debido proceso a los “habitantes y transeúntes” del estado. 

Umarán salió al quite para defender su propuesta frente a la Comisión. 
El Constituyente de San Miguel el Grande coincidía con sus colegas 
en que era necesario buscar todos los medios legales para garantizar los 
derechos de los habitantes guanajuatenses, y ponía en primer término 
a los alcaldes constitucionales de cabecera. Pero era impráctico y sobre 
todo peligroso impedir a los hacendados y a los propietarios arrestar a 
los sospechosos. No estaba de acuerdo de que “nada se les debe enco-
mendar”. Sin este gran apoyo, los alcaldes, y en particular el gobernador, 
no podrían cumplir su cometido de velar por la seguridad, libertad y 
propiedades de los guanajuatenses. Además, Umarán criticó, yo diría 
casi se mofó, de que la Comisión citara las leyes de Recopilación como 
el medio más que oportuno que se tenía a la mano para contener a 
los malhechores: “Ah, quien pide esto, en nuestro juicio se equivoca 
desgraciadamente sin tener a la vista la barbarie española en los siglos 
pasados; su prurito por disparar leyes por cada dedo como dice un bueno 
y sabio español, mientras naciones meditaban largo tiempo para dar una 
[…] tal legislación es muy viciosa […] degeneraría sin duda en nuestro 
verdadero modo de pensar y del sistema actual”. No era necesario irse 
a los siglos pasado. Estaba más que justificada la participación de los 
hacendados y alcaldes constitucionales para hacer respetar las vidas y 
las propiedades de sus comitentes. 

A final de cuentas, esta polémica concluyó cuando todos los dipu-
tados, por unanimidad, aprobaron el decreto de marzo de 1825 sobre 
la participación de los hacendados, administradores y “comisionados” 
de campo en el arresto de los acusados por delincuentes. Pero el debate 
sí dejó sus secuelas, ya que se hicieron dos importantes cambios a este 
decreto. En primer lugar, se estableció que cualquier alcalde constitu-
cional, no únicamente los de cabecera, serían los que “[cuidarían] de la 
seguridad de los despoblados y caminos de sus territorios, comisionando 
al efecto a los dueños, mayordomos de haciendas, cabeceras de rancho u 
otra persona que merezca, obligándolos a perseguir a los malos”.16 Una 

16  	 “Sobre persecución de malhechores. Decreto del 21 de marzo de 1824”, en Decretos 
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primera observación a este artículo es que a final de cuentas facultaron 
a todos los alcaldes, no solo a los de las cabeceras de partido, a recibir de 
los comisionados las primeras diligencias levantadas contra los presun-
tos delincuentes y sustanciar los procesos judiciales. Y destaco que los 
diputados constituyentes desde la apertura de sus sesiones hasta el cierre 
de estas, en marzo de 1826, dudaron en facultar a los alcaldes consti-
tucionales de todos los ayuntamientos a impartir justicia, no digamos 
en primera instancia, sino incluso en los verbales. Como veremos con 
mayor detenimiento en los siguientes apartados, los constituyentes no 
aceptaron en particular que los alcaldes de los pueblos de indígenas que 
se convirtieran en ayuntamientos, ni que algunos vecinos principales de 
villas y pueblos fueran los responsables de juzgar los delitos en materia 
criminal y civil, con independencia del monto o la gravedad. Los legis-
ladores guanajuatenses siempre estuvieron de acuerdo en excluir a estos 
alcaldes de municipios indígenas y de algunas poblaciones mestizas, y 
en cambio, concentrar la responsabilidad de juzgar en los alcaldes de las 
cabeceras de partido donde, en palabra de los propios constituyentes, 
había mayor número de personas ilustradas que podían guiarse menos por 
sus “pasiones y rencores”. Pero en esta ocasión, en el decreto de marzo de 
1825, las circunstancias se impusieron a los constituyentes: era necesario 
que todos y cada uno de los alcaldes constitucionales se inmiscuyeran en 
controlar y erradicar a los “malhechores”, y también vigilar y castigar a 
los “comisionados”, a fin de que “no [abusaran] los aprehensores”, como 
señaló el diputado Chico.

Una segunda observación al decreto es que los diputados, para admi-
nistrar justicia a partir de los alcaldes constituciones, rescataron la estruc-
tura militar que se había constituido durante la guerra civil de 1810-1821. 
Era indudable y abrumadora la presencia militar que habían adquirido 
los guardacampos y oficiales de las milicias irregulares de Guanajuato, 
cuyos oficiales habían sido y eran los propietarios y administradores de 
haciendas, ranchos y estancias, quienes enfrentaron y lograron derrotar a 
los insurgentes. El Congreso se basó en esta estructura militar para tratar 
de fortalecer y extender el control territorial de las autoridades políticas 
del estado, en primer lugar, el gobernador, por medio de los “intereses 

expedidos....
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particulares” de los propietarios agroganaderos. Una consecuencia de 
esta decisión fue que en Guanajuato los hacendados y rancheros, tanto 
como comisionados como integrantes de los ayuntamientos, reforzaron 
su dominio de clase sobre una población muy diversa desde el punto de 
vista étnico y socioeconómico al ser los encargados de arrestar y sustanciar 
juicios.17 Lo mismo sucedió en los estados colindantes de Michoacán 
y San Luis Potosí, cuyos territorios, junto con el guanajuatense, cons-
tituyeron uno de los principales escenarios de la conflagración militar 
entre insurgentes y realistas y que, por consiguiente, también fueron 
marcados a hierro por las estructuras militares que se organizaron 
entre 1820-1821. No es extraño, por consiguiente, que el Congreso 
de San Luis, en 1827, en su Reglamento de administración de justicia 
de 1827, estableciera “jueces de Hacienda, Ranchos y Aldeas”. Estos 
alcaldes auxiliares, como también se les nombró, serían elegidos por el 
Ayuntamiento de su jurisdicción a pluralidad de votos, y serían jueces 
conciliadores encargados de las demandas civiles de menos de cincuen-
ta pesos y de las injurias livianas, es decir, también se encargaban de 
sustancias los juicios verbales.18 

En claro contraste con San Luis Potosí, los diputados constituyentes 
de Guanajuato aprobaron medidas legislativas e institucionales para evitar 
que los administradores y propietarios de campo tuvieran completamente 
a su cargo juzgar a los delincuentes que apresaran. Fue peregrina la idea 
de denominarlos “justicias rurales”. A finales de cuentas se les definió 
como meros comisionados, ni siquiera alcaldes auxiliares designados por 
los Ayuntamientos, y tampoco podían emprender juicios sumarios, sino 
que eran únicamente comisionados para cuidar el campo y solo estaban 
facultados de aprehender a lo supuestos delincuentes, hacer las primeras 
indagaciones y entregar el reo con las pruebas al alcalde constitucional, 
quien sí era juez.

17  	 En esta afirmación tomo como punto de referencias historiográfica y metodológica 
sobre la administración de justicia los capítulos compilados por Fradkin, El poder…, y 
“La experiencia…”.
18  	 Un texto de Carlos Garriga me llamó la atención sobre los “jueces de Hacienda, 
Ranchos y Aldeas” de San Luis Potosí (Garriga, “El federalismo…”). Por mi parte, ana-
licé directamente el decreto y la parte de la ley de tribunales de San Luis Potosí en 
Legislación potosina…, t. I, p. 182.
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Además, los diputados acordaron añadir muchos adjetivos y constric-
ciones para garantizar que no se violaran las garantías al debido proceso 
por parte de los administradores, dueños y demás comisionados: 

Artículo 2: Estos comisionados aprehenderán a los ladrones y malhechores 
que pudieren, con pruebas bastante de que lo son, y remitiéndolos con la 
mayor posible brevedad al alcalde constitucional, probarán la justificación 
con que procedieron; pero a ninguno podrán aprehender de quien no pue-
dan manifestar o pruebas o sospechas muy fundadas en su delito. 

Los constituyentes guanajuatenses trataban de asegurar con determinadas 
instituciones restrictivas que los propietarios no abusaran de su poder y 
de las facultades que se les otorgaban. 

Encuentro dos explicaciones a esta posición y empeño de los consti-
tuyentes a que los alcaldes constitucionales fueran los únicos capacitados 
para impartir justicia. En primer lugar, las elites políticas y económicas 
de Guanajuato hacía apenas ocho años habían promovido un pleito muy 
grave contra Agustín de Iturbide, comandante militar de la provincia 
de Guanajuato. Entre 1814 y 1816, estos grupos políticos acusaron a 
Iturbide ante las autoridades virreinales de ser un sanguinario y ladrón. 
Para peores males, señalaron que se había aprovechado de su cargo para 
enriquecerse indebidamente. En particular, se quejaron esas elites de que 
las tropas contrainsurgentes, tanto regulares como milicianas, cometían 
injusticias mayúsculas, como juicios sumarios arbitrarios, arresto ilegal 
de los familiares de los supuestos insurgentes o asesinato de enemigos 
sin juicio previo.19 En pocas palabras, estas elites consideraban que se 
cometía “violencia innecesaria”. En este sentido, considero que los cons-
tituyentes buscaron que no se repitieran tales “injusticias de la cruenta 
guerra pasada”, por lo que estaban obligados a “manifestar y probar sus 
sospechas muy fundadas”. El alcalde constitucional de la jurisdicción 
tenía la obligación de vigilar que sus comisionados entregaran “pruebas 
bastantes”, pues de lo contrario a él se le podría fincar responsabilidad.

Una segunda explicación de estas prevenciones procesales es que los 
constituyentes guanajuatenses consideraron al Reglamento de Audiencias 

19  	 Espinosa, “La situación…”. 
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como su guía más importante para establecer la administración de justicia 
de Guanajuato. Como ha demostrado María Paz Alonso, esta norma-
tividad de las Cortes de octubre de 1812 establecía puntuales y fuertes 
medidas a favor de las garantías procesales de los “ajusticiables”, desde 
la abolición del tormento hasta la publicidad del proceso, “desde la in-
formación sumaria hasta la ejecución de la sentencia, incluido el acto 
de votación y las declaraciones de los testigos, en cuyo interrogatorio 
podrían intervenir también las partes”.20 Coincido, a partir del caso de 
Guanajuato, en que el Reglamento de Audiencias procuraba la protección 
de los presuntos arrestados “y por ahí poco a poco fue precisándose como 
objetivo de las garantías procesales el respeto de los derechos del indivi-
duo, para los que el proceso debía servir de escudo frente a las posibles 
actuaciones arbitrarias de la autoridad”.21 Los alcaldes constitucionales, 
como el resto de los magistrados, debían asegurarse de que se cumplieran 
estas garantías en materia civil, y sobre todo criminal a cada uno de los 
“habitantes” de Guanajuato.22 

Entre mandadero y déspota: el Poder Ejecutivo,           
el congreso y los alcaldes constitucionales

El resultado final del debate parlamentario sobre las facultades de los 
alcaldes constitucionales en los juicios verbales estuvo muy marcado 
por los debates en el Congreso Constituyente acerca de las facultades 
y deberes del gobernador, del Poder Ejecutivo, de proteger la vida y las 
propiedades de los “habitantes” de Guanajuato. A final de cuentas, el 
Congreso aprobó en el artículo 104 de la Constitución de 1826 que eran 
atribuciones del gobernador: fracción X “Conservar el orden público y 
la seguridad del estado”. Pero para llegar a estas pocas letras constitu-
cionales, mediaron insultos entre los diputados, rechiflas del respetable 

20  	 Alonso, Orden procesal…, p. 250.
21  	 Ibid., p. 12. 
22  	 Para entender mejor la importancia de que en una Constitución aparezca la definición 
de “habitantes” como sujetos de derechos constitucionales, y no se haga referencia a al-
mas, pueblos, pueblo, personas, vecinos y ciudadanos, véase Clavero, “Cádiz 1812”, pp. 
229 y ss. 



257

José Antonio Serrano Ortega

que asistía a las sesiones públicas del Congreso, sudaron las prensas con 
muchos escritores anónimos y otros bien conocidos que se posiciona-
ron a favor o en contra del Congreso, y los Ayuntamientos apoyaron 
o reprobaron en sus observaciones el proyecto de Constitución, y el 
Consejo Municipal de Guanajuato acusó estentóreamente a los cons-
tituyentes de querer que el gobernador fuera un simple empleado, un 
“siervo de los ayuntamientos”. 

No es extraño que este apasionamiento se haya manifestado de 
manera ostentosa y tan pública si consideramos que las facultades del 
Poder Ejecutivo se relacionaban con el tema mayúsculo de la división 
de poderes. En efecto, el debate sobre la división de poderes fue uno de 
los temas más importantes que se discutieron en toda la república mexi-
cana: así sucedió entre los integrantes de la Soberana Junta Instituyente, 
pasando por los diputados de los Congresos de 1822, la Junta Nacional 
Instituyente y el nuevo Congreso Constituyente, recalando en cada uno 
de los Congresos Constituyentes de los estados entre 1823 y 1827 y agi-
tándose en la opinión pública (periódicos y folletos), como ha sido estu-
diado entre 1821-1826 por José Antonio Aguilar, Jaime del Arenal, David 
Pantoja Morán, Beatriz Rojas, Jaime Hernández y, de manera notable, 
por Catherine Andrews.23 En el Constituyente de Guanajuato también 
se presentaron los mismos temas en disputa que durante el Imperio y 
la República Federal; como ha investigado Evelin Mares Centeno,24 el 
pueblo o los pueblos (no tenían el mismo significado en las culturas y las 
ideología política en pugna en esos años) delegaban su derecho radicado 
¿únicamente en el Congreso, o también participaban en la representación 
de la soberanía el Poder Ejecutivo y el Tribunal Superior? ¿El Ejecutivo 
podía ejercer algunas facultades consideradas judiciales, como el indulto 
y el arresto de supuestos delincuentes, o única y exclusivamente estaría 
facultado de “ejecutar” las leyes? En pocas palabras, los constituyentes 
guanajuatenses debatieron fuertemente sobre el diseño constitucional 

23  	 Aguilar, “Lecciones constitucionales…”; Aguilar, El manto liberal…; Aguilar, En pos 
de la quimera…; Andrews, “La Constitución…”; Andrews, “Protecting…”; Andrews, 
“Discusiones…”; Andrews, “Los primeros…”; Andrews, “Pautas …”; Del Arenal, Un im-
perio…; Hernández, La Constitución…; Pantoja, El Supremo poder…; Pantoja, Bases…; 
Rojas, “De las cuatro causas…”. 
24  	 Mares, La órbita...
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de la división de poderes basados en el modelo de presos y contrapesos, 
o división funcional. 

Esta amplísima y fundamental discusión parlamentaria en el 
Constituyente de Guanajuato, y sobre todo su deriva y concreción en 
decretos, leyes y la propia Constitución, se relaciona con el diseño de 
las instituciones encargadas de “conservar el orden público y la seguri-
dad del estado”, y en particular, acerca de las facultades de los alcaldes 
constitucionales y del gobernador en el arresto de los presuntos delin-
cuentes y en ciertos aspectos de impartición de justicia. Pongo en pocas 
palabras, en una nuez, el sentido que guio los debates parlamentarios 
en el Constituyente de Guanajuato: los diputados trataron de limitar y 
contener las facultades del Ejecutivo en aras de evitar que el goberna-
dor se convirtiera en un déspota, arbitrario y enemigo de la libertad de 
los “ciudadanos guanajuatenses”. El mal recuerdo del “despotismo de 
Iturbide” se citó de manera reiterada en el Constituyente de Guanajuato. 

Para comenzar a desbrozar este tema de las facultades del Ejecutivo, 
el diputado Esquivel, en la sesión del 14 de junio de 1824, mostró sus 
temores y expresó

que convenía que los derechos del Gobierno fuesen tales que no superasen al 
Poder Legislativo que concediendo mandar las armas o dar empleo, tomaba 
una preponderancia muy terrible; que aunque el Congreso no tiene armas 
que poner a sus órdenes; pero hay empleos cuya provisión aquel que haga 
el Gobernador siempre debe […] sujetarse a la aprobación de esta Soberana 
Asamblea.25 

Lo que deseaba evitar este legislador era que el gobernador tuviera man-
do sobre las armas, es decir, sobre las milicias cívicas organizadas en las 
poblaciones guanajuatenses y que en ese momento se subordinaban a los 
Ayuntamientos. Este punto generó un amplio y muy interesante debate 
sobre el cual ahora no es oportuno extenderme. Lo que sí quiero señalar 
es que era generalizada la desconfianza a que el Ejecutivo mandara di-
rectamente a las milicias, aunque, y este es el punto importante, sí se le 
reconoció en la Constitución como su “jefe nato”, como se señalaba en 

25  	 Actas del Congreso…, 1824, sesión del 14 de junio de 1824.



259

José Antonio Serrano Ortega

el artículo 104, fracción VI de la Constitución de 1826: “Mandar en lo 
económico la milicia cívica del estado, y disponer como jefe nato de ella, 
cuanto sea conforme a las leyes de su establecimiento, conservación y 
disciplina”. Si bien los legisladores se aseguraban terminantemente de que 
el Ejecutivo “nunca” pudiera mandar en persona a estas fuerzas militares 
ciudadanas, los constituyentes llegaron al consenso de que el gobernador 
sería el encargado de los asuntos económicos y administrativos de las mi-
licias, lo que implicaba limitar las amplias facultades que hasta entonces 
habían gozado los Ayuntamientos en la organización miliciana según 
el Reglamento de la Milicia nacional de 1823. Y más se abrió la puerta 
a dejar atrás este reglamento, y la consiguiente preponderancia de las 
instituciones municipales, cuando se estableció en la Constitución: “Art. 
217. El servicio que la milicia cívica haya de prestar, su uniformidad, y 
cuanto la convenga a los fines de su institución, será el que determina o 
en adelante determinare su reglamento”. Es importante adelantar que 
muy pronto, en 1828, se expidió un nuevo reglamento de las milicias 
cívicas, el cual limitó las facultades sobre las cívicas de los Ayuntamientos, 
y expandió las facultades del gobernador y de los jefes de policía.26 Así, 
desde 1825, los representantes de los vecinos principales y los patricios en 
el Congreso Constituyente y en el siguiente Constitucional estuvieron de 
acuerdo en aumentar los medios institucionales para que el gobernador 
cumpliera con su mandato constitucional de salvaguardar la seguridad, la 
libertad y las propiedades de los “habitantes” del estado de Guanajuato, 
y por consiguiente, que se valiera de las milicias cívicas para arrestar a 
los delincuentes y presentarlos ante las autoridades judiciales, como se-
rían los alcaldes constitucionales. En claro contraste, los Ayuntamientos 
perdieron el control sobre las milicias cívicas. 

Los constituyentes de Guanajuato asimismo dotaron al Ejecutivo 
de otros medios institucionales para limitar el amplio arbitrio de los 
Ayuntamientos y de los alcaldes en el control del “orden público”. En 
especial, por medio de los jefes de policía, “atalaya del gobernador”. Aquí 
y ahora vale destacar que la figura del jefe de policía generó un amplio 
debate entre los constituyentes, que debemos situar en la polémica so-
bre la división de poderes. Un debate que osciló entre las acusaciones 

26  	 Serrano, Jerarquía…, pp. 264 y ss.
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minoritarias de que el gobernador era un mero “mandadero del soberano 
Congreso” y que debía de evitarse su implícita tendencia a la tiranía, 
y aquellos que abogaban por que no fuera un “subordinado del poder 
municipal”. La tendencia minoritaria comenzó el debate señalando que 
todo “magistrado” que tuviera atribuciones sobre los ayuntamientos de-
bía ser electo por los “pueblos” de los respectivos distritos municipales.27 
Consideraban estrechamente vinculadas las elecciones a la impartición de 
justicia, ya que los “pueblos” era los verdaderos soberanos, y eran ellos los 
que trasladaban sus facultades soberanas al gobernador, a los diputados 
y a todo “magistrado”, como serían los integrantes de los Ayuntamientos 
y, claro, los jefes de policía. El diputado Esquivel afirmaba sin dudar 
que, “siguiendo el sistema adoptado […] los Gefes (sic) de policía cuyas 
atribuciones son semejantes a las del Gobernador” debían ser electos 
popularmente “como este”.28 La “justicia” era parte de la soberanía, y por 
consiguiente, debían ser votadas y elegidas las personas que ejercieran 
esta atribución, la “más importante” para salvaguardar los derechos de 
todos los “pueblos”. 

En este punto, la tendencia minoritaria de los diputados guanajuaten-
ses rescataban una larga tradición del Antiguo Régimen de que los jueces 
y magistrados fueran electos, en especial los alcaldes constitucionales y 
los jueces de partidos, como de manera notable han estudiado Andrea 
Sleiman y Carlos Garriga.29 Además, la elección de los magistrados con-
fería a los “magistrados” la confianza de sus pares, de los votantes de los 
partidos electorales, ya que juzgarían de acuerdo con los usos y costumbres 
de su localidad, como resaltó el diputado Esquivel. Pero si no se aceptaba 
que los “pueblos” eligieran a los jefes políticos, entonces lo debía hacer el 
Congreso, que era más soberano que el Ejecutivo.

En claro contraste, los diputados de la mayoría argumentaron a fin 
de defender que los jefes de policía fueran designados por el Ejecutivo, 
y que fueran los encargados de vigilar que los alcaldes de las cabeceras 
de partido y los ayuntamientos cumplieran sus facultades de enjuiciar a 
los justiciables. Igual que el Congreso, el gobernador había sido electo 

27  	 Actas del Congreso…, 1826, sesión del 25 de febrero de 1826.
28  	 Ibid., sesión de 23 de febrero de 1826. 
29  	 Sleiman y Garriga, “Justicia popular…”.
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por “los ciudadanos guanajuatenses”, por lo que el Poder Ejecutivo tam-
bién era parte de la representación de la soberanía. En segundo lugar, 
el gobernador era el responsable directo de hacer cumplir las leyes para 
asegurar constitucionalmente la libertad, la vida y las propiedades de 
los “habitantes” del estado, con independencia de si eran ciudadanos, 
extranjeros o sirvientes. Para estos diputados de la mayoría, el gobernador 
era el encargado de que se cumplieran las leyes a favor de cada uno de 
los “individuos”, que residían en el estado de Guanajuato. 

Estos dos amplios puntos del debate sobre la división de poderes se 
plasmaron en la justificación de las atribuciones del jefe de policía. El 
Ejecutivo tenía el derecho de trasladar su representación de la soberanía 
a los jefes de policía, no como magistrados, pero sí como funcionarios 
encargados de vigilar la recta impartición de justicia por parte de los 
alcaldes constitucionales. En caso de que los alcaldes no cumplieran estas 
obligaciones, este funcionario designado podía sancionarlos. Además, 
estos funcionarios públicos no serían electos. El diputado García de 
León recordó otro argumento que a buen seguro convenció a la inmensa 
mayoría de los constituyentes a favor de los jefes de policía: estos fun-
cionarios del poder ejecutivo celarían a las “municipalidades”, serían 
las “atalayas de los ayuntamientos”.30 Como veremos más adelante, 
casi todos los diputados consideraban que una parte importante de 
los integrantes de los Ayuntamientos eran no solo ignorantes, también 
anárquicos, desordenados y de poca confianza para impartir justicia. Por 
eso, era necesario que se establecieran jefes de policía que controlaran a 
los anárquicos, desordenados, ignorantes integrantes de los “pueblos”. 

A final de cuentas, la gran mayoría de los diputados acordaron que 
los jefes políticos no fueran electos por los “ciudadanos guanajuatenses”, 
que el gobernador podía “suspender a cualquiera de los individuos de las 
municipalidades” y arrestarlos “cuando el bien y seguridad del Estado 
lo [exigieran] y mandarles formar causa si lo hallaren por conveniente”, 
según del decreto del 17 de agosto de 1825.31 Así, el Poder Ejecutivo 
podía arrestar a los síndicos y regidores de los Ayuntamientos y a los 
alcaldes constitucionales encargados de administrar justicia en los juicios 

30  	 Actas del Congreso…, 1826, sesión de 23 de febrero de 1826. 
31  	 Decreto del 17 de abril de 1825 en Guanajuato, en Decretos expedidos…
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verbales, de conciliación y de primera instancia. El jefe de policía debía 
reunir todas las pruebas que justificaran su arresto y presentar a estos 
funcionarios electos ante “la autoridad que corresponda” en un plazo 
máximo de cuarenta y ocho horas.

Hay que resaltar al mismo tiempo que mucho pesó en el ánimo de 
los constituyentes las ostentosas quejas del gobernador Carlos Montes 
de Oca, de los integrantes del Consejo de Gobierno y las públicas pro-
testas del Ayuntamiento de la capital contra la excesiva preponderancia 
del Poder Legislativo en demérito del Ejecutivo. El Ayuntamiento de 
la capital publicó varios manifiestos, los cuales fueron secundados por 
una nutrida folletería, en que manifestó muchos temas de descontento 
con el Congreso, en particular, sobre el arrendamiento de la Casa de 
Moneda a los británicos y la “ominosa y peligrosa” preponderancia del 
Congreso sobre el Ejecutivo. Sobre este punto, rechazó que el goberna-
dor fuera un “mero subalterno del Congreso” y del “poder municipal”. 
El gobernador debía tener muchas más facultades que un “mero jefe 
político con respecto a los Ayuntamientos […] con lo que [se] le quita 
la intervención que tendría como depositario del poder ejecutivo”. Por 
su parte, el gobernador Montes de Oca, en julio y noviembre de 1824, 
rechazó que el Congreso se empeñara en limitar en extremo las faculta-
des del Poder Ejecutivo. Era imprescindible que el gobernador contara 
con “prefectos”, que después serían denominados jefes de policía, para 
obligar a los Ayuntamientos y a los alcaldes constitucionales a cumplir 
con sus deberes de no ser arbitrarios e “hijos de la mala fe” en el ramo 
de administración de justicia. El gobernador concluía: “En fin, es nece-
sario un protector activo de los ciudadanos desvalidos que sufren lo que 
es indecible con las arbitrariedades de los jueces”, esto es, los alcaldes 
constitucionales que para entonces ya estaban impartiendo justicia.32 
En noviembre de 1824, Montes de Oca protestó porque eran muchos 
los “agravios” que el Legislativo constitucional estaba infligiendo al 
Ejecutivo al no dotarlo de todos los medios para “emprender esta mu-
danza” del sistema antiguo con funcionarios subordinados que fueran 
leales y con conocimientos que les permitieran ir “separando todos los 

32  	 AHGTO, Gobernación, caja 4, Libro de correspondencia entre el gobernador y el 
Congreso, 8 de julio de 1824. 
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estorbos”.33 Por consiguiente, el Congreso no debía tener atribuciones 
amplias sobre la “provisión de empleos” y acerca del nombramiento de 
los principales funcionarios del gobernador, ya que dejaba al “gobierno 
como un conducto ridículo de traer y llevar”. “Somos planetas de una 
misma magnitud”, argumentaba el gobernador, y el Ejecutivo no era 
un mero subordinado del Legislativo. 

En respuesta a este oficio de Montes de Oca, los constituyentes 
Antonio Murillo y Domingo Chico rechazaron, en particular, que el 
Congreso tratara de evitar que el Gobierno de Guanajuato “(arrancara) 
del seno del estado las rancias costumbres del sistema opresor”. Muy 
al contrario de obstaculizar, “embarazar” al gobernado en su esfuerzo 
de quitar “odiosas antiguallas”, el Congreso debía caminar junto “en 
el sendero de la libertad y la justicia”.34 Frente a estas y otras presiones 
políticas, los diputados debían comprometerse a no limitar las facul-
tades del Ejecutivo con el fin de salvaguardar las respectivas órbitas 
de los poderes. 

En aras de demostrar que no trataban de convertir al gobernador 
en un “mandadero”, la mayoría de los diputados reaccionaron favorable-
mente a la solicitud del gobernador “sobre que se fijasen las atribuciones 
respectivas a los ayuntamientos y las que con respecto a los mismos lo 
eran peculiares (al poder ejecutivo) para poder llenar a sí los deberes que 
les corresponde (como gobernador)”.35 Y los constituyentes fueron muy 
consecuentes con que el gobernador y los jefes de policía fueran atalayas 
de los ayuntamientos. En el decreto sobre los jefes de policía, expedido 
el 2 de mayo de 1826, es decir, unos días antes de cerrar sus sesiones, los 
constituyentes establecieron acerca del ramo de impartición de justicia 
y sobre seguridad de las propiedades y las vidas de los “habitantes” del 
estado lo siguiente:

Artículo 4. Cuidarán así mismo los jefes [sic] de policía de que los 
Ayuntamientos cumplan con sus respectivas obligaciones y que los Juzgados 

33  	 AHGTO, Municipios, caja 7, exp. 7, Gobernador al Congreso, 11 de noviembre de 1824. 
34  	 AHGTO, Gobernación, caja 10, exp. 2, “Contestación al oficio que se remitió en 11 
de noviembre, en el que el señor gobernador hace ver los sentimientos que tiene hacia el 
Congreso”, Guanajuato, Guanajuato, 18 de noviembre de 1824. 
35  	 Decreto del 17 de abril de 1825, en Decretos expedidos...
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administren pronta y desinteresadamente justicia en cada caso; en caso de 
transgresión podrán hacer reconvenir, y cuando esto no baste, formar causa 
instructiva y dar con ella cuenta al Gobierno.36 

Así, si bien en el foro parlamentario se presentaron las posturas de que los 
jefes fueran electos por los “pueblos”, de que no pudieran emitir bando 
alguno de buen gobierno, de que no se inmiscuyeran en la administración 
de justicia porque esa facultad era propia de los alcaldes constitucionales 
y de que las milicias cívicas dependieran de los Ayuntamientos, a final de 
cuentas se impusieron los argumentos y los votos de la inmensa mayoría 
de los diputados.37 Se le dotó al gobernador de un amplio aparato de 
control de la vida y las propiedades de los “habitantes” de Guanajuato, 
y por consiguiente, de la vigilancia de la administración de justicia de 
los Ayuntamientos, incluidos los juicios verbales. 

Así, sabemos con claridad que el Congreso de Guanajuato, como 
el resto de los Constituyentes nacionales y estatales entre 1823 y 1827, 
trató de limitar las facultades de los Ejecutivos.38 La polémica osciló 
entre tiranos y mandaderos. Por mi parte, considero importante desta-
car que, en esta polémica de la división de poderes, los constituyentes 
guanajuatenses sí dotaron al gobernador de fuertes medios constitucio-
nales a fin de cumplir con su encomienda constitucional de “preservar 
los derechos de propiedad y salvaguardar la vida de los habitantes del 
estado de Guanajuato”. En este sentido, el Congreso hizo al gobernador 
responsable de las milicias cívicas y otorgó amplias facultades a los jefes 
de policía para asegurar que sí se cumpliera la administración de justicia 
por parte de los alcaldes constitucionales y los jueces de primera instancia. 
En otras palabras, los diputados constituyentes prefirieron que el Poder 
Ejecutivo se pudiera convertir en un tirano con amplias facultades sobre 
los “pueblos” a que fuera un simple mandadero sin fuerza para preservar 
la vida y las propiedades, o mejor dicho, las propiedades y después la 
vida de los habitantes del estado de Guanajuato. Era mucho mejor que 

36  	 Decreto del 2 de mayo de 1826, ibid.
37  	 Actas del Congreso constituyente, 1826, sesiones del 22, 23, 25 y 27 de febrero y de 25 y 
26 de abril de 1826. 
38  	 Mares, “La órbita…”.
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pudieran contener a los “supuestos malhechores y delincuentes”. El “orden 
público”–los legisladores utilizaron este concepto, no el de policía– era 
de suma importancia como para dejar desarmado al Ejecutivo.39 

Contra los “pueblos”

Para entender la configuración institucional que llegó a tener la participa-
ción de los alcaldes constitucionales en los juicios verbales, se debe tener 
muy presente un tema mayor que marcó la vida política, social, fiscal y 
militar del Guanajuato de la primera mitad del siglo XIX: la desconfianza 
militante, el enojo constante e incluso el recio desprecio que manifes-
taban los diputados constituyentes en contra del funcionamiento de la 
mayor parte de los Ayuntamientos que se habían erigido a partir de 1820. 
Este encono venía desde 1820, cuando los diputados guanajuatenses, 
en las Diputaciones de San Luis Potosí, a partir de 1821, y en la propia 
de Guanajuato, desde marzo de 1822, reiteraron en repetidas ocasiones 
la necesidad de eliminar los Ayuntamientos que se habían erigido en 
una “multitud” de pueblos, en especial los establecidos en las antiguas 
repúblicas de indios. 40 Pero no fue sino hasta 1824-1827, en los tiempos 
que se abarcan en este texto, cuando todas las autoridades del estado de 
Guanajuato lograron abolir más de veinte Ayuntamientos dominados por 
los indígenas, sobre todo los que se habían fundado en la subdelegación 
de Celaya.41 Y al abolirse estos Ayuntamientos, desaparecieron los pri-
vilegios que como república de indios habían tenido sus gobernadores 
electos por el común de naturales, en particular, impartir por sí mismos 
justicia en pleitos judiciales de poca monta y sobre “injurias y palabras 
ligeras”. A final de cuentas, los que salieron beneficiados en este proceso 
de abolición de antiguos “pueblos” que habían tenido sus autoridades 
indígenas propias fueron los vecinos mestizos y criollos que habían con-
trolado los antiguos cabildos y que ahora dominaban los ayuntamientos 

39  	 Sobre la tensión entre policía de la ilustración y orden público, tómese en cuenta como 
inicio a Lempérieré, Entre Dios y el rey… 
40  	 Serrano, “Sin diputación…”.
41  	 Serrano, “Ciudadanos naturales…”.
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de ciudades, villas y congregaciones. Estos nuevos consejos municipales 
aumentaron su “quantum de poder”42 al ser responsabilizados de disci-
plinar a la población de todo el estado de Guanajuato por medio de las 
instituciones de justicia que impartieron “sus” alcaldes constitucionales. 

Pero si bien se abolieron esos Ayuntamientos que habían sido repúbli-
cas de indios, los constituyentes tuvieron que seguir enfrentando el tema 
de la impartición de justicia verbal en estos “lugares” o en esos “distritos” 
que dependían de “sus respectivos ayuntamientos”. En cortas palabras, 
no fue suficiente para esta elite política eliminar a los Ayuntamientos 
indígenas, trataron también de reducir las mismas facultades de las 
autoridades de lugares y sitios mestizos y criollos. Fue amplio el debate 
parlamentario sobre los llamados alcaldes auxiliares, aquellos integrantes 
del Ayuntamiento que serían designados en las poblaciones y lugares 
que, al carecer de una institución municipal, eran parte de la jurisdic-
ción del ayuntamiento más cercano. La secuencia de preguntas de los 
constituyentes guanajuatenses era: ¿Todos los funcionarios municipales, 
incluidos los alcaldes auxiliares, ejercían parte de la soberanía? En caso 
de ser afirmativa la respuesta, la siguiente cuestión era: ¿Todos los alcaldes 
debían ser electos? Y en caso de que fueran electos, ¿todos estos repre-
sentantes populares podían y debían administrar justicia? Soberanía, 
elecciones, justicia. Al inicio del debate sobre la Constitución del estado 
de Guanajuato, el diputado Esquivel y Salvago afirmó rotundo que, al ser 
representantes de la soberanía, “los alcaldes de los pueblos, por ejemplo, 
también tienen parte en el Poder Judicial”,43 por lo que debían ser electos 
por los “pueblos”. Con estos conceptos capitales Esquivel rescataba una 
larga tradición jurisdiccionalita y organicista de antiguo régimen que 
implicaba, como bien han concluido Daniela Marino, Federica Morelli, 
Beatriz Rojas y Verónica Vallejo Flores, a partir del estudio de casos 
concretos a partir de fuentes de archivo:

La capacidad del sujeto corporativo de gestionar sus propios intereses 
[…] Aunque la designación por elección fuese uno de los mecanismos 

42  	 Garriga, “Orden jurídico…”, 2007, p. 64.
43  	 Actas del Congreso…, 1826, sesión del 17 de enero de 1826. 
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tradicionales, la noción de representación no se construía a partir de la vo-
luntad de los representados, sino desde una vinculación natural entre estos 
y los representantes, como la que puede existir entre padres e hijos, o persis-
tiendo en la metáfora organicista, entre cabeza y cuerpo.44 

En este sentido, para el constituyente Esquivel, los alcaldes eran padres 
de familia que impartían justicia verbal de acuerdo con “la idea tradi-
cional de justicia: dar a cada quien lo suyo […] restaurar la armonía de la 
comunidad por medio del diálogo y la autoridad del juez lego, del arreglo 
y de la equidad.45 A buen seguro, Esquivel privilegiaba a los jueces legos 
“porque hacían más accesible el mundo de la justicia a partir de entornos 
conocidos desde el punto de vista mora y local”.46 La justicia verbal era 
parte del “gobierno antiguo de los pueblos”.47

Ahora bien, en el debate sobre los alcaldes auxiliares en el Congreso 
Constituyente de Guanajuato se presentaron en el foro parlamentario no 
una, sino diversas posturas sobre la relación de los principios de elecciones, 
soberanía y justicia.48 Esquivel siguió sosteniendo que todos los alcaldes 
debían ser electos, tanto los de las poblaciones con ayuntamiento, como 
los de “poblaciones” pequeñas sin ayuntamiento, pero mayores de mil 
habitantes. “Ese que administra justicia debe ser electo popularmente”. 
Por su parte, el diputado Chico señaló mejor que fuera el gobernador 
quien designara, a propuesta de los Ayuntamientos, a estos alcaldes que 
bien llevaban el nombre de auxiliares, ya se encargaban de delitos de 
“poca monta”. Por último, el diputado García de León adelantó una se-
paración entre los alcaldes constitucionales integrantes del Ayuntamiento, 
y que por consiguiente debían ser electos, y estos auxiliares que solo “ad-
ministran justicia”, pero no debían ser electos, sino designados por los 
Ayuntamientos, “que sí eran representantes” de la soberanía. 

44  	 Morelli, “El espacio municipal…”; Morelli, “Pueblos…”.
45  	 Marino, “El juzgado conciliador…”.
46  	 Vallejo, “Justice municipale…”.
47  	 Rojas, El “municipio libre”…; Rojas, “Constitución histórica…”; Rojas, “El dere-
cho…”; Rojas, “La transición…”.
48  	 En la sesión del 27 de febrero de 1826 fue donde se trató el tema de los alcaldes auxi-
liares, en particular, y del establecimiento de ayuntamientos de acurdo a su población, en 
general. Guanajuato, Actas Congreso constituyente, sesión del 27 de febrero de 1826. 
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Frente a estas posturas, la Comisión redactora de la Constitución pre-
sentó tres artículos que diferenciaba claramente a los alcaldes: en los dos 
primeros artículos (que se convertirán en 146 y 147 de la Constitución) 
se indicaba que serían “electos popularmente” los alcaldes de los ayunta-
mientos, así como los de aquellos “pueblos que no puedan tener ayunta-
miento” según el criterio poblacional, es decir, número de “habitantes”. 
En un tercer artículo, el 148, se estipulaba que “en las demás reuniones 
de consideración habrá un alcalde auxiliar y un teniente que supla sus 
faltas, nombrados directamente por el Ayuntamiento”. Así, en estos 
funcionarios municipales se rompía el principio que se había impuesto 
entre justicia, elecciones y soberanía en todos los alcaldes. 

Pero si bien los legisladores estaban de acuerdo en seguir conside-
rando a los alcaldes constitucionales como jueces porque eran electos 
por los ciudadanos de las jurisdicciones municipales, los constituyentes 
no cejaron en buscar al mismo tiempo mecanismos institucionales para 
limitar las atribuciones de todos los Ayuntamientos en materia de juicios 
verbales. En otras palabras, la mayoría de los constituyentes estaban de 
acuerdo en limitar las atribuciones de los Ayuntamientos en los juicios 
verbales y de conciliación. Por lo menos se discutieron con encono en el 
foro parlamentarios tres medidas en este sentido restrictivo y de control 
sobre los Ayuntamientos: primero, cambiar los artículos del Reglamento 
de Audiencias de octubre de 1812 que prohibía a los Tribunales Superiores 
juzgar en primera instancia los juicios verbales y de conciliación, ya que 
estos competían de manera exclusiva a los Ayuntamientos; segundo, que 
los jefes de policía tuvieran una activo involucramiento en la administra-
ción de justicia en los “tribunales municipales”, y tercero, que el alcalde 
constitucional no fuera integrante del Consejo Municipal, sino que esta 
institución municipal solo estaría integrada por síndicos y regidores. 
Como sustento fundamental de estas discusiones estaba la desconfian-
za de la mayoría de los legisladores, y también del gobernador, de los 
magistrados del Tribunal de Justicia e incluso de algunos integrantes de 
Ayuntamientos cabeceras acerca de la pertinencia de que los integrantes 
de los Ayuntamientos siguieran participando en la administración de 
justicia en todos los niveles y en el aseguramiento del “orden púbico”. 

Lo primero que ha de tomarse en cuenta es que en 1824 llovió sobre 
mojado en cuestionamientos a los Ayuntamientos sobre sus capacidades 
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de asegurar las propiedades y las vidas de los “habitantes” del estado 
de Guanajuato. En su primer discurso público, y que fue impreso, el 
gobernador Carlos Montes de Oca se quejó del pésimo desempeño de 
todos los regidores, síndicos y alcaldes. Se sentía sin manos “porque falta 
el espíritu público” entre esos munícipes.49 Estos querían gobernar desde 
sus “gabinetes”, y a la primera presión renunciaban de inmediato. “¿Y 
creerán los individuos que componen los Ayuntamientos haber cumplido 
con asistir, si es que asisten, a los acuerdos ordinarios para hacer nada o 
casi nada?”. Las arcas estaban vacías por falta del cobro puntual de los 
impuestos y los contrabandistas de tabaco dañaban uno de los principa-
les ramos de ingreso de la tesorería. Y sin dinero, sin “rentas para pagar 
a los defensores de nuestras libertades, los jueces que nos administren 
recta justicia” era imposible que las leyes sirvieran para proteger, dirigir 
y defender “a las personas y sus propiedades”. Era un error confiar a estos 
“individuos” la administración de justicia: esta era una de las principales 
conclusiones del discurso de Montes de Oca. Por su parte, el Congreso, 
si bien alababa a los Ayuntamientos de los “pueblos” como “esas deidades 
tutelares dignas de admiración”,50 a los pocos días acusaba a esas mismos 
instituciones, a ese “pueblo soberano” ahora con minúsculas, de no cum-
plir su función de administrar justicia: “Al paso que hoy faltan jueces y 
tribunales que persigan, formen y sentencien las causas de multitud de 
delincuentes de todas las clases y cuyo extraordinario número no solo 
emana de la impunidad escandalosa que se advierte”, sino también de que 
“faltaba de trabajo” y se hallaban en la miseria.51 En pocos días, como es 
evidente en los títulos de sus proclamas publicadas, los Constituyentes 
pasaron de “honrase en representar “a los “pueblos” a –el 12 de junio– ser 
simplemente representantes a los “pueblos”.52 

49  	 Montes, El gobernador… 
50  	 El Congreso…, 1824. 
51  	 Id.
52  	 Siguiendo con este continuo y ascendente desazón hacia el concepto de los pueblos y 
también de su constante abandono, el Congreso, en 1826, se dirigió a los “habitantes” 
del estado de Guanajuato como “guanajuatenses” (El Congreso…, 24 de mayo de 1824). 
A final de cuentas, los constituyentes votaron por unanimidad para que se definiera en 
el artículo 1 de la Constitución de marzo de 1826 que “el estado de Guanajuato es la 
reunión de todos sus habitantes”, y en el artículo 2 se especificaba que “esta soberanía (la 
del estado federado de Guanajuato) reside esencialmente en el pueblo, y su ejercicio en 
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En este clima político muy poco favorable para todos los Ayuntamientos, 
los diputados consideraron de imperiosa necesidad establecer el “Supremo 
Tribunal de Justicia”, que quedó solo en tribunal para no dar a entender 
con supremo que era más que el Poder Legislativo y Judicial. Pero había 
dos obstáculos muy poderosos, casi insalvables: no había dinero público 
y faltaban abogados. Mejor dicho, y siguiendo el parecer de los propios 
constituyentes, no había número suficiente de abogados y se recaudaba 
poco dinero. Esa era la secuencia.53 Era tal la apuración por tener un 
Tribunal, que se propuso, en la sesión del 30 de abril de 1824, que los 
diputados que fueran abogados o letrados se convirtieran en los minis-
tros que impartieran justicia en diversas instancias. Pronto se descartó 
la idea porque era más importante la división de poderes, una idea fija y 
permanente entre los constituyentes. Se violaba este principio al ser los 
diputados al mismo tiempo jueces.54 Paradójicamente, los propios dipu-
tados restringieron más las posibilidades de que los jueces en cualquier 
instancia fueran letrados, es decir, individuos que sabían de leyes y que 
habían sido funcionarios de justicia, cuando ordenaron se destituyera a 
los jueces de primera instancia que no fueran abogados55 y prohibieron 
incluso que a los pasantes de abogados se les designara jueces por parte 
del Poder Ejecutivo.56 

El 2 de junio de 1824 se acordó por fin que el Poder Legislativo esta-
blecería el Tribunal de Justicia. Se votó a favor de que, mientras se expedía 
una ley reglamentaria de la administración de justicia, los magistrados 
y todos los jueces del estado, incluidos los alcaldes constitucionales, se 
debían apegar al Reglamento de Audiencias de octubre de 1812. Pero, e 
insisto en este sin embargo, se establecía una muy significativa salvedad 
relacionada con la impartición de justicia por los Ayuntamientos y los 
alcaldes constitucionales: al contrario de los que normaba el Reglamento 
(Capítulo IV, artículo, 1, fracción VI: (“Los alcaldes constitucionales de 
los pueblos comenzarán desde luego a ejercer las funciones de concilia-
ción con arreglo a lo que queda prevenido en los quatro (sic) primeros 

los supremos poderes del estado”. Remito de nuevo a Clavero, “Cádiz 1812”. 
53  	 Actas del Congreso…, 1824, sesión del 30 de abril de 1824. 
54  	 Id. 
55  	 Ibid., sesión del 12 de junio de 1824. 
56  	 Actas del Congreso…, 1826, sesiones del 21 y 24 de abril de 1825. 
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artículos del mismo capítulo III, y no se admitirá ya demanda alguna 
civil ni criminal sobre injurias sin la certificación de haberse intentado 
el medio de la conciliación y de que no se avinieron las partes”), en el 
artículo 12 del decreto expedido por el Constituyente de Guanajuato, el 
28 de junio de 1824, se ordenó que “todas las causas civiles y criminales 
que se [promovieran] contra los ayuntamientos [serían] en primera ins-
tancia del conocimiento de cualquiera de las dos salas, cuyas facultades 
sobre las ya referidas se [ampliaban para] que [pudieran] pedir informes 
ad effectum vivendi, siendo así se [solicitaran] para corregir la morosidad 
o caprichos de los jueces; pero en este caso [retendría] los autos por más 
término que el de quince días”.57 En otras palabras y sin latines, los ma-
gistrados podrían pedir de inmediato las causas juzgadas por los jueces 
constitucionales, vale decir juicios verbales y de conciliación, a fin de 
terminarlos rápidamente. En este sentido, podían excluir a estas autori-
dades electas de juzgar en primera instancia los juicios verbales y de con-
ciliación, al contrario de lo establecido por el Reglamento que otorgaba 
al alcalde constitucional la exclusiva en estos procedimientos judiciales. 
Los magistrados del Tribunal podían intervenir de inmediato en los 
juicios verbales y de conciliación y excluir a los alcaldes constitucionales. 

El debate parlamentario sobre la participación del jefe de policía en 
la administración de justicia nos permite seguir calibrando el parecer 
de la mayoría de los diputados constituyentes acerca, por un lado, de 
la desconfianza notoria hacia las actividades de los integrantes de los 
Ayuntamientos, y por otra, del intento de separar el ejercicio y control 
de la impartición de justicia de las elecciones “populares” por parte de 
los vecinos de los pueblos. Dentro del marco general de la discusión so-
bre el proyecto de Constitución, los días 22 y 23 de febrero de 1826, el 
diputado García de León se quejaba de que el gobernador y la Comisión 
de Constitución hubieran desechado la propuesta de que los consejos 
municipales tuvieran la facultad de proponer personas de su “propio 
departamento”. Nadie mejor que los Ayuntamientos –defendía García 
de León– podía ternas para los jefes de policía, “después de un informe 
del Ayuntamiento respectivo, el Consejo propondrá de los mismos 

57  	 “Se establece el Tribunal Supremo de Justicia. Decreto del 3 de agosto de 1824”, en 
Decretos expedidos...
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recomendados o de los que crea más a propósito, ya que es injusto no 
permitir que sirvan esos destinos los que sean de los propios departa-
mentos, pues en ellos habrá sin duda las personas instruidas, como las 
más interesadas en el proyecto de su país”.58 Dado el tenor de estas sus 
palabras, a buen seguro a este diputado no le gustó que a continuación 
de su intervención se leyera en extenso el informe del Ayuntamien- 
to de Acámbaro, el cual señalaba que “una triste experiencia nos enseña 
que la omisión o la ignorancia de estos cuerpos municipales causa el 
atraso de unos pueblos, la ruina de otros, y en suma el poco o ningún 
progreso del estado”. Eran necesarios unos “atalayas perpetuos”, es decir, 
los jefes de policía, que eviten “la estupidez y la ignorancia… los ecsesos 
[sic]… los insultos” de esta “tiranía municipal”. 59 Seguramente algu-
nos diputados coincidieron con estas apreciaciones del Ayuntamiento 
de Acámbaro, y por eso se decidió reproducir la representación en las 
actas del Congreso. 

El 23 de febrero continuó la discusión sobre los jefes de policía y la 
propuesta de artículo 140: “Los ayuntamientos de los departamentos 
respectivos informarán al Consejo de Gobierno sobre los que estimen 
aptos para desempeñar las enunciadas Gefaturas [sic], mas las propues-
tas se harán sin sujeción a las indicaciones de las municipalidades”. De 
inmediato, García de León protestó porque la Comisión proponía oír 
a los Consejos Municipales, pero sin sujetarse a sus propuestas. Eran 
eso, meras propuestas. Por el contrario, el diputado repitió que, a su 
juicio, y “siguiendo el sistema adoptado, los Gefes [sic] de policía cuyas 
atribuciones [eran] semejantes a las del Gobernador debían ser electos 
popularmente”. En esta ocasión, el diputado Galván indicó que no era 
pertinente la observación porque, si bien la Comisión “dudó al prin-
cipio”, se convenció después de que los jefes de policía no debían ser 
electos, ya que “tan solamente tienen que ver con el gobierno, pues son 
unos meros conductos para facilitar sus disposiciones y el cumplimiento 
de las leyes, celando al mismo tiempo de las municipalidades”.60 El se-
gundo argumento que ahora solo se enunció fue que los jefes de policía 

58  	 Actas del Congreso…, sesión del 22 de febrero de 1826. 
59  	 Id. 
60  	 Actas del Congreso…, 1826, sesión del 23 de febrero de 1826. 
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no debían ser electos porque no estaban facultados para juzgar; no eran 
“jueces”. Aunque, al respecto, el diputado Esquivel siguió insistiendo en 
que se aprobara que los jefes de policía eran también magistrados porque 
juzgarían a los integrantes de los Ayuntamientos, aunque fueran desig-
nados por el Poder Ejecutivo. La moción fue desechada, no obstante.61 

Pero eso de “meros conductos”, actores pasivos aplicando a rajatabla 
las órdenes del gobernador, se trató de hacer a un lado cuando comen-
zaron a discutirse las facultas de estos funcionarios adscritos al poder 
ejecutivo. El 25 de abril de 1826 la Comisión de Constitución recomendó 
que los jefes de policía pudieran imponer multas, es decir, que pudieran 
juzgar un delito cometido por un vecino e imponer una pena en me-
tálico. Estas palabras levantaron un alboroto en el pleno del Congreso 
Constituyente. Una primera consideración de los diputados en contra 
de otorgar esta facultad, en boca del diputado Chico, fue que conceder 
tanto poder podía provocar que los jefes de policía se convirtieran en 
“tiranos”. Y Esquivel añadió que esta facultad podía colisionar con la 
“que los ayuntamientos tienen (en) una parte de la autoridad legislativa, 
por las que espiden [sic] ciertas órdenes particulares”. Los jefes de poli-
cía, al no ser electos, tampoco gozaban de facultades legislativas. Pero al 
mismo tiempo, el diputado Chico reconoció que era necesario otorgar 
esta atribución al jefe de policía, “de imponer multas por sí”, para evitar 
que “quede burlada su autoridad y no puedan hacerse respetables”. 

Se pasó de inmediato a la votación, y el Congreso se dividió a la 
mitad: quedó empatada. Se abrió de nueva la discusión y se repitieron los 
argumentos. Se empataron de nueva cuenta los sufragios. Al día siguiente, 
26 de abril, sí se aprobó esta facultad, pero con la salvedad de que los 
jefes de policía podrían imponer multas “y exigir gubernativamente de los 
transgresores las que estén impuestas”. Con este concepto, lo gubernativo, 
la mitad de los diputados no volvieron en esta ocasión a pujar a favor de 
que los funcionarios públicos fueran “magistrados”, que pudieran juzgar, 
aunque no se les eligiera. Se separaba lo contencioso, propio de los jueces, 
de lo gubernativo, propio de los funcionarios públicos. Tal separación 
entre atribuciones judiciales y gubernativas, esta “vía gubernativa”, como 
señala Laura Brondino para el caso de Yucatán, puede implicar o al 

61  	 Id. 
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menos puede provocar en determinado lapso una fisura en el “estado 
jurisdiccional puro”.62. Pero no hay que llevar demasiado lejos la separa-
ción tajante de lo contencioso y lo gubernamental. Como bien advierte 
Beatriz Rojas, llevar a la práctica la separación en las instituciones, y en 
la realidad social, tardó tiempo y fue un proceso de idas y vueltas.63 Pero 
tampoco se debe olvidar que, como señalan Luca Mannori y Bernardo 
Sordi, cuando entraban en tensión y colisionaba el “principio de la 
electividad” de los jueces con la designación gubernamental, esta úl-
tima tendencialmente irá “neutralizando la función jurisdiccional”.64

Ahora bien, varios diputados del Congreso Constituyente de 
Guanajuato intentaron seguir limitando las atribuciones de los jefes de 
policía en la administración de justicia de los denominados, a partir de 
abril de 1826, “tribunales municipales”, por lo que rechazaron aprobar 
el proyecto de la Comisión del artículo constitucional sobre sus faculta-
des, el cual proponía: “Cuidarán así mismo los gefes [sic] de policía de 
que los ayuntamientos cumplan con sus respectivas obligaciones y de 
que los tribunales administren pronta y desinteresada justicia. En caso 
de transgresión, podrán hacer reconversiones, y cuando estas no basten 
formarán causa instructiva y darán cuenta con ella al Gobierno”.65 El 
diputado presidente se opuso al sentido general de esta propuesta de 
artículo al aducir que este funcionario dependiente del gobernador solo 
podría “excitar el celo” de los Ayuntamientos, y por supuesto, no podría 
reconvenirlos. Es decir, los “tribunales municipales” debían ejercer y 
gozar de una amplísima autonomía al administrar justicia. Y añadía ese 
diputado que “no deberían […] igualarse los poderes”. Aquí se retomaba 
la frecuente discusión sobre la división de poderes: era muy conveniente 
evitar el involucramiento de los integrantes del Poder Ejecutivo en la 
administración de justicia propia de los jueces. 

Pero en esta ocasión el intento resultó en vano. La gran mayoría 
de los legisladores se opusieron a limitar las atribuciones de este fun-
cionario del Ejecutivo con el argumento de que “el modo de guardar 

62  	 Brondino, “De subdelegado…”, p. 1467. 
63  	 Rojas, “De las cuatro…”. 
64  	 Mannori y Sordi, “Justicia y administración”, p. 81; Mannori, “Justicia…”, p. 138. 
65  	 Actas del Congreso…, 1826, sesión del 22 de febrero de 1826. 
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el decoro es dar a los gefes [sic] de policía la superioridad necesaria y 
que la superioridad incluya la facultad de reconvenir”. Y a renglón se-
guido, el escribano anotó: “El artículo fue aprobado” como lo presentó 
la Comisión de Constitución. 

Separar a los alcaldes constitucionales de los integrantes de los 
Ayuntamientos (por un lado, los síndicos y procuradores síndicos, y 
por el otro los alcaldes primeros) fue la tercera medida institucional que 
aprobaron los constituyentes guanajuatenses para controlar y limitar la 
administración de justicia en los consejos municipales. A final de cuen-
tas, se aprobó la separación en estos términos: “Todo ayuntamiento se 
compondrá de regidores y procuradores síndicos presididos por el jefe 
de policía o por el alcalde primero, y se elegirán el tercer domingo de 
diciembre de todos los años por las juntas electorales municipales”.66 Y 
para explicar este acuerdo muy particular que se logró en Guanajuato de 
excluir a los alcaldes como integrantes del Ayuntamiento, debo poner el 
acento en lo dicho por el diputado Leal, que a la postre concitó el apoyo 
mayoritarios de los legisladores. El constituyente manifestó que “ya la ex-
periencia tiene enseñado lo funesto que suele ser esa unión de los alcaldes 
y los Ayuntamientos, y por eso la Comisión [de Constitución] aunque 
pone al alcalde primero de presidente de estos cuerpos, lo ha hecho por 
necesidad, y quisiera que ni aun ese se sancionara, o a lo menos se ponga 
un artículo como propuso que dé lugar a algunas reformas cuando sea 
tiempo”. En este mismo sentido, el diputado García de León afinaba que 
“es bueno que los alcaldes no sean de los Ayuntamientos, porque hay 
casos, y se han visto ya en que los alcaldes tienen que obrar contra esas 
corporaciones, y esto será imposible perteneciendo a ellas”. El ciudadano 
Chico repuso que “(los alcaldes) en las concurrencias presidirán, pero 
no serán parte en los Ayuntamientos ni asistirán sus acuerdos ni menos 
tendrán voto en ellos”. 

De estos dichos destacaría sobre todo que los diputados preten-
dían que el alcalde controlara desde afuera, como jefe de policía, las 
actividades de los regidores y los procuradores. Un representante del 
Poder Ejecutivo debía controlar a los Ayuntamientos que se conside-
raban poco confiables. 

66  	 Actas del Congreso…, 1826, sesión del 1 de marzo de 1826. 
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Pero el tenor de este artículo no terminó la consideración sobre la se-
paración del alcalde. Se manifestó en el foro parlamentario de Guanajuato 
la tensión, la lucha entre dos principios que se había presentado desde 
las Cortes de Cádiz, según recordaba el diputado el Incapié: los alcaldes 
podían ser jefes de policía, pero al mismo tiempo eran electos por las 
juntas electorales municipales. La tensión se daba entre los representantes 
de los ciudadanos y los integrantes del Poder Ejecutivo. Se hacía referencia 
a las Cortes porque fue entonces cuando se había debatido la inconsti-
tucionalidad de concentrar en el alcalde ambos ámbitos, uno propio del 
Ejecutivo y otro del Judicial, ya que el alcalde era por definición un juez. 

El diputado Incapié señalaba que las Cortes enfrentaron esta contra-
dicción, y consideraron que era anticonstitucional que se reunieran en el 
alcalde “dos Poderes”, por lo que, según este diputado, los legisladores 
gaditanos facultaron a los alcaldes como integrantes electos y, por consi-
guiente, encargados exclusivos de “administrar justicia”, no dependientes 
del Ejecutivo. En coherencia con este postulado de separar los “Poderes” 
es que Incapié había propuesto al principio de la sesión que se aprobara 
el artículo siguiente: “Los Ayuntamientos se compondrán de alcaldes, 
regidores y síndicos cuyo número se designará según la ley reglamento 
que determina el artículo 143”. Los alcaldes eran parte integrantes 
de los Ayuntamientos, no parte de los funcionarios dependientes del 
Poder Ejecutivo. Esta moción, como vimos se desechó, porque pesó 
más asegurar que el alcalde vigilara y controlara las actividades de los 
Ayuntamientos, que seguir ceñidos a la división de poderes. 

Para dimensionar lo particular de este acuerdo del Congreso 
Constituyente de Guanajuato acerca de los alcaldes, me gustaría se-
ñalar que, según mi leal entender, después de consultar la Colección de 
Constituciones de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en 1828, 67 la 
Constitución guanajuatense es la única que separa a los alcaldes de los 
“cuerpos de los integrantes del ayuntamiento”. Si bien sé que en otros 
Congresos Constituyentes, como en Michoacán, entidad colindante 
con Guanajuato, se propuso separar a los alcaldes constitucionales de 
los Ayuntamientos con el objetivo de distinguir claramente las faculta-
des judiciales de las gubernativas económicas, a final de cuentas, en las 

67  	 Galván, Colección...
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Constituciones se consideró a este “procurador electo” como integrante 
del Ayuntamiento.68 En cambio, los diputados guanajuatenses separaron 
a los alcaldes del Consejo Municipal al ser considerados al mismo tiempo 
funcionarios subordinados al Ejecutivo y jueces que debían ser electos 
por las Juntas Electorales Municipales. 

Fue en este contexto de enunciación de los artículos de la Constitución, 
en marzo y abril de 1826, cuando se puso a discusión en el Pleno el artí-
culo 166: “Gubernativamente serán decididos todos los negocios de corto 
interés ejecutándose sin recurso alguno las providencias que lo terminen. 
Las leyes fijarán la cantidad hasta que ha de llegar la demanda para que 
ella quede resuelta en juicio verbal”.69 La discusión de esta propuesta 
duró, creo, cinco minutos. Solo hablaron dos diputados. De acuerdo 
con Esquivel, “aquí toca una de las cosas que no tienen remedio o que 
es muy difícil encontrarlo, pues como los jueces a nadie dan cuenta de 
los juicios verbales, hacen lo que les parece, y lo único que podría dispo-
nerse era que [en] caso [de] que alguna parte se sintiese agraviada con la 
resolución, se consultase con asesor, si el quejoso se disponía a pagar los 
derechos de la consulta”.70 Con evidente enfado, el diputado señalaba 
que no se podía evitar que los alcaldes fueran jueces de estos “negocios 
de corto interés”. Como ya había señalado en otras ocasiones, Esquivel 
implícitamente hacía referencia a su reiterado pesar de que, a falta de 
jueces letrados designados por el Tribunal Superior de Justicia, se tenían 
que recurrir a jueces legos. No había otra salida 

Y en este no debate también se presentaron las posiciones sobre la 
tensión entre lo gubernativo y el principio electivo en voz de Chico: 
“Hay casos en que es imposible esa medida –se refiere a la propuesta de 
Esquivel de designar asesores– y son los más frecuentes que se versan 
ordinariamente intereses raterísimos y no hay para la consulta”, es decir, 
no se contaba con suficiente dinero para pagar a esos jueces letrados. 
Sin recursos, no se podía contratar jueces legos que se encargaran de los 
juicios verbales. Pero de inmediato añadía este diputado que “a más de 
esto, la medida es del pormenor de la administración de justicia y no 

68  	 Hernández, “El asesor…”, pp. 445-450. 
69  	 Actas del Congreso…, 1826, sesión del 2 de marzo de 1826. 
70  	 Id. 



278

Debate parlamentario y “tribunales municipales”...

es constitucional”.71 Estos “negocios raterísimos” debían resolverse de 
acuerdo con la costumbre, la tradición y los derechos particulares por 
parte de un alcalde electo por los vecinos de un determinado municipio. 
El principio elecciones-justicia debía preservarse en los juicios verbales. 
Incluso Chico hacía referencia a que no era necesario y oportuno que 
estos negocios fueran “constitucionalizados”, ya que los verbales for-
maban parte de la tradición jurisdiccionalista de los pater familae y a la 
oekonomia en la que a los integrantes de la familia se les impartía justicia 
por parte de la “cabeza” que representaba a todos.72 

Palabras finales

Creo que un concepto rescatado por Alejandro Agüero en otro de sus 
inteligentes y bien documentados artículos me permite resumir el reto 
mayúsculo que debieron enfrentar los constituyentes guanajuatenses 
frente a los juicios verbales: “efecto por defecto”; en otras palabras, la 
carencia y la falta de algo también tiene consecuencias, provoca deter-
minados resultados.73 La gran mayoría de los constituyentes guanajua-
tenses sabían que carecían de los medios institucionales y del personal 
judicial para evitar que los juicios verbales continuaran en manos de 
los alcaldes constitucionales. Como señaló el diputado Esquivel, no 
había remedio, estaban obligados, mas no convencidos de que los jui-
cios verbales estuvieran en manos de estos procuradores electos que 
“hacen lo que les parece” a falta de medios institucionales y de jueces 
letrados, abogado y asesores. 

En este sentido, he propuesto en este artículo que las elites políticas 
de Guanajuato, en las que destacaban el gobernador y los diputados, 
trataron de evitar que la administración e impartición de justicia estu-
vieran “diluida[s] en la sociedad”, en muy buenas palabras de Maronni. 
Esto es, esos diputados, y con ellos gran parte de los integrantes de las 

71  	 Id. 
72  	 Zamora, Casa poblada…, en particular capítulo 8; y Casagrande, Gobierno... 
73  	 Agüero, “Tradición jurídica…”, p. 18. 
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elites políticas de Guanajuato, estaban en contra de que continuara 
“incólume”, que “perviviera” sin alteraciones la cultura jurídica juris-
diccionalista de antiguo régimen.74 Varias razones explican su actitud 
opuesta a esa cultura. En primer lugar, promovieron medios institucio-
nales efectivos a fin de limitar varias de las herencias de la guerra civil 
de 1810-1821 y que seguían muy vivas en la sociedad posbélica guana-
juatense: intentaron y –aquí adelanto– lograron quitar a los hacendados 
y rancheros la posibilidad de sentenciar a los acusados de cometer un 
delito, como había sucedido de manera arbitraria durante la guerra civil 
al estar facultados por el plan Calleja y por el comandante Agustín de 
Iturbide. También intentaron, y lograron, excluir de la administración 
de justicia a los indígenas que controlaban los nuevos Ayuntamientos, 
y que hacía pocos años habían sido sus enemigos a sangre y fuego al 
ser la principal base social de apoyo de los insurgentes. 

Como he señalado, entre 1824 y 1827 se dio una contrarrevolución 
territorial de los pueblos al ser abolidos los Ayuntamientos en las anti-
guas repúblicas de indios y, por consiguiente, se excluyó a estos “ciuda-
danos naturales” de elegir alcaldes que siguieran impartiendo justicia en 
delitos leves y de baja cantidad como había sucedido durante la etapa 
virreinal. Una segunda razón es que la gran mayoría de los diputados 
constituyentes tenían especial desconfianza en que la mayoría de los 
denominados “pueblos” se convirtieran en tribunales municipales que 
se encargaran en exclusiva de impartir justicia verbal.75 Asimismo, el 

74  	 Cuando entrecomillo “incólume”, hago referencia a la afirmación de Carlos Garriga 
de que “por el momento los estados [de la república mexicana, 1824-1835] mantuvieron 
incólumes la configuración tradicional, imposibilitando de raíz la implantación de una 
justicia legal sedicientemente protegida” (Garriga, “El federalismo…”, p. 197). Y con 
respecto a la “pervivencia”: “Toda una cultura jurídica firmemente asentada en la pervi-
vencia de un aparato institucional que no se alteró” (Garriga y Lorente, Cádiz, 1812…, 
p. 283). También tuve muy en cuenta a Garriga, “Continuidad…”; Garriga, “Orden 
jurídico…”; y Garriga, “Cabeza moderna…”. 
75  	 Este concepto generalizante y homogeneizador de pueblos no ayuda a entender la vida 
política e institucional en la provincia y estado de Guanajuato, y seguramente de otras 
partes del territorio de México. No destacar y menos analizar de forma puntual la dife-
rencia mayúscula del “quantum de poder” entre los “pueblos” es una de las razones por 
las que cuestiono el uso historiográfico y metodológica del concepto de pueblos, ya que 
encubre una amplísima diferencia entre estas “corporaciones” de acuerdo con su impor-
tancia política e influjo institucional en el desarrollo de la jerarquía territorial, y tampoco 
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Poder Ejecutivo no fue un simple “mandadero de los ayuntamientos” ya 
que se le dotó de amplias facultades militares y fiscales con el objetivo 
de preservar el “orden público”. Se ordenó que el Tribunal atrajera de 
inmediato las causas juzgadas por los alcaldes sin que se tuvieran que 
agotar varias instancias intermedias. Además, los alcaldes no forma-
ron parte de los Ayuntamientos, aunque sus actividades en el ámbito 
municipal sí estuvieron marcadas por esa tensión entre el principio 
electivo y la designación, vale decir, fueron procuradores de sus vecinos 
y al mismo tiempo funcionarios del Ejecutivo al fungir como jefes de 
política en sus jurisdicciones. Aquí ya no tuve espacio de referirme a la 
importante figura del asesor. Lo que solo adelanto es que, al igual que 
en Michoacán, los alcaldes de Guanajuato únicamente podían dictar 
sentencia después de que recibieran la motivación de estos funcionarios 
públicos pagados por la hacienda pública.76 

Me gustaría cerrar este capítulo proponiendo que, para entender el 
diseño de las instituciones de administración de justicia, y sobre todo 
sus efectos e influjo en el desempeño de las instituciones de gobierno 
y en la vida de los “habitantes” de Guanajuato, es necesario relacionar 
al mismo tiempo este tema con otros de igual o de mucha mayor en-
vergadura y relevancia. En especial, deben tenerse muy presentes las 
historias de la estructura de las fuerzas militares y del sistema fiscal en 
Guanajuato por lo menos en la primera mitad del siglo XIX. Puedo 
afirmar que el proceso de estatalización del gobierno de Guanajuato 
se produjo con mucha mayor fuerza en el sistema fiscal y en la orga-
nización militar. En palabras de Michael Mann,77 en Guanajuato sí 
se lograron establecer y hacer que funcionaran con relativa fuerza las 
burocracias de las “infraestructuras estatales” por medio del cobro 
y asignación de impuesto a los habitantes. También es importante 
adelantar el tiempo para describir el otro proceso infraestructural: a 
partir de 1827, a unos años de que cerrara sus sesiones el Congreso 

toma en cuenta los diferentes proyectos de organización societal de los grupos políticos 
que controlaban estas instituciones de gobierno, así como sus posibilidades de marcar el 
desarrollo de las estructuras de poder en los planos local y regional. Al respecto, véase 
Serrano, “Sobre la revolución…”.
76  	 Hernández, “El asesor…”, pp. 445-450. 
77  	 Mann, Las fuentes...
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Constituyente, los hacendados, rancheros, comerciantes, en pocas pala-
bas los vecinos principales y los patricios, fueron excluidos del control 
de las milicias cívicas. Desde entonces, las autoridades y funcionarios 
del Poder Ejecutivo serían los encargados de dirigir estas fuerzas mili-
tares y de designar a los oficiales de las milicias cívicas. En síntesis, en 
Guanajuato sí se dio un proceso de estatalización a través del sistema 
fiscal y de la estructura militar. Bien se sabe que fiscalidad y fuerzas 
militares se relacionan unívocamente a favor de la formación de las 
estructuras estatales.78 

Si bien no sucedió con la misma fuerza el proceso de estatalización 
de la administración de justicia en Guanajuato, los constituyentes 
guanajuatenses sí pusieron en práctica arreglos institucionales que 
buscaron y lograron en parte limitar fuertemente la continuación de 
la cultura jurisdiccionalista de antiguo régimen. En este sentido, creo 
que una de las preguntas historiográficas pertinentes sería ¿en qué 
medida el proceso de estatalización que sí se produjo en el sistema 
fiscal y en la estructura militar impactó en y amplió la “estatalidad” 
de la administración de justicia? Lo que propongo es que la secuencia 
del proceso de estatalización en Guanajuato, y seguramente en otras 
entidades federativas de la república mexicana, se produjo primero en 
la fiscalidad junto con las fuerzas militares, y después, y solo después, 
en la administración de justicia. 
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LOS CONGRESOS CONSTITUYENTES DE 
MICHOACÁN Y GUANAJUATO 1824-1826. DEBATES 

SOBRE EL DIEZMO Y LA RELIGIÓN CATÓLICA

Nely Noemí García Corona
(El Colegio de Michoacán

Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, UMSNH)

En los Sentimientos de la Nación, artículos 2 y 3, Morelos declaraba que 
la única religión sería la católica, sin tolerancia de ninguna otra, y que 
todos sus ministros se sustentarían de los diezmos y primicias para que 
el pueblo no tuviera que pagar más obvenciones que las de su devoción 
y ofrenda.1 Una década después, el Congreso Constituyente de Jalisco 
proponía para su Constitución estatal el siguiente artículo: “La religión 
del estado es la católica, apostólica, romana, sin tolerancia de otra alguna. 
El estado fijará y costeará todos los gastos necesarios para la conservación 
del culto”. El artículo 7 comenzó su discusión el 22 de mayo y finalizó el 
1.º de junio de 1824, fecha en que se aprobó; el debate puso sobre la mesa 
la tolerancia religiosa y la protección de la religión católica, el costear el 
culto a través de los diezmos, eliminar las obvenciones, la desigualdad 
que imperaba en el seno del clero y la potestad del Congreso de Jalisco 
para legislar respecto a esos temas sin intervención de la Silla apostólica 
y de la Federación.2 

La celebración de la jura de la Constitución de Jalisco quedó progra-
mada del 18 al 20 de noviembre de 1824, y ante la negativa del Congreso 
local de variar la segunda parte del artículo, el Cabildo catedral de 
Guadalajara decidió enviar un escrito al Congreso nacional para solicitar 

1 	  Herrejón, Morelos, t. 1, p. 409.
2 	  Diarios de las sesiones del Honorable Congreso del Estado de Jalisco, 2022, t. II, pp. 11-96.
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su auxilio. A la par, varias autoridades de los Obispados escribieron a la 
Mesa capitular para dar su apoyo frente al embate del Congreso de Jalisco 
y también enviaron peticiones a las autoridades federales para solicitar 
su intervención en apoyo al Cabildo de Guadalajara; las exposiciones 
se realizaron bajo el argumento de que el Congreso Constituyente de 
Jalisco violentaba la atribución 12 del artículo 50 del Congreso nacional 
y porque la actitud de autoridad jalisciense podía complicar las difíciles 
relaciones con la Santa Sede, entre otros puntos.3 

El resultado de la intervención del Congreso nacional trajo consigo 
que este señalara que el artículo 7 de la Constitución de Jalisco debía 
entenderse a partir de la atribución 12 del artículo 50, la cual establecía 
que era facultad del Legislativo nacional dar la instrucciones para celebrar 
concordatos con la Silla apostólica y arreglar el ejercicio del patronato; 
por tanto, mientras el Congreso nacional no dictara las leyes para su 
arreglo, no se haría variación de las rentas eclesiásticas en los estados.4 

A pesar de lo establecido por el Congreso nacional, el tema del susten-
to del culto continuó como parte de las discusiones de otras Legislaturas 
estatales, el cual se vinculaba a la adopción y protección de la religión ca-
tólica y al tema de los diezmos, principalmente. Bajo el anterior contexto, 
el objetivo de este trabajo consiste en realizar un análisis de los debates 
que se suscitaron sobre dos puntos en los Congresos Constituyentes de 
Michoacán y Guanajuato: el primero será el diezmo, y el segundo, la 
religión católica junto a la manutención del culto y sus implicaciones 
en los textos constitucionales de ambos estados. Martínez Albesa refie-
re que desde la Independencia de México las relaciones entre el poder 
político y eclesiástico se explican a partir de que los ciudadanos eran y 
querían ser católicos, y ello condujo a que la autoridad civil, en atención 
a la voluntad de sus gobernados, debía velar por el catolicismo, y por 
tanto, procurar el beneficio espiritual y material que ello implicaba.5 
En ese sentido, observamos que en ambos Constituyentes se refleja este 
posicionamiento cuando se abordan el diezmo, la religión católica y la 
manutención del culto.

3 	  Colección Eclesiástica Mejicana, 1834, t. I, pp. 97-242. 
4 	  Ibid., pp. 206-207; Tena, Leyes…, p. 174
5 	  Martínez, La Constitución…, t. II, p. 689.
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A su vez, nos centramos en Michoacán y Guanajuato porque sus 
demarcaciones político-administrativas se asentaban totalmente en el 
Obispado de Michoacán, caso contrario del Estado de México y San Luis 
Potosí, quienes solo tenían unas partes de su territorio dentro de la juris-
dicción de la mitra michoacana. El presente trabajo parte de un bosquejo 
de la conformación de los congresos de Michoacán y Guanajuato, para 
posteriormente tratar los debates sobre el diezmo, la religión católica y 
la manutención del culto como parte de las discusiones constitucionales.

La instalación de los Legislativos constituyentes de 
Michoacán y Guanajuato

El proyecto del Acta Constitutiva federal se presentó ante el Congreso 
nacional el 20 de noviembre de 1823; su discusión se inició el 3 de di-
ciembre y finalmente se firmó el 31 de enero de 1824. En ella se estableció 
una república popular federal integrada por estados libres, soberanos e 
independientes, así como la división de poderes en legislativo, ejecutivo 
y judicial.6 Sin embargo, el proceso de transición de las diputaciones 
provinciales a estados comenzó el 1.º de julio de 1823 con Oaxaca y 
terminó en septiembre de 1824 con el estado de Chiapas; en ese sentido, 
la Diputación Provincial de Guanajuato hizo lo correspondiente el 20 
de diciembre, y Valladolid de Michoacán, el 22 de diciembre de 1823.7 

Los Congresos Constituyentes estatales que funcionaron entre 1823 
y 1827 oscilaron en un rango de siete a doce diputados propietarios, con 
excepción del Estado de México, que eligió diecinueve, el de Jalisco se 
integró por dieciséis, Puebla tuvo quince legisladores y Oaxaca catorce 
constituyentes en calidad de propietarios, lo que indica el predominio 

6 	  Frasquet, Las caras…, pp. 355, 357, 363-365.
7 	  Los estados surgieron de la siguiente manera: Oaxaca el 1.º de julio de 1823, Yucatán el 20 
de agosto, Jalisco 14 de septiembre, Zacatecas 19 de octubre, México 20 de diciembre, al igual 
que Guanajuato; Puebla, el 21 de diciembre; el 22 de diciembre se formaron Michoacán, 
San Luis Potosí y Veracruz, y el 23 de diciembre, Querétaro. En 1824 surgieron el Estado 
Interno de Occidente, el 10 de enero; Tamaulipas, el 7 de febrero, al igual que Tabasco; el 7 
de mayo, Nuevo León y Coahuila y Texas; el 22 de mayo, Durango; Chihuahua, el 6 de julio, 
y Chiapas, en septiembre de 1824 (Rodríguez, Nosotros…, t. II, p. 799.
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de Constituyentes estatales pequeños, probablemente para facilitar el 
consenso en los debates. Véase el Cuadro 1.

Cuadro 1. 
Diputados constituyentes propietarios por estado, 1823-1824

Estado Diputados ordinarios para elegir Diputados 
propietarios

Chiapas 10 10

Chihuahua De 11 a 21 9

Coahuila y Texas 12 10

Durango 12

Guanajuato De 11 a 15 11

Estado de México 21 19

Jalisco 30 16

Michoacán Hasta 21 11

Nuevo León 11 11

Oaxaca 10 14

Puebla 12 15

Querétaro De 13 a 21 8

San Luis Potosí 12 12

Sonora y Sinaloa 11 7

Fuente: Arroyo, “Los tránsitos…”, pp. 86-87.

Tanto el Congreso de Michoacán como el de Guanajuato se eligieron 
atendiendo el decreto del 8 de enero de 1824, documento en el cual se 
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determinó que sus legislaturas se compondrían en dicha ocasión de once 
a veintiún diputados en clase propietarios y cuatro a siete suplentes.8 
Ambas Asambleas se integraron por once diputados constituyentes pro-
pietarios; caso contrario ocurrió con los suplentes: la primera se compuso 
por seis, mientras que la segunda, de cuatro, lo que dejó a Guanajuato 
con menor rango de acción para reponer las ausencias y renuncias. 

El primer Congreso Constituyente de Guanajuato se instaló el 25 de 
marzo de 1824 en presencia de la Diputación Provincial, el Ayuntamiento 
de Guanajuato, corporaciones y demás autoridades civiles, eclesiásticas 
y militares; mientras que el Constituyente de Michoacán lo hizo el 6 de 
abril de ese mismo año.9 

Aunque parece que la instalación de ambos Legislativos fue muy cer-
cana, aun así, en ese periodo de trece días se dejó sentir la obsolescencia 
de la Diputación Provincial de Valladolid de Michoacán frente al nuevo 
órgano de representación. El 3 de abril se dio lectura a un oficio del li-
cenciado Juan Francisco Azcárate que acompañaba otro de la Diputación 
Provincial de Valladolid, en el que se invitaba a la reunión (unión) de 
ambos estados y se pedía audiencia para exponer detenidamente el objeto 
de la comisión. El Congreso de Guanajuato determinó que no se podía 
acceder a la solicitud por ser contraria al Acta Constitutiva y porque la 
exposición no estaba ratificada por el Congreso de aquel estado, sino por 
la Diputación Provincial que estaba por concluir funciones.10

La convocatoria para la organización de las elecciones en Michoacán 
la expidió Antonio de Castro el 17 de enero de 1824, en calidad de jefe 
político interino; las elecciones primarias se llevaron a cabo el 15 de fe-
brero, las secundarias el 22 de mismo mes y las elecciones provinciales se 
realizaron el 16 de marzo.11 Los diputados constituyentes fueron electos 
en el siguiente orden: el bachiller José María Rayón, el naturalista Juan 
José Martínez de Lejarza, el licenciado Isidro Huarte, el bachiller Juan 
José Pastor Morales, el licenciado José Antonio Macías, Juan Foncerrada 
y Soravilla, Pedro Villaseñor, el licenciado José María Jiménez, Manuel 

8 	  Dublán y Lozano, Legislación mexicana…, p. 690.
9 	  Mares, La órbita…, p. 40; García Corona, Antonio de Castro…, p. 89.
10  	 Actas y decretos…, t. I, pp. 22-23.
11  	 García Corona, Antonio de Castro…, p. 89.
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González Pimentel, José María Paulín y José Trinidad Salgado; en calidad 
de suplentes resultaron electos por la Junta Provincial el bachiller Manuel 
de la Torre Lloreda, Mariano Menéndez, Agustín Aguiar, el teniente coro-
nel Mariano Quevedo, Juan Gómez Puente y Manuel Ruiz de Chávez.12 

La primera Legislatura constituyente de Michoacán fue muy heterogé-
nea, en ella había ex insurgentes, realistas, iturbidistas y republicanos, y a 
pesar de las diferencias políticas e ideológicas presentes, primaron los con-
sensos; los diputados se concentraron en la encomienda dada: organizar la 
división provisional de poderes y redactar la primera Constitución del estado.

El Constituyente michoacano tuvo una vida intensa, pero sin situacio-
nes que alteraran o pusieran en riesgo la legitimidad de las disposiciones 
que emanaron de él. Recién realizadas las elecciones de los diputados, la 
Junta Provincial declaró nula la elección del licenciado Antonio Macías, 
por lo que entró en funciones el primer suplente, Manuel de la Torre 
Lloreda; mientras, Manuel Ruiz de Chávez cubrió el espacio del bachiller 
Pastor Morales en lo que este se incorporó; Mariano Quevedo suplió a 
Foncerrada, quien nunca se presentó a tomar el cargo; Quevedo fue susti-
tuido por Menéndez, que estuvo presente en la mayor parte de las sesiones 

12  	 Actas y decretos…, t. I, p. 2. La elección del Poder Ejecutivo y el Judicial quedó en ma-
nos del Legislativo. Respecto al primero, el 7 de abril, el diputado Lejarza propuso como 
gobernador interino al Lic. Mariano Michelena, aunque este se encontraba en Londres. 
Lejarza pedía se eligiera un interino hasta su regreso del extranjero. Al día siguiente, a 
través de cédulas secretas se eligió a Francisco Manuel Sánchez de Tagle como goberna-
dor interino y al Lic. Antonio de Castro como teniente de gobernador. El nombramiento 
de Sánchez de Tagle se quedó en gobernador electo porque no se presentó a tomar po-
sesión del cargo y terminó renunciando por medio de un escrito que llegó al Legislativo 
michoacano el 9 de julio, que el 12 del mismo mes aceptó la renuncia y determinó, el 
día 17, nombrar gobernador interino al teniente de gobernador Antonio de Castro. En 
Michoacán, el Constituyente decretó, el 29 de mayo de 1824, la formación del Superior 
Tribunal de Justicia o Audiencia del Estado de Michoacán, encargado de la segunda 
instancia de apelación. El órgano estaría integrado por seis ministros y un fiscal para 
conformar dos salas, una de lo civil y otra de lo criminal. El 13 de junio los diputados eli-
gieron a los miembros del Tribunal a través de voto secreto, y resultaron electos los abo-
gados Juan Nepomuceno Gómez y Navarrete, José María Sánchez Arriola, José María 
Ortiz Izquierdo, José Sotero y Castañeda, José Gallegos y Juan Bautista Raz y Guzmán; 
y para fiscal, Ignacio Alvarado, pero por falta de un local para el establecimiento y la 
falta de algunos de su integrantes que se encontraban fuera de la capital de Valladolid, el 
Tribunal terminó instalándose en octubre de 1824 (García Corona, Antonio de Castro…, 
pp. 90-96, 135-136).
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del Constituyente michoacano; finalmente, Juan José Martínez de Lejarza, 
en medio de una participación muy activa, comenzó a ausentarse de las 
sesiones por enfermedad desde julio y falleció el 29 de septiembre de 1824.13 

Recién abrió sesiones el Congreso, se determinó que mientras se elegía 
gobernador el jefe político asumiría sus funciones. Dos días después se 
nombró gobernador y se decretó que todas las autoridades existentes en el 
estado continuarían en el ejercicio de sus funciones.14

En Guanajuato, la convocatoria para la elección de legislaturas locales 
llegó a manos de la Diputación Provincial el 16 de enero de 1824; a partir 
de lo dispuesto por decreto, las elecciones primarias se realizaron el 1.º 
de febrero, las secundarias el 8 y las de provincia el 22 del mismo mes. 
Los diputados electos fueron el médico Francisco Argandar, el abogado 
José María Septién y Moreno, el capitán y minero Francisco Aniceto 
Palacios, el abogado y minero Mariano García de León, el minero y co-
merciante Pablo Obregón, el abogado y militar José María Esquivel y 
Salvago, el minero José Mariano Sardaneta, el presbítero Antonio Murillo, 
el comerciante Vicente Umarán, el cura y médico Manuel Galván y el 
comerciante José Ramón Guerra. En calidad de suplentes encontramos 
al presbítero Tiburcio Incapié, al capitán Mariano Septién, al coronel y 
minero Romualdo Marmolejo y al licenciado Mariano Leal y Araujo.15

En la Legislatura de Guanajuato no había exinsurgentes y, al igual 
que en Michoacán, se compactaron para cumplir con la organización del 
estado bajo el régimen federal a través de una Constitución; no obstante, 
fue una Legislatura donde los pactos en pro de la región fueron más fuertes 
que en el estado vecino.

En el caso de Guanajuato también se determinó que el resto de las 
autoridades permanecerían en sus cargos de manera interina, pero, a 
diferencia de Michoacán, estas desempeñarían funciones hasta que la 
Constitución estableciera las nuevas instituciones que requería el gobierno 
del estado; en esa sintonía se autorizó al jefe político que ejerciera el cargo 
de gobernador interino.16

13  	 Actas y decretos…, t. I, pp. VIII-IX; Tavera, Juan José Martínez…, pp. 45-46.
14  	 Coromina, Recopilación…, t. I, pp. 11-12.
15  	 Mares, La órbita…, p. 39.
16  	 Ibid., p. 40.
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El Congreso guanajuatense abrió sesiones con siete diputados, por 
lo que se hizo necesario hacer un llamado para que los legisladores pro-
pietarios faltantes se integraran a la brevedad posible; sin embargo, los 
contratiempos se presentaron: varios representantes se excusaron, tal 
como ocurrió con Pablo de Obregón y Francisco Argandar; renunció 
José Mariano Sardaneta; la elección de Mariano Septién se declaró “in-
consecuente”, mientras que Romualdo Marmolejo dimitió por sus en-
fermedades y Ramón Guerra manifestó estar enfermo y se incorporó 
hasta junio de 1824.17

Por las razones ya expuestas, varios diputados tanto propietarios 
como suplentes quedaron fuera del Congreso, lo cual redujo la cantidad 
de diputados que integraban el Legislativo de Guanajuato y ponía en 
riesgo la legitimidad legislativa del órgano, razón por la que en julio el 
Congreso de Guanajuato discutió la posibilidad de completar los once 
diputados propietarios, así que se determinó convocar a la misma Junta 
Provincial que había electo a la Legislatura para que “en un plazo de dos 
meses eligiera al onceavo diputado y a los cuatro diputados suplentes”. El 
19 de septiembre de 1824 se realizó la segunda elección de los diputados 
faltantes para el Congreso Constituyente.18

De forma definitiva, la Legislatura de Guanajuato quedó integrada 
por el licenciado José María Septién y Montero, el capitán y minero 
Francisco Aniceto Palacios, el abogado y minero Mariano García de 
León, el abogado y militar José María Esquivel y Salvago, el presbíte-
ro Antonio Murillo, el comerciante Vicente Umarán, el cura y médi-
co Manuel Galván, el comerciante José Ramón Guerra, el presbítero 
Tiburcio Incapié, el licenciado Mariano Leal y Araujo y el coronel 
Domingo Chico. Como diputados suplentes encontramos al general 
Joaquín Parres, al hacendado Antonio Septién e Ibarra, al comerciante 
y minero Julián de Obregón y al minero José Pérez Marañón.19

17  	 Ibid., pp. 40-41.
18  	 Ibid., p. 42.
19  	 Ibid., pp. 44-45. Respecto al Ejecutivo de Guanajuato, Evelin Mares refiere que José 
María Septién y Montero redactó un plan provisorio para establecer el poder de manera 
interina, el cual se puso en marcha cuando el jefe político, Pedro Otero, debió ausentarse 
del cargo por enfermedad y terminó renunciando. Es de advertirse que para ese mo-
mento la relación entre el jefe político y el Congreso de Guanajuato era muy conflictiva, 
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La instalación y consolidación del Legislativo de Guanajuato fue 
más compleja que la de Michoacán; sin embargo, en ambas regiones 
los legislativos se consolidaron como el poder más fuerte e importante 
dentro de la división de poderes. A la par de lo primordial que resultó 
el establecer la división de poderes y la redacción de su Constitución, 
ambos Congresos debieron legislar sobre toda materia necesaria para 
garantizar el funcionamiento de la administración y el gobierno de sus 
estados, entre la que encontramos los asuntos eclesiásticos.

Los diezmos en Michoacán y Guanajuato

Como ya se ha advertido desde la introducción, en este periodo los asun-
tos eclesiásticos pasarán por el tamiz del Patronato suspenso, razón por 
la que es importante dedicar unas líneas al tema. El Patronato tiene sus 
raíces en la Edad Media. Durante el siglo V, la Iglesia comenzó a otorgar 
el derecho de presentación de clérigos a todos aquellos que fundaban o 
dotaban una iglesia, y mientras estos fueron particulares, no representó 
mayor conflicto, pero las desavenencias se acentuaron en la medida que 
la atribución se otorgaba a los reyes porque estos recibieron mayores 

derivado de las limitaciones que este imponía a la figura de Otero. El debate para el esta-
blecimiento del Ejecutivo local partió en un primer momento de determinar si se creaba 
un ejecutivo unipersonal o colegiado, después de largas discusiones, el Legislativo de 
Guanajuato acordó que el ejecutivo local recayera en un solo individuo apoyado por un 
sustituto en caso de enfermedad o ausencia; atendiendo a la resolución, fueron votados 
mediante cédulas Carlos Montes de Oca como gobernador e Ignacio Alas como teniente 
de gobernador. Además de las figuras mencionadas, se acordó crear un órgano consultivo 
denominado Consejo de gobierno, al cual se le encomendó conservar la libertad de los 
individuos; el nombramiento de los consejeros recayó en Fernando de la Concha, José 
María Bezanilla, Benigno Bustamante y Tomás Villalpando. Respecto al poder judicial, 
conforme avanzaban los meses dentro del nuevo sistema de gobierno, se hizo necesario 
crear las instituciones que permitieran apelar resoluciones o procesos más complejos en 
una segunda o tercera instancia. Tanto Michoacán como Guanajuato buscaron una so-
lución para los contratiempos en la impartición de justicia. En Guanajuato fue justo una 
necesidad de apelación lo que condujo a que el 21 de junio de 1824 se discutiera la pro-
puesta de creación del Tribunal de Justicia del Estado, el que terminó estableciéndose el 
14 de noviembre de 1824, integrado por tres salas: civil, criminal y de hacienda pública, 
y para su funcionamiento se tomó como base la ley emitida por las Cortes de Cádiz sobre 
los tribunales del 19 de octubre de 1812 (Ibid., pp. 54-55, 59-61).
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prerrogativas. En el caso peninsular, el Patronato tiene sus primeras ex-
presiones con los reyes góticos, quienes obtuvieron de la autoridad papal 
la potestad de intervenir en la elección del alto clero y convocar concilios. 
Con el paso de los siglos y el proceso de reconquista impulsado por los 
reyes cristianos, su intervención en el ámbito eclesiástico se fortaleció, 
aunque con resistencia del pontífice. Para el caso que nos atañe, los Reyes 
Católicos serán los responsables de fortalecer el Patronato y asentarán las 
bases jurídicas del Patronato Indiano que se convertirá en el referente de 
las complejas luchas para negociar el Patronato mexicano.20

El Patronato de la Indias tendrá su propia dinámica de evolución, los 
monarcas de Castilla y Aragón adquirieron el derecho de intervención en 
materia de evangelización, presentación y diezmos con las bulas alejandrinas; 
aunado al hecho de que toda controversia al respecto debía resolverse ante 
la Corona, lo que dejaba fuera la autoridad papal. El influjo de los monar-
cas sobre la Iglesia americana en lo jurisdiccional y disciplinario condujo 
al denominado Regio Vicariato, es decir, dentro del Patronato el rey fue 
concebido como vicario general de Cristo y era quien tenía la legación 
apostólica, y no el papa. Al llegar el siglo XVIII, el regalismo se adhiere al 
tema del Patronato, y entonces el soberano asume derechos y regalías que 
de origen eran atribuciones del papa, y es bajo ese orden de ideas se transita 
a la vida independiente.21

Cuando surge el Imperio mexicano, una de las preocupaciones fue el 
preservar el ejercicio del Patronato por parte de la nueva autoridad civil, y 
aunque el Arzobispo de México y el Cabildo metropolitano establecieron 
que el Patronato había cesado y a su vez la Junta de diocesanos de 1822, 
después de amplios debates, ratificó el cese, se le permitió al Supremo 
Poder Ejecutivo excluir de la lista de los presentados a los que considerara 
inadecuados por motivos políticos en los procesos de provisión de beneficios 
vacantes; dicha prerrogativa la ejerció el poder civil hasta 1855.22

La Junta de diocesanos también entregó al gobierno nacional las ins-
trucciones que debería llevar el enviado mexicano para negociar un nuevo 
Concordato con la Santa Sede, en ellas se puntualizaba la necesidad de 

20  	 Margadant, La Iglesia…, pp. 91-92.
21  	 Ibid., p. 94; De la Hera y Martínez, “La Iglesia…”, pp. 112-113.
22  	 García Ugarte, Poder político…, t. I, p. 45.
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nombrar un nuncio apostólico para atender la provisión de los Obispados 
y la celebración de un Concilio nacional. Los anhelos de la nación mexi-
cana eran unos y otros los de Fernando VII, quien se negaba a reconocer 
la independencia de los territorios americanos, por esta razón, la Santa 
Sede se encontraba en el dilema de respetar el derecho de Patronato 
de España o poner freno a las tendencias galicanas que empezaban a 
manifestarse en América.23 

En diciembre de 1824, el Congreso nacional debatió las instrucciones 
del enviado mexicano, en donde se hacía la puntual solicitud de que el 
Patronato debía comprender la facultad “de proveer a la conservación del 
culto y […]arreglar las rentas y las ventas eclesiásticas”.24 Una idea que ya 
había generado muchos conflictos en el estado de Jalisco.

Como ya se ha mencionado, los diezmos eran parte de los derechos del 
Patronato Indiano, lo cuales se concedieron en 1501 a los reyes de Castilla; 
con ello, la Corona se adjudicó la facultad de cobrarlos y distribuirlos a 
cambio de cuidar de las iglesias y los templos, y de que nada les faltara a 
los ministros para el culto. Al principio, los diezmos se depositaron en la 
caja real como una recompensa a los esfuerzos de la Corona. A mediados 
del siglo XVII, la jerarquía eclesiástica asumió la administración de estos 
recursos en su totalidad.25

En 1776 la Corona buscó el control de los diezmos implantando la figura 
del contador; la acción fue complementada con la real cédula de 1777 que 
ordenaba el establecimiento de una junta de diezmos en cada sede dioce-
sana; la disposición fue infructuosa, razón por la que, en 1786, a través de 
La Real Ordenanza de Intendentes, se reiteró la creación de las juntas, pero 
el nivel de protesta fue tal que la medida se revocó. Una vez instalada la 
república federal, uno de los temas para debatir será la intervención de estos 
recursos, a qué orden de gobierno correspondía la prerrogativa, si se debía o 
no modificar la renta y si era necesaria negociar con la Santa Sede para ello. 
Lo que sí quedó claro desde un inicio en los debates es que, a diferencia del 
Patronato, los diezmos no requerían de una segunda concesión.26

23  	 Ibid., pp. 46-47.
24  	 Ibid., p. 47.
25  	 Staples, La Iglesia…, pp. 97-98.
26  	 Jaramillo, Representación…, pp. 9-10.
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Martínez Albesa refiere que la intervención de los diezmos por 
parte de la autoridad civil dejó de manifiesto la permanencia del re-
galismo, la idea predominante respecto del ramo era que los derechos 
de que había gozado el rey de España ahora eran derechos legítimos 
de la nueva nación, sin importar su origen, y más allá de la concesión 
pontificia de los diezmos, el gobierno mexicano tenía la jurisdicción 
sobre ellos. En ese sentido, los diputados nacionales no vieron mayor 
conflicto con el tema, salvo en septiembre de 1824, cuando en medio 
de las discusiones de la Constitución federal se debatió la abolición o 
reducción de los diezmos por las autoridades de los estados sin con-
sentimiento del Congreso nacional. Manuel Solórzano se mostró en 
contra de que el tema se incluyera en la Constitución porque causaría 
alarma en los pueblos, ya que consideraban que la autoridad civil no 
podía interceder en dichas rentas.27

Diputados como Bustamante y Cayetano de Portugal ya advertían 
la idea de arreglos a los diezmos para el mejor aprovechamiento de esas 
rentas, ya fuera para sostener al bajo clero o bien para que los pueblos 
no sufrieran la extorsión a la hora de pagarlos, como advertía el segundo 
de los diputados; por su parte, Florentino Martínez consideraba que la 
potestad para arreglar el tema de los diezmos debía quedar en manos 
del Congreso general debido a que las jurisdicciones de los estados y los 
obispados eran diferentes, lo que llevaría a diversas legislaciones para 
una misma diócesis.28 Estos debates sirven para entender el contexto 
de las discusiones sobre los diezmos y la manutención del culto en los 
constituyentes de Michoacán y Guanajuato.

En el caso de la Legislatura constituyente michoacana, desde mayo 
de 1824 esta comenzó a cabildear la idea de intervenir los diezmos ante 
las “anticipaciones escandalosas” que el Cabildo catedral hacía de la 
gruesa decimal; el diputado Huarte solicitó que el Ejecutivo formara un 
expediente con los adelantos que los prebendados y dependientes habían 
recibido de la Clavería, la Haceduría y la Contaduría de diezmos, y se 
propuso vigilar el movimiento de estos recursos a través de un contador.29

27  	 Ibid., p. 725.
28  	 Ibid., p. 726.
29  	 Jaramillo, Una elite…, pp. 240-241, 473; Actas y decretos…, t. I, pp. 41-42.
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El 25 de mayo, la Comisión encargada de emitir el dictamen al res-
pecto no respaldó la propuesta de Huarte, con excepción de Villaseñor, 
quien dio su voto en particular y se manifestó a favor del cobro del diez-
mo, lo mismo que el clérigo Pastor Morales, siempre y cuando se hiciera 
de acuerdo con los mecanismos marcados por la ley; el eclesiástico Rayón 
se pronunció a favor del dictamen y argumentó que el Concilio de Trento 
prohibía a la potestad secular la intromisión en materia de diezmos; 
por tal motivo, si el gobierno deseaba hacerse de dichos recursos, sería 
mediante una negociación con la Silla apostólica. Huarte replicó que la 
decisión tridentina no había gozado de la anuencia de la Corona española, 
caso contrario de la Ordenanza de Intendentes. Lloreda, como parte de 
la comisión y en lo individual, aprobaba el dictamen, argumentaba que 
para ejecutar el cobro a la catedral era necesario que se declarase “que 
el Patronato de las Iglesias estaba en la Soberanía de la Nación”. Por su 
parte Huarte, Villaseñor y Pastor Morales decían que el punto no era el 
Patronato, sino los derechos que habían percibido los reyes de España 
y después la nación cuando su gobierno se hizo constitucional. La dis-
cusión continuó; en contra del dictamen hablaron Huarte, Villaseñor, 
González y Pastor Morales; a favor, Rayón, Lloreda y Lejarza; finalmente, 
la propuesta se desechó.30

Por acuerdo de la mayoría, el Congreso pidió al Gobierno que actuara 
a través de los medios legales y cobrara al Cabildo catedral las cantida-
des del diezmo que debían entrar en cajas nacionales. Rayón, Lejarza, 
Quevedo y Menéndez se abstuvieron de votar.31 En medio de los debates 
se percibe que los eclesiásticos Lloreda y Rayón no estaban de acuerdo 
con el nombramiento de un interventor, caso contrario de Pastor Morales. 

El tema se discutió en secrecía, pero días después lo tratado en la 
sesión había trascendido a las afueras del recinto. Entonces, el diputado 
González propuso terminar con las sesiones secretas y que se formara 
un extracto de las ya realizadas para publicarlas, con el objeto de “cesar 
las interpretaciones siniestras” que se habían hecho sobre el debate de la 
deuda decimal.32

30  	 Actas y decretos…, t. I, pp. 63-64.
31  	 Ibid., p. 65.
32  	 Ibid., pp. 65, 69.
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Los días pasaron, y en sesión secreta del 17 de julio de 1924, el Congreso 
acordó preguntar al encargado del Ejecutivo local sobre el resultado del 
oficio del 25 de mayo, referente al cobro de la deuda decimal. Antonio 
de Castro contestó al Congreso que había suspendido la orden por temor 
a que esto derivara en una revuelta y el Gobierno no contaba con tropa 
para contenerla. El titular del Ejecutivo veía conveniente esperar a que el 
Congreso general diera instrucciones referentes a la clasificación de rentas 
de la federación y los estados, pero la Legislatura determinó se diera cumpli-
miento a la orden de cobrar al Cabildo catedral los adeudos de diezmos.33 

Como veremos a lo largo del texto, siempre que la autoridad civil 
abordó cuestiones eclesiásticas delicadas dejaba ver la preocupación de 
que ello derivara en agitaciones o malestar en la población. El hecho 
de que el gobernador temiera una revuelta si ordenaba el cobro de 
los diezmos permite vislumbrar lo complejo de la situación y las mo-
lestias que había generado la disposición no solo en la alta jerarquía 
eclesiástica del Obispado de Michoacán, sino en la población del 
estado. De fondo, se puede apreciar la falta de fuerza de las nuevas 
instituciones políticas, mientras que la Iglesia conservaba buena parte 
de su influencia social, lo que le daba la capacidad, en la medida de 
lo posible, para intentar oponerse a los embates del poder temporal.34

Por su parte, el Cabildo catedralicio solicitó la revocación del acuerdo 
del 25 de mayo sobre el cobro de la parte decimal y el establecimiento de un 
interventor. El 25 de agosto, Lloreda propuso conciliar opiniones respecto a 
los diezmos, aprovechando el escenario de la división de rentas que planteaba 
la Federación. En octubre, el tema se retomó, pero ahora en sesión pública 
para evitar especulaciones y malas interpretaciones como había ocurrido 
meses antes. A raíz de la representación eclesiástica, el Legislativo local de-
terminó que el Gobierno podía y debía intervenir en el tema de las rentas 
decimales y pidió se indagara sobre la parte que le correspondía al estado.35

A este aspecto, fue variada la opinión de los eclesiásticos. Pastor 
Morales no veía plasmada la esencia del asunto en el dictamen, el cual 
consistía en determinar si la Legislatura estaba a favor o en contra de 

33  	 Ibid., p. 166.
34  	 Mayagoitia, “Notas…”, p. 226.
35  	 Actas y decretos…, t. I, pp. 225, 229, 237, 320, 322, 329, 336, 340-341.
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la propuesta del Cabildo catedralicio. Rayón comentó que el Congreso 
no podía tomar providencia alguna en el cobro de las rentas decimales 
hasta el 16 de octubre, ya que el artículo 12 del decreto de clasificación 
de rentas de la Federación así lo marcaba.36 Por su parte, Lloreda habló 
de los diezmos, su origen, de los objetos de su inversión y su derecho na-
tural, divino y eclesiástico; argumentó que el rey no había tenido derecho 
a ellos como soberano, sino por concordato con el papa; los diezmos se 
habían concedido a la persona del rey y no eran transmisibles a la nación; 
por tanto, el asunto competía a la Federación y el Gobierno local sólo 
podía acordar con el Cabildo catedralicio para que este le otorgara un 
adelanto de lo que le correspondía al estado. En sesión pública del 20 del 
mismo mes, el Congreso declaró no haber lugar a la solicitud de la Mesa 
capitular respecto a la revocación de imponer un interventor de diezmos, 
lo que fue reprobado por los eclesiásticos Rayón y Lloreda, quienes se 
abstuvieron de votar la propuesta en general.37

A finales de octubre, parte de los legisladores consideraron pertinente 
que el Gobierno federal debía conocer el estado que guardaba el tema 
de la gruesa decimal: la falta de pago a la tesorería del estado por parte 
del Cabildo, la dilapidación de las rentas y el desacato de la instrucción 
que el Gobierno remitió al Cabildo para que los pagos se llevaran bajo 
el método que guardaba la Santa Iglesia Metropolitana de México, en 
cuyo lugar se había retirado la orden de poner el interventor.38

El 30 de diciembre de 1824, llegó al Congreso un decreto del gobierno 
federal, en que pedía a los estados no hacer variaciones respecto a las ren-
tas eclesiásticas,39 el cual fue emitido con motivo del conflicto suscitado 
por el artículo 7 de la Constitución de Jalisco. En la sesión pública del 8 
de marzo de 1825, se determinó que la Contaduría de diezmos debía llevar 
una cuenta escrupulosa y separada de lo que correspondía a Michoacán, 
San Luis Potosí y Guanajuato desde el 16 de octubre de 1824.40

Por esta vez, la Mesa capitular había ganado y logró disuadir al 
Congreso Constituyente de intervenir los diezmos. Sin embargo, la 

36  	 Ibid., p. 341.
37  	 Ibid., pp. 343, 345.
38  	 Ibid., pp. 146, 162.
39  	 Ibid., p. 505.
40  	 Ibid., t. II, pp. 175-176.
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primera Legislatura constitucional continuó por la línea de su predece-
sora y el 8 de marzo de 1827 se decretó la creación de una contaduría a 
cargo de un contador nombrado por el Gobierno, y que si la autoridad 
eclesiástica no atendía lo dispuesto, las rentas decimales ingresarían 
directamente a la tesorería general del estado en calidad de depósito 
para que el Gobierno tomara su parte y entregara el sobrante al Cabildo; 
mientras que los arrendatarios que se opusieran a la disposición serían 
desterrados del estado por un año. El decreto con sus respectivas san-
ciones no fue del agrado del Cabildo catedralicio, que buscó disuadir 
al Congreso para su anulación, sin éxito alguno.41

Si bien la medida de la Contaduría no fue tan invasiva como la de 
Guanajuato con la junta de diezmos, las sanciones por desobedecer el de-
creto de su establecimiento constituían un buen amago para garantizar su 
cumplimiento por parte de las autoridades eclesiásticas y los arrendatarios. 

Resulta interesante ver cómo las nuevas autoridades del estado busca-
ron aplicar medidas que tenían su antecedente dentro de la política econó-
mica y administrativa de los Borbones como la intervención de los diezmos 
por parte de la autoridad civil. Sobre todo, queda claro que las sanciones 
del decreto de 1827 sobre la contaduría de diezmos tenían su antecedente 
en el desacato del Cabildo catedralicio ante el Constituyente cuando este 
intentó poner un interventor. El primer Congreso constitucional tenía 
claro que no bastaba una ley que impusiera la intervención del Gobierno 
en asuntos de las rentas decimales, ya que esta debía contener las sanciones 
en caso de resistencia o desobediencia por parte de la autoridad eclesiástica.

En Michoacán se observan dos posicionamientos respecto de los 
diezmos: un grupo de constituyentes creía que dicha contribución podía 
ser intervenida para mejorar su manejo, bajo la idea de que la autoridad 
civil debía proteger todo lo vinculado a la religión y a la Iglesia; otro 
grupo, liderado claramente por eclesiásticos, consideraba que los diezmos 
no podían ser intervenidos ni mucho menos modificados en cuanto a 
su distribución sin un previo acuerdo con la Santa Sede; la visión que se 
impuso a la postre fue la primera para el caso de Michoacán.

En Guanajuato, recién instalado su Congreso Constituyente, comen-
zaron los señalamientos de la importancia que tenían los diezmos del 

41  	 García Corona, “Entre el cielo…”, pp. 265-268.
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estado por su cuantía y lo codiciados que eran estos; tal preocupación se 
vio reflejada en la iniciativa del 21 de abril de 1824, en la que el diputado 
eclesiástico Incapié propuso que se invitara al Congreso de Michoacán 
para que, por medio del gobernador de aquel estado, se entablara diálogo 
con el Cabildo catedralicio de Valladolid para que llevara “cuenta exacta 
y separada” de los productos decimales desde el 1.º de febrero; y mientras 
se daban las deliberaciones en Michoacán, el gobernador de Guanajuato 
ordenara a los administradores o colectores de diezmos que se suspen-
dieran los envíos de dinero a las cajas de Valladolid. La propuesta siguió 
el respectivo proceso y después de la segunda lectura se acordó turnarla 
a una comisión especial.42 

El tema de los diezmos también salió a relucir cuando se debatió la 
propuesta presentada por el licenciado Francisco Azcárate junto con el 
oficio de la Diputación Provincial de Valladolid de Michoacán con el ob-
jeto de que se unieran territorialmente bajo un solo gobierno Michoacán 
y Guanajuato; y aunque se contestó que no procedía la solicitud, como ya 
lo hemos señalado en páginas anteriores, la proposición dio pie a diversas 
opiniones entre los legisladores de Guanajuato. En primer lugar, Galván 
pensaba que el planteamiento de Valladolid se oponía a las “mejores 
doctrinas del derecho público”, ya que este enseñaba que en un sistema 
federado todos los estados debían ser iguales, y se percibía que Michoacán 
aspiraba a ser más grande que otros estados. El eclesiástico Incapié tam-
bién se opuso a la propuesta porque veía que el estado era codiciado por 
la cuantía de sus diezmos. El diputado García de León consideraba que 
los estados debían separarse incluso en lo que se encontraban unidos, es 
decir, en las cuestiones eclesiásticas.43

García de León aprovechó para manifestar una serie de reclamos ha-
cía la Diócesis de Valladolid; por ejemplo, que en treinta años Guanajuato 
no había visto un obispo. En 1795, la Junta de temporalidades había 
tomado de la ciudad de Guanajuato 163 000 pesos para instrucción 
pública y obras de beneficencia, lo cual, a los ojos de García, no se 
aplicó, entre otras razones, porque el prelado había tomado una suma 
considerable de dicha cantidad. Entre los agravios recibidos también se 

42  	 Actas del Congreso…, 1824, pp. 23, 43.
43  	 Ibid., pp. 22-23.
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encontraba el haber dejado sin confesores a la capital del estado y sin los 
fondos destinados a los jóvenes de Guanajuato; el diputado echaba en 
cara que Valladolid había tomado muchos miles de pesos que debieron 
invertirse en los hospitales de lo que anteriormente era la provincia de 
Guanajuato. El discurso también hizo alusión al hecho de que no se 
obligaba a los curas propietarios de la capital a cumplir con sus deberes, 
puntualizando que los sustitutos lo hacían, pero que la responsabilidad 
de atender las parroquias era de los curas propietarios, y el no hacerlo se 
veía como un desaire.44 

Respecto a los diezmos en concreto, García de León consideraba 
que debían distribuirse de otra forma hasta sostener con ellos a los mi-
nistros del Santuario para que estos no necesitaran de los derechos de 
estola y bautizaran, casaran y enterraran a todos sin obvenciones.45 Una 
vez que García terminó su intervención, el diputado Galván dijo que no 
era prudente reclamar el diezmo, muy a pesar de que deseaba que las 
obvenciones se extinguieran, pues para ello era necesaria la intervención 
de la Silla apostólica, lo cual se complicaba en dicho momento. 

La propuesta en general de García fue respaldada por Esquivel, 
Umarán y el eclesiástico Murillo, mientras que Incapié pidió que en 
el punto de los diezmos se diera lectura a su propuesta. Por su parte, el 
diputado Leal opinó que se debía poner atención en los diezmos, pero el 
presidente del Congreso dijo que no era necesario porque los novenos ya 
estaban concedidos; el eclesiástico Galván puntualizó que no solo eran 
novenos, también había derecho sobre otros asuntos, como las vacantes y 
los hospitales. Después de discutir ampliamente, se llegó a la conclusión 
de que la unión entre Valladolid y Guanajuato no era de utilidad y sí 
perjudicial para ambas capitales al establecer el gobierno fuera de ellas.46 

Resulta interesante cómo al tratar un tema de unidad de dos territo-
rios en el ámbito político y que históricamente tenían lazos económicos, 
sociales, políticos y jurisdiccionales, los principales argumentos para 
refutar la propuesta estuvieran vinculados a cuestiones de la jurisdicción 
eclesiástica, y en ella el tema de los diezmos fuera una de las razones de 

44  	 Ibid., pp. 92-94.
45  	 Ibid., p. 94.
46  	 Ibid., pp. 95-96.
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mayor peso. Por otra parte, destaca cómo el Legislativo de Guanajuato, 
casi desde el inicio de sus sesiones, manifestó su interés en variar el uso 
de la renta con el respaldo de los eclesiásticos, planteamiento que en 
Michoacán no procedió por la fuerte oposición que lograron liderar los 
eclesiásticos Rayón y Lloreda, ambos cercanos al Cabildo catedralicio.

Finalizado el tema de la unión de Michoacán y Guanajuato, en esa 
misma sesión se dio lectura a las propuestas del eclesiástico Incapié sobre 
diezmos, quien dejó vigente la primera y retiró la segunda, es decir, reiteró 
la invitación a las autoridades de Michoacán para que solicitaran cuenta 
exacta y separada de las rentas decimales y pidió se desestimara la que 
pedía al gobernador que ordenara a los colectores de diezmos suspender 
el envío de los recursos a las cajas de Valladolid.

Incapié consideraba importante continuar con el debate de los 
diezmos porque había muchas situaciones inmersas en esa renta; pri-
mero, el eclesiástico veía que estos sufrían fraudes, lo cual afectaba la 
cuota del cuadrante, fue enfático al señalar la importancia de asegurar 
esas cantidades para el estado con el objeto de invertir los recursos en 
la conservación del culto divino y sustento de los ministros del altar 
para extinguir las obvenciones parroquiales, puntualizando el legisla-
dor que ese posicionamiento lo defendería en el momento adecuado 
al realizar una propuesta en específico. Incapié estaba enteramente 
convencido de que era potestad civil la manutención decorosa del 
estado eclesiástico, y finalmente subrayó que su propuesta ya la prac-
ticaban estados como el de Jalisco.47 Lo manifestado por Incapié 
era erróneo; en ese momento Jalisco se encontraba en el proceso de 
discusión del artículo 7 y en su Legislatura había la misma división 
respecto al tema y con argumentos muy similares a los expresados 
en Guanajuato.

La propuesta del diputado eclesiástico Incapié es contundente respec-
to a la legitimidad de la intervención e inversión de la renta por parte de 
la autoridad de Guanajuato, sin buscar en ningún momento la anuencia 
de la Silla apostólica, bajo la idea de que al ser México un Estado católico, 
era deber y atribución del Gobierno civil promover los beneficios de los 
ciudadanos feligreses.

47  	 Ibid., pp. 98-99.
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En la sesión del 16 de junio de 1824, la comisión especial nombrada 
para atender las propuestas del eclesiástico Incapié sobre diezmos dio 
segunda lectura al dictamen; a propuesta del diputado Leal, se solicitó su 
impresión para hacerlo circular en el estado para dar dio pie a opiniones 
que permitieran llevar la mejor deliberación en materia tan delicada.48 
En este punto no sabemos si solo era la propuesta para que Michoacán y 
Guanajuato llevaran cuentas separadas de los diezmos, o si el eclesiástico 
ya había presentado por escrito el intervenir los diezmos para conservar 
el culto y eliminar las obvenciones.

El tema de los diezmos volvió cuando arribaron al Constituyente las 
observaciones de los Ayuntamientos de Silao y León sobre la ley orgánica 
provisora. En ellas, Silao desaprobó el artículo 5, según el cual el estado, 
con acuerdo de la autoridad eclesiástica, fijaría y costearía todos los gastos 
necesarios para la decente conservación del culto y de sus ministros; tam-
bién pedía que las oblaciones fueran legisladas por el Congreso. Incapié 
intervino para señalar que los diezmos ya estaban cedidos y veía en el 
artículo 5 un solemne comportamiento, bajo una base constitucional, 
de costear los decentes gastos del culto y sus ministros, tal como ya la 
había establecido Jalisco en su Constitución.49

El 7 de enero de 1825, mientras se daba la instrucción de contestar 
de enterado a los decretos federales, se hizo el señalamiento de que había 
decretos que por su contenido requerían una contestación más meditada; 
sobre todo, del decreto del 30 de diciembre de 1824, que señalaba no se 
dictaran leyes sobre el patronato y no se hiciera variación de las rentas 
eclesiásticas en los estados. Decreto que, como ya hemos mencionado, te-
nía su origen en el conflicto suscitado entre la autoridad civil y eclesiástica 
en Jalisco por el artículo 7. El señalamiento se hizo porque el diputado 
Parres puntualizó que al contestarse de enterado se cerraba la puerta 
a todas las reformas que pudieran hacerse, las cuales eran necesarias 
dado lo oneroso e injusto que resultaba el diezmo. El diputado Galván 
aprovechó para manifestar su deseo de que “se aliviase a los pueblos” del 
pago del diezmo y obvenciones parroquiales, pero era consciente de que 
esta reforma solo podía darse por concordato con la Silla apostólica, en 

48  	 Ibid., p. 203.
49  	 Ibid., pp. 398-402.
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atención a los sagrados cánones. Ante los argumentos, se acordó que el 
oficio del decreto pasara a la Comisión de Constitución para que se diera 
una respuesta madura y meditada.50

Varios meses después parecía que ya se asimilaba que los diezmos, al 
pertenecer a los estados, podían ser intervenidos por la autoridad civil, 
mas no se podía variar su destino de acuerdo con lo establecido por el 
Congreso nacional. El 29 de octubre de 1825, el diputado Incapié hizo 
una serie de propuestas, entre ellas, pedía al gobierno se pusiera de acuer-
do con la Mitra de Valladolid para que le exigiera la parte de diezmos 
correspondientes a Guanajuato y así sufragar las urgencias y necesidades 
actuales del estado, propuesta que le pareció pertinente al resto de la 
Legislatura, motivo por el cual se le dispensó la segunda lectura y pasó 
de inmediato a la Comisión de Hacienda.51 

Finalmente, el 20 de diciembre de 1826 Guanajuato decidió re-
tomar la ordenanza de intendentes sobre el manejo de las rentas de-
cimales para beneficio del estado respecto de los productos que le 
correspondían, y estableció una Junta de Diezmos, compuesta por el 
director general de las rentas, dos jueces hacedores, el contador y el 
tesorero generales, el fiscal menos antiguo del Supremo Tribunal de 
Justicia y el contador de diezmos.52

Lo que podemos observar respecto de los diezmos en Michoacán es 
que el conflicto es por la intervención, en la cual una parte de los cons-
tituyentes consideraban había que apegarse a un concordato, mientras 
que en Guanajuato la intervención se da por sentada como una potestad 
del Gobierno civil y al mismo tiempo se apoya el sustento del culto 
con recursos como los diezmos, y ahí es donde surgen las dudas de si 
se requiere la anuencia de la Silla apostólica, sin que esto polarice los 
debates. Además, discutir la provisión del culto con la gruesa decimal se 
da muy temprano, fuera de los debates de los artículos constitucionales 
como ocurrió en Jalisco y Michoacán.

Otra diferencia respecto a la intervención en específico es que 
Michoacán introduce solamente un contador dentro la catedral para 

50  	 Actas del Congreso…, 1825, pp. 3-4.
51  	 Ibid., p. 701.
52  	 Decretos del Primer Congreso…, s.f., p. 23.
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que verifique la repartición, con la ventaja de que tanto la autoridad civil 
como la del Obispado compartían la misma capital y al mismo tiempo se 
fortaleció la disposición a través de la coerción de los arrendatarios para 
que cumplieran el decreto. Guanajuato tenía circunstancias diferentes, 
la capital del estado estaba alejada de la cabecera de la Mitra e institu-
yó un órgano muy heterogéneo y con la presencia de funcionarios del 
Obispado, además de que no incluyó en el decreto a los arrendatarios. 
Finalmente, el tema de la intervención de los diezmos y la intensión del 
uso de ellos para el sustento del culto permite corroborar que los estados 
estaban muy interesados en captar dichos recursos por las cantidades 
que representaba su recaudación, las cuales consideraban que se podían 
utilizar para la mejora de la sociedad.

Constituciones: Religión católica, protección 
del culto, conservación del fuero y observancia                  
de los cánones

La adopción de la religión católica es un elemento que estuvo presente en 
los diversos proyectos constitucionales y de gobierno vinculados con la 
Nueva España desde 1811 hasta 1824; documentos como los Elementos 
Constitucionales de Rayón, la Constitución de Cádiz, Los Sentimientos 
de la Nación, la Constitución de Apatzingán, el Plan de Iguala, el Plan 
de la Constitución Política, el Acta Constitutiva de la Federación y la 
Constitución federal de 1824 proponían la intolerancia religiosa.53 

Martínez Albesa refiere que en el Congreso Constituyente nacional 
dominó la idea de que el Estado debía proteger el catolicismo con cierta 
fundamentación regalista; una consecuencia directa de su adopción 
incluía rechazar lo incompatible con la religión adoptada, y por ello 
se asume la intolerancia civil de otros cultos y la prohibición civil de 
los libros que atacan el dogma y la moral católica; en ese escenario, el 
Estado debía favorecer el desarrollo de la religión, es decir, conservarla 
y promoverla.54

53  	 Tena, Leyes fundamentales…, pp. 24, 29, 36, 62, 114, 147-148, 154 y 168.
54  	 Martínez, La Constitución…, t. II, pp. 717-718.
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Sin embargo, desde 1822 se hicieron escuchar algunas voces que pro-
pugnaron la tolerancia religiosa bajo diversos matices. Andrés Quintana 
Roo la consideraba como una sana moderación para evitar el fanatismo 
que llevaría a contradecir los derechos de los creyentes de otras religiones.55

Durante el debate del Acta Constitutiva, entre noviembre de 1823 
y enero de 1824, al abordar el artículo 4 sobre la religión católica, el 
diputado Juan de Dios Cañedo propuso acallar la intolerancia religiosa 
que consignaba dicho artículo, porque al declarar perpetuamente la 
religión católica se promovía el fanatismo y no se permitiría el ingreso 
de extranjeros de provecho por el solo hecho de practicar un culto dis-
tinto. Carlos María de Bustamante rebatió la propuesta al argumentar 
que una de las características de la nación mexicana era el catolicismo, y 
veía peligroso e impropio en ese momento tratar el tema de otros cultos. 
A su vez, el diputado Pablo de la Llave consideró que el legislador debía 
preservar el principal eslabón de la salvación eterna como lo establecía la 
religión católica.56 Si bien fueron contadas las voces que manifestaron 
la tolerancia, uno de los temores generalizados en el Congreso nacional 
al tratar el tema fue la reacción de los habitantes.

El artículo 4 del Acta Constitutiva consignó: “La religión de la na-
ción mexicana es y será perpetuamente la católica, apostólica y romana. 
La nación la protege por leyes sabias y justas y prohíbe el ejercicio del 
cualquier otra”.57 El artículo se había tomado de la Constitución de 
Cádiz, y una vez consignado en el Acta, el Constituyente federal debió 
de integrarlo en el Constitución de 1824. 

La influencia de la Constitución de Cádiz sobre la legislación na-
cional es notable. Serrano Ortega y Chust refieren sobre el impacto de 
la legislación gaditana en los órganos legislativos estatales mexicanos de 
1824 a 1829, particularmente.58 En el caso concreto, el Constituyente 
michoacano fue quien más se apegó a lo establecido en la Constitución de 
Cádiz respecto de la religión católica, con el objeto de evitar un conflicto 
mayor dentro y fuera del recinto legislativo.

55  	 Ibid., pp. 690-691.
56  	 Pantoja, Bases…, pp. 83-84.
57  	 Tena, Leyes fundamentales…, p. 54.
58  	 Serrano y Chust, “Adiós a Cádiz…”, pp. 191, 193.
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En Michoacán, la propuesta del artículo se puso a debate el 16 de 
febrero de 1825, la cual establecía: “Su religión es y será siempre la cató-
lica, apostólica romana, sin tolerancia de otra alguna”. En la discusión 
participaron los eclesiásticos Rayón y Lloreda, quienes pidieron algunas 
modificaciones, como “no permitir jamás el ejercicio de otro culto, ni la 
manifestación de ideas contrarias”. Por mayoría, los diputados constitu-
yentes aprobaron el artículo tal como lo había presentado la Comisión. 
Rayón y Lloreda se abstuvieron de votar, inconformes con la propuesta.59 
Sin embargo, la Constitución de 1825 terminó por consignar en el artí-
culo 5 que “su religión es, y deberá ser perpetuamente, la católica, apos-
tólica, romana, única verdadera. El Estado la protege por leyes sabias y 
justas, y prohíbe el ejercicio de cualquier otra”,60 que con modificaciones 
minúsculas, era el artículo 12 de la Constitución gaditana lo establecido 
en el Acta Constitutiva, y finalmente solo ratificaba lo que consignó la 
Constitución federal en el artículo 3.

¿A qué se debe el cambio del artículo aprobado en febrero de 1825? El 
27 de junio de ese mismo año, los diputados Rayón y Jiménez solicitaron 
que se incluyera la conservación de la inmunidad eclesiástica dentro del 
artículo de la religión católica, y la propuesta se admitió para ser discutida.61

Al día siguiente, el eclesiástico Rayón fue el primero en tomar la 
palabra y pronunció un discurso en pro de la propuesta, en el que ar-
gumentaba que “la religión, la razón y la política demandan [que] se 
conserven a la Iglesia y a sus ministros sus inmunidades”. La respuesta a 
Rayón vino por conducto del diputado Villaseñor, quien argumentó que 
la inmunidad eclesiástica no era un derecho divino, sino una concesión 
hecha por emperadores y reyes a lo largo de la historia; argumentó que 
aun Jesucristo había sido juzgado por un juez lego y obligado a pagar 
impuestos. El diputado señalaba que el tema del fuero ya estaba previs-
to en la Constitución federal y otras leyes vigentes que preservaban los 
privilegios de la Iglesia y el clero. Morales, Jiménez, Aguiar y el vicepre-
sidente del Congreso también tomaron parte en el debate, y el dictamen 
regresó a la Comisión. Hasta ahora los documentos no permiten conocer 

59  	 Actas y decretos…, t. II, pp. 112-114.
60  	 Ibid., p. 474.
61  	 Ibid., p. 348.
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el alcance y desarrollo de la propuesta, pero inferimos por lo asentado en 
la Constitución michoacana que la iniciativa no prosperó.62

El tema de la inmunidad eclesiástica es muy importante porque esta 
permitía que los clérigos fueran juzgados por sus propios tribunales. Este 
privilegio que tenían los ministros del altar ya se había cuestionado en 
tiempos de la Colonia, y la Corona española lo suprimió en 1795. En la 
Nueva España, la disposición suscitó un ambiente de rechazo generali-
zado. Finalmente, las autoridades optaron por posponer la medida, pero 
a cambio instituyeron el juicio de las jurisdicciones, unidad responsable 
de atender los delitos de subversión cometidos por los eclesiásticos.63

En efecto, como lo había manifestado el diputado Villaseñor, el tema 
del fuero estaba previsto en la ley federal. Martínez Albesa nos dice que 
la inclusión del fuero eclesiástico en la Constitución de 1824 ocurrió sin 
opositores abiertos. El diputado federal Miguel Ramírez veía el fuero 
como un privilegio que el Estado concedía a un grupo de personas en 
reconocimiento por sus servicios a la sociedad, mas no como el respeto 
a la legislación canónica o de conformarse con la voluntad de Dios, 
como un derecho divino.64 Así, en el artículo 54 de la Constitución de 
1824 se perpetuó el fuero militar y eclesiástico, lo que hacía reiterativa 
la solicitud de Rayón y Jiménez. 

El 2 de julio de 1825, se podría decir que, de una manera inesperada, 
la Comisión responsable de revisar la Constitución solicitó que el artí-
culo sobre la religión se redactara como el de la Constitución de Cádiz. 
Efectivamente, como ya se ha señalado en párrafos anteriores, el artículo 
5 de la Constitución estatal es el mismo de la Constitución de Cádiz y que 
habían adoptado el Acta Constitutiva y la Constitución federal de 1824.65

¿Cómo explicar este giro inesperado? El cambio en el artículo se 
debe ligar a la propuesta de adición sobre el fuero eclesiástico de Rayón 
y Jiménez, y como consecuencia del debate que generaron algunas atri-
buciones de los poderes legislativo y ejecutivo66 relacionados con la ju-

62  	 Ibid., pp. 354-356.
63  	 Ibarra, “De garantías…”, pp. 139-140.
64  	 Martínez, La Constitución…, t. II, pp. 727-728.
65  	 Actas y decretos…, t. II, pp. 365-366.
66  	 Los diputados Salgado y González propusieron que una de las facultades del gober-
nador fuera el ejercicio de la exclusiva aun en la provisión interina de plazas eclesiásticas 
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risdicción eclesiástica en marzo de 1825. La propuesta de la atribución 
decimoséptima del poder legislativo buscaba la injerencia del poder para 
“fijar los gastos del culto y subsistencia de sus ministros que costeará el 
estado; y arreglar la administración de las rentas destinadas a este objeto”. 
El diputado Menéndez, de entrada, manifestó que la atribución le quita-
ba conocimiento y preeminencias inherentes a la potestad de la Iglesia. 
Villaseñor defendió el postulado argumentando que, desde el principio 
del mundo, la potestad secular se había encargado de los gastos del cul-
to y dotación de los ministros del altar. Huarte apoyó el argumento de 
Villaseñor y mencionó que había leyes entre las cuales se encontraban 
varias relacionadas con la administración y pago de diezmos, y terminó 
su fundamentación con un impreso que “manifestaba que desde Adán 
hasta los apóstoles fue inherente a la potestad civil el sostenimiento del 
culto y sus ministros”.67

Brian Connaughton señala que a menudo se plantea que la consu-
mación de la Independencia de México se dio en medio de la oposición a 
las medidas antieclesiásticas de las Cortes españolas en julio de 1820. Sin 
embargo, desde los primeros años de vida del México independiente, se 
observa una polarización a la hora de abordar los asuntos eclesiásticos por 
parte de la elite política. En la discusión de la propuesta de instrucciones 
para el enviado a Roma que se dio en el Senado en febrero de 1826, se 
detectan argumentos que no son ajenos a lo que ya planteaba una parte 
de la clase política que se encontraba dentro del Congreso michoacano. 
Y una de las voces que más llama nuestra atención es la que consideraba 
que el Patronato era inherente a la soberanía por los actos históricos de la 
fundación de templos, manutención del culto y protección legal otorgada 
a las prácticas de la fe; la exigencia al retorno de la “primitiva y legítima 
disciplina” por el repudio a la conducta relajada de buena parte del Clero. 
Ideas que tenían como marco de referencia el Concilio de Trento (1545-
1563), el Sínodo de Pistoya (1786) y la Asamblea constituyente francesa 
(1790-1791). Hacia 1826, emergía en México, en una parte de la clase 

del estado, y tomaban como referencia la Ley orgánica del Estado de México. La pro-
puesta generó amplios debates, pero al final no se consignó en el texto constitucional 
(Ibid., p. 332).
67  	 Ibid., pp. 200-203.
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política, la idea de construir una Iglesia nacional, libre, soberana e in-
dependiente del Vaticano, y el Legislativo michoacano estaba pendiente 
de esa discusión.68

De regreso al debate, el posicionamiento de los diputados Huarte 
y Villaseñor no fue del agrado del eclesiástico Rayón, quien conside-
raba que la autoridad civil no estaba facultada para arreglar las cosas 
del culto y dotación de sus ministros. Además, con la aprobación del 
artículo sobre la adopción de la religión católica, se infería que se res-
petaba la potestad eclesiástica; por tanto, no procedía la atribución que 
una parte del Constituyente pretendía otorgar al Poder Legislativo en 
la Constitución.69

Huarte puntualizó que el asunto se enfocaba en costear los gastos 
del culto y los estipendios de sus ministros de las rentas eclesiásticas; en 
concreto, de los diezmos y los derechos parroquiales. Los primeros se 
consideraban ya secularizados, y los segundos eran una imposición del 
gobierno español, razón por la que era pertinente adjudicar la atribución 
al Legislativo. En esta ocasión, el eclesiástico Morales sí advirtió que el 
Gobierno del estado deseaba intervenir en la disciplina eclesiástica y 
señaló a la Asamblea que si el Gobierno del estado quería interferir en 
este aspecto, debía tener previa aprobación de la Santa Sede a través de 
un concordato.70

En la discusión participaron Villaseñor y Huarte a favor de la pro-
puesta; en contra, defendiendo los derechos de la Iglesia, Rayón, Morales 
y Menéndez. Por votación nominal, el artículo se reprobó. A favor estu-
vieron Huarte, Villaseñor, González y Salgado; por la negativa, Morales, 
Rayón, Aguíar, Paulín, Menéndez y Lloreda. 

Esta atribución para el Legislativo compartía similitudes con el ar-
tículo 7 de la Constitución de Jalisco, el cual causó mucho revuelo en 
aquel estado entre la autoridad civil y eclesiástica, y que queda claro que 
sentó precedente para otras Legislaturas, como lo será para los estados 
que aquí estudiamos. En el caso concreto de Michoacán, la prerrogativa 

68  	 Connaughton, “¿Una república católica…?”, pp. 144-145; García Ugarte, El poder…, 
t. I, p. 58.
69  	 Actas y decretos…, t. II, p. 200.
70  	 Ibid., pp. 200-203.
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no se aprobó por la fuerte oposición de los propios legisladores eclesiás-
ticos y otros diputados aliados, pero insistimos en que las divisiones y 
los posicionamientos son similares en Jalisco, Michoacán y Guanajuato. 

Ese mismo día también se debatió la atribución decimosexta para 
el mismo poder; en ella se consignaba que el Legislativo podía “dictar 
las leyes convenientes para mantener en su vigor la observancia de los 
cánones, y la disciplina exterior de la Iglesia en el estado, arreglándose 
a los concordatos que en este punto celebrase el Congreso general con 
Silla apostólica, y a los decretos que en consecuencia expidiere”.71 La 
atribución era osada, pero el sujetarse a los concordatos por celebrar 
la hacía inofensiva e inoperante dentro del escenario que enmarcaron 
las relaciones diplomáticas de México y la Santa Sede hasta 1836; no 
obstante, sí dejaba de manifiesto las intenciones que tenía el poder civil.

Al calor de los debates, de nuevo las discusiones se hicieron pre-
sentes: Rayón y Morales contra Villaseñor y Huarte. Del debate re-
salta el argumento del segundo de los eclesiásticos, quien manifestó 
estar en contra porque ni en la Constitución general ni en las que 
habían sancionado los estados se encontraba tal facultad. Mientras, 
Huarte consideraba que esta debía quedar plasmada en la Constitución 
como apoyo a las futuras Legislaturas ordinarias frente a las necesi-
dades del Obispado, a causa de los abusos de la autoridad eclesiástica. 
Así, consignada la atribución en la Constitución, no habría espacio a 
dudas y especulaciones. La votación quedó empatada; fue aprobada 
por Huarte, González, Villaseñor, Aguiar y Salgado, y reprobada por 
Jiménez, Rayón, Menéndez, Paulín y Pastor Morales.72 Las actas no 
dan más referencia al respecto, pero a pesar de la división que en un 
primer momento generó la atribución, esta quedó consignada en el 
texto constitucional.

Respecto a esta atribución, queda claro que los legisladores michoa-
canos fueron más osados que los de Guanajuato al buscar su intervención 
en la observancia de los cánones y la disciplina exterior de la Iglesia, pero 
la misma experiencia de Jalisco hizo que los constituyentes michoacanos 
agregaran que dicha observancia se haría con apego a los concordatos 

71  	 Ibid., p. 203.
72  	 Ibid., pp. 203-205.
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celebrados con el papa. Con ello, evadían un conflicto de competencias 
con el Congreso nacional y de alguna manera dejaban tranquilos a los 
legisladores que se oponían a toda intervención de la autoridad civil sobre 
los asuntos de la Iglesia sin la mediación de un concordato.

Por su parte, Guanajuato tocó el tema de la religión el 17 de enero 
de 1826, cuando se puso a debate el artículo 6 de su Constitución, 
el cual se presentó de la siguiente manera: “La religión del estado es 
la católica, apostólica, romana y jamás podrá variarse ni tolerarse el 
ejercicio de otra alguna”. El primero en intervenir fue el eclesiástico 
Tiburcio Incapié, para manifestar su desacuerdo al poner la palabra 
jamás. García León agregó que tanto la Constitución federal como el 
Acta Constitutiva hacían uso de la palabra siempre, y esta era equiva-
lente a ‘jamás’, mientras que el diputado Leal añadió que la misma 
Constitución federal usaba la palabra jamás en el artículo 171 respecto 
de la religión. Con esas intervenciones, el artículo se aprobó sin mayor 
modificación.73 La redacción de este artículo de la religión se perci-
be más tajante frente a la intolerancia de cualquier otro culto que la 
Constitución de Michoacán. 

Al ser rápida la discusión del artículo 6, de inmediato se proce-
dió a debatir el artículo 7, el cual establecía: “El estado la garantiza, 
protege su culto, señalará los gastos del mismo y hará cuanto le sea 
privativo con arreglo a los concordatos, leyes vigentes, y que en lo 
sucesivo decretare el Congreso general de la federación”, lo cual tuvo 
una ligera modificación a propuesta del diputado Galván, que en 
esencia no cambiaba el sentido y atribuciones eclesiásticas que busca-
ba adjudicarse la autoridad civil.74

Posteriormente vino el debate. Esquivel tomó la palabra para refe-
rir que la primera parte del artículo era superflua porque se sabía que 
todo Gobierno protegía la religión que adoptaba, mientras que la parte 
segunda daba cabida a contestaciones como las que se habían suscitado 
en Jalisco.75 La Constitución de Jalisco publicada el 18 de noviembre 
de 1824, en el artículo 7, estableció que la religión del estado era la 

73  	 Actas del Congreso…, 1826, pp. 16-17.
74  	 Ibid., p. 17.
75  	 Id.
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católica, apostólica, romana, sin tolerancia de otra. “El Estado fijará 
y costeará todos los gastos necesarios para la conservación del culto”.76 

La referencia que se hacía en el Congreso de Guanajuato tenía como 
base el desencuentro entre el Cabildo catedralicio de Guadalajara y el 
Congreso de Jalisco, y donde debieron mediar las autoridades federales. 
Con dicho antecedente, a una parte del Congreso de Guanajuato le pre-
ocupaba que la redacción del artículo 7 de su proyecto de Constitución 
desencadenara un escenario similar al del estado vecino. Hasta aquí, 
mostramos los posicionamientos de las autoridades estatales, nacionales 
y eclesiásticas, pero, al parecer, el asunto también caló en la sociedad, o 
al menos es lo que refieren los debates del Congreso de Guanajuato, al 
manifestar su preocupación de que el artículo 7 provocaría agitaciones 
sociales como las ocurridas en Jalisco.77

Los debates del Congreso de Guanajuato demuestran que había 
pleno conocimiento de lo acaecido en Jalisco, pero, sobre todo, de la 
resolución que dio el Congreso nacional; prueba de ello fue la inter-
vención del diputado Chico, quien puntualizó que no eran las mismas 
circunstancias, pues la relación que tenía Guanajuato con las autoridades 
eclesiásticas de Valladolid era diferente, y el artículo en discusión era 
distinto porque la propuesta para la Constitución de Guanajuato sí se 
supeditaba a los concordatos. 78

Por supuesto que era distinto, el artículo 7 de Guanajuato; al igual 
que el 7 de la Constitución de Jalisco, proponía garantizar e intervenir el 
culto y sus gastos, pero los diputados guanajuatenses tomaron en cuenta 
la experiencia de este último y agregaron el ceñirse a los concordatos y 
leyes en la materia, junto a los decretos emanados del Congreso nacional; 
es decir, tomaron en cuenta lo establecido en la Constitución federal 
en su artículo 50, facultad 12, algo que le había dejado muy en claro el 
Congreso nacional a la Legislatura constituyente de Jalisco.

No obstante, sí se percibía la preocupación de algunos legisladores 
guanajuatenses por que el artículo se redactara de manera clara para evitar 
malas interpretaciones. El diputado Galván, por ejemplo, consideraba que 

76  	 Constitución Política…, p. 2.
77  	 Actas del Congreso…, 1826, p. 19.
78  	 Ibid., p. 17.
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“proteger el culto y garantizarlo” era una propuesta correcta, pero que 
era necesario explicarla para callar a los enemigos del sistema y asegurar 
al pueblo que el régimen popular no era contrario a la religión. El ecle-
siástico Incapié, en su intervención, puntualizaba que la propuesta por el 
artículo 7 podía ocasionar reclamos por parte de los Ayuntamientos. El 
diputado dijo en su discurso que estaba de acuerdo con la intervención del 
estado en los gastos del culto, lo cual lo percibía como potestad y como 
deber, pero cuestionaba si era político aprobarla y si dicha acción era útil 
para Guanajuato, ya que por la aceptación entraría en competencia el 
Congreso local con el Cabildo en sede vacante. Incapié consideraba que 
esos aspectos debían discutirse previo a la aprobación del artículo por 
lo complejo y delicado del punto. En esta intervención, pareciera que el 
eclesiástico Incapié recula sobre sus primeras propuestas respecto de la 
intervención del diezmo y la manutención del culto.79

Por su parte, el diputado Esquivel cuestionaba si al estar cedidos los 
diezmos a los Gobiernos podían estos señalar los gastos, razón por la cual 
consideró debía omitirse el artículo 7, pues su discusión podría llevar a 
agitaciones entre la población tal como había ocurrido en Jalisco, y que 
aunque se tuvieran los derechos conforme a concordatos para asignar los 
gastos para el culto, lo prudente era omitirlo y, llegado el caso, tomar las 
medidas pertinentes.80

El diputado Galván e Incapié hicieron observaciones sobre su redac-
ción; por su parte, el presidente del Congreso no veía conflicto con la 
autoridad eclesiástica, pues ella se sujetaba a los concordatos; el diputado 
Leal confiaba en los beneficios que traían consigo los concordatos, y 
manifestó su confianza en las negociaciones con el papa para que este 
beneficiara a la nación; además, el legislador señalaba que los productos 
actuales eran suficientes para costear los gastos del culto. Finalmente, 
el artículo 7 se aprobó con modificaciones mínimas que no alteraban el 
sentido de este.81

Tanto Michoacán como Guanajuato ratifican la intolerancia religiosa 
en sus Constituciones. El primer estado traslada el artículo gaditano sobre 

79  	 Ibid., pp. 17-18.
80  	 Ibid., p. 19.
81  	 Ibid., pp. 19-20.
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la religión católica y busca adjudicar al Legislativo local la prerrogativa de 
proveer el culto divino, lo cual no prosperó, mientras que Guanajuato, 
después del artículo que adopta el catolicismo, lanza la propuesta de velar 
por que nada falte para su desarrollo, pero con apego a los concordatos. 
Más allá de la propuesta que terminó consignándose en ambos textos 
constitucionales, el hecho es que, en sus debates, el caso de Jalisco fue 
un referente muy importante. 

Conclusiones

En los primeros años de vida del México independiente, los Legislativos, 
ya fueran nacionales o estatales, se consolidaron como el poder más 
importante dentro de la división de poderes y sus atribuciones iban a la 
par de su supremacía. Cuando el Estado mexicano adoptó la religión 
católica, asumió de facto el velar y proteger el culto en beneficio de los 
ciudadanos-feligreses. En ese escenario, los Legislativos constituyentes 
de Michoacán y Guanajuato ratifican el pacto nacional de la intolerancia 
religiosa, y en esa línea asumen que deben proteger el catolicismo y legis-
lar para mantenerlo, al grado de invadir las prerrogativas del Congreso 
nacional consignadas en la Constitución de 1824. La primera Legislatura 
constituyente en legislar fuera de sus competencias en esta materia fue 
la jalisciense, y desde su propuesta hasta la resolución del conflicto se 
convirtió en un referente para otras legislaturas, como las que se anali-
zaron en este trabajo.

Partes de la Legislatura de Michoacán y de Guanajuato comulgaban 
con las ideas más radicales de Jalisco; consideraban que era parte de sus 
potestades el velar por la provisión del culto católico y todo lo que ello 
implicaba al adoptar la religión católica, y eso se refleja en el artículo 7 
de Guanajuato sobre la provisión de culto y la propuesta de atribución 
17.ª del Legislativo en Michoacán, los cuales tenían una implicación 
directa con las rentas decimales, su intervención y modificación; pero, 
al mismo tiempo, la resolución que emite el Legislativo nacional el 2 
de diciembre y que recibe el Cabildo catedralicio de Guadalajara estará 
muy presente en los Constituyentes de Michoacán y Guanajuato, que 
después de la experiencia deciden especificar que todo lo establecido en 
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la Constitución sobre la materia se apegará a los concordatos celebrados 
por la autoridad correspondiente.

Por otro lado, el Constituyente de Michoacán siempre mostró una 
división interna muy clara al tratar estos temas, y con grandes resisten-
cias por parte de los legisladores eclesiásticos, quienes lograron desechar 
la atribución 17.ª del Legislativo sobre fijar los gastos del culto y de sus 
ministros; mientras, en Guanajuato el consenso es mayor, e incluso los 
propios eclesiásticos impulsan proyectos para garantizar el culto a través 
de la intervención y una nueva distribución de esas rentas; sin embargo, 
se percibe preocupación por parte ambos Constituyentes a la hora de 
tratar el tema, por las complejidades que representaba y que ello pudiera 
desencadenar revueltas sociales. Si bien la provisión del culto no se llevó a 
cabo, los diezmos sí se intervinieron, lo cual duró hasta 1833, cuando el 
Gobierno nacional eliminó la obligación civil del pago del diezmo para 
convertirlo en una contribución de conciencia.
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Se trata de una invitación a pensar de otra manera,
a pensar con el atractivo de pensar lo contrario, a

pensar en fructífera relación con alguien, más que de
hacerlo partiendo de la proposición individualista

metodológica, o del anthropos, o del sujeto racional
contenido que es capaz de analizar y conocer a la Tierra.

Donna Haraway, El mundo que necesitamos.

Resumen o plan del ensayo

El presente trabajo parte del interés por colaborar en una obra colectiva de 
gran alcance que sirva de referente para entender los procesos de constitu-
cionalidad política en la conformación de los gobiernos y constituciones 
estatales en el México independiente, dentro del periodo 1821-1825. De 
ahí que nos hayamos propuesto dibujar a grandes rasgos un encuadre 
histórico-documental-político de las ideas de la realidad chihuahuense, 
partiendo de las fuentes documentales de la época y de las historias que 
estas contaban. Seguimos un hilo que va de la Diputación Provincial de 
Nueva Vizcaya en 1821 a la creación de la Constitución chihuahuense 
en 1825. En medio hemos puesto algunas ideas sobre la cultura política 
vertidas en la Memoria de 1822, y algunas reflexiones sobre la Diputación 
Provincial de Chihuahua; también, sobre su papel en las discusiones que 
llevaron a la separación entre Durango y Chihuahua y a la desaparición de 
la llamada Provincia de Nueva Vizcaya. El ensayo lo finalizamos con unas 
muy breves reflexiones sobre el poder constitucional y sus significados. 
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Diputación Provincial de Nueva Vizcaya y 
Ayuntamiento de Chihuahua 1821-1823

Sabemos que, en los primeros años de vida independiente, los 
Ayuntamientos fueron las instituciones políticas clave donde se concen-
traron los ideales y los intereses de los grupos políticos de la época.1 
Para Chihuahua, las tendencias autonomistas provinciales provinieron 
por lo general de los cuerpos municipales. Como ayuntamiento capital, 
Chihuahua jugó un papel central en las discusiones para la conforma-
ción del estado de Chihuahua y la separación con Durango. Sobra decir 
que los políticos chihuahuenses de la época provenían en su mayoría 
del Ayuntamiento de Chihuahua. Se sabe también que Nueva Vizcaya 
representaba una vasta extensión territorial difícil de gobernar. Pero 
serán precisamente los grupos políticos adscritos o representados en los 
Ayuntamientos respectivos los que pugnarán por ordenar, discutir y sepa-
rarse para dejar de ser Nueva Vizcaya y convertirse en tres entidades, dos 
estados: Durango y Chihuahua, y un territorio federal: Nuevo México. 

De ahí que sea difícil sostener que la conformación del estado de 
Chihuahua solamente sea por la separación de esta y Durango, debido 
una falta de identidad política, sino más bien por pugnas diferenciadoras, 
como veremos más adelante en otro apartado. A ello contribuyó el hecho 
de que la definición administrativa de Antiguo Régimen, denominada 
Comandancia General, fue una estructura cambiante, que desde finales 
del siglo xviii y principios del xix nunca pudo quedar bien establecida. 
Para Chihuahua, quizá fue la institución política más importante en la 
última parte del Antiguo Régimen y hasta finalizar la Independencia, 
exceptuando el Ayuntamiento de Chihuahua. Chihuahua no tuvo Real 
Audiencia ni Casa de Moneda. Con ello que la aspiración política de la 
época fuera tener una mayor definición administrativo-político-territo-
rial, y por consecuencia, una mayor autonomía:

[…] la Comandancia General pensada para la expansión y no la consolida-
ción territorial. El impacto de las guerras con las coaliciones multiétnicas 
que en la primera etapa de la Comandancia General evitaron el crecimiento 

1 	  Serrano, “Instituciones artificiales…”, p. 67.
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económico y las comunicaciones, de por sí ya difíciles por las distancias; el 
constante conflicto por la autonomía-sujeción con los virreyes fueron cau-
sas inmediatas que provocaron diversos niveles de desarticulación política-
territorial en las Provincias Internas. Era el interminable círculo que querer 
llegar a ser pero nunca llegar a serlo. La sociedad septentrional buscaba una 
mayor integración e institucionalización de las Provincias Internas, por eso 
sus diputados trataron de capitalizar la coyuntura para buscar una mayor 
definición político-territorial y con ello también ganar autonomía.2

De lo anterior podemos argumentar que, al finalizar la Independencia, 
existieron dos instituciones que se tornaron cruciales para el Septentrión: 
los Ayuntamientos y las Diputaciones Provinciales. La Comandancia 
General dejó de tener el peso que tenía en el Antiguo Régimen. Pero 
vamos por partes, la Diputación Provincial de Nueva Vizcaya, en 1821, 
fue la encargada de vivir la transición hacia el Plan de Iguala; después 
de septiembre de 1821, solo duraría cuatro meses inicialmente, pero 
fue la institución que resolvió los primeros problemas políticos del 
naciente Imperio. 

Se conservan las actas de esta Diputación y de la siguiente, y pode-
mos conocer las primeras decisiones políticas del México independiente 
para Chihuahua, ya que fueron editadas por Cesar Navarro en 2007 
y publicadas por el Instituto Mora. Así, sabemos que los miembros de 
esta Diputación Provincial novovizcaína de transición fueron Antonio 
Alcalde, Santiago Baca, Juan Pablo Caballero, Agustín Calero, Juan 
Francisco de Castañiza (obispo criollo de Durango durante el Imperio 
de Iturbide), José Antonio Castaños, Manuel Espinosa, Pablo Franco, 
Antonio Gamiochipi, José Ignacio Gutiérrez (militar criollo chihuahuen-
se), Mariano Herrera, Pedro Ignacio Iturribarría, Florentino Martínez 
(criollo chihuahuense y abogado), Ignacio Muguiro, Gaspar de Ochoa 
(militar criollo chihuahuense), Manuel José Pacheco, Gaspar Pereyra, 
Rafael Pérez del Castillo, Salvador Porras (criollo chihuahuense políti-
co del Ayuntamiento de Chihuahua), José Ignacio de Urquidi (militar 
criollo chihuahuense), Francisco Velasco, José Arcadio Villalba (criollo 
chihuahuense, abogado) y Manuel José Zuluaga.

2 	  Domínguez, Estado…, p. 409.



330

De la memoria a la Constitución. 

Por las actas, sabemos que en septiembre de 1821 se nombró al coro-
nel sonorense Manuel Urrea como jefe político y comandante militar de 
la Provincia de Nueva Vizcaya; se nombró intendente a Mariano Herrera. 
Alejo García Conde fue ratificado como jefe político y comandante de 
las Provincias Internas de Oriente. Y la primera medida, además de los 
nombramientos, y como sucedió en otros lugares, en octubre de 1821, 
en Nueva Vizcaya se les pidió a los habitantes provinciales que portaran 
la “escarapela tricolor” en el sombrero.3

En diciembre de 1821 se conoce en la Diputación Provincial la convo-
catoria al Congreso Nacional Constituyente y se le solicita que mande a 
veintitrés representantes, es decir, lo correspondiente a los treinta y cuatro 
partidos que se hallaban entre Durango y Chihuahua. Se les solicitaba 
también que entre sus diputados hubiera obligadamente un eclesiástico 
del Clero secular, un integrante del Ejército y un magistrado o abogado. 
Aun con ello, se solicitó reducir el número de representantes debido a la 
dificultad para reunir el dinero necesario para pagar el viaje a todos los 
representantes. Un mes después, el 29 de enero de 1822, se efectuaron 
las elecciones. La segunda Diputación Provincial quedó integrada por 
Vicente González de Cossío, Felipe Ramos, José Joaquín Escárcega, 
José Francisco del Fierro, Vicente Bravo, Manuel Taboada (criollo, abo-
gado de Chihuahua), Simón de Ochoa (peninsular pero político del 
Ayuntamiento de Chihuahua), Agustín Gámiz, José Miguel Escontría 
y Miguel Pérez Gavilán.4

Se instaló esta Diputación Provincial de Nueva Vizcaya el 1.º de 
febrero de 1822, según las actas, y se puede observar, al paso de las 
sesiones que siguieron, que el problema principal fue el de poder jun-
tar recursos para la dieta de los diputados. Se acordó dotar de dos mil 
quinientos pesos de sueldo a los diputados casados; dos mil pesos a los 
solteros y mil pesos de viáticos para ir a México. Estos gastos no pu-
dieron solventarse hasta que se tomaron a préstamo los impuestos del 
tabaco, y aun con ello muchos de los diputados no tuvieron el dinero 
completo ni siquiera al terminar el Congreso Constituyente. A partir 
de abril de 1822, las sesiones fueron abiertas al público, por decreto del 

3 	  Navarro, “Estudio introductorio”, p. 28.
4 	  Ibid., pp.38 y ss.
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Constituyente. Es de esta época que datan las Memorias que vamos a 
comentar en el siguiente apartado, y que se realizó por políticos de la 
Diputación Provincial de 1821.5

Así, en los primeros días de junio, la Diputación recibió los decretos 
de exaltación del emperador. En julio se suscitaron algunas polémicas 
sobre quién debía presidir la sesión de la Diputación Provincial en au-
sencia del comandante de Provincias Internas; la disputa fue entre el jefe 
político Ignacio Corral y el intendente de Durango, Juan Navarro. La 
Diputación decidió que debía presidirla el jefe político, como había sido 
la tradición en el régimen anterior. En ello podemos ir entendiendo cómo 
la Comandancia fue perdiendo fuerza y se afianzaron los cargos vincu-
lados a las instituciones políticas tradicionales, como el Ayuntamiento.

Para noviembre de 1822, la Diputación se enteró de que el emperador 
había disuelto el Congreso Constituyente y este habría de sustituirse por 
una Junta Nacional Instituyente, la cual estaría presidida por monseñor 
Castañiza, obispo de Durango. Esto trajo beneplácito a la Diputación 
y a la elite duranguense. El jefe político Ignacio Corral mandó celebrar 
el reciente parto de la emperatriz. Pero ya para el 5 de marzo de 1823, 
en contraste, en una sesión extraordinaria de la Diputación Provincial 
decidía discutir si adherirse o no al Plan de Casa Mata. La decisión y la 
discusión se hizo de manera abierta, lo que hizo que los políticos tuvieran 
que pronunciarse en público y dar a conocer lo que realmente pensaban. 
Lo interesante fue que, salvo el jefe político Ignacio Corral, todos los 
demás asistentes, hasta el público de la reunión, decidieron apoyar al 
Plan de Casa Mata. Ello llevó a la renuncia del jefe político y a que to-
mara su lugar el intendente Juan Navarro. Así terminaría la Diputación 
Provincial de Nueva Vizcaya en marzo de 1823, pues a partir de ese año 
se empezarían a conformar las Diputaciones Provinciales separadas de 
Durango y Chihuahua, lo que a la larga contribuiría a la separación y 
desaparición de la Nueva Vizcaya.6

Por otro lado, específicamente hablando del Ayuntamiento de 
Chihuahua, cuando llegó la Independencia decidió adoptar de mane-
ra más entusiasta el gobierno de Iturbide. Si bien en un principio no 

5 	  Id.
6 	  Id.
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parecían ser partidarios de la Independencia, pues no se unieron sino 
tarde al Plan de Iguala, al igual que Durango, pero mediante el diputado 
chihuahuense Salvador Porras en el Congreso de la emergente nación, 
llegaron a manejar la propuesta de cambiar el nombre de la Villa de 
Chihuahua por el de Ciudad Iturbide a inicios de 1823. Inclusive se llegó 
a temer que alguien les ganara la propuesta. Se comisionó a Vicente de 
Palacios, un peninsular nacido en Bilbao, pero que desde pequeño había 
vivido en la Villa de Chihuahua, para que se encargara exclusivamente 
del encargo, pero llegando a la ciudad de México, le tocó enterarse de la 
disolución del Congreso y retractarse de la propuesta.7

Poco después de volver a entrar en funciones el Congreso Constituyente, 
a mediados de 1823, los diputados chihuahuenses renovaron el interés 
por que legislara sobre la Provincia de Nueva Vizcaya y se planteara la 
posibilidad de considerar a Chihuahua como capital de la provincia. 
Sin embargo, los diputados Francisco Velazco y Florentino Martínez, 
afines a Durango, pidieron que se considerara la posibilidad de separar a 
Chihuahua y a Durango. El diputado de Sonora, Espinosa de Monteros, 
más cercano a Chihuahua, proponía que hubiera dos distritos electorales, 
uno con capital en Chihuahua y otro con capital en Durango. De esta 
forma se fue diluyendo el poder de la Comandancia General y se fue 
apostando por la importancia de los Ayuntamientos tanto de Durango 
como de Chihuahua. Durante junio y julio de 1823, se llegó a otorgar la 
posibilidad de que en efecto Chihuahua fuera una ciudad y no una villa. 

Así, el 16 de julio de 1823, Salvador Porras y Francisco Velasco, dos 
de los políticos locales y ex funcionarios del Ayuntamiento chihuahuense, 
informaban del decreto de la erección de la Provincia de Chihuahua, y 
donde se nombraban las once jurisdicciones territoriales llamadas partidos 
y se le otorgaba a Chihuahua finalmente su reconocimiento de calidad 
de ciudad y asiento de la jefatura política:8

7 	  Domínguez, Estado…, p. 422.
8 	  Ibid., p. 427.
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Cuadro 1. 
Jurisdicciones territoriales (partidos) en Chihuahua hacia julio de 1823

Partido Cabecera Jurisdicción

1 Chihuahua Capital y Julimes.
2 Parral Santa Bárbara.
3 Valle de San Bartolomé Conchos y Satevó.
4 Cusihuiriachi Santa Isabel, San Andrés, San Lorenzo, 

San Borja y Cerro Prieto.
5 Paso del Norte Senecú, Isleta, Socorro y San Elizario.
6 Papigochi Cosichique, Baqueachi, Sisoguichi, 

Moris, Santo Tomás y Bachiniva.
7 Ciénega de los Olivos Santa Cruz, Tepehuanes y 

Gueojotitán.
8 San Jerónimo Coyame, Tapacolmes y San Pablo. 
9 Guejoquilla Santa Rosalía y Puerto de la Cruz.
10 Valle de San Buenaventura Carmen, Presidio, Janos, Casas 

Grandes, Carrizal, Namiquipa, 
Matichiqui y Temosachi.

11 Real de Batopilas Pueblos de su jurisdicción.

Fuente: Domínguez, Estado…, p. 427.

Parte de la decisión de que la capital fuera Chihuahua se debía a la 
articulación espacial y a la cercanía de los núcleos de población. Así, 
por ejemplo, los Ayuntamientos de Cusihuiriachi, Santa Cruz y Valle 
de San Bartolomé se congratulaban en julio de 1823 de que Chihuahua 
fuera capital de provincia: sin embargo, el Ayuntamiento de Santa 
Cruz también se quejaba de que el Ayuntamiento de Parral, por su 
cercanía con Durango, intentaba ser atraído hacia esa capital, más que 
a Chihuahua. Hacia el norte, los Ayuntamientos de Paso del Norte, 
Socorro y San Lorenzo, aunque pertenecían a Nuevo México, solicitaron 
al Congreso que les considerara parte de la Provincia de Chihuahua por 
su articulación espacial.

A pesar de lo anterior, a finales de 1823 y en la primera mitad de 
1824 sucede la polémica de las Diputaciones Provinciales de Durango 
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y de Chihuahua para ver todavía la posibilidad de funcionar como un 
territorio unido que abarcara Durango, Chihuahua y Nuevo México. 
Esta disputa y sus argumentos también conforman la política, y casi no 
han sido retomados por la historiografía, y por eso los exponemos en 
un apartado más adelante para comentarlos y rescatar sus reflexiones e 
ideas de la época. Antes de esa polémica, también quisimos rescatar el 
documento fechado en 1822 conocido como “Memorias”, escrito que, 
igual que la disputa con Durango, ha sido poco analizado o comentado 
por la historiografía local. Es un texto crucial que también ayuda a la 
comprensión del pensamiento político local en ese momento específico 
en la historia de Chihuahua.

En relación con las Memorias: documento que habla 
de la cultura política chihuahuense en 1822

Las Memorias son un documento que data del 1.º de julio de 1822, y 
es atribuido a los políticos locales Juan Miguel Riezgo, Salvador Porras, 
Francisco Velasco y Manuel José Zuloaga; en él se habla de un intento 
por describir las condiciones existentes en las Provincias Internas de 
Occidente (que abarcaban los territorios de Sonora, Sinaloa, Nuevo 
México, Chihuahua y Durango), dentro del marco del Primer Congreso 
Constituyente. Las Memorias han sido consideradas “un documento muy 
rico” que sirve a los historiadores para intentar reconstruir las intenciones 
y el pensamiento social de la época. 

Juan Miguel Riezgo era originario de Sonora, un hombre importante 
para esa región del país; Francisco Velasco y Manuel José Zuloaga eran 
militares españoles peninsulares que habían estado apostados en diversos 
puestos fronterizos de estas Provincias Internas y que contaban con expe-
riencia de primera mano en los sufrimientos de la región.9 En cambio, al-
guien destacado para la historia chihuahuense fue Salvador Porras, quien 
nació en Chihuahua en 1768; fue un comerciante-hacendado-político, 
regidor del Ayuntamiento de Chihuahua de 1806-1809. Después, en 1811, 
fue acusado de ser simpatizante de las causas de Independencia y fue 

9 	  Orozco, El estado…, p. 108.
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degradado de su posición en el Ayuntamiento. En enero de 1815 regresó 
al cargo de regidor alguacil mayor, que desempeñó hasta 1820. Porra fue 
diputado por Nueva Vizcaya para el Congreso Nacional Constituyente 
y un ferviente seguidor de Agustín de Iturbide, aun cuando este fuera 
atacado y depuesto; además, fue miembro del Congreso Constituyente 
que expidió la Constitución local de 1825. Muere en Chihuahua el 6 de 
agosto de 1826.10

La Memoria también representa el pensamiento político de la 
época en tanto tematiza, plantea dificultades y soluciones para el 
mundo político chihuahuense de ese tiempo. Sirve para comprender 
el discurso político de ese momento, pero también la cultura política 
a la que pertenece. La Memoria entonces fue redactada por personajes 
que conocieron sus datos de primera mano. Y a decir de los autores de 
la Memoria, Nueva Vizcaya era la provincia con muchos elementos 
dignos de encomiarse:

La Nueva Vizcaya es sin duda la más apreciable de todas las provincias in-
ternas de occidente por sus bellos y sanos temperamentos, por sus minerales 
ricos, por sus extendidos llanos vestidos de excelentes pastos, y por la fero-
cidad que tienen las vegas de sus ríos, sin que a sus vastos territorios pueda 
ponerse otra falta que la escasez de agua en algunos distritos. Toda especie 
de ganado ha progresado admirablemente, y las semillas, frutas, y legum-
bres son de la mejor calidad, especialmente en sus principales ríos Nazas y 
Conchos, el cual en su afluente con el del norte recompensa el trabajo del 
labrador dándole trescientas por una.

En ese momento Nueva Vizcaya abarcaba tanto a Durango como a 
Chihuahua, y era en Durango donde residían el gobernador, el obispo y el 
intendente. Se decía que alrededor de doscientas mil personas habitaban 
ese vasto territorio. El texto también refiere que la presencia de indios 
bárbaros mantenía a la población bajo “una guerra furiosa”

que ha durado por el dilatado espacio de más de dos siglos; y guerra 
que tanto se ha despreciado por las personas que no la conocen, como 

10  	 Sáenz, De provincia…, pp. 246-247.
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se ha ponderado de difícil y penosa por oficiales beneméritos que la han 
practicado y cuya pericia se estrelló en la táctica que la sabia naturaleza 
dictó a aquellos hombres sin cultura, reducida a los sencillos elementos de 
fatigar al enemigo, atacarlo en el único caso de que la ventaja del terreno 
y del número estuviese de parte de los salvajes: huir apresuradamente 
cuando para ellos era dudoso el feliz resultado de la acción; y combatir 
hasta derramar la última gota de su sangre en el lance estrecho de pelear 
o rendirse.11

Ya también en ese texto se hablaba de un lugar común constante para 
estos territorios del norte, es decir, el problema de las decisiones políticas 
a la distancia:

Los virreyes […] no tenían conocimiento de las circunstancias locales de 
aquellos vastos países, sus ideas eran muy confusas acerca del carácter, nú-
mero y situación que ocupan las naciones indias; y retirados a setecientas le-
guas de muchos puntos, no era posible que dictasen sus disposiciones con la 
inteligencia, tino y oportunidad que exigían unas provincias en que apenas 
había un punto ni ramo de la administración pública que no debiese llamar 
ejecutivamente su atención.12

Es decir, una de las críticas políticas de la época fue el problema de la dis-
tancia de las autoridades del Virreinato. Pero también eso fue visto como 
una falla para poder gobernar sobre el territorio; las grandes extensiones 
del norte de México dificultaron entonces también el funcionamiento 
de los gobiernos locales:

Para que hubiese podido gobernar sin los desaciertos a que los exponían las 
circunstancias, era indispensable que aquellos territorios que hubiesen sub-
dividido, no con respecto a su población, sino atendiendo a que sus graves 
y urgentes negocios pedían que los distritos tuvieran una extensión propor-
cionada para que sus respectivos gobernadores pudieran tomar los debidos 
conocimientos y ocurrir pronta y eficazmente a los objetos que presentaba 

11  	 Altamirano y Villa, Chihuahua…, p. 172.
12  	 Ibid., p. 173.
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un país en que todo debía crearse, que por desgracia estaba hostilizado cons-
tantemente por las naciones indias.13

Es por eso que uno de los argumentos centrales de las Memorias es re-
saltar el hecho de que la extensión territorial precisa un ajuste político; 
entre mayor sea el territorio gobernado, mayor será la dificultad para 
poder organizar un buen gobierno: “Un hombre no es posible en un país 
tan dilatado, en el que todo subsiste en mantillas, que pueda abarcar los 
negocios a los que debe dedicarse”.14 

De ahí que las dificultades políticas creadas por el dominio del terri-
torio, según la visión de la época, llevaron a afectar el carácter político 
de la población de toda esta provincia:15

{Y] una serie no interrumpida de desgracias fueron hechos que por fin pro-
dujeron la última e innegable prueba de que la sujeción al virreinato, la 
necesidad de instruir los negocios por la rutina perezosa establecida por las 
leyes y la práctica, la precisión de no obrar hasta que no se recibiesen las 
determinaciones de aquel gobierno, y la falta de autoridad superior de las 
mismas provincias, para mover y dar impulso oportunamente a todos los 
resortes que debían concurrir a la grande obra de la pacificación, eran sin 
duda una de las causas que más poderosamente habían influido, para que se 
inutilizasen por espacio de más de dos siglos, las fatigas y gastos hechos con 
tan importante objeto.

Detrás de estas reflexiones sobre la política virreinal en la región, descansa 
la concepción de la política como “mecanismo”, el cual necesita que las 
decisiones políticas sean ordenadas adecuadamente para lograr su buen 
funcionamiento, algo que se expresa como saber mover los “resortes y 
las conexiones” adecuados:

En esta Memoria nos hemos detenido a indicar las causas originarias que 
embarazaron la pacificación de aquellos territorios y el estado infeliz a que 

13  	 Ibid., p. 174.
14  	 Ibid., p. 173.
15  	 Ibid., p. 174.
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estaban reducidos cuando se creó aquel gobierno, para demostrar lo favo-
rables e importantes resultados que se obtuvieron luego que la precitada 
Comandancia General pudo obrar sin trabas, conocer las causas de que 
procedían los males; mover los resortes que conexa y unidamente debían 
concurrir; y aplicar con la debida inteligencia y oportunidad los remedios 
que, aunque eficaces, habrían perdido su virtud en el todo o en parte si la 
aplicación no hubiese sido por una mano inmediata y autorizada con supe-
riores facultades.16

La Memoria llega a insistir en remarcar al menos tres puntos. En pri-
mer lugar, que los políticos encargados de administrar cada comarca 
debían vivir en dicho territorio. El otro punto de insistencia es que 
dichos políticos debían estar autorizados con las facultades plenas de 
las leyes para ejercer el poder adecuadamente; en tercer término, se 
insiste en que los gobiernos y sus territorios necesitaban subdividirse 
para alcanzar “la felicidad pública”. En relación con el primer punto, el 
texto remarca que el hecho de que la autoridad residiera territorialmente 
alejada llevó al deterioro y a la decadencia, pero también remarca lo 
que debe hacerse desde el punto de vista del mecanismo político local 
para resolver las dificultades: 17

Este sistema político se compone de diferentes medios, que unidos se con-
traen a un solo objeto. Para abrazar y poner en movimiento todos los resor-
tes que deben concurrir a conseguirlo, es indispensable que haya un jefe que 
adquiera sobre las mismas provincias los precisos y particulares conocimien-
tos de su localidad, circunstancias naturales, carácter, número, y relaciones 
con los indios, con otras muchas ideas dirigidas al fomento de la población, 
y establecimiento de las ocupaciones útiles, sin lo cual serán siempre las 
provincias internas una posesión precaria.18 

De igual forma también se menciona que en la posibilidad de dividir en 
dos capitanías, una oriental y otra más occidental, cobra importancia, 

16  	 Ibid., pp. 178-179.
17  	 Ibid., pp. 178-179.
18  	 Ibid., pp. 179.
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para la zona, el trato que se les pueda dar a los indígenas. Sobre todo, 
en lo referente a Nueva Vizcaya, que cuyo gobierno padece de escasas 
riquezas, uno de los que echa siempre de menos son los recursos para 
ayudar a los indios a subsistir y así evitar el robo y la guerra con las tribus 
indígenas locales:

El estado lamentable a que se haya reducido el erario en aquellas provincias, 
la imposibilidad de auxiliarlo en el día y la multitud de gastos ejecutivos si-
tuados sobre las tesorerías pone al Gobierno en la indispensable necesidad de 
faltarles al obsequio que se les ofreció desde que se establecieron en paz, con 
una condición y medio preciso para que se mantuviesen quietos unos hombres 
que desde los tiempos más remotos no tienen otro oficio que el de la guerra.19

La intención política del dominio territorial siempre tenía una contraparte 
real; además del interés por hacer que funcione el mecanismo político, se 
buscaba resistir ante el embate de las tribus nómadas, pero también de la 
presencia del naciente Estados Unidos. La táctica de los estadounidenses 
es aumentar su población rápidamente y al mismo tiempo hacer dádi-
vas y negocios con los indios para evitar el conflicto, pero eso hace que 
los indios se acerquen más al lado mexicano y consigo traigan muchas 
dificultades. Por eso, en la Memoria se insiste:

Estos arbitrios son a nuestro modo de comprender otras tantas fuerzas im-
pulsivas que naturalmente inclinan a los indios a echarse sobre nuestros 
establecimientos, donde su carácter naturalmente interesado no halla las 
mismas ventajas ni una resistencia igual a la fuerza de los resortes que pro-
ducen el movimiento. De aquí que, para equilibrarlo, es preciso presentarles 
una fuerza armada que los contenga: obsequio que los interese: comercio 
que los empeñe en nuestra comunicación; y un manejo político dirigido con 
tino y conocimiento para desunirlos entre sí y evitar un rompimiento que en 
el día sería sin duda muy perjudicial a los intereses del Imperio.20

La Memoria también sugiere que dentro de la “administración espiritual” 

19  	 Ibid., p. 181.
20  	 Ibid., p. 183.
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de la Provincia debería considerarse el dividir las diócesis y crear “cuatro 
nuevas mitras de caja”: una para California, una para Sonora, otra para 
Nuevo México y una más para Nueva Vizcaya, con miras a que hubiera 
presencia eclesiástica en todo el territorio, así como también otorgar del 
erario público una dote para que funcionaran esas nuevas ordenanzas y 
se previeran sueldos para la organización de la rama eclesiástica.

En cuanto a la administración de justicia, se defiende la posibilidad 
de contar con un sistema judicial que pudiera tener mayor rapidez y 
menos dilación en las sentencias. Con ello, la crítica va a la Audiencia 
de Guadalajara, como centro de justicia más cercano, situada a una 
distancia muy grande, y de ahí que, bajo el mismo argumento de la 
importancia territorial, se proponga otra sede más cercana para tales 
menesteres. Se critica abiertamente la presencia de los subdelegados, ante 
un régimen precario y que casi no logra el funcionamiento adecuado para 
los funcionarios. Ante estas dificultades, la justicia de los subdelegados 
sirve a la gente pudiente; los pobres prácticamente no pueden pagar un 
juicio; se permiten juegos de azar que arruinan las fortunas, y se genera 
que los llamados “justicias” se ocupen en otros oficios y no puedan así 
cumplir sus labores. La propuesta es que haya una Audiencia para toda 
la Provincia y que existan más jueces de letras, específicamente cinco 
ministros. La Audiencia debía residir en Chihuahua, que era el punto 
central de toda la Provincia, y también el mando militar, llamado jefe 
superior político, pues en ambos casos el objetivo era cumplir con la 
intención de que territorialmente hubiera mejor control.

Asimismo, la Memoria describe los padecimientos de los militares 
apostados a lo largo de toda la Provincia; describe la miseria de sus vestidos:

Las tropas, sus mujeres y sus hijos se hallan desnudos; pero ¿en qué grado 
desnudos? ¡Ah! Desnudos hasta el punto de que hay muchas madres e hijas 
que no asisten al santo sacrificio de la misa porque no pueden concurrir a la 
iglesia sin ofender al pudor; y desnudos hasta el punto que, ateridos de frío 
en aquellos climas rigurosos, no tienen en mucha parte una grosera frazada 
con que abrigarse.21

21  	 Ibid., p. 194.
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Se describe asimismo la miseria de los alimentos y del dinero adeudado, 
lo que pinta un cuadro de por sí complicado:

Todo esto es mucho, pero todavía es más que apenas se les da una escasa 
ración de maíz por único alimento: en esta situación miserable están com-
prehendidos los oficiales: hay algunos a quienes se les deben cinco o seis mil 
pesos de sus sueldos: hay soldados que tienen créditos hasta de mil quinien-
tos pesos, lo cual prueba hasta la evidencia las miserias indecibles que por 
espacio de mucho tiempo han padecido.22

También la Memoria se queja del trato hacia el ejército local, el cual no 
había sido reconocido ni recibido premios. La razón la finca en la lealtad 
que los chihuahuenses tuvieron en el decenio anterior, donde claramente 
fueron contrarios a la Independencia. En febrero de 1821, todavía el co-
mandante general Alejo García Conde se oponía a la Independencia y 
decidió movilizar sus tropas para ayudar a combatir el sitio de Durango 
en agosto de 1821. Se movilizaron cuatrocientos hombres que nunca 
llegaron, pues, antes de acercarse a Durango, el 27 de agosto, García 
Conde decidió abrazar el Plan de Iguala y así dar fin al dominio español 
en el territorio.23 En ese contexto, la Memoria se queja de que la defensa 
de Durango y la inclinación realista de esa ciudad no era del parecer 
de todos los de la Nueva Vizcaya. También aduce que la distancia los 
mantuvo lejanos de la libertad ganada. De las milicias de Nueva Vizcaya 
en 1822, dice:

Ellas, muy distantes de los ejércitos que desataban las cadenas de la América, 
empleadas en objetos que no podían desatender, y retiradas a los últimos 
ángulos del mundo donde no penetran las luces que a otros pueblos les 
hicieron descubrir sus derechos, abrazaron espontáneamente el partido de 
su libertad jurando la Independencia con su comandante general el veinte 
y siete de agosto del año anterior. ¿Por qué razón, pues, se les priva de aquel 
honor cuando hicieron todo lo que podían hacer? Si Durango se defendió, 
fue porque tenía una guarnición de tropas expedicionarias; pero aun cuando 

22  	 Id.
23  	 Aboites, Breve historia…, p. 87.
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no fuese así, como realmente lo fue, Durango es solo pueblo, y un pueblo 
distante de todos los presidios que cubren el país interno; y no creemos que 
por una parte sea justo perjudicar el todo cuando muy lejos de ser culpables 
tienen el importante mérito de que, sin ejércitos inmediatos y solo en vista 
del Plan de Iguala, se unieron a la causa común de América.24

Al final de la Memoria se exponen veintitrés puntos que sintetizan las 
peticiones que se hacen para mejora de la Provincia. Muchas de ellas ya las 
hemos comentado, pero también existen otras de orden económico que 
no mencionamos, como la revisión de la Casa de Moneda de Durango, 
pues sus monedas son muy ligeras; que se establezca una Academia de 
Cadetes en Chihuahua; que les otorgue créditos a los habitantes de los 
presidios fronterizos; que a los indios se les entreguen territorios, pero que 
las tierras baldías se pongan en venta para beneficio de la comunidad; que 
no haya acaparamiento de tierras, y si los dueños no las aprovechan, que 
las vendan; que se dote de recursos económicos y militares a la Capitanía 
de Chihuahua para la mejor defensa de la región.

Los cuatro puntos centrales de la situación política de Chihuahua 
hacia 1822, de las Memorias, representan también deseos de mejora de 
las sociedades de las Provincias, y al mismo tiempo sirven para darnos 
una idea del pensamiento de la época, pues son los que más se repiten y 
se argumentan: 1) Que se nombre a Chihuahua capital de las Provincias 
Internas de Oriente; 2) que en Chihuahua se erija una Audiencia con 
cinco ministros, para suplir la de Guadalajara; 3) que se ponga una Junta 
Provincial en Chihuahua, y 4) que se erija una mitra para Chihuahua.

A estos cuatro puntos centrales habría que sumarles otros cuatro, 
que se pueden comprender desde la cultura política de la época y que le 
dan a la Memoria su carácter de documento de la cultura política: 1) La 
necesidad de que exista un poder político administrativo en el territorio 
que ayude a organizar localmente los asuntos; 2) la necesidad de contener 
los embates de las tribus nómadas y de ser frontera con Estados Unidos; 
3) la importancia de recibir recursos económicos para poder mantener 
las posiciones militares y tomar decisiones políticas respaldadas, y 4) la 
necesidad de ser considerados y escuchados en cuantas problemáticas 

24  	 Altamirano y Villa, Chihuahua…, pp. 194-195.
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aparezcan, ya sea de reconocimiento político, judicial o eclesiástico. 
Si lo dijéramos en palabras de la política más cercanas, se trataba de la 
búsqueda de la consolidación de instituciones locales-territoriales que 
implicaban una cierta autonomía.

Las discusiones hacia la separación entre 			 
las Diputaciones Provinciales de Durango			   
y Chihuahua 1823-1824

El 30 de junio de 1823 llega a Durango un documento, bajo el título 
de “Plan de unión de las Provincias Internas de Occidente y principios 
generales para su federalización” (después denominado Plan del Estado 
Interno del Norte), con las disposiciones del Soberano Congreso; el 21 de 
julio de 1823 llega a Chihuahua el mismo documento, firmados ambos 
por Vicente Guerrero y Manuel Mier y Terán. Estas disposiciones cum-
plen parcialmente con algunas de las peticiones de la ya citada Memoria 
de 1822, pero en realidad dejaba abierta la puerta a la dificultad y a la 
discusión por las diferencias existentes entre Durango y Chihuahua. Por 
ejemplo, se cumple con la petición de los eclesiásticos para Chihuahua y 
con la exención de impuestos para Nuevo México, pero para la Provincia 
de Nueva Vizcaya, se determina que se le separe en Provincia de Durango 
y Provincia de Chihuahua; a Chihuahua se le nombrará capital y tendrá 
su propia diputación provincial.25

Así, el 28 de octubre de 1823 se reunirá en Chihuahua, ya capital, la 
Diputación Provincial de Chihuahua, y dictará una serie de instrucciones 
para sus diputados en el Congreso Constituyente mexicano, entre ellos, el 
ya citado Salvador Porras. El dictamen de la Comisión lo firman Mariano 
Orcasitas, presidente, y José María Ponce de León. Mariano Orcasitas 
fue uno de los políticos importantes también de la época. Nació el 13 de 
octubre de 1780 en Chihuahua, fue depositario del Fondo de Propios del 
Ayuntamiento de Chihuahua de 1812 a 1819; síndico de ayuntamiento 
en 1813; alcalde de segundo voto en 1816 y alcalde de primer voto en 
1819; de nuevo se le eligió alcalde de primer voto en 1821; y lo mismo en 

25  	 Ibid., pp. 225-226.
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1823, pero el 11 de agosto de ese año se hizo cargo de la jefatura política 
de la entonces naciente Provincia de Chihuahua. El 4 de octubre de ese 
año, Orcasitas convocó a elecciones de Diputación Provincial.26

Por otro lado, José María Ponce de León, otro personaje importante 
de la época, nació en el valle de Allende, Chihuahua, en 1768; se le nom-
bró de por vida escribano Real Cédula de las Indias, Islas y Tierra Firme 
del mar Océano en 1802, en real de Parras, Coahuila. Desde febrero de 
1811 radicó en la villa de Chihuahua, donde ejerció su carácter notarial 
autorizando los actos del Ayuntamiento y actos de los comandantes 
generales de Provincias Internas. En octubre de 1823, Ponce de León 
fue nombrado secretario de la Diputación Provincial, y en septiembre 
de 1824, oficial mayor de la Legislatura local.27

Por ello podemos decir que ambos hombres de la Diputación 
Provincial tuvieron gran influencia del Ayuntamiento de Chihuahua. Las 
primeras doce disposiciones, de la Diputación Provincial de Chihuahua, 
del 28 de octubre de 1823, son generales y refieren de manera abierta la 
necesidad de la nación, como la de adopción de la religión católica o la 
de la independencia de toda nación extranjera o la república federada. 
Pero los números 9 y 10 son las que comienzan a generar polémica te-
rritorial, y dicen:

9. Se procurará, en cuanto lo permitan la topografía y circunstancias locales 
de los países, que los estados en que se divida la nación tengan, con poca 
diferencia, el mismo número de habitantes. 10. Que los estados a que se 
diere mayor extensión por no tener en su área el número de habitantes que 
designa la ley, quedan sujetos a ulteriores subdivisiones, conforme lo vaya 
permitiendo el aumento de su población; pero con precisa calidad de que 
esta subdivisión solo la pueda hacer el Congreso general de la nación, en 
vista de los censos provinciales que deben formarse anualmente.28

De ahí que la Diputación proponga en sus disposiciones 14 y 15 que, to-
mando en cuenta la poca cantidad de población de Durango, Chihuahua, 

26  	 Sáenz, De Provincia…, pp. 243-244.
27  	 Ibid., pp. 245-246.
28  	 Altamirano y Villa, Chihuahua…, p. 228.
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Sonora, Sinaloa y Nuevo México, se procure formar un solo estado, en el 
que la ciudad de Chihuahua sea la capital, como punto más céntrico, y 
donde deban residir el Congreso y las autoridades superiores del estado. 
Pero que también se respeten a cada una de las cinco provincias que con-
formarían al estado, que tengan sus propias Juntas Provinciales. Las otras 
disposiciones hablan de cómo ordenar la economía, la parte eclesiástica y 
la judicial para todo el estado. En total son treinta y seis disposiciones. La 
propuesta iba en consonancia con la idea de un gran Estado del Norte.

En contraparte, Durango vivía momentos de efervescencia política 
distinta. En principio, el 12 de junio de 1823 la Diputación Provincial 
de Durango intentaba tranquilizar a la ciudad por la efervescencia de 
pronunciarse a favor del federalismo. La intención era proclamarse fede-
ralista y con ello ir propugnando la separación estatal. Eso era un mes 
antes del movimiento en Chihuahua, ya que es en julio de 1823 cuando 
también en Durango se reciben las mismas propuestas del Congreso 
Constituyente, es decir, la propuesta de que Nueva Vizcaya (la unión de 
Chihuahua y Durango) continuara con la capital en Chihuahua, pro-
puesta que también se llamó la del Estado Interno del Norte.29

Ante ese panorama, en diciembre de 1823 la Diputación Provincial 
de Durango responde a las propuestas que la Diputación Provincial de 
Chihuahua había presentado para ser capital del Estado Interno del 
Norte. Durango aboga por su separación debido en parte a que ya poseía 
elementos que le permitirían vivir como un estado diferente:

Durango tiene en su seno los elementos de su futura y no dilatada prospe-
ridad; en los últimos años ha acelerado el lento paso con que caminaba a 
conseguirla. Su Casa de Moneda, ya en completo arreglo, una buena im-
prenta, un horno de vidrio para poner el apartado de las platas de ley de oro, 
y las demás oficinas y establecimientos públicos que hay aquí como en las 
demás principales ciudades de otras provincias, demandan de un gobierno 
vigilante, activo e interior que presencie todas las necesidades para su pronto 
remedio; y es lo que esta provincia esperaba lograr en la federación, lejos de 
creer que se aspirara a alejárselo todo cerca de doscientas leguas.30

29  	 Navarro, “Estudio introductorio”, p. 38.
30  	 Ibid., p. 239.
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Sumado a lo anterior, otro argumento de la Diputación Provincial duran-
guense es que también se cuenta con mayor población que en Chihuahua, 
más de ochocientos mil habitantes; y con grandes yacimientos de fierro. 
Además, la Diputación Provincial de Durango sostenía que la capital 
de Durango era más importante, política y socialmente, que la ciudad 
de Chihuahua:

Chihuahua tampoco está en el centro, como se convencerá cualquiera que 
reflexione en lo que dista de Santa Fe del Nuevo México y de esta ciudad: 
Durango es sin comparación más antiguo, tiene su Obispado, Cabildo ecle-
siástico, Colegio Seminario, varias escuelas gratuitas, enseñanza de niñas, tres 
comunidades religiosas, un obraje, algunas tenerías, plaza de toros y de gallos 
de firme sólidamente construidas, coliseo, juego de pelota, dos sociedades, pa-
seos, y en una palabra, está más adelantado en todo sentido que Chihuahua: 
le excede también en gentío, en edificios y en librerías en que se encuentran las 
obras más apreciables, antiguas y modernas del gusto del día.31

En el mismo documento se puede observar la idea de que, al menos para 
Durango, no se consideraba viable reconocerle algún mérito a Chihuahua. 
En ello se ven varias críticas, que van desde considerarla “subalterna”, 
“ciudad aislada” y sobre todo muy alejada de la posible ayuda que pu-
diera brindar el centro del país. Además, que no se consultó a todos los 
Ayuntamientos y con ello veían una dificultad adicional, pues sostenían 
que la opinión general era adversa a la propuesta de Chihuahua como 
capital del Estado del Norte. Si bien la reunión se dio en diciembre de 
1823, no es sino hasta el 21 de febrero cuando la Diputación Provincial 
duranguense responde por escrito.

La Diputación Provincial de Chihuahua, a su vez, le respondió a su 
contraparte de Durango en un documento fechado el 9 de marzo de 
1824. El tono de la respuesta es mucho más largo y elaborado que el texto 
duranguense; y también la respuesta parece ya más en la perspectiva de 
una discusión abierta. Por ejemplo, en relación con el argumento que 
refiere la necesidad de consultar a los Ayuntamientos, la Diputación de 
Chihuahua sostiene:

31  	 Ibid., p. 239.
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En cuanto a lo primero, dice: que arreglándose a la voluntad general manifes-
tada del modo más decisivo, impugnó la reunión de Durango a Chihuahua 
y Nuevo México, y asegura al propio tiempo que no hubo para consultar el 
voto de todos los pueblos de la provincia. Aquello que no se puede combi-
nar, a menos que entienda por voto general la opinión de los Ayuntamientos 
constitucionales de Durango y Analco, de Cabildo eclesiástico, del gober-
nador de la Mitra, intendente, diputado consular, y ministros de Hacienda 
Pública, que fue la única que oyó, contra todos los principios que están 
adoptados para un gobierno popular representativo.32

De esto se desprende que la Diputación Provincial de Chihuahua critica 
el hecho de que la oposición duranguense está vinculada a las autoridades 
más que al pueblo. De hecho, se entiende que en el argumento se critica 
veladamente la idea de representatividad del nuevo régimen.

En otro de los puntos donde se señala la discrepancia entre Chihuahua 
y Durango, es que Durango, como hemos visto en la recepción de do-
cumentos, se dilató en su respuesta para plantear sus observaciones al 
Congreso. Sí se recibió el documento en noviembre, pero no fue sino 
hasta finales de enero cuando se dio respuesta. En ello, Chihuahua adu-
ce que se tardó en responder para evitar que se lograse en el Congreso 
la aprobación de la propuesta de Chihuahua como capital. También 
Chihuahua critica la posición duranguense de que Chihuahua y Nuevo 
México hubieran sido consideradas como una “frontera” o un “ante-
mural” para “contener el furor de las naciones indias” y así proteger 
a Durango; de ahí la idea de la dignidad de que la capital radicara en 
Chihuahua para reconocerle esa labor; en ese mismo tenor se acentúa el 
papel estratégico de la geografía que representaba Chihuahua.

De igual forma, muchas de las “ventajas” planteadas por los duran-
guenses para ser consideradas como capital del Estado del Norte son 
en realidad puntos de vista sin fundamentar, como la siguiente crítica 
irónica lanzada por los chihuahuenses:

Bien es que se trata de demostrar que la extensión enorme de quinientas 
leguas a que llegaría el estado en el evento que formasen las provincias de 

32  	 Altamirano y Villa, Chihuahua…, p. 241.
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Chihuahua, Durango y Nuevo México sería causa para que continuasen en 
aumento los males que experimentan los territorios que se tratan de federar; 
pero este discurso cae a tierra y es incombinable con la proposición de que, 
sin reducir el mismo estado, se señale a Durango por capital del nombrado 
Norte, pues parece que solo con el hecho de que las autoridades residan en 
aquella ciudad se acortan las distancias, se pueblan milagrosamente los de-
siertos, se hacen más transitables los caminos y, en suma, desaparecen todos 
los obstáculos que obligan a resistir la unión dispuesta por el Congreso.33

La crítica chihuahuense continúa sosteniendo que si bien es cierto que 
tanto Chihuahua como Nuevo México “son pueblos miserables en lo 
general”, precisan del apoyo de Durango para continuar con su labor de 
ser “frontera de naciones belicosas”. También se critica el olvido de que 
Durango ha prosperado debido en parte a “los sacrificios costosos” que 
también hicieron tanto Chihuahua como Nuevo México. Al negar esto, 
según lo sostenido por Chihuahua, Durango falta “a los deberes sociales, 
al amor patrio y a la república”. De igual forma se dice que si Durango 
negaba la labor importante de la frontera para la defensa contra los indios 
comanches, eso solamente mostraba desidia y llegaría el día en que al 
caer Chihuahua también caería Durango. Cuando Durango habla de su 
Casa de Moneda, imprenta y horno de vidrio, Chihuahua le responde 
que la ciudad de Durango debía compartirlos, o por qué pensaba que 
los perdería si la capital del estado fuese Chihuahua. 34

En ese sentido Chihuahua apela a que, a pesar de no ser la capital, 
Durango podría continuar disfrutando de su bienestar económico, ya 
que el buen gobierno chihuahuense le ayudaría:

Nadie duda que Durango ha prosperado en estos últimos años, pero esto 
no prueba que para la subsistencia y progreso de sus negociantes sea precisa 
la asistencia e inmediato cuidado del Supremo Gobierno del Estado. Los 
economistas convienen en que la intervención del Gobierno es útil y conve-
niente en los países en donde todavía no hay ideas: allí es preciso llevar a los 
hombres como por la mano a las ocupaciones de que depende su felicidad; 

33  	 Ibid., p. 243.
34  	 Ibid., p. 244-246.
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pero donde las cosas están ya establecidas y en progreso, no se necesita otra 
cosa de parte de las autoridades que sostener la confianza pública por medio 
del exacto y puntual cumplimiento de las leyes, que garantizan la seguridad 
y propiedad de los ciudadanos.35

Pero también, conforme avanzan los argumentos de Chihuahua, parece que 
la discusión toma un giro más hacia la ruptura, pues sostiene que la riqueza 
de Durango era a costa del bienestar de Chihuahua y Nuevo México:

¿Qué era Durango hace muchos años? Un pueblo inferior en riqueza a 
la antigua Villa de Chihuahua, a pesar de que esta estaba furiosamente 
combatida por los indios bárbaros; pero se sosegaron estos, se pusieron en 
fruto las minas inmediatas a aquella ciudad, se fijó en ella la residencia de los 
comandantes generales con grave e insubsanable perjuicio de las fronteras, 
se repartieron caudales de consideración para las tropas que nunca había 
tenido, y engrosada la masa decimal con los rendimientos que a la sombra 
de paz se lograron los países internos, se puede decir que Durango ha sido el 
único receptáculo de todo cuanto han producido estas provincias.36

También se argumenta que si Durango se precia de ser más antigua que 
Chihuahua, eso no lo habilita para ser capital del estado, sino más bien 
debía tomarse el criterio de la equidistancia existente entre Durango, 
Chihuahua y Nuevo México, argumento que situaba a Chihuahua en el 
centro y en la conveniencia de ser capital. También, sobre el argumento 
de que Durango poseía Casa de Moneda, coliseo, plaza de toros y demás 
cosas, pareciera que eso era lo que verdaderamente les ocupaba, y no el 
interés político. Se llega a rebatir hasta el asunto de las librerías y los libros:

¿Cuáles son, pues, los auxilios que faltarán a las supremas autoridades 
del estado? Si se trata de los libros antiguos y modernos del gusto del 
día, como dice el manifiesto, ¿dejarán los padres de la patria de traer 
los precisos para sacar las doctrinas y apoyar las disposiciones que 
juzguen necesarias a la importante obra [de] levantar estos países al grado 

35  	 Ibid., p. 246-247.
36  	 Ibid., p. 247.
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de prosperidad de que son susceptibles, y en que se interesa nada menos 
que el bien general de la nación? Chihuahua no se elige por capital porque 
se halle en el más floreciente estado que Durango, sino porque su situación 
proporciona ventajas esenciales a la conveniencia y felicidad pública.37 

Con todo, el ánimo de Chihuahua era lograr la conciliación, y se le 
atribuían los errores y defectos duranguenses solamente a un grupo 
muy pequeño que no representaba a la totalidad de la población, sino a 
intereses particulares, y de ahí se puede decir que, aun con la polémica, 
Chihuahua postulaba la unión más que la separación. Así cierran este 
documento, fechado el 9 de marzo de 1824:

¡Padres de la patria! Cerrad vuestros oídos a proposiciones que solo 
atienden a trastornar las instituciones más bien combinadas, con prejuicio 
irreparable de los pueblos más acreedores a vuestra equidad y consideración: 
no creáis que hay la rivalidad que se os figura: todos quieren asegurar su feli-
cidad; y solo el espíritu del egoísmo y de partido, reducido a pocas personas, 
es el que puede oponerse a vuestros decretos, y estorbar la marcha majestuo-
sa que lleváis en la grandiosa obra de constituirnos. 38

La respuesta de Durango no se hace esperar, y para el 3 de abril de 1824 
ya existe una resolución, que sería el último documento de la discusión 
que nos permite comprender el contexto de la creación de Chihuahua 
como estado de la federación. En ese documento, la primera reflexión 
que hace Durango es la de citar el artículo de la Constitución donde se 
sostiene que “se modifiquen los estados conforme a la felicidad de los 
pueblos”; siguiendo este hilo, se sostiene que la felicidad de Durango es 
ser un estado por sí solo. De esa manera, Durango va debatiendo cada 
uno de los puntos que había defendido Chihuahua. El primero es el que 
proponía a Chihuahua como capital bajo el criterio geográfico:

Se hace valer mucho la situación topográfica de Chihuahua, en medio de 
Durango y Nuevo México. Si esta reflexión quiere decir que por estar en 

37  	 Ibid., p. 249.
38  	 Ibid., p. 252.
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medio de dos provincias deben componer las tres un estado, es el mayor 
absurdo que puede proferirse; pues, a ser cierto tal principio, cualquier pro-
vincia que estuviese entre dos, tres o cuatro podría justamente instaurar 
semejante pretensión. Si quiere decir que, suponiendo que las tres formen un 
estado, deberá la capital establecerse en Chihuahua, responderé que cuando 
el Congreso general declarase lo primero, sería tiempo de hacer valer esa 
reflexión en particular del estado; pero que de ningún modo tiene lugar hoy 
la cuestión principal de que se trata. Quiere también interesar Chihuahua a 
Durango exponiéndole la seguridad que le presta su reunión con ella, que la 
defenderá de las incursiones de las naciones bárbaras. Estas incursiones en 
otro tiempo eran temibles; mas en el día, el mismo abandono en que están 
los presidios manifiesta que son enteramente despreciables. A más de que, 
aun suponiendo que no lo fuesen, ni Chihuahua necesita de Durango, ni 
Durango de Chihuahua para contenerlas.39

En este mismo sentido, Durango insiste en que la separación es lo me-
jor, también por razones económicas, pues sostiene que los estados, al 
igual que las grandes familias, precisan de un caudal propio cada una. 
Es decir, que una familia con su caudal puede sobrevivir, pero cuando 
tiene que compartir, ya no le sería suficiente. O sea, que Durango rico no 
necesita de un Chihuahua pobre. Pero Durango dice que el federalismo 
no implica una separación definitiva, sino que serían como hermanos, 
pero sin que ello implique que un estado se arruine por ayudar a otro. 
La ayuda que Chihuahua necesitara debía recibirla del Gobierno federal. 
Y como último razonamiento, Durango se enfoca en demostrar que la 
separación también es útil para Chihuahua:

Queda probado manifiestamente que a Durango le es útil la separación de 
Chihuahua: veamos si a esta le será también. Su situación topográfica y la de 
Durango exigen naturalmente una comunicación de comercio e intereses: 
así es que cuantos auxilios le ha prestado Durango, directos o indirectos, 
tanto le ha de prestar en adelante únase o no con él. Si necesita una casa de 
moneda inmediata para acuñar sus platas, tiene la de Durango lo mismo 
que hasta aquí. Si necesita hombres ilustrados, los puede sacar de Durango 

39  	 Ibid., p. 254.



352

De la memoria a la Constitución. 

o de cualquier otra parte, ofreciéndoles alguna comodidad para vivir. Ni se 
diga formando un estado con los de Durango, los habitantes de este estado 
tendrían que ir a radicarse a Chihuahua. Los que lo estén ya en aquel lugar, 
solamente irían a este a residir el corto tiempo que lo exigieran sus emplea-
dos públicos, los que concluidos, volverían a su primera residencia. 40

Por último, Durango sostiene que las oficinas y la gente ilustrada no 
podrían transferirse de Durango a Chihuahua, y eso oponía otra impo-
sibilidad para lograr la unión. Este fue el argumento final de la discusión. 
Después de este intercambio, en julio de 1824 el Congreso decidió que 
Durango, Chihuahua y Nuevo México formaran territorios separados.

Desenlace legal: Personalidades del Primer Congreso 
de Chihuahua y su Constitución, 1824-1825

Después de la discusión de meses entre Durango y Chihuahua, uno pug-
nando por la separación y otro por continuar unidos, el 6 de julio de 1824 
se emitía la disposición del Congreso Constituyente para que Chihuahua 
fuera un estado aparte de Durango. De ahí que la Diputación Provincial 
comenzó a preparar las elecciones y la instalación de la Asamblea cons-
tituyente, la cual quedó integrada el 8 de septiembre de ese mismo año. 
Como primer acto, se decidió nombrar a un gobernador provisional y se 
decidió que fuera el coronel José de Urquidi. Los miembros del Congreso 
Constituyente de Chihuahua, además del gobernador José de Urquidi, 
fueron, entre otros: Mateo Sánchez Álvarez, diputado presidente; Manuel 
Simón de Escudero, secretario diputado, y José Ma. de Irigoyen, también 
secretario diputado. También formaron parte de este primer Congreso 
de Chihuahua: Juan Rafael Rascón, José María Echavarría, Mariano 
Orcasitas, Esteban Aguirre, Julián Bernal, Salvador Porras, Norberto 
Moreno y Juan Manuel Rodríguez, todos ellos como diputados propie-
tarios. Como diputados suplentes: Simón de Ochoa, José María Irigoyen, 
José María Porras y José Andrés Luján.41

40  	 Ibid., p. 257.
41  	 Vargas, Chihuahua…, p. 117. 
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El primer gobernador de Chihuahua, José de Urquidi, era un militar 
chihuahuense nacido en el Valle de Allende el 22 de abril de 1771. En 
1805, en La Habana, Cuba, fue ascendido a capitán. En 1816 fue parte 
de la comitiva que ingresó a México junto con el virrey Apodaca; fue 
empleado de la Secretaría del Virreinato. Consumada la Independencia, 
Urquidi adquirió el grado de coronel en 1821; el 7 de enero de 1822 se 
retiró del ejército y fue elegido diputado al primer Congreso nacional. 
Al disolverse el Congreso, se estableció en la hacienda de la Concepción, 
en el municipio de Allende, Chihuahua. En 1823 fue electo primer 
vocal de la Diputación Provincial de Chihuahua. Ocupó entonces la 
jefatura política de la Provincia de Chihuahua, cargo que desempeñó 
del 19 de noviembre de 1823 al 5 de abril de 1824, y del 17 de mayo al 
8 de septiembre de 1824. Cuando Chihuahua pasó de ser provincia a 
estado, fue electo diputado al Congreso Constituyente local, y ese 8 de 
septiembre fue nombrado gobernador provisional, cuyo mandato duró 
del 8 de septiembre de 1824 al 25 de septiembre de 1825; y después de 
una breve licencia, ocupó el puesto del 26 de noviembre de 1825 al 27 
de febrero de 1826.42

De los diputados del Congreso Constituyente de Chihuahua pode-
mos rescatar algunos datos primarios. El primero, Mateo Sánchez, fue 
un sacerdote originario de Durango; formó parte del tribunal eclesiástico 
que degradó a Miguel Hidalgo; fue vicario in capite de Chihuahua y par-
ticipó en el Constituyente todo el año de 1825 y 1826. En segundo lugar, 
Manuel Simón de Escudero, nacido en Hidalgo del Parral en 1783, fue 
mayor de Plaza en Durango y se recibió de abogado, y regresó a su pueblo 
natal a ejercer; sirvió como capitán de la milicia cívica y alcalde segundo 
constitucional; además, fue diputado del Congreso Constituyente de 
Chihuahua en 1824; pero perdió su carácter de representante en 1825 por 
salir sin permiso del territorio chihuahuense. Por otro lado, estaba José 
María de Irigoyen, nacido en la ciudad de Chihuahua en 1795; en 1820 
era teniente de milicia cívica, pero también fue regidor de ayuntamiento 
y en 1823 fue electo vocal de la Diputación Provincial de Chihuahua. En 
1824 fue designado al Congreso Constituyente chihuahuense.43

42  	 Sáenz, De provincia…, pp. 223-254.
43  	 Id.
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Juan Rafael Rascón fue un presbítero teniente de cura en Chihuahua 
en 1808, después fue párroco en Paso del Norte. También fue titular 
de la parroquia de Santa Fe, en Nuevo México y representante de este 
territorio como diputado. Fue cura coadjutor en Chihuahua capital y 
vicario in capite del primero de abril de 1824 al 1.º de marzo de 1835. José 
María de Echevarría había nacido en Santiago Papasquiaro, Durango, 
en 1787; hizo estudios profesionales como abogado en Durango, y en 
1820 llega a Parral y se vuelve hacendado. En 1822 fue alcalde constitu-
cional de Parral, y en septiembre de 1823 fue electo para la Diputación 
Provincial de Chihuahua. Por otra parte, Mariano Orcasitas, nacido en 
Chihuahua el 13 de octubre de 1780, fue funcionario del Ayuntamiento 
de Chihuahua; depositario de fondos de 1812 a 1819; síndico de ayun-
tamiento en 1813; alcalde de segundo voto en 1816 y alcalde de primer 
voto en 1819. En 1821 y 1823 Orcasitas fue electo alcalde de primer voto, 
y le tocó el 11 de agosto de ese año ser el primer jefe político cuando la 
provincia de Chihuahua se separó de la de Durango.44

Esteban Aguirre, otro diputado, nació en Aldama, Chihuahua, en 
1776; era comerciante y poseedor de minas; fue vocal en la Diputación 
Provincial de 1823 y también fue diputado constituyente. Otro diputado 
constituyente fue Julián Bernal, nacido en El Paso del Norte en 1788; 
fue capitán en las compañías patriotas españolas. Además de diputado, 
llegó a ser alcalde y jefe político en el Paso del Norte. Norberto Moreno, 
otro congresista local constituyente, era nacido en Satevó, Chihuahua, en 
1790; fue comerciante y alcalde constitucional de Allende. Otro de los 
diputados propietarios fue Juan Manuel Rodríguez, nacido en Álamos, 
Sonora, en 1780; hacia 1800 se fue a vivir a Parral por los negocios fami-
liares; fue administrador de alcabalas en Parral, y de ahí participó como 
diputado constituyente.45

De cada uno de los perfiles de los participantes en el Congreso 
Constituyente de Chihuahua, se pueden inferir algunas generalidades. 
En primer lugar, que la mayoría de ellos ya poseían experiencia en ejercer 
un cargo público. Que también todos eran americanos, en su mayoría 
criollos, y muy pocos tenían experiencia en asuntos legislativos o eran 

44  	 Id.
45  	 Ibid., pp. 196-198. 
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letrados, pero que casi todos eran oriundos del estado de Chihuahua. 
La Constitución de Chihuahua se publicó el 7 de diciembre de 1825 y 
se le juró lealtad en todas las instancias administrativas y políticas de la 
época.46 La figura de gobernador contenía atributos similares a los de 
gobernadores del periodo colonial, y también similares a los de intenden-
tes de las reformas borbónicas, así como elementos de la jefatura política 
influidos por el derecho gaditano. Se trataba de que el cargo recayera en 
una sola persona, pero que se apoyaría en un Consejo compuesto por un 
teniente gobernador, que podría llegar a ser gobernador en caso de que 
faltara el gobernador, o por renuncia o muerte. También se fueron elimi-
nando figuras políticas que podrían generar disputas; por ejemplo, el in-
tendente, que en el caso de Chihuahua persistía como parte del Gobierno 
provincial, pero como recaudador de impuestos. El 27 de septiembre de 
1824 se emite el decreto para que estas labores pasen al gobernador.

También el Congreso Constituyente emitió un decreto el 1.º de di-
ciembre de 1824 para determinar el funcionamiento del poder judicial 
y autorizar el desempeño profesional del juez de segunda instancia en 
Chihuahua. También otorgaba competencias para conocer causas de 
apelación en segunda instancia con la ayuda de dos conjueces, y en tercera 
con el apoyo de cuatro jueces más; la causa de intervención se refería en 
el orden civil y criminal. Pero existían dudas en el mismo Constituyente 
chihuahuense, y por eso se pidió ayuda al de Veracruz:

En este ejercicio constituyente, la falta de experiencia por parte de los di-
putados los llevó a apoyarse en otras experiencias para esta reorganización, 
tomando el ejemplo del estado de Veracruz; por ello pidieron al doctor 
Victoriano Mateos que se encargara de la magistratura en el modo y tér-
minos como se había hecho en Veracruz. Para el siete de noviembre [de 
1824] se nombró fiscal para el Supremo Tribunal al doctor Joaquín Escobar, 
encargado de la persecución de delitos. En esa misma fecha se decretó que 
provisionalmente el Tribunal Superior funcionaría con un solo magistrado, 
en la figura del doctor Mateos.47 

46  	 Ibid., pp. 223-254.
47  	 Ibid., p. 174.
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Al año siguiente, el 13 de junio de 1825 se ordenó el establecimiento del 
Supremo Tribunal de Justicia, que estaría compuesto por tres ministros 
y un fiscal; funcionarían como tribunales de segunda y tercera instancia, 
y también para la nulidad penal y civil. La primera instancia quedó 
a cargo de los Ayuntamientos. Otro rasgo interesante de la primera 
Constitución de Chihuahua fue que se le otorgó al Congreso un poder 
sin contrapesos, pues el Legislativo elegía al gobernador y presentaba 
la terna para los magistrados del Poder Judicial. Al Congreso también 
se le otorgaron las antiguas facultades que poseyeron las Diputaciones 
Provinciales, como establecer el gasto público y su distribución. El 
Congreso local debía componerse por no más de veinte y no menos 
que once, bajo la lógica de voto popular al estilo gaditano; los cargos 
duraban dos años y se sesionaba del primero de julio hasta septiem-
bre, pudiéndose prorrogar las sesiones hasta octubre, a petición del 
gobernador. La Diputación permanente estaba compuesta por cuatro 
propietarios y dos suplentes, presidida por el vicegobernador, quien 
tenía el voto de calidad en caso de empate. Internamente, el Congreso 
precisaba de un presidente al frente de las sesiones, que era elegido por 
la pluralidad de votos emitida por los diputados presentes y por escru-
tinio secreto; también se nombraban un vicegobernador, un secretario 
y un suplente. Así, la actividad legislativa fue aumentando hacia 1826, 
pero eso ya es parte de otra historia y de una investigación posterior.

Algo que pudiéramos comentar finalmente sobre las primeras dis-
posiciones del Congreso local, y que va en consonancia con la cultura 
política de la época es la importancia del ramo de Justicia, que como 
se ha visto es el primero que se legisla en el Estado. Ello nos lleva a 
pensar, pues la documentación y la historiografía así lo van señalando, 
que a partir de 1826 el tema de la Guerra Apache se tornará como un 
elemento constante en las preocupaciones políticas de Chihuahua. 
Es decir que la Seguridad territorial y las medidas de impartición de 
justicia se tornan cruciales para el establecimiento del Estado en tanto 
su funcionamiento inicial. Para que el fortalecimiento institucional 
local cobre sentido, se van dictando las primeras decisiones legislativas 
acerca de la impartición de justicia local; y es que como ya lo vimos 
en la Memoria, la falta de decisión administrativa sobre asuntos cru-
ciales conllevaba a la necesidad de poder decidir localmente sobre los 
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problemas propios y de manera rápida como una manera de gobernar-
administrar en lo cercano48.

Consideraciones finales o sobre la importancia del 
poder constituyente

Es una lucha interminable por recuperar su iniciativa creativa
en el terreno de la historia mediante un control real de sus medios

de autodefinición comunitaria en el espacio y en el tiempo. La elección
de la lengua y los fines para los que se usa esta son centrales en la

definición que un pueblo hace de sí mismo en relación con su entorno
social y natural, de hecho, en relación con la totalidad del universo.

 Ngûgî Wa Thiong’o, Descolonizar la mente

El Congreso constituyente de Chihuahua en el periodo 1824-1825 edificó 
una Constitución local; la fue construyendo sobre modelos jurídicos ya 
existentes, principalmente la Constitución de Cádiz. Pero ¿cómo era la 
política en el plano local? ¿Cuáles eran las preocupaciones o ideas polí-
ticas de ese momento? Algunas de las respuestas son las que intentamos 
desarrollar en este ensayo. Sabemos que las instituciones políticas que 
funcionaron durante la transición del Antiguo Régimen al Nuevo, en 
Chihuahua, fueron varias: la Diputación Provincial, que sirvió como 
espacio decisivo de la política local para definir, defender y hacer pro-
puestas políticas, pero que también fue el antecedente organizativo del 
Congreso local y de la gubernatura; los Ayuntamientos constitucionales, 
que atravesaron su existencia del Antiguo al Nuevo Régimen; la Provincia 
de la Nueva Vizcaya, división territorial y política, que dejó de centra-
lizar el poder político de la región que yacía en Durango y diseminarlo 
hasta alcanzar una autonomía chihuahuense. Aunque muchos de estos 
cambios del Antiguo al Nuevo Régimen los iremos viendo ya a partir 
del Primer Federalismo y hasta los inicios del Centralismo, en el periodo 
posterior 1826-1834 y hasta 1846; estos años serán abordados en trabajos 
posteriores que darán continuidad a lo aquí establecido.

48  	 Orozco, Las guerras…, pp. 47 y ss.
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En el apartado sobre la Diputación Provincial de Nueva Vizcaya, 
pudimos observar cómo a partir de la Independencia, y sobre todo con 
el ascenso y la caída de Iturbide en el poder, se van desatando la par-
ticipación política local en dos vertientes: por un lado, la presión para 
tomar decisiones políticas diferenciadas, tanto desde Durango como 
desde Chihuahua, que va a desembocar en que cada grupo-ciudad con-
tara con su propia Diputación Provincial, pero también la conciencia 
política chihuahuense de necesidades sociales específicas desarrolladas 
en la Memoria de 1822. Ambos puntos entrarán en una especie de dia-
léctica al confrontarse argumentativamente en las discusiones de la se-
paración entre Durango y Chihuahua. El resultado parcial de ello será 
el Constituyente de Chihuahua y la peculiaridad de sus personajes. De 
ello, hay que comentar que uno de los corolarios locales que pueden servir 
para continuar indagando sobre la historia de Chihuahua en la primera 
mitad del XIX, sobre todo para entender las dificultades del federalismo 
en Chihuahua, fue el hecho de que la división de poderes, uno de los 
principios liberales adoptados por la joven Constitución de 1825, estipuló 
la supremacía de la legislatura sobre los otros dos poderes. Como ya se 
dijo, el Congreso Constituyente se dio a la tarea de organizar y definir al 
ejecutivo estatal y al poder judicial. Ambas decisiones obedecían entonces 
a las preocupaciones de la época que van transformando a Chihuahua 
en el México independiente: un Gobierno local acotado por el Congreso 
y el Ayuntamiento local; un Poder Judicial que ayude a decidir sobre 
la inminencia de los problemas fronterizos, primero la guerra apache, 
después la influencia estadounidense. Pero estos temas también deben 
ser tratados con mayor detenimiento en futuros trabajos, pues ya son 
propios del periodo y de los años siguientes, 1826-1846. Otro asunto que 
queda pendiente de estudio es la factibilidad de hacer un seguimiento 
de la evolución territorial del estado. Sería interesante elaborar mapas 
que nos ayuden a la comprensión tanto de la separación de Durango (el 
deslindamiento interestatal es territorio inexplorado por la historiografía 
local) como de la conformación de Chihuahua, sus partidos y ayunta-
mientos. Ese esfuerzo requiere una investigación posterior y esperemos 
más adelante presentar algo al respecto. 

Por otro lado, lo ya revisado y comentado a lo largo del ensayo 
nos lleva a seguirnos planteando preguntas sobre la política local, pero 
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también, en un nivel de discusión más cercano a la reflexión teórica, 
nos empuja a cuestionarnos sobre la naturaleza del poder constituyente. 
Como historiadores de lo político y de lo social, lo lógico es que pense-
mos que la constitución jurídica se sobrepone a la constitución social, 
pensando que la constitución de la sociedad está formada por grupos de 
fuerzas; estas fuerzas sociales particulares poseen su propia normatividad 
intrínseca, que justamente está dada en términos políticos. En ese sen-
tido, se podría pensar que existe una constitución formal de la política 
y que después se va convirtiendo en una constitución material ya fijada 
en leyes específicas. Así, la constitución formal posee una elasticidad que 
se despliega entre las fuerzas políticas de la sociedad y que a su vez dan 
forma a la materialidad de las leyes necesarias y sus compromisos insti-
tucionales. Así, las Constituciones pueden entenderse como dispositivos 
dinámicos de lo social. 

Sin embargo, la naturaleza del poder constituyente sigue siendo 
estudiada, en nuestro caso, como elemento de construcción de la his-
toria política de un momento fundacional. Existen ambigüedades en 
las ideas políticas de la época, que se alcanzan a materializar en lo que 
llamaríamos el poder constituyente. Sería entonces este poder una especie 
de crisis del sistema político imperante y lo importante del trabajo que 
estamos haciendo sería identificar las mejores características críticas, sus 
contenidos críticos y sus esencias negativas. Y entonces, marcar asimismo 
los límites de esas crisis y comprenderlos. ¿Hay crisis en las oligarquías, 
en las formas políticas de organizarse, o hay continuidad velada? ¿La se-
paración de las viejas normas es conveniencia para la continuidad o una 
forma de adaptarse territorialmente a la crisis político-administrativa?

Se puede pensar también que el poder constituyente pareciera tener 
grandes momentos a lo largo de la historia moderna: como potencia 
productiva de una forma democrática de Estado (según Maquiavelo); 
como capacidad de representación fundada de manera clasista, en la 
Revolución inglesa; como modelo de constitucionalismo expansivo en el 
proyecto estadounidense; como fundación de una democracia igualitaria 
en la Revolución francesa; o como reorganización del concepto mismo de 
democracia y realización de una utopía, como en la Revolución rusa. Es 
factible pensar el poder constitucional como dispositivo de renovación del 
orden social, que ayuda a superar la miseria económica y la superstición 
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política; olvidar el origen de las cosas ayuda sobre todo a quienes quieren 
conservar el estado de las cosas.49

A diferencia de Schmitt, para quien el poder constituyente es poder 
de excepción, una función de mando como violencia fundadora; para 
Negri, el poder constituyente está vinculado con la instauración de un 
ordenamiento de la libertad e igualdad, como una especie de “máquina 
multitudinaria” que fundamenta la pasión de la vida política, como una 
especie de “dispositivo de composición de la multiplicidad encaminado 
a la creación de instituciones comunes”.50

Aquí es donde creemos poder reflexionar sobre el significado del 
poder constituyente en Chihuahua: si lo entendemos como un espacio 
público constituido dentro de sus propias condiciones de posibilidad y 
potencia. Como vimos a lo largo del ensayo, la vida política de Chihuahua 
queda retratada tanto en el desarrollo de la Diputación Provincial de 
Nueva Vizcaya como en las ideas de la Memoria de 1822, así como en 
las discusiones sobre la separación de Durango. Por un lado, se pueden 
pensar los sucesos bajo la visión de la idea de que las leyes chihuahuen-
ses son el ideal por el que soñaron los primeros fundadores del estado; 
o también se podría decir que las leyes chihuahuenses son un cam-
bio jurídico moldeado por la política del momento. Si optamos por la 
idealidad, sería más factible ver a la Constitución de Chihuahua como 
parte del sueño de libertad de los padres fundadores del estado; pero si 
pensamos en la Constitución como ese puñado de leyes creado por los 
intereses de la política del momento, pensamos que el esfuerzo en ese 
momento fue conservador y continuador de las instituciones del Viejo 
Régimen español. Se trataría de definir entonces si estamos ante un 
nuevo orden político social o ante la capacidad de resistir a un poder 
que fue colonial, y que después fue el temor al despotismo. 

Pero quizá de lo que se trata es de ya empezar a ver la historia de las 
ideas políticas mexicanas del xix no como una lucha sorda entre liberales y 
conservadores, o entre federalistas y centralistas, sino más bien en una serie 
nueva de formas políticas de entender la resistencia como pensamiento 
político mexicano central, que va dirigido a desgranar la gramática de los 

49  	 Negri, El poder…, p. 38.
50  	 Ibid., p. 12.
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conflictos, desde la lógica política de los adversarios en términos materiales 
y morales. Aunque eso nos lleve a otra historia realmente mexicana.
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DE NUEVO MÉXICO, 1822-1830

Martín González de la Vara
(El Colegio de Michoacán)

Entre 1822 y 1846 funcionó en Santa Fe de Nuevo México, de manera 
más o menos continua, una institución de representación política cono-
cida con distintos nombres. Se llamó Diputación Provincial entre 1822 
y 1824, cuando el estatus político de Nuevo México aún no se había 
determinado constitucionalmente; entre 1825 y 1836, se conoció como 
Diputación Territorial o Asamblea Territorial; con la instauración del 
centralismo, se le conoció como Asamblea Departamental o Asamblea 
legislativa, pese a que no era una legislatura propiamente dicha; y du-
rante unos meses entre 1845 y 1846 recuperó su nombre federalista de 
Asamblea Territorial, para ser finalmente abrogada por el ejército invasor 
de Estados Unidos en agosto de 1846.

En buena parte de sus casi veinticinco años de trabajo, este órgano 
trabajó de manera inconstante y sobre bases jurídicas endebles, pero aun 
así llegó a cumplir en determinados momentos una función de represen-
tación social para los nuevomexicanos. Bajo la sombra del gobernador y 
del comandante militar –puestos que con frecuencia eran ocupados por 
una misma persona–, la Asamblea local intervino en asuntos locales de 
toda índole y no solo actuó como un consejo consultivo del Ejecutivo 
local ni sus acciones se centraron únicamente en sus atribuciones jurídi-
cas, sino que también fungió como un espacio para el debate político. 
Ciertamente, los miembros de esta junta representaban a una pequeña mi-
noría de una provincia poco poblada y, por un tiempo, geográficamente 
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marginal; pero para estos cientos de vecinos nuevomexicanos, la Asamblea 
representó un espacio para dejar oír sus voces e intereses.

Entre 1822 y 1827, la Diputación Provincial –y luego Territorial– de 
Nuevo México fungió como una institución que dio cierta seguridad polí-
tica a los poco más de cuarenta mil habitantes de esa provincia y territorio. 
En tiempos de gran inestabilidad e incertidumbre, la Diputación local se 
convirtió en una institución que brindaba cierta certeza de gobernabili-
dad pese a su innegable debilidad jurídica. Esta asamblea vivió momentos 
muy agitados desde su integración en 1822 hasta aproximadamente 1827, 
cuando el territorio nuevomexicano pareció adecuarse a las realidades 
políticas de México como país independiente. Así, este trabajo intentará 
mostrar cómo la Diputación tuvo un papel de vital importancia en la 
adaptación de Nuevo México como territorio mexicano de frontera. 

Un origen accidentado

Durante siglos, Nuevo México fue una provincia de frontera subsidiada, 
donde se pagaban muy pocos impuestos –solo diezmos y contribuciones 
locales– debido a que se reputaba el servicio militar como defensa del 
imperio ante agresiones externas y de los indios bárbaros como la justa 
contribución de los súbditos a su soberano. Durante la lucha insurgente, 
la provincia de Nuevo México, al igual que casi todas las del Septentrión, 
se mantuvo en el bando realista, y los gobernadores provinciales y co-
mandantes generales de las Provincias Internas se mantuvieron fieles al 
Gobierno español hasta 1821. Entre 1812 y 1820, solo se registraron unos 
cuantos casos de presunta infidencia en la provincia y ninguna condena. 

Pese a que Nuevo México se mantuvo relativamente aislado de la lu-
cha insurgente y lejano a las agitaciones políticas del centro del virreinato, 
sí resultó profundamente afectado por la inestabilidad en la que cayó el 
Imperio español a partir de 1808, y sobre todo los cambios inducidos 
por la crisis de la invasión napoleónica a España. Como bien se sabe, las 
Diputaciones Provinciales dentro del Imperio español tienen sus oríge-
nes en las disposiciones de las Cortes de Cádiz. En marzo de 1811, las 
Cortes promulgaron un reglamento provisional de las juntas de provincia, 
pensando en el desarrollo de los acontecimientos en la Península. Meses 
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más tarde, el diputado por las Provincias Internas de Oriente, Manuel 
Ramos Arizpe, presentó un proyecto para el establecimiento de juntas 
provinciales en los dominios americanos de España, en el cual destacó 
la necesidad de establecer una para las provincias que él representaba. 

En noviembre de 1811 la Comisión de Constitución presentó un 
proyecto sobre el gobierno económico de las provincias que preveía “una 
diputación compuesta de personas elegidas libremente por los pueblos de 
su distrito”.1 En decretos posteriores promulgados por las Cortes a lo 
largo de 1813, las diputaciones provinciales adquirieron mayores poderes 
de supervisión al poder civil y hasta de promoción económica. El decreto 
del 23 de junio de ese año les daba poderes para supervisar buena parte de 
la administración local, como el gasto de los fondos y la recaudación de 
impuestos, para vigilar y evaluar el desarrollo de los asuntos eclesiásticos, 
para fomentar la economía con el levantamiento de censos, la toma de 
medidas para promover la agricultura, el comercio y la industria y para 
fomentar la salud pública, entre otros poderes.2

A Nuevo México, las medidas reformistas de las Cortes gaditanas 
comenzaron a llegar apenas a mediados de 1811, en tiempos en que las 
rebeliones insurgentes, las amenazas de posibles invasiones de extran-
jeros y una permanente vigilia ante las incursiones de los “bárbaros” 
ocupaban más la atención de los nuevomexicanos. Aun así, en los años 
subsiguientes los grandes temas políticos en la provincia fueron la elección 
de diputados a las Cortes españolas, la instalación de los Ayuntamientos 
constitucionales y la integración de una Diputación Provincial para las 
Provincias Internas de Occidente, que comprendería entonces las pro-
vincias de Sinaloa, Sonora, Nuevo México y Nueva Vizcaya. En agosto 
de 1811, en una reunión de ciudadanos notables en la capital Santa Fe, 
se eligió a Pedro Bautista Pino como diputado a las Cortes constitucio-
nales el 11 de agosto de 1811, y casi de inmediato procedió con su viaje 
a Cádiz, adonde llegaría un par de meses después de haberse promul-
gado la Constitución.3 Entre 1812 y 1815, la creación e instalación de 

1 	  Proyecto de Constitución del 24 de diciembre de 1811, en Calvillo, La república…, pp. 
465-469.
2 	  Dublán y Lozano, Legislación…, pp. 416-419.
3 	  El mejor estudio acerca de Pedro Bautista Pino y su papel en Cádiz, en la introducción 
y notas hechas por Jesús Paniagua en Baptista y López, Exposición…
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los Ayuntamientos constitucionales y su posterior desmantelamiento 
crearon un cierto clima de fervor político entre los cerca de solo 650 
nuevomexicanos que realmente estaban calificados para participar en 
las juntas y elecciones locales.4

Los datos acerca de la posible instalación de una Diputación de las 
Provincias Internas de Occidente en este periodo resultan ser mucho más 
esquivos. En febrero de 1814 se integró una Junta Provincial preparatoria 
en Durango para jurar la Constitución y realizar elecciones de diputados 
y miembros de la Diputación Provincial que solo representaría al sur 
de Nueva Vizcaya. El 13 y el 14 de marzo de 1814, a su vez, otra Junta 
Provincial se reunió en El Paso del Norte con delegados de la provincia 
de Nuevo México y del norte de la Nueva Vizcaya que apoyaban la idea 
del establecimiento de una diputación específica para estas regiones. En 
dicha Junta, presidida por el teniente de gobernador nuevomexicano 
Rafael Montes, entre otros nombramientos, se eligió a Francisco José 
de Jáuregui y Simón Ochoa –ambos regidores de Chihuahua– como 
diputados a Cortes titular y suplente, mientras que se nombró también 
delegados por Nuevo México a una presunta Diputación Provincial 
de las Provincias Internas a Juan Ortiz, de Santa Fe, como titular, y 
Francisco Xavier Chávez, de Alburquerque, como suplente, al igual que 
un diputado más por Chihuahua y su respectivo suplente; sin embargo, 
al parecer, esta Asamblea ya nunca logró realmente integrarse debido a 
la derogación de Constitución de Cádiz en 1814.5 

El retorno a una situación preconstitucional fue, al parecer, muy 
expedito en Nuevo México, y para abril de 1815 prácticamente todos 
los ayuntamientos habían sido extinguidos y se había vuelto al sistema 
de alcaldías. Sin embargo, con la restauración constitucional de 1820, 
resurgió la actividad política local que había caracterizado al primer 
periodo gaditano. En esta ocasión, la situación política novohispana se 
estaba decantando por la independencia, pero de una manera ambigua 
y contradictoria, lo que obligaba a los actores políticos a actuar con una 
gran mesura. Una vez más, en la provincia nuevomexicana, Pedro Bautista 
Pino fue elegido diputado a Cortes españolas a mediados de julio de 1821, 

4 	  Simmons, Spanish…, pp. 206-211. 
5 	  Benson, The Provincial…, pp. 14 y 133; Domínguez, Estado…, pp. 349-359. 



367

Martín González de la Vara

pero a principios de octubre, estando en Veracruz presto para embarcarse, 
recibió la noticia de la consumación de la Independencia mexicana y 
decidió regresar a su país natal. Al tiempo, a partir de la restauración de los 
Ayuntamientos constitucionales, el gobernador de la Provincia, Francisco 
Melgares, extendió el beneficio a los indios pueblos, a cuyas comunidades 
se les había permitido establecer estos cuerpos en el trienio de 1812 a 1815. 

Y finalmente quedaba pendiente la tarea de erigir las diputaciones 
provinciales necesarias, un ejercicio que resultó más arduo de lo pensado. 
A lo largo de 1820 y hasta principios de 1823 resurgieron los intereses 
locales en las Provincias Internas. En las Provincias Internas de Oriente, 
se erigieron en rápido orden las diputaciones desde Nuevo Santander, 
Texas y Coahuila.6 En las de Occidente, mientras tanto, desde mediados 
de 1820, se intentó crear la Diputación de las Provincias Internas de 
Occidente y realizar elecciones de sus diputados. En la ciudad de Arizpe, 
considerada la capital de las Provincias Internas occidentales, rápidamente 
se organizó en esa ciudad la elección de delgados por la provincia de 
Sonora y Sinaloa –unificadas entonces como la Intendencia de Arizpe–, y 
resultaron electos los señores Carlos Espinoza de los Monteros y Marcelino 
Bátiz, respectivamente.7 Sin embargo, estos diputados electos, y ningún 
otro de esa provincia, acudirían a las sesiones de la Diputación de las 
Provincias Internas cuando esta se instaló. 

En esta junta preparatoria no se contó con la participación de las elites 
de Nuevo México y Nueva Vizcaya, que consideraban a Arizpe como un 
lugar poco propicio para ser la sede de la Diputación por su lejanía, escasa 
población e inseguridad para viajar hasta ella. Una vez más, dentro de la 
Nueva Vizcaya, las ciudades de Chihuahua y de Durango se comenzaron 
a disputar la sede de la pretendida Diputación, con varios argumentos.8 
En este contexto, el comandante general Diego García Conde comenzó 
a organizar su propia reunión preparatoria de las Provincias Internas 
de Occidente en Chihuahua para junio de ese 1820, sin que se sepa el 
resultado de sus esfuerzos.9

6 	  Benson, The Provincial…, p.139. 
7 	  López, Diccionario... 
8 	  Domínguez, Estado…, p. 420; Domínguez, “Autonomía…”, pp. 1066-1069. 
9 	  SANM, microfilmes en la Universidad de Texas en El Paso, rollo 21, ff. 401-408.
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Lo que sí sabemos es que, de nueva cuenta, como lo habían hecho en 
1814, se integró una junta de delegados de Chihuahua y Nuevo México en 
El Paso del Norte para elegir diputados a Cortes y a una futura Diputación 
Provincial de Nueva Vizcaya paralela a la que ya se organizaba en la ciudad 
de Durango. En el rejuego entre las ciudades de Chihuahua y de Durango, 
parece que la primera contaba con el apoyo del gobernador de Nuevo 
México y su incipiente elite política debido a la mayor cercanía y relaciones 
de parentesco entre los nuevomexicanos con los chihuahuenses que con 
los duranguenses. Aun así, esta segunda junta de El Paso del Norte no 
arrojó como resultado la creación de una Diputación Chihuahua-Nuevo 
México, sino, por el contrario, el reconocimiento de la que la Diputación 
oficial que representaría a toda la Nueva Vizcaya y a Nuevo México sería 
la que ya se estaba organizando en la ciudad de Durango. 

En octubre de 1820 resultaron así electos por Nuevo México para 
la Diputación de las Provincias Internas de Occidente con sede en 
Durango, y ya sin la participación de Sonora y Sinaloa, Juan José Ruiz 
de Bustamante y Lorenzo Gutiérrez, como diputados propietarios, y 
Santiago Ortiz, como diputado suplente, lo que implica que para entonces 
la Diputación duranguense era la única con reconocimiento oficial. Se 
tiene noticia de que la Diputación se instaló de manera oficial y comenzó 
sus trabajos en Durango el 26 noviembre de 1820, pero no se cuenta con 
las actas de su primer año de actividades. Además, en los siguientes meses 
los acontecimientos políticos novohispanos se precipitaron y se abrió un 
largo periodo de inestabilidad que abarcó todo el primer semestre de 1821, 
en el cual hubo hasta acciones militares en Durango, y a buen seguro el 
funcionamiento de esta Diputación tuvo muchas interrupciones. Sabemos 
que los chihuahuenses no eligieron delegados para la Diputación oficial 
que sesionaría en Durango y que esta comenzó a operar sin representantes 
del norte de Nueva Vizcaya, pero a fines de 1821 había concurrencia un 
tanto discontinua de diputados chihuahuenses. 

De los diputados nuevomexicanos electos con meses de anticipación, 
solo Lorenzo Gutiérrez asistió a las sesiones correspondientes en Durango, 
al menos entre septiembre de 1821 y enero de 1822, ya que es el único 
que aparece en las actas. De hecho, en esas reuniones, Gutiérrez partici-
pó de manera activa en los debates y consultas hechas a la Diputación, 
aunque fueron escasos los temas relacionados con Nuevo México, como 
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la atención a conflictos de intereses entre los comerciantes de El Paso del 
Norte y sus colegas foráneos, el proyecto de establecimiento de una casa 
de asistencia pública en Santa Fe, los problemas de avío de los presidios 
nuevomexicanos o la viabilidad o no de una comisión para el diputado 
nacional en la ciudad de México y para el diputado a Cortes.10 

El 25 de enero de 1822, al llegar la noticia a Durango de que Nuevo 
México estaba ya constituyendo su propia Asamblea provincial, Lorenzo 
Gutiérrez recibió una constancia de su buena participación en dicha 
representación y se le despachó amablemente a su provincia. Meses más 
tarde, Lorenzo Gutiérrez apareció en la reunión de la Asamblea local en 
Santa Fe del 22 de agosto de ese 1822, y rindió un breve informe de sus 
labores en la Junta de Nueva Vizcaya. Los diputados nuevomexicanos 
le dieron la bienvenida a la provincia y lo felicitaron por su labor en la 
ciudad de Durango.11

La imposibilidad de unificar a las Provincias Internas de Occidente 
en una sola Diputación fue pronto también evidente incluso para los 
sinaloenses y sonorenses. A mediados de 1822, José Miguel Riezgo, 
Salvador Porras, Francisco Velasco y Manuel José Zuloaga, todos ellos 
diputados chihuahuenses y sonorenses al Congreso Constituyente 
mexicano, afirmaban de manera un tanto tardía que

consideramos también que en Chihuahua, en Santa Fe del Nuevo México y 
en las provincias de Sonora y Sinaloa [además de Nueva Vizcaya, en Durango] 
deben establecerse sus respectivas juntas provinciales para que, estando a 
la vista los negocios y con prácticos conocimientos de las circunstancias 
locales, puedan cómodamente dar impulso a los asuntos de sus atribuciones 
y despacharlos con la prontitud que demanda el bien público. 12

10  	 Navarro, “Introducción”, pp. 47-113.
11  	 Las actas de la Diputación Provincial de Nuevo México se conservan en el NMRCA, 
dentro de la colección Mexican Archives of New Mexico; sin embargo, su versión más 
conocida es la colección de microfilmes del mismo nombre que se encuentra en varias 
bibliotecas de México y Estados Unidos. Las actas están casi todas concentradas de ma-
nera cronológica en el rollo 42, pero también hay actas sueltas diseminadas a lo largo de 
la colección. En este caso, solo se citarán por el día de la reunión si pertenecen al rollo 42. 
Acta del 22 de agosto de 1822. 
12  	 “Memoria sobre las proporciones naturales de las Provincias Internas Occidentales, 
causas de que han provenido sus atrasos providencias tomadas con el fin de lograr su 
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Para entonces, ya se habían integrado las Diputaciones Provinciales 
en Nueva Vizcaya, Sonora y Sinaloa, en Nuevo México e incluso en 
las Californias,13 siendo hasta ahora muy difícil determinar si la de 
Chihuahua realmente llegó a integrarse, pues para febrero de 1823 el 
diputado Salvador Porras informaba que aún no se separaba de la de 
Nueva Vizcaya que sesionaba en Durango. Pese a que se podría pensar 
que ya era caduca la idea de una sola Diputación para las ya prácticamente 
extinguidas Provincias Internas de Occidente, para mayo de 1823 un 
grupo de diputados constituyentes de Sonora, Chihuahua y Durango 
pedían la constitución de una sola junta provincial, aun cuando el proceso 
de disgregación de diputaciones ya estaba consumado.14

La Diputación en aguas turbulentas, 1822-1824

Los orígenes de la Diputación Provincial de Nuevo México no están aún 
del todo definidos en medio de un escenario tan incierto. Obviamente, su 
instalación fue el resultado de una fragmentación política de las Provincias 
Internas que parece obedecer a una descentralización generalizada de la vida 
política novohispana. De manera más o menos abrupta, se manifestaron 
intereses locales que, aunque ya existían, vieron en la disgregación de las 
grandes instituciones políticas una oportunidad para dejarse ver y llenar 
el vacío que había dejado la lucha por la independencia mexicana. 

De hecho, la inopinada erección de la Diputación Provincial de 
Nuevo México se ha considerado como un parteaguas en la instauración 
del federalismo mexicano, pues, como menciona Nettie Lee Benson, 
“cuando Nuevo México estableció su Diputación Provincial sin ninguna 
autorización, comenzó cierta agitación a favor del establecimiento de 
Diputaciones Provinciales”.15 Sin embargo, para entonces ya parecía 
haber un entendido entre cinco las provincias constituyentes de la 
Comandancia General de las Provincias Internas de Occidente de que cada 

remedio, y las que por ahora se consideran oportunas para mejorar su estado, e ir propor-
cionando su futura felicidad”, en Altamirano y Villa, Chihuahua…, p. 190. 
13  	 Perez, “The evolution…”, pp. 72-73.
14  	 Domínguez, Estado…, p. 422.
15  	 Nettie Benson, The Provincial…, p. 71. 
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una de ellas debía contar con su Diputación local ente la imposibilidad 
de establecer una para todas ellas debido a lo extenso de la jurisdicción.16 
Lo que sí podemos concluir perentoriamente es que la instalación de la 
Diputación Provincial de Nuevo México correspondió a buen seguro 
con una tendencia general que podríamos calificar de federalista, pero 
que en este caso no se asociaba por necesidad a un programa político 
definido y sí a intereses locales y hasta personales.

A principios de 1822 no había justificación legal alguna para que Nuevo 
México erigiera una diputación. Su población apenas sobrepasaba los 
cuarenta mil habitantes y estaba bien clara su pertenencia a la Comandancia 
General de las Provincias Internas de Occidente, lo que no debía dar 
pie a ninguna posibilidad legal para integrar una junta; sin embargo, en 
algún momento hubo convocatoria y elección de representantes con la 
obvia aceptación del entonces gobernador y comandante militar Facundo 
Melgares. De alguna manera, la alianza de Nuevo México con los políticos 
chihuahuenses, a los que se unió en distintas ocasiones para enfrentar la 
presunta hegemonía de Durango, se había fracturado irremisiblemente.

Además de gobernar una de las provincias más tranquilas de la 
Nueva España, Facundo Melgares fue uno de los últimos jefes políticos 
y militares que aceptó tarde y a regañadientes la consumación de la 
Independencia mexicana. En abril de 1821 habían llegado a Santa Fe las 
noticias de la promulgación del Plan de Iguala y su rápida adopción por 
parte de muchos oficiales y comandantes de fuerzas armadas. Melgares no 
adoptó en principio el Plan, pero el comandante militar de las Provincias 
Internas, Diego García Conde, básicamente lo obligó a reconocerlo, lo 
que hizo a la postre en julio.17 En los meses siguientes, Melgares dilató 
todo lo posible en su provincia las noticias de los avances del Ejército 
Trigarante, pero el 12 diciembre de 1821 el comandante general García 
Conde le anunció “el triunfo de la libertad megicana [sic]”,18 por lo 
que, después de algunas semanas de vacilaciones, se vio obligado por la 
realidad a aceptar la Independencia mexicana y mandó celebrarla en la 
capital Santa Fe el 6 de enero de 1822. 

16  	 Véase Riezgo, “Memorias…”, pp. 190 y 204. 
17  	 SANM, r. 21, f. 746-747.
18  	 SANM, r. 21, f. 652.
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Es en ese momento cuando Melgares, presumiblemente, se decidió a 
iniciar los trabajos para la instalación una diputación propia para la provincia. 
No se conocen detalles específicos de las pláticas entre el gobernador de 
Nuevo México –Facundo Melgares– y la incipiente elite de la provincia, 
pero a buen seguro hubo negociaciones que posibilitaron la existencia de 
este cuerpo a pesar de que Melgares siempre fue un realista incondicional. 
El reconocimiento a una hipotética oligarquía local dejaba de lado otras 
jurisdicciones que pesaban sobre la provincia, en especial la autoridad del 
comandante general de las Provincias Internas y de su comandante interino 
de Nuevo México, quien representaba sus intereses en esa región. En este 
sentido podría explicarse la precipitación en la formación de la Diputación 
Provincial nuevomexicana como un intento de Facundo Melgares, apoyado 
con toda o buena parte de la elite local, para “redefinir” la provincia con el 
fin conservar su integridad y un cierto coto de poder. Aunque después de 
su instalación la Diputación usó durante meses el título de “Provisional”, 
queda claro que las intenciones de la autoridad y la elite local eran hacer 
valer sus derechos de autonomía frente a la posibilidad de que Nuevo México 
quedara incluido en una provincia de mayor envergadura, como en el caso 
de las Provincias Internas de Oriente y Occidente.

Se sabe entonces que en ese mismo mes Melgares convocó a repre-
sentantes de las catorce alcaldías de la provincia para que se reunieran en 
Santa Fe con el propósito de elegir a siete miembros de la Diputación 
Provincial y a un diputado para el Congreso Nacional en la ciudad de 
México, sin consultar ni con el comandante general de las Provincias 
Internas ni con ninguna otra autoridad, pero siguiendo el proceso de 
creación autónoma de diputaciones que entonces se daba prácticamente 
en toda la Nueva España. 19 El 29 de enero, a semanas de haber iniciado 
actividades en ese sentido, Melgares envió al Consejo de la Regencia 
un oficio para explicar que en Nuevo México se iba a formar una Junta 
Provincial, pero la autorización oficial llegó en julio del mismo año, 
cuando la Diputación ya sesionaba de manera ordinaria.20 

19  	 Weber, The Mexican…, pp. 9-11. La fragmentación de las Diputaciones oficiales llevó 
a que para fines de 1822 hubiera veintidós Diputaciones Provinciales instaladas en el te-
rritorio del nuevo país. 
20  	 Acta del 16 de diciembre de 1822. 
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En la opinión de Melgares, era necesario contar con el apoyo de la 
elite nuevomexicana para consolidar su endeble posición de gobernador, y 
esta necesitaba el soporte del gobernador para obtener legitimidad política 
mediante un órgano que pudiera representar sus intereses.

Para darle una cierta validez a estas acciones, Melgares y la propia 
Diputación enviaron de inmediato y por medio del diputado Francisco 
Pérez Serrano, un escrito al Congreso Constituyente, el cual consta de 
recibido en marzo de ese 1822 por el ministro universal José Joaquín de 
Herrera, quien solo aceptó de recibido el ocurso sin hacer comentario 
alguno.21 Días más tarde, se recibió en el Congreso nacional el diputa-
do nuevomexicano Pérez Serrano, a quien felicitaron sus colegas por su 
oportuna elección y por la rapidez con la que también se había elegido a 
los miembros de la Diputación Provincial de Nuevo México.22 Con estas 
acciones un tanto precipitadas, Melgares y los políticos nuevomexicanos 
buscaban presentarse ante el Congreso y ante las elites políticas de otras 
regiones mexicanas como un grupo compacto, bien organizado y en 
control de su provincia. En el interior de Nuevo México, la instalación 
de la Diputación fue aceptada rápidamente por los pocos actores políticos 
existentes; por ejemplo, el 17 de abril de 1822, apenas en su tercera sesión 
ordinaria, el Ayuntamiento de la capital Santa Fe felicitó a Facundo 
Melgares de manera oficial por la erección de dicha Junta.23 

La Diputación nuevomexicana se instaló en Santa Fe el 14 de abril 
de 1822, y al día siguiente tuvo su primera reunión ordinaria.24 En 
general, la Diputación comenzó a reunirse dos veces a la semana; contaba 
con siete miembros y el gobernador o jefe político la presidía en la gran 
mayoría de las ocasiones. Durante sus primeros años de vida trabajó de 
manera continua y constante, pero siempre dependiente de ser convocada 
por el gobernador o jefe político. De hecho, Facundo Melgares esperaba 
que la Junta sirviera como un aval de sus decisiones ante las nuevas y 
cambiantes autoridades nacionales, pero se convirtió en algo más que eso; 

21  	 AGN, Gobernación, c. 54, exp. 8, sf.
22  	 Benson, The Provincial…, p. 71.
23  	 Sesión del 17 de abril de 1822.
24  	 La primera acta con que contamos está numerada con el 2 y fechada el 15 de abril de 
1822, y por la secuencia de las reuniones, parece que la primera reunión de esta asamblea 
se realizó hacia el 13 de abril anterior. Actas del 15 y 17 de abril de 1822 y subsiguientes. 



374

La Diputación Provincial y territorial de Nuevo México, 1822-1830 

en una suerte de grupo de apoyo que no solo de le daba al jefe político 
o gobernador en turno un apoyo casi incondicional, sino una sólida 
base política local que no solo secundaba o asesoraba al Ejecutivo local, 
sino que proponía soluciones prácticas ante la inestabilidad política y 
administrativa por la que atravesaba el naciente país. 

Una de las primeras acciones políticas de la Diputación fue la de-
signación de un diputado al Congreso Constituyente nacional. En este 
sentido, la Junta decidió que apoyaría la decisión de Facundo Melgares, 
aunque también formó una comisión interna para apoyar al jefe político; 
como sabemos, la decisión recayó en Francisco Pérez Serrano. 

Los presuntos afanes de Melgares para permanecer en la jefatura 
política de Nuevo México parece que no fueron suficientes, pues apenas 
en julio de 1822 fue relevado de su cargo por Francisco Javier Chávez, un 
político local de cierto renombre que tendría el cargo durante algunos 
cuantos meses hasta la llegada de un primer jefe político formalmente 
nombrado por el Congreso Nacional, pero también oriundo de la locali-
dad: Bartolomé Baca. Para 1823, Baca tuvo que compartir su autoridad 
con un comandante militar inspector, enviado también desde la ciudad 
de México: Antonio Vizcarra. Militar fronterizo de origen sonorense, 
Vizcarra ya conocía la situación defensiva de Nuevo México y no era 
extraño a sus problemas militares, pero pronto entró en conflicto con 
el jefe político por el manejo de los escasos recursos del erario local. Al 
paso de los meses, las necesidades militares se impusieron y Vizcarra 
acaparó los mandos político y militar en sí mismo, pese a que estaba 
expresamente prohibido. Su sucesor, el coronel Antonio Narbona, fue 
nombrado también jefe político y comandante militar en septiembre 
de 1825, y mantuvo ambos puestos hasta mediados de 1827. A pesar de 
no ser nuevomexicanos, tanto Vizcarra como Narbona parecen haber 
encontrado en la Diputación local un instrumento de apoyo para sus 
decisiones, como veremos más adelante.

Mientras que la Diputación nuevomexicana fue aceptada de mejor 
o peor grado por algunas autoridades, otras manifestaron su oposición. 
El comandante general de las Provincias Internas de Occidente por lo 
general asumía las posiciones de la elite chihuahuense, tal vez resentido 
por la “defección” de Nuevo México, y comenzó a dudar de la legalidad 
de la Asamblea nuevomexicana. En un principio, la Diputación Provincial 
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de Nueva Vizcaya –que sería la institución más afectada directamente 
por la erección de su homóloga en Nuevo México– no opuso mayores 
obstáculos para la instalación de la Junta nuevomexicana, pero en di-
ciembre de 1822 el comandante de las Provincias Internas de Occidente 
hizo llegar desde Chihuahua a la Diputación Provisional local un recla-
mo por su ilegalidad. La Asamblea contestó entonces que su instalación 
se basaba en las mismas leyes que las demás diputaciones provinciales 
habían utilizado para su integración, y solo bastaba dar certidumbre 
a las provincias para que estas Juntas se constituyeran de manera más 
institucionalizada. Para ello, la Junta mostró los documentos de acepta-
ción en los que la Junta Nacional Instituyente y la Diputación Provincial 
de Nueva Vizcaya habían aceptado sin problema la instalación de la 
Diputación nuevomexicana.25 Este roce tal vez demuestra que la posible 
alianza entre Chihuahua y Nuevo México para el momento parecía ya 
totalmente rota.

En los meses siguientes, el Congreso Nacional tuvo la tarea de 
organizar el territorio mexicano bajo diversas jurisdicciones a la vez que 
enfrentaba enormes retos, incluida su propia disolución durante el Imperio 
de Iturbide. A partir de 1823 se comenzó a legislar en el importante asunto 
de las jurisdicciones norteñas, y así el Acta Constitutiva de los Estados 
Unidos Mexicanos mandó que se formara un inmenso Estado Interno 
el Norte. Este enorme estado abarcaba las antiguas provincias de Nueva 
Vizcaya y Nuevo México, y apenas se puede decir que funcionó a lo lar-
go de 1823 como sucesor de la Comandancia General de las Provincias 
Internas de Occidente, sin Sonora ni Sinaloa, provincias que durante algún 
tiempo formarían también un solo estado. Desde su erección, el Estado 
Interno del Norte tuvo dificultades para establecer su capital, pues tanto 
Durango como Chihuahua se constituyeron en tal, con lo que revivieron 
una añeja rivalidad. Y en los hechos, este Estado Interno parece no logró 
establecer una administración en su enorme jurisdicción.

En Nuevo México, podemos constatar en las actas de la Diputación 
local en fechas tan tempranas como julio de 1823 la noticia de la creación 
de este extenso estado. A los pocos días de recibida la noticia, la Asamblea 
local eligió dos diputados para la nueva y supuesta Legislatura estatal 

25  	 Acta del 16 de diciembre de 1822. 
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–Agapito Albo y Juan Bautista Vigil–, pero la Diputación Provincial 
nuevomexicana siguió sesionando de manera normal en Santa Fe.26 
El nuevo estado no tuvo el poder para disolver las Asambleas locales 
existentes –como sucedería en otras partes del norte mexicano–, sino 
que la de Nueva Vizcaya simplemente cambió su nombre a Diputación 
Provincial de Durango y dejó en funciones la de Chihuahua –integrada 
realmente en octubre de 1823– y la de Nuevo México.27 

Para marzo de 1824, las actas locales todavía lucían un sello con un 
águila como símbolo del Estado Interno del Norte. En efecto, la rivalidad 
entre chihuahuenses y duranguenses llevó a que no se pudiera instituir 
ninguna administración estatal norteña, pese a que los nuevomexicanos 
habían ya elegido a un par de diputados para una segunda Legislatura 
local, y de esa manera tal vez aceptaban, resignados, su existencia y su 
inclusión en él.28 En octubre de 1824 regresaba de la ciudad de México 
a Santa Fe el diputado Juan Bautista Vigil, con la buena noticia de que 
el Estado Interno del Norte pronto se desintegraría, por lo que la lucha 
política local se centraba ahora en que Nuevo México no fuera absor-
bido por el posible nuevo estado de Chihuahua; y por tanto, pedía su 
integración a México en un estatus de territorio.29 

En efecto, para entonces, un decreto del 6 de julio de 1824 había ya 
separado al Estado Interno del Norte en tres entidades: los estados de 
Chihuahua y Durango y el territorio de Nuevo México. En ese decreto 
también se confirmaba la agregación del partido de El Paso del Norte 
–el más rico de la provincia nuevomexicana– al estado de Chihuahua.30 
La narración hasta ahora conocida de esta desmembración nos dice que 
fueron los propios paseños quienes, encabezados por el cura José Rafael 
Rascón –nativo de Chihuahua–, pidieron el cambio de jurisdicción 
por tener más ligas políticas y económicas con Nueva Vizcaya que con 
Nuevo México. Sin embargo, es posible que los políticos nuevomexicanos 

26  	 Acta del 23 de julio de 1823.
27  	 Navarro, “Introducción”, p. 455. Hay evidencia del reconocimiento a la Diputación de 
Chihuahua en el acta de 12 de abril de 1822. 
28  	 Acta del 12 de marzo de 1824.
29  	 Actas del 10 de agosto y del 31 de octubre de 1824.
30  	  Orozco, El estado…, pp. 131-133; Decreto, en Dublán y Lozano, Legislación…, , pp. 
709-710.



377

Martín González de la Vara

tuvieran que ceder a esta desmembración de su territorio para lograr que 
les fuera reconocida su autonomía con respecto a Chihuahua, además de 
las constantes pugnas sobre recursos que existían entre el Gobierno local 
de Nuevo México y el Ayuntamiento de El Paso del Norte.31 

La Constitución federal de octubre de 1824 ratificó estas disposiciones, 
con lo que dejó a Nuevo México y a otros territorios en un limbo político 
respecto a sus Diputaciones. De esta forma, la Diputación nuevomexicana 
–cuyo nombre variaría a Junta o Asamblea territorial o departamental 
según los tiempos– funcionó durante un cuarto de siglo sin tener un 
cuadro legal adecuado con el cual enmarcar sus poderes y actividades. 

En su faceta de encargada de las relaciones con autoridades foráneas, 
la Diputación debía acomodarse al curso de los acontecimientos públicos 
del país, tarea que con frecuencia se le dificultaba debido al desfase en las 
comunicaciones. Es decir, las noticias nacionales llegaban notablemente 
retrasadas a Nuevo México y las autoridades locales –Asamblea incluida– 
reaccionaban de manera errónea o tardía a ellas. Un ejemplo de esta 
autoridad adquirida se dio a principios de 1823, cuando comenzaron a 
llegar a cuentagotas las noticias de la rebelión santannista de diciembre de 
1822. La Diputación y el gobernador permanecieron fieles al Imperio, y 
todavía a mediados de abril de 1823 el jefe político José Antonio Vizcarra y 
la Diputación Provisional rechazaban el Plan de Casa Mata y apoyaban la 
gestión imperial de Agustín de Iturbide, sin saber que su régimen ya tenía 
más de un mes de haber caído. Con el fin de mostrar su solidaridad con 
el Imperio, se envió a Santiago Abreu con una proclama en ese sentido, 
pero al llegar a Durango, los diputados locales lo convencieron de que 
solo iba a hacer el ridículo a la ciudad de México con esa encomienda y 
lo convencieron de proseguir su viaje sin mostrar su apoyo a un Gobierno 
imperial que ya no existía.32 

31  	  Entre 1822 y 1824 obran en las actas de la diputación de Nuevo México numerosas 
disputas con el Ayuntamiento de El Paso del Norte y los pueblos paseños de San Elizario 
y San Lorenzo con referencia a deudas de estos a diversas autoridades neomexicanas, al 
manejo interno de las misiones y a las concesiones de tierra ilegales hechas por el Cabildo 
paseño, motivos que bien pudieron influir en el deseo de los habitantes de esa región 
paseña de separarse de Nuevo México. 
32  	  Actas del 26 y 31 de marzo, 13 de abril y 3 de junio de 1823, y acta de la Diputación 
de Durango del 10 de mayo de 1823, en La Diputación…, pp. 388.
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Cuando llegó la noticia de la caída del gobierno imperial y de ese 
“descolón” a Nuevo México, el gobernador Vizcarra decidió que era 
tiempo de renunciar a su puesto como muestra de fidelidad al derroca-
do emperador. La Diputación local, en sesión extraordinaria, decidió 
no aceptar la renuncia de Vizcarra pese a que no estaba facultada para 
imponer su autoridad sobre un gobernador y comandante militar.

La Diputación, habiéndose impuesto de los deseos manifestados por el 
señor gobernador, acordó no haber lugar a la dimisión del mando que 
indica hacer dicho jefe, respecto a que, ni por el primer paso de no ad-
herirse al plan propuesto por el señor Echávarri, ni por el desengaño y 
convencimiento que hoy manifiesta se le ha perjudicado a la provincia en 
lo más mínimo y que, con el voto de su excelencia es que la continuación 
de dicho jefe con el mando de la provincia, es también inconcuso con la 
tranquilidad de la misma; pues de lo contrario serían incalculables los 
males que le resultasen por una separación inoportuna.33

El gobernador “acató” la decisión de la Junta, pero tiempo después, y 
como era obvio en esos casos, llegó el relevo de Vizcarra de los mandos 
político y militar, pero este episodio evidencia cómo la Diputación nue-
vomexicana, al igual que otras Diputaciones locales en otras partes de 
México, aprovechó esta coyuntura específica para legitimarse y afirmar 
su autoridad en el ámbito local y regional. 34 

Asimismo, cuando se reinstauró el Congreso Constituyente a me-
diados de 1823, la Diputación 

resolvió se diga al señor diputado actual que esta provincia se inclina a que el 
Estado mexicano se constituye bajo un sistema de gobierno popular, sosteni-
do en las bases de una sólida y bien combinada república federal, como que 
parece conveniente al bien general de esta América septentrional.35

33  	  Acta del 3 de junio de 1823. Cursivas propias. 
34  	  Sordo, “Del Congreso…”, p. 125.
35  	  Sesión del día 17 de diciembre de 1823 por la noche.
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La Diputación como institución política local, 1824-1833

A falta de un marco legal republicano confiable y que se pudiera poner 
en marcha, en la práctica y por la mayor parte de su tiempo en funciones, 
la Diputación de Nuevo México se rigió por la Constitución de Cádiz y 
por el decreto de las Cortes españolas del 23 de junio de 1813, y funcionó 
de manera más o menos continua hasta 1838, pese a la constante falta de 
fondos y a las turbulencias de la vida política local y nacional. A pesar de 
estas limitaciones, la Asamblea funcionó como una institución política 
que le dio viabilidad a la administración de Nuevo México tanto como 
provincia como territorio. 	

Durante buena parte del periodo federalista, la Diputación Territorial 
sobrevivió sin contar con fondos propios. Desde etapas muy tempra-
nas, el subsidio que mantenía a Nuevo México unido al país comenzó 
a faltar. La habilitación de la única compañía presidial, los sínodos a los 
misioneros y los salarios del jefe político y el comandante militar eran 
indispensables para mantener la administración del territorio. Cuando las 
ministraciones del gobierno central comenzaron a fallar, lo que ocurrió 
incluso antes de la consumación de la Independencia, el diminuto aparato 
estatal local comenzó a desmoronarse. Por ejemplo, ya en 1824 el presidio 
se hallaba reducido a una cuarta parte de su fuerza y contaba tan solo con 
veintinueve soldados, de una planta supuesta de ciento veinte.36 En otras 
ocasiones, incluso el jefe político o el comandante dejaban de recibir sus 
salarios y debían ausentarse para atender sus negocios personales. En 1827, 
el gobernador-comandante Antonio Narbona pidió su relevo del cargo 
debido a que no recibía su sueldo; y meses más tarde, su sucesor Manuel 
Armijo simplemente dejó vacantes las jefaturas política y militar en un par 
de ocasiones para evitar, decía, “la decadencia de [sus] propios intereses”.37

En este contexto, no era raro que los diputados a la Asamblea te-
rritorial, por lo general, no recibieran salario alguno, lo que provocaba 
frecuentes quejas de los representantes, quienes esperaban pacientemente 
obtener algunos “alcances” al final de su periodo en funciones. Por fortu-
na, casi todos los diputados vivían a una distancia de uno a dos días de 

36  	 Acta del 18 de octubre de 1824. 
37  	 Quejas de ambos en AGN, M Gobernación, segunda sección, 827-30, (1), (1) (51): sf. 
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viaje de la capital Santa Fe, y muchos tenían parientes en la villa donde 
podían alojarse, de manera que era muy común que los representantes 
en la Junta resolvieran su mantenimiento mientras estaban en sesiones. 
Eso sí, la falta de un sueldo hacía que los diputados se excusaran con 
frecuencia de acudir a la Asamblea, pretextando que debían cuidar sus 
negocios. Inclusive en ciertas ocasiones toda la Junta se declaraba en 
receso, sobre todo cuando era tiempo de cosecha, esquila, temporada 
de recoger los ganados o llegaba la caravana de comerciantes de Estados 
Unidos y sus miembros debían atender sus negocios y propiedades. En 
otras ocasiones, los diputados en su carácter de oficiales milicianos debían 
ocurrir a largas y penosas campañas militares contra los “bárbaros” y eso 
ocasionaba el cierre de sesiones de la Asamblea.38

Sin embargo, en otras ocasiones la Diputación enseñaba su poder 
al influir en determinaciones de cierta importancia, como era el ramo 
de la fiscalidad. Hacia 1824, se abrió la ruta mercantil conocida como 
“comercio de Santa Fe”, que ligaba el Medio Oeste estadounidense con 
el norte mexicano. Con ella se habilitó una aduana en la misma capital y, 
a cuentagotas, comenzaron a llegar ciertos fondos para la administración 
territorial, fondos que casi en su totalidad se destinaban al pago de las 
alicaídas fuerzas presidiales y de los salarios de jefes políticos y militares, 
además de los administradores de las aduanas. En efecto, al no existir 
autoridad nacional alguna que fijara estas contribuciones, entre los 
gobernadores Melgares, Baca y Vizcarra y la Junta local se aplicó durante 
varios años un impuesto de veinticinco por ciento ad valorem para este 
tráfico, con lo que se violaba una prohibición expresa de las provincias de 
incidir en los impuestos al comercio internacional, jurisdicción definitiva 
del gobierno federal, pero las necesidades fiscales del ahora territorio 
necesitaban de acciones claras en materia fiscal. Además, la Diputación 
se arrogaba un veintinueve por ciento de la recaudación fiscal para 
propia manutención, providencia que, desde luego, no fue seguida por 
las autoridades locales.39 

38  	 Un ejemplo, en el acta del 14 de junio de 1831.
39  	 Véanse las actas del 20 de abril de 1822 y 18 de octubre de 1824. Una visión general 
de las finanzas de Nuevo México, en González,“El financiamiento…”.
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De igual manera, también al margen de la ley y excediendo obvia-
mente sus funciones, la Asamblea impuso una contribución de cuatro 
reales por carga de sal extraída de las salinas de Socorro.40

Aun después de la instalación de una aduana internacional en Santa 
Fe, la Asamblea, casi siempre en apoyo del jefe político, tuvo alguna in-
jerencia en la distribución de los fondos fiscales originados en la aduana, 
recursos que teóricamente caían en la jurisdicción federal pero que en 
la práctica disputaban las autoridades política y militar locales cuando 
no recaían en el mismo individuo. Así, en julio de 1832 la Junta apoyó 
la negativa del gobernador Santiago Abreu de enviar fondos de la sub-
comisaria de Santa Fe a Chihuahua para apoyar al comandante general 
de ese estado en su campaña militar en contra de los apaches recién su-
blevados. En otras ocasiones, la Junta podía imponer impuestos locales 
a diversas actividades.41 

La Diputación de Nuevo México, a pesar de lo limitado de sus facul-
tades formales, pudo intervenir también en la política local dependiendo 
de la atención que le brindaban los jefes políticos, gobernadores o coman-
dantes militares. Funcionó más como un apéndice del Poder Ejecutivo y 
no tanto como un cuerpo legislativo propiamente dicho. Las funciones 
en las que se le reconoció normalmente una cierta autoridad fueron la 
introducción de la educación pública, la revisión de gastos y arbitrios –y a 
veces elecciones– de Ayuntamientos y autoridades locales, la ratificación 
en la cesión de mercedes de tierras y la relación con el Congreso nacional 
otras instituciones políticas del país. Sin embargo, los diputados locales 
se inmiscuían con frecuencia en prácticamente todos los aspectos de la 
administración pública, y no era raro que se pronunciaran sobre asuntos 
relativos a la hacienda local, los presidios y las compañías milicianas, el 
ejercicio de un vicepatronato nacional, las campañas en contra de los lla-
mados indios bárbaros, el establecimiento de las contribuciones directas 
y, en general, de cualquier asunto que interesara a sus conciudadanos. 
Actuando como consultora del jefe político y militar, la Diputación o 
Asamblea se constituyó también en un lugar donde los ciudadanos podían 

40  	 Acta del 1.º de octubre de 1824. 
41  	 Acta del 16 de julio de 1832. El 18 de julio se impuso, por ejemplo, un gravamen a la 
fabricación de aguardiente y otro al establecimiento de aserraderos. 
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expresar libremente sus quejas, lo que llevaba a la Junta a involucrarse en 
asuntos de toda índole y convertirse en una especie de oficina de quejas 
donde se ventilaban una gran variedad de asuntos. 

En general, la Diputación trataba de adaptarse a los cambios políticos 
nacionales más que influir en ellos. Ciertamente, la pugna entre federa-
lismo y centralismo no se aplicaba a la política nuevomexicana, pero la 
tensión entre los intereses centrales y los locales siempre estuvo presente y, 
por supuesto, la Asamblea siempre estuvo con estos últimos. Por lo general, 
los jefes políticos y gobernadores de Nuevo México que se nombraban 
desde la ciudad de México eran oriundos de la provincia y apoyaban los 
intereses de la región sobre los de la nación, como serían el desarrollo del 
comercio internacional, el manejo autónomo de los ingresos de la adua-
na internacional de Santa Fe, la tradicional exención de los principales 
impuestos, el manejo diplomático en la relaciones con los bárbaros y la 
concesión casi automática de mercedes de tierras para colonizar.

La publicación de la Constitución federal de 1824 no trajo en sí 
misma la normalidad administrativa a Nuevo México, pues nunca se 
concretó el reglamento de la administración de los territorios que el 
Congreso federal debía elaborar. De esta manera, las autoridades terri-
toriales siguieron viviendo en una especie de ambigüedad legal durante 
varios años más. Esta falta de certidumbre jurídica de la Diputación fue 
una carga que la institución soportó y le causó no pocos dolores de ca-
beza. Incluso poco después de la promulgación del Acta Constitucional 
de julio de 1824, en la que se oficializó la pérdida de la región de El Paso 
del Norte, la Diputación nuevomexicana elevó una queja al Congreso 
nacional por este acto, que le respondió con el regaño de que “no debió 
discurrir ni por un solo momento esta Diputación en dirigirse, conside-
rando como agraviada a la provincia su comitente, al Soberano Congreso 
General de la Federación”.42 

La falta de reglas en las administraciones territoriales llevó a que la 
Diputación se hiciera cargo de asuntos que no le competían y para los 
que no estaba capacitada. Por ejemplo, buena parte de las labores de 
sus miembros se iba en la redacción de reglamentos provisionales para 
toda clase de procesos administrativos: certificación de los maestros de 

42  	 Acta de la sesión extraordinaria del día 31 de marzo de 1824.
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escuelas, elaborar planes de defensa frente a los asedios indígenas, regular 
la organización de las milicias locales para las campañas punitivas contra 
los bárbaros y las formas del reparto del botín logrado en estas, redactar 
formatos para la rendición de cuentas de los Ayuntamientos, formatos 
de elecciones municipales, pautas de comportamiento y operación de la 
propia Diputación, reglas para la designación de jueces de paz, etc. Estas 
labores consumían mucho tiempo, pues tras su redacción daban pie a 
interminables debates sobre su pertinencia o legalidad, lo que hacía que 
los diputados se refirieran con frecuencia a leyes y ordenamientos previos 
a la Independencia mexicana que realmente nadie conocía a fondo. 

A pesar de tantas ambigüedades, la Junta o Diputación –usó de modo 
alternativo ambos nombres– se reunió de manera bastante regular desde 
1822 hasta 1829, con lo que promedió, a juzgar por las actas existentes, 
unas treinta reuniones al año. Por lo general, las sesiones eran convocadas 
por el jefe político y comenzaban en la primavera de cada año, dado que lo 
riguroso del invierno impedía con frecuencia las reuniones entre los meses de 
noviembre y marzo. Los periodos de sesiones son obviamente muy variables, 
pero se ve una mayor actividad en los meses de primavera y verano, aunque 
las reuniones se podían llevar a cabo ocasionalmente también en diciembre 
o enero si las circunstancias lo ameritaban. A partir de 1830, el número 
de reuniones tiende a disminuir de forma notable y llegan a un mínimo 
de cuatro reuniones anuales entre 1834 y 1835, paradójicamente cuando la 
política local parecía ya estar en manos de la una pujante elite local. 

Según la Constitución de 1824, el Congreso de la nueva república 
expediría un reglamento para el gobierno de los territorios, pero durante 
varios años –con la notable excepción de Tlaxcala– no se realizó avance 
alguno en este sentido. Varios años más tarde, apenas en 1828 se presentó 
en la Cámara de Diputados un dictamen para el gobierno interior de los 
territorios y del Distrito Federal, pero no nunca se discutuó ni mucho 
menos se aprobó.43 Casi al mismo tiempo, desde Santa Fe, los diputados 
nuevomexicanos hacían eco de la petición de su colega Santiago Abreu 
en la siguiente petición al Congreso: 

43  	 Nuevo dictamen... 
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Pido se nombre una comisión para que extienda una exposición que debe-
rá dirigirse a la Cámara de Diputados del Congreso general, por conduc-
to de los excelentísimos señores secretarios de dicha Cámara, suplicando 
se dé lo antes posible la constitución de los territorios; manifestándose 
en ella la falta que hay de tribunales, causa del retardo que padece la 
administración de justicia en todas las demás reflexiones que crea la 
Comisión adecuadas al asunto.44

En los meses y años siguientes, varios diputados federales nuevomexica-
nos urgieron al Congreso a emitir algún ordenamiento al respecto; y al no 
haber respuesta, se comenzó a discutir en el seno de la Diputación nue-
vomexicana la posibilidad de enviar un proyecto para que Nuevo México 
fuera reconocido como estado de la Federación y que se erigiera, en 
consecuencia, una comandancia general separada de la de Chihuahua.45 

En 1831 surge de la Diputación un proyecto más específico para erigir 
a Nuevo México como estado, en el que “se solicita elevar este territorio 
al rango de estado, demostrando en él los fundamentos en que se apoya, 
los elementos con que dan y los asuntos que al efecto necesita impetrar 
de los Supremos poderes de la Unión, analizando la actual situación del 
territorio, y patentizando por consecuencia los incalculables bienes que en 
la realización del insinuado proyecto como estado”.46 Durante meses, se 
buscó el apoyo de los Ayuntamientos y de prácticamente todas las autori-
dades del territorio; se discutió y redactó un proyecto para admitir a Nuevo 
México como el nuevo “estado de Hidalgo”; se envió con el diputado 
Rafael Sarracino a la ciudad de México, y allí se congeló en comisiones. 

Entre 1827 y 1831, al tiempo que la administración local de Nuevo 
México se estabilizaba, hubo momentos de crisis en los que se planteó 
la ilegitimidad y hasta la desaparición de la Junta. A raíz de un conflicto 
personal entre el administrador de la Aduana y algunos miembros de la 
Diputación, se dio un conflicto político local que se gestó a principios 
de 1827 y que llevó al director de la Hacienda local –José María Vigil– 
a cuestionarse la legitimidad de la corporación y con ella su derecho a 

44  	 Acta del 4 de diciembre de 1828.
45  	 Sesión del 8 de noviembre de 1830.
46  	 Sesión del día 13 de abril de 1831.
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pedirle cuentas de los ingresos fiscales. El pleito escaló pronto y llegó 
hasta el Gobierno federal mexicano, el cual nunca se declaró a favor o 
en contra de la legitimidad de la Asamblea. Sin embargo, las acusacio-
nes de Vigil calaron hondo en la Diputación, que se dividió entre los 
partidarios del administrador y sus rivales, lo que obligó a los propios 
diputados a manifestarse al respecto.47 Cuenta un acta que la cuestión 
se zanjó temporalmente de la siguiente manera:

El señor presidente contestó a esto que la ley que se presentaba había sido mal 
interpretada y entendida, y que era preciso a su señoría informar al Supremo 
Gobierno sobre no ser legítima esta Diputación, no teniendo embarazo para 
presentar a su excelencia lo que les va a informar. Instó, asimismo, a que 
se resolviese [si] esta actual diputación era legal y legítima, o si se daba por 
suspendida hasta que se consultase. Y habiéndose entrado en votación sobre 
ello, a invitación del mismo señor jefe político, el señor don Antonio Ortiz, 
dijo que la reconocía y tenía por legítima, y que, por consiguiente, debía 
seguir ejerciendo sus funciones.48

Pero la cuestión obviamente no se resolvió entonces. En 1830, la Diputación 
envió un proyecto al Congreso nacional para establecer un impuesto de 
capitación que iría de uno a cinco pesos por jefe de familia, con el fin de 
ministrar recursos a un recién creado sistema de escuelas públicas y a la 
misma Junta, pero la representación federal le negó esta autorización.49 
Esta negativa hizo que el entonces diputado local Juan Esteban Pino 
se quejara amargamente de la falta de iniciativa y poderes de la Junta. 
Unos meses más tarde, otro representante local, el padre Antonio José 
Martínez, presentó un documento muy pesimista a la Junta, en el que 

47  	 Sabemos a raíz de este pleito que el acta de instalación de la Diputación Provincial de 
Nuevo México del 14 de abril de 1822 se envió a la capital del país como prueba de su 
existencia legal, pero no ha sido posible encontrarla en el AGN. “El señor jefe contestó 
que para acreditar la instalación de la primera Diputación que hubo en este territorio, no 
era suficiente el citado oficio. Se acordó se le diese tiempo al secretario hasta el 22 por la 
mañana para que buscase la ley de que se trata; prevenido, al mismo tiempo, que también 
se trajese a la vista el acta de la instalación de la primera Diputación” (Acta de la sesión 
del 20 de junio de 1827).
48  	 Acta de la sesión del 22 de junio de 1827.
49  	 AGN México, Gobernación, legajo 54, exp. 1; Weber, “El gobierno…”.
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pedía que, si no se definían los poderes y autoridad de la Asamblea, y si 
no se le dejaba recaudar sus propios fondos, lo mejor sería que se disolviera 
pues, alegaba, “es inútil nuestra Diputación mientras no se le determinen 
atribuciones y facultades para cumplir lo relativo a ellas”. Los diputados 
concordaron con este documento, el cual se envió al Congreso nacional, 
sin que se supiera si tuvo algún impacto en aquel cuerpo. 50

Este pesimismo era compartido por un contemporáneo del padre 
Martínez, el jurista Antonio Barreiro, que por entonces desempeñaba 
la tarea de asesor judicial y juez de segunda instancia en el territorio de 
Nuevo México, quien se refería a este cuerpo de la siguiente manera al 
describir al gobierno local:

Diputación territorial. Este cuerpo es nulo e insignificante porque no tiene 
autoridad bastante para poder obrar por sí, de aquí que si una nueva ley no 
reglamenta bajo otro pie las atribuciones de la Diputación, las que tiene por 
el capítulo segundo del decreto del 25 de junio de 1813 son absolutamente 
ideales, unas porque pugnan contra el sistema y otras porque no convienen 
a las circunstancias del país.

Excuso hablar al gobierno más extensamente sobre el particular por-
que, según estoy informado, el diputado territorial presbítero José Antonio 
[sic] Martínez hizo una exposición que aprobó la Diputación y pasó a este 
gobierno, en que demuestra con varias razones lo inútil que es la referida 
Diputación y lo fácil que sería refundir sus atribuciones a los Ayuntamientos 
y al jefe político.51

No conocemos una respuesta oficial a estos llamados para el auxilio de la 
Diputación y de toda la administración territorial, pero sí es notable que 
para esas fechas la Diputación se reunía solo unas cuantas veces al año. 

Para finales de 1834, cuando se preveía un vuelco del gobierno san-
tanista hacia el centralismo, los diputados nuevomexicanos, escépticos 
ante la falta de resultados prácticos del Gobierno federal, no ocultaron 
sus simpatías hacia esta orientación política. Primeramente, se adhirieron 

50  	 Actas del 11 y 12 de noviembre de 1831. Este memorial fue publicado y anotado en 
Weber, “El gobierno…”, pp. 310-315.
51  	 Barreiro, Ojeada…, p. 28.
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al Plan de Cuernavaca, y cuando se les pidió un representante para el 
Congreso Constituyente de 1835-1836, la Diputación Territorial le dio 
poderes suficientes a su diputado federal para

promover, apoyar y sancionar cuantas reformas y alteraciones se quieran 
hacer en la Constitución general, pudiendo cambiarse, si necesario fuere, 
la forma de gobierno en cualquiera otra de las conocidas en el mundo; pues 
le confiere esta Junta todos los poderes necesarios al efecto, sin que por la 
omisión de alguna circunstancia se crea que se le estorba o restringe su deli-
beración o voto en lo particular.52

A lo largo de su vida política la Junta o Diputación Territorial se erigió 
como un instituto de representación política para los nuevomexicanos. 
Ciertamente, se trató de una representación de la elite local. Entre sus casi 
cien miembros predominan los apellidos de solo unas veinte familias de 
prominencia regional: los Armijo, Chávez, Pino, Martínez, Vigil, Alarid, 
Abreu, Sena, Archuleta. Bustamante, Baca, Sandoval, Ortiz, Sarracino, 
Perea, Esquivel, Montoya, Chacón, Sánchez Vergara y otros, que vieron 
en la Junta un lugar para exponer sus intereses y, de alguna manera, 
influir en las decisiones políticas locales. La Diputación o Asamblea se 
convirtió así en uno de los lugares más importantes para ejercer la práctica 
política en Nuevo México. 

La Diputación provincial y territorial sirvieron como u elemento 
de cohesión política en un momento en que las reglas de la política y la 
administración para el territorio se hallaban difusas. Como esa incerti-
dumbre legal se mantuvo hasta 1836, la Diputación trabajó sobre bases 
endebles, pero sin duda ayudó a la políticamente inexperta elite local 
a hacerse un camino hacia el poder en el territorio. En definitiva, este 
cuerpo fue un apoyo para los diversos jefes políticos y militares entre 
1822 y 1826. A partir de esta fecha, la administración territorial logró una 
cierta estabilidad gracias al establecimiento de un sistema fiscal propio 
que le aseguraba ciertas rentas, y la Diputación pasó a ser un apéndice 
de los jefes políticos, quienes las convocaban a su conveniencia, llegando 
a un mínimo de actividad para 1836.

52  	 De Bustamante, Dictamen…, p. 11. 
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Paradójicamente, al reconocerse la existencia de esta Junta de manera 
legal con las Constituciones centralistas, y al funcionar esta de la mis-
ma manera con que había operado desde 1822, la Asamblea territorial 
desempeñaría una labor muy discreta para resurgir de nuevo como una 
institución de gran importancia para la vida política de Nuevo México 
a partir de 1844, durante el último periodo como gobernador y coman-
dante militar de Manuel Armijo. 
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